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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez Jara. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario General de Gobierno, señor Mauricio Lob de la Carrera.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 80ª y 81ª, ordinarias, en 17 y 18 de diciembre, respectivamente, y 82ª, especial, en 23 de diciembre, todas del año 2013, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira la urgencia para la tramitación del proyecto que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (boletín N° 6.355-01). 



--Se tiene presente el retiro de la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (boletín Nº 8.643-02).



2.- Proyecto que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (boletín Nº 8.874-05).



3.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



4.- Proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos e introduce adecuaciones a la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).



Con el cuarto y el quinto retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de los asuntos que se enuncian a continuación: 


1.- Proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (boletín Nº 8.829-01).


2.- Proyecto que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (boletín N° 6.201-02).



3.- Proyecto de ley que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos (boletín N° 9.201-03).



4.- Proyecto de ley que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal (boletín Nº 8.189-04).



5.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (boletín N° 8.335-24).



6.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04).



7.- Proyecto que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (boletín N° 9.113-05).



8.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



9.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



10.- Proyecto que modifica la ley N° 19.253, sobre normas de protección, fomento y desarrollo de los indígenas, estableciendo dieta para los consejeros nacionales de la CONADI y para los comisionados de la CODEIPA que indica (boletín Nº 9.041-31).



11.- Proyecto que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (boletín Nº 7.686-07).



12.- Proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja (boletines N°s. 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).



13.- Proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (boletín Nº 8.265-07).



14.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (boletín Nº 8.314-07).



15.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (boletín N° 8.810-07).



16.- Proyecto que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (boletín N° 9.036-07).



17.- Proyecto que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (boletín N° 9.022-08).



18.- Proyecto que modifica el DFL N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su Estatuto Orgánico, para otorgar al Subsecretario de Relaciones Exteriores atribución a los efectos de transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero que afecten al Estado de Chile (boletín N° 8.853-10).



19.- Proyecto de ley sobre administración del borde costero y concesiones marítimas (boletín Nº 8.467-12).



20.- Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (boletín Nº 8.770-23).



21.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (boletín Nº 8.828-14).



22.- Proyecto que modifica la ley N° 17.635, de 1972, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda que indica (boletín Nº 9.018-14).



23.- Proyecto que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (boletín Nº 8.329-15).



24.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto al proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (boletín Nº 8.612-02).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar consejero del Banco Central de Chile al señor Pablo Antonio García Silva, conforme a lo dispuesto en el artículo 7º del ARTÍCULO PRIMERO de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional de dicha institución (boletín Nº S 1.630-05), haciendo presente para su despacho la urgencia establecida en el Nº 5) del inciso segundo del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:
  

Envía copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada, en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto del proyecto que modifica la ley Nº 19.803, que establece una asignación de mejoramiento de la gestión municipal, para homologarla con la dispuesta en la ley Nº 19.553, que concede una asignación de modernización a la Administración Pública (boletín N° 9.159-05).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Remite copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad en cuanto a los siguientes preceptos legales:



1.- Artículo 16 B de la ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. 



2.- Artículo único de la ley N° 20.411, que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas en virtud del artículo 4° transitorio de la ley 20.017, de 2005, en determinadas zonas o áreas.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Envía copia de la resolución pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 5° de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, y 7° de la Ley General de Bancos.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Excelentísima Corte Suprema:


Transcribe resolución con la que desestima la solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, referente a nóminas de jueces y ministros de corte en función de diversos criterios de clasificación relacionados con los artículos 2° y 3° de la ley N° 19.253. 



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:
 

Informa la remisión al señor Ministro de Bienes Nacionales de la solicitud, formulada en nombre del Senador señor Kuschel, relativa al estudio de la posibilidad de destinar en la comuna de Chaitén una superficie de cuatro hectáreas de terreno para el sector de la Defensa Nacional.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:


Responde solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Escalona, respecto de una situación conflictiva en la Región del Biobío, vinculada a la aparente falta de materialización de la plataforma social convenida con los pobladores de la zona durante la discusión del proyecto modificatorio de la Ley de Pesca.



Del señor Ministro de Salud:


Da contestación a solicitud de antecedentes, cursada en nombre de la Senadora señora Alvear, acerca de la licitación del Hospital Sótero del Río y de otros asuntos concernientes al sistema público de salud.



Atiende consulta, formulada en nombre del Senador señor Bianchi, respecto a la procedencia del bono adicional que establece el artículo 5° de la ley N° 20.612 en el caso de funcionarios no afiliados al sistema de pensiones regulado en el decreto ley N° 3.500, de 1980.



Responde petición, remitida en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre la posibilidad de que el Hospital Regional de Concepción fije una hora médica para la paciente que individualiza, domiciliada en la comuna de Lota.



Contesta acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Navarro, Girardi, Gómez y Lagos, en cuanto a la factibilidad de establecer un plan nacional para abordar y tratar el alzheimer en Chile (boletín N° S 1.549-12).



Del señor Ministro de Agricultura:


Da respuesta a petición, formulada en nombre de la Senadora señora Rincón, en orden a revisar situación anómala denunciada por agricultores arroceros de Parral ocurrida en el segundo concurso de 2013 del Sistema de Incentivos para la Sustentabilidad de Suelos Agropecuarios. 



Del señor Ministro de Minería (s):


Contesta solicitud, remitida en nombre de la Senadora señora Allende, referente a prórroga del plazo establecido por esa Secretaría de Estado para la regularización de faenas y el empadronamiento de los pequeños y medianos mineros.



Del señor Ministro de Bienes Nacionales (s):


Responde consulta, enviada en nombre de la Senadora señora Allende, atinente al plan de licitaciones de terrenos fiscales para el año 2013 en la Región de Atacama y a la consideración de criterios económicos en los precios de inmuebles ubicados en el borde costero.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:


Contesta solicitud de información, recabada en nombre de la Senadora señora Allende, respecto del concurso para inscribir nuevos taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros en la comuna de Vallenar y de su conformidad con los criterios técnicos que prescribe la ley N° 20.474.


Absuelve consulta, planteada en nombre del Senador señor Navarro, sobre disminución de tiempos de viaje del Biotrén e informa en cuanto a derivación de ella a la empresa Ferrocarriles Suburbanos de Concepción en lo tocante a la extensión del servicio hasta Coronel y a la renovación de estaciones.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:


Contesta petición, hecha en nombre del Senador señor Kuschel, respecto a la posibilidad de ampliar el área utilizable por la comunidad de Chaitén Sur y, asimismo, de precisar si en aquel lugar, donde se ubican ciento veinte ocupantes irregulares, existe un bajo nivel de riesgo.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura (s):


Adjunta documento digital Mujeres y hombres en el sector pesquero y acuicultor de Chile 2012, elaborado por ese organismo público.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales:


Entrega antecedentes, solicitados en nombre de la Senadora señora Allende, sobre tipo y número de prestaciones de salud adquiridas a privados en la Región de Atacama, con especificación de la incidencia del gasto pertinente en el Presupuesto del Servicio de Salud, entre los años 2011 y 2013.



De la señora Superintendenta de Seguridad Social:


Atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Rincón, respecto a la deuda actual de los servicios de salud con las mutualidades de empleadores por causa de la obligación de rembolso establecida en el artículo 77 bis de la ley N° 16.744.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud (s) de Atacama:


Responde petición de antecedentes, efectuada en nombre del Senador señor Prokurica, sobre calidad del agua potable en las comunas de Chañaral, Caldera y Copiapó; estado de funcionamiento de la planta de osmosis inversa existente en esta última, y sumarios sanitarios cursados a Aguas Chañar.



De la señora Abogada Jefa de la División de Defensa Estatal del

Consejo de Defensa del Estado:


Expone razones por las que no cabe ejercer acciones judiciales por daños a los geoglifos Chug Chug, en el valle de Quillagua, derivados de la instalación de torres de alta tensión para la minería, cuestión planteada en nombre del Honorable señor Cantero, con la adhesión de los Senadores señores Chahuán, Horvath y Navarro. 



Del señor Jefe del Departamento de Atención al Usuario de la Superintendencia de Pensiones:


Remite, a petición realizada en nombre del Senador señor Navarro, copia del oficio con el que la entidad fiscalizadora requirió al Director del Instituto de Previsión Social la revisión del caso de don Rodolfo Álvarez Cantillano, eximponente de la Caja de Previsión de Empleados Particulares.



Del señor Presidente del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias:


Comunica, conforme a lo dispuesto por la letra f) del artículo 14 del Reglamento de dicho ente, acuerdos relativos al reajuste de asignaciones parlamentarias a contar de la fecha que para cada caso se señala. 



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 2).


Segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar (boletín N° 9.179-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para tabla.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Considerar en el segundo lugar de la tabla de esta sesión el asunto signado con el N° 5, esto es, el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona, Lagos y Letelier, en primer trámite constitucional, que reconoce el derecho a la identidad de género y le da protección.



2.- Pasar al cuarto lugar de la tabla de hoy el asunto que se encuentra en el N° 2, es decir, la iniciativa, en segundo trámite constitucional, que modifica la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con informe y nuevo primer informe de la Comisión de Salud y votación aplazada.



3.- Tratar en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, en el orden que se indica, los siguientes proyectos, siempre que estén informados por las respectivas Comisiones: 



a) El que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes, y



b) El que introduce enmiendas a la legislación tributaria en materia de factura electrónica.



4.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares: hasta el lunes 13 de enero, a las 12.



5.- Celebrar una sesión especial del Senado el martes 28 de enero, de 10 a 14, con el objeto de tomar conocimiento del fallo de la Corte Internacional de Justicia relativo al diferendo marítimo entre Perú y Chile.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra respecto a la Cuenta o a los Acuerdos de Comités.



Ofrezco la palabra.



Pasamos, entonces, al Orden del Día.

V. ORDEN DEL DÍA

REGULACIÓN DE ACUERDO DE VIDA EN PAREJA

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión general del proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea el acuerdo de vida en pareja, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7873-07 y 7011-07, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



1) Del primer proyecto (7873-07), se da cuenta en sesión 45ª, en 17 de agosto de 2011.



2) Del segundo proyecto (7011-07), se da cuenta en sesión 30ª, en 29 de junio de 2010.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 80ª, en 17 de diciembre de 2013.



Discusión:



Sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013 (queda para segunda discusión).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa se halla en segunda discusión.



Cabe recordar que los artículos 14 y 19 tienen rango orgánico constitucional, por lo cual para su aprobación se requieren al menos 21 votos favorables; y que los artículos 11, 16, 17 y 26, letra ii), son de quórum calificado, por lo que deben ser aprobados con un mínimo de 19 votos afirmativos.



En la última sesión en que se trató este proyecto quedaron inscritos para hacer uso de la palabra, en el mismo orden que señalaré, los Senadores señores Espina, Sabag, Cantero, Ignacio Walker, Víctor Pérez, Carlos Larraín, Gómez, Chahuán y Tuma. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En la segunda discusión, no hallándose presente el Honorable señor Espina, le ofrezco la palabra al Senador señor Sabag. 



¿No? ¿Después? 



Conforme.



Tiene la palabra, en consecuencia, el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, yo he colaborado desde hace ya varios meses en la revisión del proyecto en debate.



La Comisión hizo un esfuerzo serio por comprender todas las situaciones que se plantean y darles una solución plausible. 



Ahora, el texto que hoy día conocemos en general es muy distinto de aquel con que se dio inicio al trámite constitucional de esta iniciativa.



Operó en el curso de la tramitación una fusión de proyectos previos, y luego, una discusión en general y en particular que incluyó la incorporación de textos nuevos ajenos a los fusionados.



Eso es meramente formal. 



Yendo más al fondo, debo puntualizar que la idea original, que consistía en poner determinado orden patrimonial y sucesorio a relaciones no formalizadas, las cuales abarcarían hipotéticamente a 2 millones de personas, ha ido quedando abandonada en el camino. 



Esa idea era un propósito laudable, aunque las relaciones informales suelen revestir este carácter porque se desea que sean informales: ¡la informalidad tiene cierto encanto para algunos...! 



Se ha invocado constantemente, tanto en la etapa introductoria del proyecto como durante el proceso de discusión, la premisa falsa de que esos 2 millones de personas que viven en una situación no formalizada y que sin embargo cuando eran heterosexuales, para ordenarse, tuvieron la posibilidad de contraer matrimonio, mediando o no divorcio -el trámite hoy no es particularmente engorroso-, acudirían en grandes números a las notarías y a los oficios del Servicio de Registro Civil al objeto de suscribir un acuerdo de vida en pareja complejo y que cada vez reviste mayor complejidad, en la forma como se está proponiendo.



Esa premisa -repito- es falsa y, como tal, lleva a una conclusión equivocada. ¿Por qué? Porque el proyecto sirve a una premisa ideológica. Y la ideología consiste en una simplificación que distorsiona la realidad. 



El contrato, en la forma sugerida, incluye elementos muy parecidos a los del matrimonio civil.



Por lo pronto -aquí entro en algún detalle-, crea un estado civil, en circunstancias de que la condición derivada del AVP no genera permanencia, uno de los componentes esenciales del estado civil.



En seguida, no tiene duración mínima para surtir sus efectos. Entonces, alguien podrá celebrar, por ejemplo, diez AVP en un año.



Y no solo crea estado civil: además, otorga derechos sucesorios idénticos a los que confiere el contrato matrimonial. Los convivientes pasan a ser legitimarios, según el artículo 9°. Es decir, una situación igual a la del cónyuge sobreviviente: marido o mujer que se acompañaron 25, 30, 40 o más años.



De otro lado, el sistema propuesto permite elegir regímenes patrimoniales propios del contrato matrimonial -por ejemplo, separación de bienes, comunidad de bienes muebles e inmuebles-, de entre los cuales debería optarse a la hora de celebrar el contrato.



Se consigna el derecho a reparaciones patrimoniales, como los que merece el cónyuge que cumplió los deberes de cuidar el hogar y a los hijos. Es decir, hay aquí una nueva equiparación, a mi juicio muy grave y sobremanera desalentadora para quienes contraen matrimonio.



Los conflictos que puedan derivar de esta convivencia reglada quedan sujetos a la jurisdicción de los tribunales de familia, con lo cual de nuevo hay un equiparamiento con la situación de las uniones que tienen como base el contrato matrimonial.



Sin embargo, a pesar de esos elementos propios del matrimonio, el acuerdo de vida en pareja es disoluble unilateralmente en cualquier momento; no se exige un plazo de duración. En rigor, los AVP podrían durar una semana.



Aquello puede tener grandes ventajas para los intervinientes. Pero ciertamente, si se pactan estados de comunidad patrimonial, se va a crear un soberano enredo en materia de quién es dueño de qué, ya que será factible que la comunidad incluya bienes inmuebles.



En teoría, como expresé, alguien podrá casarse diez veces en un año. ¿Y cómo queda la historia de la propiedad inmueble? 



Solo me refiero a un alcance práctico…

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.



Debo recordarles a Sus Señorías que, reglamentariamente, la segunda discusión genera una disminución del tiempo a cinco minutos.



Voy a dar dos minutos más a cada orador, pero pido atenerse al tiempo asignado.



En sus dos minutos adicionales, puede proseguir el Senador señor Carlos Larraín. 

El señor LARRAÍN (don Carlos).- La materia es de tal envergadura que, en mi concepto, bien podemos alargar un poco la discusión. 



Señor Presidente, la consecuencia de lo que vengo señalando es que las mismas ventajas del matrimonio se otorgan a aquellos a quienes la propia ley en proyecto llama “convivientes legales”. Empero, esta no consagra ninguna de las exigencias que impone el matrimonio, como la obligación de tener un hogar compartido o la de fidelidad, que, entiendo, no es ajena a ninguna relación afectiva.



Podemos tratar de anticipar algunas consecuencias. 



Se acentúa la provisionalidad que la onda cultural predominante parece desear imponer hoy día. 



En seguida, el carácter desechable de las relaciones afectivas se refuerza una vez más. Y la verdad es que las relaciones afectivas suponen, incluso entre personas de orientación homosexual, sintonías profundas y duraderas.



Es curioso: cuando se discutía la ley de divorcio se expresaba que el matrimonio resultaba innecesario, pues era un cartón, y que lo único que valía eran los afectos; ahora sucede que los afectos no valen nada y que lo único valedero es el contrato. 



Se quiere desalentar el matrimonio, que es, según definición de la ley, “base principal de la familia”, y privar a muchos de ese cimiento de cariño y protección tan favorable para el desarrollo personal. 



La baja tasa de nupcialidad en Chile debiera alarmarnos: se registra una caída de 50 por ciento en 12 años.



Nadie disputa que la familia estable es la mejor incubadora y el “lugar natural” de todos los individuos de la especie. Pues bien, el proyecto va directamente contra la institución familiar. Si se aprueba en su forma actual, traerá muchos frutos amargos, que tardan en madurar; pero serán inevitables.



Merece un capítulo aparte el hecho de que el proyecto, tan disolvente, haya sido impulsado…



--(Aplausos en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.



Les advierto a los asistentes en las tribunas que no pueden incurrir en ningún tipo de manifestación ni de expresión por las intervenciones. No es cuestión de que sean a favor o en contra. De otro modo, me veré obligado a pedirles que abandonen la Sala. La idea es que ustedes puedan escuchar el debate al igual que todos los presentes.



Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, ¿puede dejarme para un turno posterior, por favor?

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme.



Puede intervenir el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, como Senador y me atrevería a decir también que como Presidente del Partido Demócrata Cristiano, estamos muy contentos de concurrir a la aprobación de la iniciativa en debate, que crea el acuerdo de vida en pareja.



¿Por qué ello es tan importante?



La familia legalmente constituida, en términos generales, es y debe ser un objetivo de política pública.



Este no es un aspecto religioso. Lo estoy enfrentando desde el punto de vista -repito- de una política pública. Así lo ha entendido en Europa, por ejemplo, el danés Esping-Andersen, uno de los grandes sociólogos, quien demuestra cómo le conviene a la sociedad regular legalmente las relaciones de familia. Ello tiene todo tipo de efectos virtuosos.



Y junto con citar a Esping-Andersen, hago presente que muchos países de ese continente estiman, desde una perspectiva de avanzada, por así decirlo, o progresista, que darle un marco jurídico a tales vínculos beneficia a la sociedad en su conjunto.



Desde la perspectiva de las parejas que conviven -lo primero fue una aproximación más general a las relaciones de familia-, la lógica debería ser muy similar en el ámbito de la política pública. Darles un estatuto jurídico, ya sean homosexuales o heterosexuales, debiera ser un objetivo en este último ámbito.



Lo anterior no solo favorece a quienes conviven y se acogen al estatuto. La regulación legal de las relaciones, además de ser positiva para la familia, en sus distintas expresiones, o para la pareja, también lo es para el conjunto de la sociedad.



Por eso, no se trata solo de un asunto privado de las personas que deciden convivir o establecer una relación de pareja. Es algo que asimismo tiene un efecto público.



La estabilidad de las relaciones de familia y de pareja es un buen objetivo de política pública. El que esta última apunte, entonces, a dar un estatuto jurídico a relaciones de hecho, ya sean de pareja o de familia -y en la primera situación, homosexual o heterosexual-, es un fin que una sociedad determinada debiera perseguir, incluida, desde luego, la chilena.



Ciertamente, el matrimonio es una de las instituciones -tal vez la más completa y sofisticada- que estatuyen una relación de familia, en nuestro caso entre personas de sexo diferente.



Anticipo que soy de los que creen que es, por su naturaleza jurídica -el punto es harina de otro costal y corresponderá a la discusión de un proyecto de ley distinto, porque es preciso enfrentar todos los temas y no puede haber vetos ni materias vedadas-, un contrato entre un hombre y una mujer.



Pero ¿qué pasa con las parejas que no están en condiciones de concretar una relación jurídica de ese tipo y simplemente conviven?



La opción de convivir es legítima. Por cierto que debe ser respetada. Pero a la sociedad, sin perjuicio de la pareja, le conviene contemplarla especialmente cuando se proyecta en el tiempo, cuando es estable, e insisto en que ello debiera ser también un objetivo de política pública, lo que requiere respuestas legislativas.



¿Por qué podría haber aquí una discriminación arbitraria en relación con las parejas homosexuales? Porque si solo existe el matrimonio y nada más, y el resto es la convivencia de hecho, hay precariedad y más vulnerabilidad.



Reitero que el matrimonio debe ser, a mi juicio, entre un hombre y una mujer. La propia ley contra la discriminación arbitraria, que aprobamos el año pasado, contempla una diferencia muy interesante entre lo que puede ser objeto de esa calificación, hecho reprobable y que sanciona, y lo que es una distinción razonable. Y afirmar que el matrimonio es un contrato entre un hombre y una mujer lo es.



Sin embargo, sería una discriminación arbitraria el que a la pareja homosexual no se le diera ninguna oportunidad de configurar jurídica o legalmente su vínculo. No solo se le dejaría en el desamparo, en la precariedad, en la vulnerabilidad, particularmente cuando quiere mantener una relación estable, sino que también podría considerarse que se configura esa situación.



Por ello, el acuerdo en análisis, que crea un estado civil y cuyas normas se rigen por el Derecho de Familia, es un avance muy importante en nuestro país, no solo desde el punto de vista -repito- especialmente de las personas homosexuales, que hoy día no cuentan con ningún estatuto, sino también de una sociedad que persigue el objetivo de regular legalmente las relaciones de hecho…

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene un minuto para concluir, Su Señoría.

El señor WALKER (don Ignacio).-… de pareja o de familia.



Quiero terminar consignando que en la Democracia Cristiana hemos estado permanentemente en primera fila respecto de estos temas: con el Presidente Frei Montalva, quien instituyó la planificación familiar, los métodos anticonceptivos; con los Presidentes Aylwin y Frei Ruiz-Tagle y la Ministra de entonces, señora Soledad Alvear, cuando pusimos fin a la odiosa distinción de hijos legítimos e ilegítimos, proyecto del cual me tocó ser Diputado informante durante dos años. Cabe agregar la nueva Ley de Matrimonio Civil, de la cual fui coautor con Mariana Aylwin, y la ley contra la discriminación arbitraria.



En nuestra colectividad política ha habido siempre un interés por conciliar ciertos principios, como la familia, el derecho a la vida, etcétera, con la realidad social. Y, por eso, estamos contentos hoy día de poder aprobar la iniciativa sobre el acuerdo de vida en pareja.



Voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Deseo hacer uso de ella en un momento más, señor Presidente, porque estoy revisando lo que expresaré.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Me adhiero absolutamente a las expresiones de mi colega Ignacio Walker, Presidente de mi Partido.



El proyecto en debate, iniciado en mensaje y en una moción del entonces Senador señor Allamand, conforma una de las promesas más destacadas de la actual Administración.



Fue aprobado en general en la Comisión de Legislación por cuatro votos contra uno, y contiene normas de rango orgánico constitucional y de quórum calificado, como ya lo manifestó el señor Secretario.



El propósito que se persigue es el establecimiento de un nuevo tipo de contrato, denominado “acuerdo de vida en pareja”, a través del cual se regulan los derechos y obligaciones que adquirirán quienes lo celebren.



Se entiende que lo suscribirá una pareja. Y aunque se ha puesto énfasis en que beneficiará a aquellas constituidas por personas del mismo sexo, causará un importante efecto en las heterosexuales que, por distintas razones, han preferido no contraer matrimonio civil y que, por carecer el país de una solución intermedia, enfrentan un sinnúmero de problemas prácticos, hasta ahora resueltos por la vía de la constitución de sociedades.



Los convivientes no pueden ser carga uno de otro ni heredar en caso de fallecimiento, como tampoco asumir la responsabilidad ante decisiones médicas, dentro de muchas otras limitaciones.



No es posible que la iniciativa sea considerada un paso previo al matrimonio homosexual, porque se trata de situaciones por completo diferentes. El texto se inspira en la necesidad de resolver problemas prácticos, de la vida cotidiana, y no se refiere al establecimiento de un vínculo determinado, asunto que debe ser dispuesto a través de una propuesta legal específica.



Votaré a favor de la idea de legislar.



Naturalmente, cabe formular las indicaciones correspondientes en la discusión particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, deseo expresar mi opinión acerca del proyecto que crea el acuerdo de vida en pareja.



A mi juicio, este último finalmente reduce a su mínima trascendencia, de acuerdo con el trabajo realizado por la Comisión de Constitución, la institución del matrimonio, contemplada hace más de cien años en nuestro Código Civil.



El acto que se nos propone es tan parecido, en cuanto a los derechos que crea, que bien vale la pena preguntarse qué interés habrá en contraer el vínculo matrimonial si a través del mecanismo en estudio se alcanzan los mismos derechos, sin las mismas obligaciones, y con un procedimiento de disolución mucho más ágil, expedito y económico.



Escuché a señores Senadores aseverar que el Estado debe lograr la promoción y protección de la familia, así como también su desarrollo. Cuando debilitamos la principal institución destinada al cumplimiento de esos objetivos, evidentemente actuamos en contra de uno de los pilares fundamentales de nuestra vida en sociedad. Lo estamos desprotegiendo. Y, en consecuencia, no seguimos la dirección por la cual debe avanzar nuestro ordenamiento jurídico.



Se ha insistido mucho en que aproximadamente dos millones cien mil personas, según las cifras del último censo, viven en pareja. La gran mayoría de ellas son heterosexuales, y un porcentaje bastante menor, homosexuales. Esa es la cifra global, de acuerdo con una pregunta que se formulaba.



Sin embargo, no es posible sostener que eventualmente ellas podrían resultar favorecidas con el proyecto de ley. Primero, no sabemos cuántas de esas parejas no pueden contraer un acuerdo como el que nos ocupa, pues probablemente registran un vínculo anterior no disuelto, lo cual les impide acogerse a las disposiciones en análisis.



Y, por otra parte, cabe preguntarse legítimamente por qué los jóvenes, en particular, no recurren hoy día al matrimonio y cuáles son las dificultades que ven para ello. Si parejas solteras no dan el paso de regularizar su situación por esta vía, ¿por qué tendrían que hacerlo a través del acuerdo de vida en pareja? Francamente, me parece que nada puede hacernos pensar que, en ese caso, optarán por el procedimiento en examen.



Por último, señor Presidente, soy de aquellos que creen que dicha institución debe estar reservada a un hombre y una mujer, y que el proyecto, al ser tan similar su contenido, avanza, sin ninguna posibilidad de volver atrás, en la pretensión del matrimonio igualitario, de manera que voto en contra de la idea de legislar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el proyecto, tal como expresa su artículo 1º, norma los efectos jurídicos derivados de la vida afectiva en común de dos personas. No se trata de un contrato de compraventa, ni de arriendo, ni de permuta, sino de la regulación que hace el Estado respecto de una relación que surge del cariño, del amor.



Lo primero que me nace preguntar es qué razón existe para que dos seres humanos a quienes une un vínculo afectivo, pero son homosexuales, no puedan contar con un amparo legal para su relación. Porque quienes somos heterosexuales nos encontramos hoy día en una situación distinta: muchos llevamos años casados y hemos tenido la posibilidad de construir una familia, de formalizar nuestros lazos de afecto y de cariño. Pero dos homosexuales no tienen posibilidad jurídica alguna de consolidar una relación que nace del sentimiento.



Con toda franqueza, me parece que esta es una discriminación arbitraria inaceptable en una sociedad que se dice inclusiva. No se puede ser partidario de una sociedad solidaria, integradora, sin otorgar instrumentos jurídicos legítimos para que una relación que nace del afecto, del cariño, sea objeto de una regulación en el ordenamiento vigente.



Deseo recordar que todavía se escucha mucho una frase. Cuando un hombre devela que es gay, o una mujer, que es lesbiana, se dice que “salió del clóset”. Y hemos de entender que eso significa que un ser humano estuvo por años escondido, viviendo el drama de ocultar su verdadera identidad sexual, por temor, por cultura social, por sensación de reproche. ¿Y cuál es su pecado? ¿Cuál es el crimen que ha cometido: tener una definición sexual distinta a la de los heterosexuales?



Por eso, a este proyecto le asigno un valor moral enorme. Porque el Estado de Chile es inclusivo, abierto, solidario. Es un Estado que debe permitir que se regulen jurídicamente las relaciones existentes entre seres humanos, más aún cuando nacen del afecto y del cariño, ¡que por Dios que le falta a la sociedad chilena en muchos aspectos!



Y, obviamente, el AVP debe generar estado civil. Porque el colmo de la incongruencia es sostener que las personas tienen un acuerdo de vida en pareja pero que su estado civil será de soltero, o decir que será de casado, porque la institución del matrimonio está concebida en la sociedad chilena para un hombre y una mujer. En consecuencia, es natural que esa relación genere un estado civil distinto. ¿Cómo se debe denominar? Lo estamos discutiendo y esperamos seguir analizándolo, porque se planteaba el de “convivencia legal”, lo que significaría que existiría una convivencia ilegal. Por lo tanto, hay que definir una denominación.


Y se señala que el AVP tiene que celebrarse conforme a procedimientos distintos. Uno de ellos, mediante escritura pública, y otro, ante un oficial del Registro Civil. ¡Eso es lo que corresponde, señor Presidente!



Luego, la discusión apunta a si el acuerdo de vida en pareja debiera comprender también a los heterosexuales, pese a existir la institución del matrimonio. Quienes creemos en una sociedad basada en la libertad y en el derecho del hombre a escoger los caminos y su propio futuro en la medida que no afecte los derechos de terceros y lo ejerza con responsabilidad social, estimamos que resulta absolutamente razonable que, tal como una pareja puede escoger casarse, haya otra que se incline por un AVP. Porque, si se cree en la libertad de opción, de elegir, de ejercer la libertad con responsabilidad social y sin afectar los derechos de terceros, no veo ningún motivo para que a un ciudadano de nuestro país se le impida escoger entre estas distintas opciones que la sociedad le está ofreciendo cuando con ello no afecta los derechos de nadie.



Por lo tanto, más allá de que este proyecto, como todos, es susceptible de ser mejorado, me parece que es una buena iniciativa. Mejora la inclusividad en la sociedad chilena. Establece derechos y obligaciones en relaciones afectivas. Y constituye un avance, como lo fue la Ley Antidiscriminación, que en un instante fue muy criticada y que terminó siendo un instrumento aceptado por la sociedad chilena como una ley positiva para evitar que a las personas se les discrimine por su sexo, por su condición racial, por sus creencias, por su ideología. Las sociedades deben tender a que las personas sientan que caben en ellas y que pueden ejercer sus derechos, en la medida que no afecten los derechos de otros y los ejerzan en forma responsable.



Por esas razones, anuncio mi voto favorable a la idea de legislar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este es un debate que durante largo tiempo gran parte del país ha estado esperando, demandando. Y cuando hablamos de construir una nueva sociedad, este proyecto constituye una señal clara, nítida, en el sentido de que estamos dando pasos sustantivos en la construcción de esa nueva sociedad, una donde se respete mucho más el derecho a la libertad, donde haya menos restricciones para desarrollarnos como hombres o mujeres libres. Y creo que esta iniciativa apunta en esa dirección.



El que algunos tengamos un vínculo matrimonial -afortunadamente es mi caso; un vínculo matrimonial muy fuerte, muy férreo, que ha seguido una tradición de defensa de la institución de la familia- no significa que no podamos estar de acuerdo en que otros que no adopten la decisión de contraer matrimonio establezcan una forma de convivencia con otro título, con otra juridicidad.



Por tanto, considero que el Senado chileno está dando un paso muy importante en orden a abrir una alternativa en la libertad de elección.



Yo presido una Comisión que se encuentra revisando el sistema previsional. Y la base que hemos instalado en ella es la libertad de elegir. Ahora se les obliga a todos a cotizar en una AFP. Queremos que los trabajadores decidan el tipo de previsión que quieren y dónde poner su plata.



Pero la libertad de elección también tiene que ver con una opción de vida, de convivencia, de cómo una relación nacida del afecto, del cariño, del amor, se transforma en una institución reconocida por el Estado, al igual que el matrimonio civil.



En consecuencia, creo que la aprobación de este proyecto abre un camino para muchas familias que han estado en condición de convivencia sin el amparo de una legislación.



Espero formular indicaciones a la iniciativa, porque he estado revisándola y la situación del concubinato no está bien resuelta. Planteo esto porque hay personas que han convivido durante 10, 15, 20 o más años y, sin embargo, al fallecer una de ellas, quien hereda es alguien con quien tuvieron un muy breve período de relación matrimonial, hace 20 o 30 años, quedando la situación amarrada y zanjada para siempre, sin considerar los derechos de el o la conviviente.



Yo presenté en la Cámara de Diputados el año 2006 un proyecto que regulaba el concubinato. Pasó a la Comisión de Familia, donde durmió el sueño de los justos. Por ello, espero que la presente iniciativa considere una indicación que presentaré para mejorarla, con el objeto de que quienes vivan en concubinato también sean reconocidos en sus derechos.



Me parece que este paso habla bien del Senado. Aunque tardío -quizás debimos darlo antes-, es un avance importante en la libertad de los ciudadanos y del ser humano, así como para lograr una sociedad más justa y más libre.



Por lo expuesto, anuncio mi voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Senado, el proyecto de ley que nos convoca en esta oportunidad constituye uno de los compromisos que contrajo el Presidente Sebastián Piñera, ya que se hace necesario regular la situación -según se nos ha informado- de aproximadamente dos millones de personas que viven en pareja sin estar casadas o que se encuentran en una convivencia que no posee respaldo jurídico, fundamentalmente en lo que se refiere a sus aspectos patrimoniales y sucesorios.



No obstante que esta cifra es bastante contundente, no se ha señalado en forma desagregada cuántas de estas personas son parejas heterosexuales que viven sin haberse casado ni cuántas de ellas son parejas homosexuales. Y tampoco se ha desagregado el número de parejas heterosexuales que conviven pero que tienen un vínculo matrimonial no disuelto, por diversas razones, muchas de ellas ajenas a su voluntad.



Este último dato es de particular importancia, en nuestra opinión, porque, al encontrarse en esta situación, no podrían acceder al contrato de acuerdo de vida en pareja que contempla el proyecto de ley, por cuanto es un requisito para poder suscribirlo el no tener un vínculo matrimonial anterior.



Nuestra Constitución establece, en su artículo 1º, que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad, recogiendo de este modo no solo una tradición bicentenaria en nuestra vida como nación, sino también el principio consagrado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, emitida por la Asamblea General de las Naciones Unidas en el año 1948, al prescribir que “La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y el Estado”.



Por otra parte, en el artículo 101 de nuestro Código Civil se establece que el matrimonio es un contrato solemne entre un hombre y una mujer. 


Consideramos de tal magnitud la importancia del matrimonio, que en Chile no solo debe tener reconocimiento legal, sino que además debe revestir, al igual que en muchos otros países, rango constitucional. 



Fue precisamente con tal sentido que en el mes de enero del año 2011 presentamos, junto con los Senadores Prokurica y Horvath, un proyecto de reforma constitucional que así lo consagrara en el artículo 1° de la Carta Fundamental (boletín N° 7458-07), el cual se encuentra radicado en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por lo cual consideramos que, después de tres años de ingresado a dicho órgano de trabajo legislativo, ya debiera abordarse su discusión.



Pero también un hecho que no debemos desconocer es que no siempre los matrimonios duran por toda la vida, ya que, por diversos motivos, las relaciones que emanan de tal vínculo se rompen. La Ley de Matrimonio Civil se hace cargo de tales casos, disponiendo diversos procedimientos para regular la separación de los cónyuges, la declaración de nulidad matrimonial, el divorcio y los medios para remediar o paliar las rupturas conyugales.


Estas rupturas o disoluciones matrimoniales muchas veces dan lugar a nuevas uniones, esta vez de hecho, al no existir un vínculo jurídico que las ligue, pero de las cuales igualmente pueden nacer hijos, de filiación no matrimonial, que del mismo modo conforman una familia, que si bien no posee una legitimidad en los términos del artículo 101 del Código Civil, sí deben ser consideradas como grupo familiar. Se deben reconocer los diversos tipos de familia que hoy día existen en el país.



Por eso, como ya lo manifesté anteriormente, es necesario que también se regulen legalmente tales situaciones.



Por otra parte, existen uniones de personas de distinto sexo que no se vinculan entre sí por un lazo de carácter matrimonial, pero que desarrollan una vida en común, procrean hijos y adquieren bienes. Y cuando una de ellas fallece, se suscitan diversas cuestiones, principalmente de carácter sucesorio.



También debemos asumir que este tipo de uniones se da, en una cifra que va en constante aumento, entre personas del mismo sexo, quienes desarrollan una vida en común, al igual que si fuesen una pareja heterosexual.



Nuestra legislación, hasta ahora, contempla diversas disposiciones relativas a los bienes en común de los cónyuges y los efectos sucesorios que se producen cuando uno de ellos deja de existir, como asimismo establece reglas de sucesión entre los descendientes.


No habiendo normas claras relativas a esta misma materia en el ámbito de las uniones de hecho entre personas de distinto sexo, se han ido imponiendo algunas reglas de creación jurisprudencial, vale decir, emanadas de la interpretación que hacen los tribunales acerca de los bienes y las formas de sucesión que han de aplicarse en tales casos.



Así, fallos de la Corte Suprema han establecido que cuando dos convivientes han tenido una vida en común prolongada y han adquirido bienes, tanto muebles como inmuebles, se ha formado una comunidad de bienes, o sea, han pasado a tener la calidad de propietarios de estos en partes iguales, por lo cual se deben aplicar las reglas sucesorias dispuestas para las comunidades.



Ahora bien, en lo que respecta a las uniones de hecho entre personas de distinto sexo, varios países, incluso de nuestro continente, han adoptado normas relativas a los vínculos de tal tipo, a los que denominan “uniones civiles”, no obstante lo cual les aplican una serie de requisitos para que, de esta forma, adquieran legitimidad ante el resto de la comunidad, y además regulan sus efectos sucesorios.


Sin que ello implique en modo alguno la sustitución del matrimonio -que, tal como he señalado, debe ser entre un hombre y una mujer, por cuanto persigue un objetivo bastante definido, como es el de desarrollar una vida en común, de apoyo y auxilio, y tener el ánimo de procrear-, creemos necesario regular las uniones civiles, tanto de carácter heterosexual como homosexual, por tratarse de situaciones que no podemos esconder ni menos desconocer y que no pueden quedar en la incertidumbre jurídica.



Durante la discusión en la Comisión, se suscitó un interesante debate que recogió diversas posiciones en materias tales como la concreción del acuerdo de vida en pareja, ya sea por escritura pública o por inscripción en el Registro Civil; sus aspectos patrimoniales, si debe incluir tanto los bienes muebles como los inmuebles; sus implicancias desde el punto de vista sucesorio, y también si debe generar derechamente un nuevo estado civil, lo que en mi concepto resulta discutible, aunque la posición de la mayoría de los miembros de dicho organismo lo estimó conveniente.


En síntesis, creemos que el proyecto, debatido en forma conjunta con la moción del ex Senador Andrés Allamand (lo que ha permitido enriquecer su idea matriz), constituye un buen avance en este ámbito, aunque, indudablemente, requerirá de un análisis más profundo mediante las diversas indicaciones que se presentarán a su texto, por cuanto se hace necesario regular este tipo de relaciones, que ya constituyen una realidad indesmentible en nuestro país, fruto de la diversidad de pensamiento consustancial a toda democracia, las cuales, por ende, han de ser respetadas.



He señalado, señor Presidente, que cualquier regulación que se plantee respecto del acuerdo de vida en pareja, ya sea de personas de distinto o del mismo sexo que vivan bajo un hogar común, en ningún caso debe debilitar el carácter del matrimonio, el cual debe ser siempre entre un hombre y una mujer.



He dicho.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, para mí es un orgullo apoyar a un Gobierno que ha impulsado y presentado un proyecto de ley de esta naturaleza, que causa un impacto en la sociedad no solo de carácter legal, legislativo, sino también ético y moral.



Recuerdo que años atrás, cuando discutimos la ley de divorcio, quienes estaban en contra señalaron que se iba a acabar el sentido del matrimonio, que se iba a terminar la familia en Chile, y que se iba a desnaturalizar el origen de la esencia familiar. Ninguna de esas cosas ha sucedido. 



El matrimonio tiene un valor en sí mismo. Y por eso la gente aspira a estar en pareja. 



Nuestra sociedad ha ido venciendo las discriminaciones, paso a paso. ¡Puchas que nos costó sacar la Ley Antidiscriminación! Y fue el actual Gobierno el que también dio un paso adelante en esa normativa. 



Por tal razón, me siento muy orgullosa de que sea bajo la Administración del Presidente Piñera que se haya enviado la presente iniciativa legal, que va a conferir igualdad jurídica a aquellas parejas que conviven. En nuestro país millones de personas conviven -parejas de hecho y no de derecho-, de modo que cuando una de ellas desaparece o muere, la otra queda en la desafección total. 



Y porque nosotros, los legisladores, tenemos que dar respuesta legal a los problemas de la sociedad chilena, resulta urgente legislar sobre esta materia. 



No son las leyes las que cambian los hábitos de las personas; son las sociedades las que empujan para que las leyes existan. 



Por eso, resulta muy importante aprobar hoy el acuerdo de vida en pareja, porque da respuesta a la necesidad imperiosa de que las parejas tengan protección, no solo con respecto a su patrimonio, a sus bienes jurídicos, sino también en cuanto a algo que tiene que ver con una palabra que ha estado ausente hasta el momento en este debate: el amor, que es más que afecto y cariño. Y cuando dos personas se aman, no tiene ninguna relevancia su orientación sexual. 



Esta ley es para todos y para todas: parejas heterosexuales y parejas del mismo sexo. Porque nosotros, los legisladores, no vamos a discriminar en los efectos que ella produzca. Queremos que todos y todas tengan igualdad de derechos para proteger y cautelar sus relaciones familiares y de pareja.



Por esa razón, me siento muy orgullosa de haber apoyado una indicación orientada a que los conflictos que se generen en estas uniones sean resueltos en los tribunales de familia. El mensaje del Presidente Piñera habla de la existencia de distintos tipos de familia, lo que da cuenta de que existe la necesidad imperiosa de reconocer que las personas que conviven, sean heterosexuales o del mismo sexo, deben tener idénticos derechos, sobre todo cuando estamos hablando de amor.



El amor no tiene sexo. 



--(Aplausos en tribunas).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Quiero señalarles a las personas que nos acompañan que no está permitido aplaudir.



Si ustedes quieren permanecer en el recinto, deben escuchar con tranquilidad y no realizar manifestaciones. Está hablando una Senadora, y es bueno que oigan su opinión. 



Si no actúan de esta forma, me veré obligado a desalojar las tribunas. Y eso sería un error.



Así que les pido escuchar y guardar silencio.



Puede continuar la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, con todo, a mi juicio, este tipo de iniciativas implica mucha fuerza moral en lo que estamos haciendo, porque las personas necesitan tener un Estado que resguarde sus derechos y les dé herramientas legales, a fin de que las parejas decidan lo que es propio de su libertad. Por tanto, él debe proporcionarles eso. 



Ahora, lo que el Congreso Nacional debe hacer -el Senado en particular- es entregar las respuestas legislativas a quienes representamos. Por tal razón, es muy importante este proyecto, que constituye un avance, junto con la Ley Antidiscriminación y muchas otras en las que hemos trabajado durante años. 



En la época en que sacamos adelante el proyecto sobre libertad de cultos, ¡por Dios, cómo eran discriminados los miembros de los movimientos evangélicos! Y muchos que hoy día alardean de defenderlos votaron en su contra.



Por ello, creo que es trascendental también la coherencia en los asuntos públicos y en este tipo de votaciones. Porque aquí lo relevante es resguardar.



Estoy convencida de que la familia tiene un valor al igual que  el matrimonio. Pero eso no es privativo del desarrollo de la sexualidad de las personas, la cual es parte de su libertad individual.



Por lo anterior, me sumo con entusiasmo a apoyar este proyecto de ley y las indicaciones que sean necesarias para contar con una buena ley y, por supuesto, para resguardar el derecho de las personas, con el objeto de que no sufran discriminación alguna.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, considero muy positiva la iniciativa en debate sobre acuerdo de vida en pareja. De su nombre, de la semántica, de sus conceptos, se desprende que se trata de un pacto, un convenio, un contrato entre personas que llevan una vida en común, la que puede estar fundada en elementos afectivos, sociales, culturales, espirituales, etcétera.



Lo anterior nada tiene que ver con aquello que preocupa a algunos: el concepto de “matrimonio”. Son cosas muy distintas. Este es un acuerdo de vida en pareja, con alcances en diferentes ámbitos. Responde, en primer lugar, a las necesidades humanas, a la aspiración  de las personas de vincularse. Y de esa vinculación -puede ser heterosexual, homosexual o como quiera que sea-, surgen frutos y requerimientos que deben satisfacerse. 



El acuerdo de vida en pareja busca cautelar esta clase de situaciones. Por tanto, me parece que son importantes, por ejemplo, los aspectos relacionados con el régimen patrimonial, es decir, los bienes que emanan de esa relación; los asuntos previsionales, que tienen que ver con la protección en la edad adulta, cuando ya las personas están en la etapa del reposo; los temas vinculados a la salud, para cautelar cuestiones ligadas a las isapres o cosas parecidas; los elementos de tuición.



Considero relevante trabajar en esa línea, para evitar discriminaciones arbitrarias. 



Es perfectamente posible que dos personas puedan ponerse de acuerdo en torno a tales elementos.



Estimo un exceso llegar a interpretaciones como la que he escuchado en algún momento en la Sala: que esta propuesta daña la relación de la familia. Este proyecto no tiene nada que ver con eso. Al contrario, va a contribuir a dar más estabilidad a la relación de las personas, por un lado, y va a permitir avanzar en una reflexión mucho más profunda en cuanto a la familia, por otro.



Al respecto, vale la pena señalar que la relación de familia no se vincula en absoluto con la presencia de un padre o una madre y sus hijos ni tiene, en mi opinión, ninguna significación, en ese sentido, el que dos personas se unan para ejercer actos reproductivos. En realidad, dicho concepto no se halla ligado a las personas, sino a las relaciones que ellas generan.



Considero muy relevante distinguir en ese ámbito qué tipo de relaciones surgen, porque, a veces, algunas familias mantienen relaciones muy poco familiares, como también amigos que desarrollan relaciones muy poco amistosas. En fin, creo que el tema debiera ser analizado desde la perspectiva de la calidad de la relación, de su sentido y del fruto que emana de ella.



A mi entender, es fundamental ese aspecto, toda vez que actúa en coherencia con principios ligados a los derechos humanos y con declaraciones internacionales en las que Chile ha sido concurrente. Además, alinea los esfuerzos legislativos en una dirección propicia, generando igualdad ante la ley para cierto tipo de personas.



Por otro lado, la actuación del Tribunal Constitucional y lo pertinente al Poder Judicial me parece que adquieren también coherencia en el esfuerzo que se está haciendo, que considero muy positivo, pues ayuda a extender aspectos relacionados con la capacidad contractual de la que son titulares las personas.



Quizás una cosa trascendente es que en esto también emergen las personas. 



La sociedad contemporánea, el mundo moderno e, incluso, el posmoderno han insistido mucho en los individuos como entes poco definidos. Sin embargo, aquí surge la persona, aquella con capacidad para establecer acuerdos, pactos o convenios y asumir ciertos compromisos.



Ahora bien, algunos hablan de la temporalidad. ¡Bueno, pero todo los contratos tienen la misma temporalidad! En consecuencia, lo que corresponde al respecto es incentivar que efectivamente se respeten los acuerdos y que sean aplicados en todo su alcance y contenido a las personas que serán parte del acuerdo de vida en pareja.



Señor Presidente, estimo muy positivo el esfuerzo que se está haciendo en esta línea. En consecuencia, anuncio mi voto favorable, junto con felicitar a los autores de la iniciativa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el 19 de diciembre del año 2007 presenté un proyecto de ley que buscaba regular un contrato que reconociera y diera amparo a muchas relaciones de vida en pareja que, por distintos motivos, no pueden formalizarse en un contrato de matrimonio, pero que existen en la práctica y no cuentan con ningún tipo de resguardo ni protección legal.



En los fundamentos de dicha iniciativa, señalé que había una realidad que no podíamos eludir en nuestra sociedad actual: la transformación en las estructuras de las relaciones sociales, lo cual ha sido recogido en la legislación comparada, en distintas formas y modalidades, pero no así en nuestro ordenamiento interno.



Entre los aspectos más relevantes que me hicieron presentar la iniciativa en ese entonces, se hallaba, sin duda, el constatar que en nuestro país se está produciendo un considerable aumento del número de parejas que conviven. Son cifras que, obviamente, no pueden ser desconocidas.



De ahí que formulara esa moción con el fin de reconocer aquella realidad y, al mismo tiempo, de dar protección a los afectados, poniendo énfasis en la situación de esa mujer que debe convivir, que no puede casarse por diversos motivos y que la mayoría de las veces, luego de años de entrega, de sacrificio, de compartir, es por lo general abandonada por su pareja sin que la ley le proporcione compensación alguna ni protección, quedando en el más absoluto de los desamparos.



Posteriormente, otro grupo de Senadores, y más tarde el Gobierno, presentaron iniciativas legales que también propusieron figuras jurídicas con el objeto de regular las relaciones de hecho, que hasta la fecha no tienen reconocimiento legal.



Señor Presidente, en esta discusión nos hemos centrado no en el propósito inicial del proyecto presentado el año 2007: reconocer estas relaciones de convivencia sin distinción de los sujetos a quienes beneficiaría, sino en el reconocimiento de las relaciones de personas de un mismo sexo a nivel social. Aunque valoro esto y, obviamente, lo respeto, lamento que se haya desviado la atención de los esfuerzos hacia ese fin. Pero creo que debiera orientarse a un objetivo tanto o más importante en nuestra discusión, cual es -como señalé al principio de mi intervención- la protección de las parejas que deben convivir y, sobre todo, de la mujer que se halla en esa situación. 



Hago énfasis en que, con relación al proyecto que presenté en 2007, la Comisión de Constitución desestimó en su momento sumarlo o considerarlo dentro de la iniciativa que nos ocupa, como hizo con otro presentado por un Honorable colega. Y, por tanto, queda absolutamente sin resguardo una relación que es mayoritaria hoy día en nuestro país: la que se da entre un hombre y una mujer, sin que se haya consagrado mediante el vínculo del matrimonio, razón por la cual esta última queda en total desamparo. 



Ese era el objetivo, sin dejar de lado la mirada a la convivencia entre personas de un mismo sexo.



Ante este panorama, luego de efectuarse la fusión de dos iniciativas y de diversas modificaciones a ellas, mi análisis del proyecto apunta a saber si este dará una verdadera solución al problema que viven miles de chilenos que, por diversos motivos, llevan una vida en común distinta a la del matrimonio y, sobre todo, si se contempla de manera integral la situación de la mujer que, tras años de convivencia, queda abandonada por su pareja.



Así las cosas, lo primero que deseo analizar es el artículo 2° del proyecto, que señala: “Tampoco podrá celebrar el acuerdo” -de vida en pareja- “aquella persona que esté sujeta a vínculo matrimonial o a un acuerdo de vida en pareja vigente”. 



Sobre este punto, para nadie es un misterio que, no obstante que actualmente rige una ley de divorcio en el país, muchas personas no pueden tramitarlo por falta de recursos o porque no pueden ubicar a su cónyuge. Con la limitante que se establece, se está dejando fuera de una efectiva solución a todas aquellas personas que deben convivir.



Por esto, creo necesario idear fórmulas para corregir las dificultades existentes en la práctica para demandar el divorcio unilateral, modificando la Ley de Matrimonio Civil en asuntos como el que acabo de señalar.



Otro punto dice relación con la aplicabilidad del artículo 600 del Código Orgánico de Tribunales en casos donde se requiera intervenir ante un tribunal. 



La referencia que hace el proyecto a ese precepto resulta técnicamente imprecisa, pues es efectivo que, en materias tratadas en el artículo mencionado, siempre en el ámbito judicial, los auxiliares de la administración de justicia, como el conservador de bienes raíces, los notarios, etcétera, no pueden cobrar. Si se quiere ampliar el ámbito de su aplicación, cuestionamos por qué ha de aplicarse la figura del privilegio de pobreza solo a la constitución del estado civil de “conviviente legal” y no abrir tal posibilidad a la celebración de un matrimonio o, por ejemplo, a la compra de un sitio para instalar una mediagua por parte de una familia de escasos recursos, con varios hijos, llenos de deudas, etcétera.



Yo quiero celebrar este proyecto de ley.



No importa si alguien ha tratado de desviar la atención al señalar que la iniciativa legitima el matrimonio entre personas del mismo sexo, porque claramente el país entiende que eso no es lo que está en discusión. Lo que estamos votando es una cosa absolutamente necesaria en Chile: legitimar la relación entre dos personas, donde hay amor, afectos, una convivencia. Aquí, como se ha querido sostener, hoy no nos estamos pronunciando respecto del matrimonio entre personas de un mismo sexo.



Voy a participar con mi voto favorable.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, no es la primera sesión en que nos abocamos a estudiar esta materia y hacemos la discusión en general del proyecto llamado “AVP”, que establece un nuevo contrato para el acuerdo de vida en pareja, que permite regular derechos y obligaciones entre quienes lo celebren.  Además -esto es lo más importante-, posibilita dar forma jurídica a la realidad de millones de personas que sufren en silencio, que han sido discriminadas, que muchas veces se han visto humilladas, que no tienen derechos previsionales y que carecen de derechos hereditarios y de otros beneficios que otorga la vida en común, simplemente por no haber optado por el matrimonio. 



Al escuchar a algunos de mis colegas, recordé que fui una de los diez firmantes de la normativa conocida como “Ley de Divorcio” o de las modificaciones a la Ley de Matrimonio Civil, junto a los Diputados de entonces, señor Ignacio Walker y señora Mariana Aylwin. Y también evoco la discusión habida en ese momento. 



El nivel de pasión que en algún instante surgió hizo que se nos catalogara como rupturistas. Se dijo que estábamos en contra de la familia y provocaríamos un verdadero desastre. En realidad, costó mucho dar a entender que era nuestra obligación hacer políticas públicas en beneficio de una sociedad que debe disponer de ciertas normas y regulaciones. Y tuvimos que hacer entender a la ciudadanía que, si la gente si divorciaba, no era porque había una ley, sino porque se trataba de seres humanos y que, como tales, podían fracasar en sus matrimonios. 



Igualmente, tuvimos que explicar que las personas tienen el legítimo derecho -afortunadamente lo logramos establecer hace unos años- a rehacer sus vidas y a intentarlo en otros matrimonios. Por eso, se les permite disolver el vínculo, luego de lo cual pueden volver a casarse. 



Y lo traje a la memoria por el nivel de pasión, de descalificación y de amenazas existente, porque supuestamente estábamos levantando fuerzas oscuras, actuando en contra de la familia y provocando la disolución de la sociedad. 



A mi entender, es legítimo que haya opiniones diferentes. Cuando se usa tal tipo de lenguaje y se acude a esos argumentos, es bueno recordar que lo malo que se pronosticó en aquella ocasión, por supuesto, no ocurrió. 



Hoy día el matrimonio sigue existiendo, lo cual es muy apreciado por algunos, pero no por otros. Efectivamente, mucha gente hoy día prefiere no casarse, porque no puede, y otra que prefiere hacerlo. Esto producirá  ruido a algún Senador presente en la Sala, pero afortunadamente las personas son seres humanos que tienen la posibilidad u opción de escoger. Y yo creo que ese es un tremendo -¡tremendo!- valor. 



Y hoy día nosotros estamos dando la oportunidad de dar un paso más y evitar la discriminación, la humillación y las situaciones que viven muchas parejas heterosexuales u homosexuales que no gozan de ciertos derechos.



Por otra parte, quiero recordar que la iniciativa en debate surge tanto de una moción del entonces Senador señor Allamand cuanto de un mensaje del actual Presidente de la República, quien dijo al país: “Nos ocuparemos de los dos millones de chilenos que conviven en pareja sin estar casados. Por ello, protegeremos sus derechos de acceso a la salud, a la previsión, a la herencia y a otros beneficios sociales, removiendo los obstáculos que hoy les impiden ese acceso y las discriminaciones existentes, de forma de constituir una sociedad inclusiva y acogedora y no excluyente”. 



Además, en mi opinión, esto también tiene sustento en la Constitución Política. Y esta es una cuestión importante, porque en su artículo 1° dice que el Estado tiene como finalidad promover el bien común de sus habitantes. Por lo tanto, debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización material y espiritual.



Cuando pensamos en la discriminación, en lo que costó sacar adelante la ley respectiva; cuando observamos largos y dolorosos juicios contra la familia de origen o la lucha del conviviente que sobrevive a una relación para tener derechos previsionales o suceder una herencia, nos damos cuenta de que se trata de situaciones desreguladas y que han sido humillantes, han provocado enormes problemas y generado tremendas injusticias en parejas, sean homosexuales o heterosexuales -sobre todo en  las primeras-, que han vivido juntas por muchos años -y son doblemente discriminadas- y que, por supuesto, hasta ahora no han tenido posibilidad alguna de acceder a estos derechos.



Por eso, por tener la convicción de que no solo es una realidad de la cual debemos hacernos cargo, sino porque además creo que es importante dar pasos que terminen con las discriminaciones, que hagan posible regular, que les permitan efectivamente a esas parejas acceder a una serie de derechos (lo que hoy día se les impide), y porque tengo la convicción de que los seres humanos “nacen libres e iguales en dignidad y derechos”, pienso que este proyecto constituye un avance importante. No es el único. Ya llegará la ocasión en que podamos discutir otros. Pero hoy día estamos dando un paso en lo relativo al acuerdo de vida en pareja. De eso se trata.



Ahora, evidentemente hay que perfeccionar su texto. Existen algunos temas pendientes. En tal sentido, yo misma he presentado una indicación -me acompaña en ella el Senador Rossi-, a fin de incorporar al artículo 182 del Código Civil el siguiente inciso segundo:



“Tratándose de una pareja de mujeres, las madres del hijo concebido mediante la aplicación de técnicas de reproducción humana asistida son las mujeres que se sometieron a ella”.



Hace poco se llevó a cabo un juicio en la Corte Interamericana de Derechos Humanos precisamente por este tipo de situaciones, y quizás nosotros debiéramos avanzar en cómo ir solucionando casos semejantes que hoy se dan en la vida real.



En esto me voy a quedar con las palabras de la Fundación Iguales en cuanto a que la homosexualidad no es una conducta enferma o desviada, sino una expresión más de la naturaleza humana, que lleva a un hombre o a una mujer a desear y a amar a otro ser del mismo sexo, conservando el instinto de formar pareja y hogar.



Pienso que sería bueno que dejáramos de tener la mirada de la conducta desviada, enferma, ya que no nos hace bien y no muestra más que intolerancia -termino de inmediato, señor Presidente-, por lo que ratifico que voy a votar a favor en general de la iniciativa.



Sin perjuicio de ello, quiero señalar que sería bueno introducir a su articulado algunos perfeccionamientos.



Así, me parece que deberíamos hablar de “convivientes” más que de “contratantes”; que el procedimiento ante el oficial de Registro Civil no se halla todavía del todo regulado; que este acuerdo debiera celebrarse solo ante el Registro Civil, no ante notario, porque es un acto de Estado en donde interviene un funcionario público y hay involucrados deberes que no pueden simplemente tratarse en una notaría. Además, existen otros aspectos sobre el régimen de bienes que tenemos que ver en detalle.



Por todas estas razones, señor Presidente, y sobre todo considerando el tremendo paso adelante que podemos dar al dejar de realizar lo que hoy día hacemos como sociedad: discriminar e impedir a determinadas personas regular las situaciones de su vida en pareja, anuncio que votaré a favor del proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Solicito autorización a la Sala para que pueda ingresar el señor Subsecretario General de Gobierno, don Mauricio Lob.



--Se accede. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, ya nos encontramos al término de este debate y debo decir que me parece que esta legislación constituirá un avance, aunque seguramente tendríamos que haberla abordado mucho antes.



Como ya se mencionó, aquí se han presentado iniciativas parlamentarias y también del Ejecutivo. Eso sí, me llama la atención que, siendo un proyecto del Gobierno, no sea acompañado por los parlamentarios que lo representan en la Sala, al objeto de darle el total y suficiente respaldo, por haber convencimiento acerca de que tiene que existir.



Creo que el acuerdo de vida en pareja es necesario. Y la verdad es que no solo se reconoce la posibilidad de celebrar este tipo de acuerdos, sino que se efectúa toda una revisión de la legislación para adecuar sus efectos desde los puntos de vista civil, patrimonial, penal, familiar, etcétera.



En tal sentido, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento realizó un trabajo bastante completo, pese a que se requieren perfeccionamientos, y debemos estar contentos por su labor.



Ahora, opino que el Senador Bianchi cometió un error al señalar que este proyecto no considera solamente a las personas de un mismo sexo, sino que se refiere a toda vida en pareja, sea de igual o distinto sexo, pues el artículo 1° dice que “es un contrato celebrado entre dos personas con el propósito de regular los efectos”.



A mí eso me parece bien. Porque, si legisláramos nada más que para las personas de un mismo sexo, efectivamente estaríamos discriminando. Este acuerdo de vida en pareja es para personas de igual o distinto sexo. Y así debe quedar, a pesar de que algunos parlamentarios hayan manifestado ser partidarios de que solo sea para la gente de un mismo sexo. De no ser así, caeríamos en cierta discriminación.



En seguida, este contrato no es igual que el matrimonio. Tiene otra connotación. La definición del artículo 102 del Código Civil es diferente, por supuesto, a la declaración que hacemos aquí en el artículo 1°. Y considero bueno distinguir eso; porque, como dijo el Senador Walker, es una distinción razonable, no discriminatoria.



Por otro lado, también pienso que la Comisión hizo bien en avanzar en algo que se tendrá que profundizar más: en que este tipo de contratos debe celebrarse con solemnidad, como se dice aquí, pero no ante notario o en el Registro Civil. A mi modo de ver, tiene que celebrarse solo en este último, de tal manera que allí, en forma solemne, dos personas que se unen por relaciones afectivas, sean de un mismo sexo o de diferente sexo, suscriban un acuerdo de vida en común. Y el Registro Civil debiera llevar, así como en el caso del matrimonio, un registro de estos acuerdos, de tal manera de disponer de una reglamentación coherente. Porque ambos actos son distintos, pero tienen algunos efectos similares y comunes. 



En definitiva, soy partidario de eliminar lo referente a que el contrato se haga ante notario. Creo que hay que modificar en ese sentido el artículo 3°. Pero me parece que la legislación que nos propone la Comisión es muy buena, antes que nada, al determinar cómo se pone término a este tipo de acuerdo, con el objeto de que se regule la situación de crisis que se puede producir entre dos personas de un mismo sexo o de distinto sexo. Así como existe el divorcio en materia matrimonial, tiene que haber una manera de anular o de dejar sin efecto el acuerdo de vida en pareja.



Existe un punto, eso sí, que no se aborda -en eso tiene razón el Senador Bianchi-: cómo se resuelve la situación de muchas parejas que por diversas causas entraron en crisis, se separaron y perdieron el rastro uno del otro, y que no pueden poner término a su estado civil anterior, pues no tienen cómo hacerlo.



Creo que eso debe facilitarse, porque numerosas parejas sufren efectos muy negativos en todo lo referido a temas patrimoniales, de herencia y otros. Muchas veces uno recibe reclamos de gente que, al morir su segunda pareja, con quien ha convivido largo tiempo, ve que aparece su pareja inicial a reclamar derechos de herencia. En eso no hay justicia y se provocan dificultades.



Entonces, nosotros tenemos que reglamentar esta materia, nos guste o no. A ninguno de nosotros nos agrada entrar en crisis matrimoniales. A todos nos interesa mantener nuestro matrimonio. Pero, seamos claros, hay crisis que uno no quiere o que a lo mejor provoca. Eso debe reconocerse. Y con tal fin ha de existir la legislación: para dar solución a esos problemas.



Por lo anterior, señor Presidente, voy a aprobar en general este proyecto, que considero un buen avance, una buena solución. Con todo, hay que corregir los puntos que he señalado, y ojalá que con ello avancemos para terminar con la discriminación respecto de bastantes personas que hoy día conviven, que tienen una relación sentimental y que son del mismo sexo.



A mi juicio, se debe acabar de una vez por todas con esas discriminaciones y tratar de ser conscientes de que quien asume determinado estado civil o de convivencia -como queramos llamarlo- tiene el derecho a hacerlo de acuerdo con su propia voluntad y decisión.



Por tales razones, señor Presidente, votaré a favor de esta iniciativa en general y espero que a la discusión en particular llegue con las perfecciones que hemos señalado.



Muchas gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la sociedad conyugal, que probablemente es el régimen que se usa en nuestra sociedad para regular las relaciones afectivas entre adultos, está absolutamente cuestionada por los tribunales internacionales. Y Chile ha sido mandatado para cambiar e incluso superar la sociedad conyugal, porque es una institución absolutamente discriminatoria. Tanto es así que considera a uno de sus participantes, en particular, a la mujer, incapaz de administrar sus propios bienes en el matrimonio, a tal punto que estos son administrados por el hombre como si fueran suyos, aunque provengan de herencias previas al mismo contrato.



Hago esa reflexión por cuanto es evidente que las instituciones o los contratos que regulan las relaciones afectivas en nuestra sociedad requieren una revisión desde hace tiempo.



En tal sentido, he meditado bastante sobre la evolución de los distintos contratos existentes; sus nombres y alcances. Y no tengo ninguna duda de que el proyecto que hoy discutimos es infinitamente mejor que el que se presentó originalmente en el Congreso Nacional.



Se trata de una iniciativa que, indudablemente, avanza en establecer un tipo de contrato entre dos adultos que, más allá de las relaciones afectivas, regula derechos sucesorios; garantiza las obligaciones de ayuda mutua y, sobre todo, genera un estado civil a través de un procedimiento solemne (para mí es obvio que debe celebrarse ante un oficial del Registro Civil y no entiendo en lo más mínimo por qué se considera a los notarios).



En términos conceptuales, el contrato que se define en esta ocasión es, en muchos aspectos, superior al que más usan las personas que hasta ahora se casan de acuerdo al artículo 102 del Código Civil, quienes en su mayoría lo hacen bajo el régimen de sociedad conyugal. Indiscutiblemente, el nuevo tipo de contrato no tiene los vicios de este.



Debo decir, señor Presidente, que ha sido posible avanzar en la tramitación del proyecto gracias al trabajo de la Comisión de Constitución. Y me sumo al reconocimiento y a las felicitaciones que merecen sus integrantes, pero también quienes han acompañado su debate, como la Fundación Iguales y el Movilh, que durante todos estos años han seguido su tramitación, proponiendo textos, reflexionando y mejorando su redacción. 


Señor Presidente, voy a votar a favor de la iniciativa.



Considero que en esta materia -por decirlo suavemente- nuestra sociedad tiene una gran deuda.



Por otra parte, deseo formular la siguiente reflexión para aclarar algunos dichos de las bancas de enfrente y, además, de un caballero que se ha instalado a la entrada al Parlamento desde hace algunas semanas con un megáfono y que grita todo tipo de cosas en contra de quienes pensamos distinto de él.



La relación afectiva es un derecho humano básico. Y el Estado debe facilitar la regulación de la que mantienen  dos personas mayores de edad. Nadie está obligado a un acuerdo de vida en pareja.



Lo único que les pido a algunos colegas del frente que tienen su propio concepto de familia es que no pretendan imponérmelo. ¡Es su visión de familia! Es muy restrictivo que algunos traten de seguir imponiendo en forma autoritaria su mirada de la sociedad, su mirada de la familia, su mirada de cómo tienen que ser los afectos, su mirada de cómo deben ser los contratos.



Repito: nadie está obligado a suscribir un acuerdo de vida en pareja. Si alguien quiere estar en matrimonio, si desea mantener una relación heterosexual, ese es su derecho, y es también mi opción personal.



Sin embargo, no veo por qué -tal vez por temor a la diversidad- debiera negarse a otras personas, mayores de edad, ejercer su derecho humano básico a contar con un contrato reconocido por el Estado para regular su relación afectiva, sus deberes y sus obligaciones, con todas las solemnidades necesarias.



Me llama la atención que algunos sientan miedo -eso parece- de que el avance del acuerdo de vida en pareja destruya a la familia. ¿Qué familia va a destruir? Esta no se destruye por las leyes, sino que fracasa o no conforme a principios, valores, afectos. Para comprobarlo basta mirar la historia de la humanidad; este es un problema muy antiguo. Y, a mi juicio, quienes estiman que por mantener un nuevo tipo de contrato y generar diversas opciones se va a dañar a la familia tienen una visión muy reduccionista de esta.



En la década pasada logramos que se reconocieran los diferentes tipos de familia que hay en nuestro país, y que se valorara que ello es bueno. Hoy día estamos aprobando un proyecto que va mucho más allá de lo que pensaron sus autores originalmente, y les estamos haciendo un bien no solo a quienes desean ser parte de un acuerdo de vida en pareja…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.

El señor LETELIER.- ¿Me concede un minuto adicional, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede continuar, señor Senador.

El señor LETELIER.- Gracias.



A mí me gusta expresar las cosas como las pienso. Y creo que el acuerdo de vida en pareja es, no exclusivamente, pero sí por sobre todo, para personas del mismo sexo. En hora buena que sea así, porque está pendiente en nuestra sociedad reconocer el derecho de personas del mismo sexo a tener un estado civil reconocido con las formalidades y solemnidades del Estado. Y no andemos más con ciertos sofismos que no vienen al caso.



Repito que votaré a favor, señor Presidente.



Agradezco a las instituciones que ayudaron con sus proposiciones a mejorar el texto que hoy votamos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Senador señor Prokurica ha pedido abrir la votación, manteniendo el tiempo de cada intervención.



¿Les parece?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, no voy a tratar de imponer mis concepciones, bajo ningún punto de vista. Pero siempre las he declarado explícitamente y la ciudadanía me ha elegido con estas convicciones.



Reconozco que este ha sido uno de los temas más complejos de abordar.



Al menos desde mi perspectiva, la norma jurídica no es una creación abstracta llamada solo a regular realidades. Tras una disposición de carácter jurídico se expresa un conjunto de valores que, al momento de legislar, uno siempre debería plantearse: cuál es el bien jurídico que se desea proteger o promover y en qué tipo de sociedad queremos vivir.


La norma jurídica, entonces, no es neutra.



La vida en comunidad es compleja. Pero más allá de las propias complejidades, históricamente se han realizado esfuerzos para que se desarrolle en un marco de estabilidad en que se impongan derechos y obligaciones. La sola vida en comunidad implica que la libertad no puede tener un carácter absoluto, porque mis propias decisiones podrían afectarme no únicamente a mí, sino también a terceros que también forman parte de aquella.



Toda vida en comunidad parte de una célula básica: la familia. De ahí se construye el resto de la sociedad.


Si uno se aproximara a esta discusión pensando solamente en que hay que "regular realidades", bastaría con estudiar cómo legislar para resolver los problemas de más de 35 por ciento de hogares monoparentales o de más de dos millones de personas que viven en pareja.



¿Es esa la sociedad en que deseamos vivir? Ciertamente, no es la sociedad en la cual yo aspiro vivir, aunque reconozco que, desde un punto de vista cultural, el concepto de familia ha ido variando en el tiempo.



A mi juicio, aquella cifra es dramática, y nos lleva a reflexionar con mayor profundidad.



Más que estar en crisis la familia tradicional, lo está la voluntad del ser humano para generar relaciones más estables. Hoy día cada vez menos parejas desean comprometerse, y si lo hacen quisieran un estatuto jurídico que les diera las más amplias facilidades para dejar sin efecto esa relación, por los más diversos motivos. Ninguna persona quiere contraer una obligación; solo pensar en sí misma al amparo del concepto de la libertad.



Yo, por el contrario, señor Presidente, creo que debemos hacernos cargo de esa situación, no simplemente regularla con el objeto de recoger las nuevas realidades, sino, al mismo tiempo, de crear un estatuto jurídico que promueva relaciones más estables y contemple, por cierto, libertades y, junto con ellas, derechos pero también obligaciones.



Por lo tanto, frente a esta norma uno debería preguntarse: el acuerdo de vida en pareja ¿genera relaciones más estables?



Para la gente de un mismo sexo, ciertamente que lo hace. Hoy día las personas unidas por lazos afectivos no tienen ninguna regulación o reconocimiento; no cuentan con un estatuto jurídico que les reconozca su dignidad y resuelva, desde un punto de vista legal, las situaciones que se les presentan cuando esa relación se termina.



Sin embargo, en el caso de las parejas heterosexuales el acuerdo de vida en pareja debilita la promoción de relaciones más estables.



Las parejas heterosexuales tienen la institución del matrimonio. Y para enfrentar las situaciones de crisis se aprobó la Ley de Divorcio, que les permite solucionar problemas que hacen imposible la continuación de la vida en común. Se generó una salida. Pero, más allá de cuál sea el resultado final de esa unión, existe la intención de las parejas que contraen matrimonio de formar un hogar común, de generar una relación estable en el tiempo.



Con el objeto de hacer frente a las dificultades se aceptó el divorcio, incluso unilateral. Así lo establece el artículo 54 de la Ley de Matrimonio Civil, que expresa: “El divorcio podrá ser demandado por uno de los cónyuges, por falta imputable al otro, siempre que constituya una violación grave de los deberes y obligaciones que les impone el matrimonio, o de los deberes y obligaciones para con los hijos, que torne intolerable la vida en común”. Y en el inciso segundo agrega:



“Se incurre en dicha causal, entre otros casos,” y detalla un conjunto de causales adicionales.



Si no existe incumplimiento grave respecto de uno de los contrayentes o de los hijos, el divorcio debe ser de común acuerdo. 



En síntesis, la vida en común que libremente decidieron abordar impone obligaciones.



Por consiguiente, señor Presidente, la vía natural de unión de las parejas heterosexuales es el matrimonio. Si, por alguna razón, esa relación fracasa, existe la salida del divorcio, pero al recurrir a este deben asumir los efectos y responsabilidades que implica esa vida en común, tanto respecto de los contrayentes como de los hijos.



La Ley de Divorcio no es solo una salida para quienes tienen dificultades en el matrimonio, sino que también constituye un medio para formalizar las relaciones de convivencia. Si quienes conviven no desean contraer matrimonio es porque no quieren formalizar esa relación. Entonces, frente a tal situación, a las parejas heterosexuales este proyecto les propone el “acuerdo de vida en pareja” como estado civil de conviviente. 



No obstante, señor Presidente, en materia de disolución de vínculo, la iniciativa en debate llega al extremo de establecer, en el artículo 6°, que se podrá poner término al acuerdo de vida en pareja, “e. Por voluntad unilateral de uno de los contratantes, la cual deberá constar por escritura pública o acta otorgada ante el oficial del Registro Civil, (…) Copia de dicho acto deberá enviarse al otro contratante por carta certificada notarial, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su otorgamiento” e inscribirse en un registro especial.



Es decir, según el acuerdo de vida en pareja, para poner término a una relación de convivencia no se necesita ningún fundamento. Basta manifestar esa voluntad ante un notario o ante un oficial del Registro Civil y notificar de ello, por carta certificada, al otro contratante.



En cambio, en el caso del divorcio unilateral, como señalé, la Ley de Matrimonio Civil exige esgrimir una causal, un fundamento para concretarlo. El texto en estudio no exige nada. Y, suponiendo que se apruebe esa norma, puede ocurrir que una pareja haya estado conviviendo bajo este sistema durante décadas y cualquier día uno de ellos, estando con sus hijos en su casa, reciba una carta certificada en la cual la otra parte da término a la vida en común.



Estoy seguro de que las relaciones de convivencia se construyen sobre fundamentos más sólidos, pero es indudable que un estatuto jurídico puede contribuir a que ellas sean más estables y a tomar decisiones más responsables.



Concluye mi tiempo, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene un minuto más, señor Senador.

El señor ORPIS.- Gracias.



Dicho quizás en términos más burdos, cuando en el inicio de la relación cuento con la más amplia posibilidad de dejarla sin efecto, ¿qué incentivo tengo para reflexionar, para madurar, para dimensionar todo lo que ello implica? ¡Ninguno!



Por eso, señor Presidente, voy a aprobar la idea de legislar, pero acotada a que el acuerdo de vida en pareja se aborde solamente respecto de personas de un mismo sexo y no de las uniones, a través del matrimonio, de parejas heterosexuales.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, valoro el clima en el que se ha llevado adelante esta reflexión y la altura de miras con que se ha enfrentado el debate, que es muy importante y trascendente para la sociedad chilena. 



Este intercambio de opiniones demuestra que muchas veces los alineamientos tradicionales en los temas valóricos se modifican. En efecto, resulta evidente que en este tema no se produce una división entre gobiernistas y antigobiernistas, sino una bifurcación entre personas con una mirada conservadora y otras con una diferente, distinta, que aceptan la diversidad y la tolerancia como un aspecto básico y esencial del ordenamiento nacional en el que hoy debemos actuar y vivir.



En ese sentido, voy a referirme a uno de los aspectos planteados en el debate.



Pienso que el decaimiento que se ha generado, no solo en Chile, sino en la sociedad global, en la institución del matrimonio no se corresponde con los cuerpos legales actualmente vigentes. Las causas son sinnúmeras. 



Hay un cambio epocal en la cultura de la humanidad contemporánea y las personas no consideran la relación de pareja como un compromiso que se establece desde la adolescencia, o desde el momento en que esta se cruza y se termina, hasta que concluye la vida humana. Ahora la visión de las personas sobre el particular es diametralmente distinta. Ello se debe a cambios muy profundos que ha vivido la sociedad. Y tiene que ver,  incluso, con cómo se han modificado las profesiones. Ya la persona no puede pensar que va a vivir de un solo oficio desde que comienza su vida laboral hasta que finaliza. La sociedad global ha originado cambios vertiginosos, siderales, en la vida actual. 



Por lo tanto, es necesario entender que instituciones como el divorcio -aprobada por el Congreso Nacional no hace mucho tiempo- pasan a ser elementos inevitables en la manera de vivir desde fines del siglo XX y en lo transcurrido del siglo XXI. Y tal vez ella vuelva a cambiar en el futuro. Pero pensar que el matrimonio, como institución, ha decaído como consecuencia de cuerpos legales de la naturaleza del que estamos debatiendo y eventualmente aprobando es un gravísimo error.



Meses atrás conversé con el destacado jurista y ex Diputado don Sergio Elgueta, quien me enumeró más de veinte causales, contempladas en el sistema del Código Civil nacional, en las que se establecen obligaciones y cargas para las personas que contraen matrimonio, las cuales no afectan a quienes no lo contraen. Dichas causales son mediatas e inmediatas y de diferente naturaleza, de distinta índole. 



Muchas veces, para el diario vivir, es mucho más fácil que la persona no esté casada y que, simplemente, pueda mantener una relación de pareja estable, seria y responsable. 



En tal sentido, este cuerpo legal de acuerdo de vida en pareja es, sin duda, una solución. Y es más que un avance: es dar cuenta de un estado de cosas; es asumir la realidad tal cual es, no como uno quisiera que fuese.



Lo mismo ocurre en lo que se refiere a la vida en pareja de personas del mismo sexo. La homosexualidad existe seguramente desde los albores de la humanidad. No nos equivoquemos en esta materia. 



Todos conocemos la literatura universal y sabemos de héroes o símbolos en determinado momento de la humanidad, por diferentes razones, a las cuales la antropología todavía no encuentra respuesta porque no existen las herramientas científicas para conocer en detalle todos y cada uno de los diferentes estadios por los que ha pasado el ser humano, que, por la cultura de su época, practicaron la homosexualidad, como Alejandro Magno. 



Por lo tanto, no demonicemos este cuerpo legal. 



Creo que ese es un gravísimo error, sobre todo proviniendo de personas del mundo evangélico, por las que trabajamos sistemáticamente para el reconocimiento de sus derechos como comunidad, por el respeto a su fe y religión; para que no fueran perseguidas ni discriminadas. Costó mucho tiempo desplazar las barreras de la discriminación hacia los evangélicos, por lo que no debiesen ahora proceder con la intolerancia con que actúan. 



Además, estos temas no se deberían usar como un factor electoral. Si hay algo que me causó profunda desazón en la última elección fue ver cómo se manipulaban estas cuestiones, que son muy profundas, de sociedad y de país, con fines de corto alcance. Comprometer la fe y la 

         religión de las personas por unos cuantos votos más en una elección próxima francamente me parece un error garrafal. Con ello se siembran las semillas del odio y de la intolerancia que no corresponden. 



A mi juicio, con este cuerpo legal en estudio nuestro país realiza un ejercicio de pleno y profundo reconocimiento a la diversidad, y, en consecuencia, lo voto a favor. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, estimo que este es un debate relevante, que habla del tipo de sociedad que queremos construir. 



Yo siempre me pregunto, cuando discutimos estos asuntos, cuáles son las razones profundas que esgrime la Oposición en iniciativas como la que nos ocupa. Creo que lo que hay detrás de su postura es una visión conservadora, la cual se sustenta -parece muy importante relevarlo, porque la sociedad requiere hacer una terapia al respecto- en la existencia de un sector de ella que se siente superior al resto, que piensa que sus valores son los únicos correctos, y en nombre de esa supremacía valórica está dispuesto a imponer a los demás ciudadanos, a las demás personas, un estándar de dignidad distinta a la suya, pues considera que no es legítimo -aunque para él sí lo es- que otro pueda tomar igual decisión y tener el mismo derecho que a este le asiste en cuanto a la propia vida.



Eso me parece grave, porque por iguales razones en el pasado hubo brutales atropellos a los derechos humanos, y en nombre de esa superioridad se exterminaron y persiguieron a personas en el mundo entero. 



Quiero recordar que en materia de homosexualidad hay todavía, en el siglo XXI, países africanos que condenan a muerte a quienes la practican. 



Hoy día es la homosexualidad. Ayer fueron las mujeres, que no tenían derecho a voto; antes, los negros, que eran convertidos en esclavos, porque se consideraba que carecían de valores equivalentes a los blancos, y en nombre de esa supremacía se los exterminaba o se los esclavizaba. 



Por lo tanto, estimo que esos conservadores deberían hacer una reflexión de fondo sobre el particular. 



Sin embargo, esto tiene una doble implicancia, porque existe la voluntad de imponer cierta visión ideológica-religiosa, que si bien es legítima para ellos, no es lícito que se trate de imponer al conjunto de la sociedad. 



Esa visión religiosa sobre la sexualidad, para un sector de nuestra sociedad, tiene una finalidad determinada: la reproducción, y todo lo que está al margen de ella es “indebido”. 



Por eso, dicho sector se opuso sistemáticamente en el pasado, por ejemplo, a la promoción del condón. ¿Por qué se oponían a ello si el condón no es abortivo, lo único que hace es evitar un embarazo no deseado y una enfermedad de transmisión sexual? Porque, finalmente, el objetivo del condón “era promover la perversión”. ¿Y en qué consistía esa perversión? En vivir la sexualidad como algo que trasciende la reproducción. 



Yo siempre he dicho que si hay algo que caracteriza a los seres humanos respecto de los animales, tanto de mamíferos como de invertebrados, cuya sexualidad tiene como función exclusiva la reproducción, que nos hace diferentes y simboliza a la especie humana -tal vez es la más connotada de sus virtudes-, es su capacidad de conciencia, de sentir emociones complejas diversas -aunque los animales también sienten alguna emoción, e incluso las plantas- al vivir su sexualidad como algo trascendente, que va más allá de la reproducción. 



Sin embargo, tal sector, como niega esa dimensión de la sexualidad, se ha opuesto a la educación sexual, a apoyar a los jóvenes en la búsqueda del valor de su sexualidad, y a todo lo que pueda significar una sexualidad responsable que ponga en cuestión esa visión ideológica al respecto. 



Por eso, en nuestro país treinta y tantos Diputados presentaron un requerimiento contra la “píldora del día después”, pero también contra la “te” y todos los métodos de anticoncepción, que permiten, justamente, asumir la sexualidad de manera libre y responsable.



¿Por qué coloco el punto en este contexto? Porque cuando se habla de aquellos que tienen una opción sexual distinta, o de los homosexuales o lesbianas, hay un doble cuestionamiento. Primero, porque no se acepta que personas del mismo sexo puedan tener vínculos de afecto entre ellas. Por lo tanto, las tratan como infrahumanas y les quitan la dignidad que le es propia, en una doble dimensión. 



Aquí, acabo de escuchar a algunos decir: “Bueno, este proyecto de ley que estamos discutiendo hoy día debe ser solo para los homosexuales, porque los heterosexuales tienen derecho a contraer matrimonio”. ¡No! En la sociedad cada cual resuelve acerca del vínculo que quiere tener. Los heterosexuales pueden decidir si se casan o conviven. 



En consecuencia, este acuerdo de vida en pareja tiene como propósito permitir la libertad a otros para decidir si quieren convivir, y, por tanto, someterse algún día al mecanismo propuesto, o casarse. 



Sin embargo, como yo considero que todos los seres humanos tienen los mismos derechos, la misma dignidad, que está puesta aquí en cuestión de una manera casi brutal -a mi juicio-, creo que los homosexuales, a menos que se diga lo contrario y se exprese claramente, tienen la misma dignidad, iguales derechos, la misma condición de persona que los heterosexuales, y, por ende, el derecho a usar el instrumento sugerido en este proyecto, o entrar en la lógica de la vida del matrimonio. 



Porque poseen los mismos derechos, es que debemos consagrar esto como algo fundamental en la sociedad chilena y en el mundo entero. Tenemos que entender que en el pasado las diferencias menoscabaron la dignidad y el derecho de cierta gente. 



En Chile, se persiguió a personas, porque no se les reconoció la misma dignidad, iguales derechos humanos, en función de que tenían ideas políticas distintas, o el color de la piel diferente -como aconteció en algunas partes-, o visiones u opciones religiosas diversas. 



En nuestro país, el pueblo evangélico, con el cual yo marché para que tuviera los mismos derechos que los sectores conservadores de la Iglesia Católica, que se oponían, fue perseguido. 



No obstante, por la misma razón, con la misma fuerza, hay que defender entonces a aquellas personas para que, no obstante tener una opción sexual distinta, el color de la piel diferente,… 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Dispone de un minuto adicional para terminar su intervención, señor Senador. 

El señor GIRARDI.-… o profesar una visión política diversa, puedan acceder a los mismos derechos, a la misma dignidad de la que gozan otras. 



El problema estriba en que algunos parlamentarios, aparentemente, consideran que existen infrahumanos, personas que no deben tener la misma dignidad que otras, que no deben tener los mismos derechos que el conjunto de la gente, en función justamente de no reconocer aquella diferencia, que puede ser legítima y buena para la sociedad, y establecerla, no como un valor, sino como un disvalor.



En el pasado los disvalores motivaron que muchos seres humanos sufrieran, vivieran dramas.



Eso es parte de lo que debemos resolver.



Reconocer el derecho de los homosexuales al matrimonio es parte de los derechos humanos.



Yo voy a votar a favor de la ley en proyecto. Pero, para mí, ella no soluciona el problema de fondo, cual es que debe haber matrimonio igualitario.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Estamos discutiendo un proyecto de ley muy importante para muchos de los que se hallan en las tribunas. Así que pido por favor escuchar con paciencia y no efectuar manifestaciones, porque ellas motivan otras y, en definitiva, obligarán a proseguir la sesión sin presencia de público.



Falta poco para determinar si se aprueba o no esta iniciativa.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, ya hice uso de la palabra durante la primera discusión, y en esa oportunidad entregué la fundamentación central de mi punto de vista.



Como señalé, voy a votar favorablemente este proyecto de ley. Sin embargo, durante el debate en particular procuraré introducirle cambios bastante significativos a una parte de su articulado.



Me explico.



Yo pienso que es necesario reconocer la falta de regulación legal de la convivencia de personas que viven unidas en pareja por relaciones afectivas y que tienen un afán duradero, de compromiso por tiempo indefinido.



Es justo ese reconocimiento, pues de hecho tales relaciones se producen y generan vacíos que la ley no debe dejar de considerar.



Por lo tanto, me parece importante regular.



No obstante, yo hago una diferencia entre la situación que afecta a personas del mismo sexo y la que afecta a personas de distinto sexo. Y ello, no por arbitrariedad, sino porque estas últimas hoy día tienen una posibilidad para resolver su convivencia en forma institucional si así lo quieren.



Nadie se halla obligado a contraer matrimonio. Pero ahí está. Las personas, hombre y mujer, pueden contraerlo, y sobre esa base, resolver sus relaciones de pareja en forma estable y duradera, como lo señala la ley. Y hoy día, con el divorcio -según se indicó-, no es una caja sin salida, no es una situación indisoluble como antes, y, por consiguiente, está dotado de la flexibilidad que muchos querían para no tener problemas ante el quiebre de la convivencia.



Empero, aquello no existe como razón para las personas del mismo sexo, quienes hoy día carecen de espacio para lograr una convivencia regulada legalmente que les permita evitar las múltiples dificultades surgidas -ya se han señalado acá- cuando terminan su relación, sea por fallecimiento de un miembro de la pareja o por mutuo acuerdo.



Ahí se registra el vacío jurídico: la relación afectiva, que tuvo fuerza mientras estaba vigente, carece de protección legal, pues no se ha regulado jurídicamente.



En consecuencia, se justifica el establecimiento de una entidad jurídica, pero para las personas del mismo sexo; porque las de distinto sexo ya tienen resuelto el problema.



Son situaciones diferentes, que se adecúan a realidades diversas y que, por ende, justifican la existencia de una normativa distinta.



Hay quienes han dicho en esta Sala que aquello sería discriminatorio.



A juicio de representantes de algunos movimientos, la tesis que yo planteo sería discriminatoria.



Sobre el particular, quiero decir que no se trata de una tesis original mía. Está en otras legislaciones.



Por ejemplo, Alemania resolvió así la cuestión. Y no lo hizo con afán discriminatorio, sino para darles soluciones jurídicas adecuadas a realidades diferentes.



Sin embargo, yo quiero hacer una reflexión.



Muchos de quienes han intervenido acá han dicho que sería discriminatorio tener AVP para personas del mismo sexo y matrimonio solo para personas de distinto sexo. Y varios han manifestado que aceptan el matrimonio para personas de distinto sexo, pero no para homosexuales.



Si establecemos acuerdo de vida en pareja para personas del mismo sexo o de distinto sexo y matrimonio para personas de distinto sexo, yo pregunto por qué no se puede tener matrimonio para personas del mismo sexo.



Hay una incoherencia en la lógica de quienes sustentan que puede haber acuerdo de vida en pareja para personas del mismo sexo o de distinto sexo, pero matrimonio solo para personas de distinto sexo.



¡Eso es incoherente! ¡Eso es discriminatorio!



No es discriminatorio, sí, dar soluciones jurídicas para realidades distintas.



Yo no soy partidario del matrimonio para personas del mismo sexo. Porque creo que el matrimonio es una institución diferente, con características propias, con historia propia, con una derivación especial precisamente por la eventualidad de que nazcan hijos, lo cual genera una serie de obligaciones que no existen en el caso de personas del mismo sexo.



Entonces, no se trata de discriminar, sino de resolver los problemas, pero con soluciones adecuadas a su naturaleza propia.



Se justifica regular el contrato matrimonial por las consecuencias que tiene para la sociedad la vinculación que establece. Y tratándose de personas del mismo sexo se justifica una relación de distinta índole, porque no existen las mismas consecuencias, pero sí muchas que hoy día la ley no recoge.



Por consiguiente, me parece muy significativo efectuar aquella diferenciación.



Es probable que no tenga los votos suficientes; no lo sé: yo no trabajo por cálculos electorales, sino por convicción.



Considero justo que haya un AVP. La dignidad de las relaciones pertinentes merece un reconocimiento legal. Pero no creo que se justifique que ello dé lugar a un matrimonio, como tampoco que las personas de distinto sexo tengan acuerdo de vida en pareja, pues ya cuentan con una solución.



Con AVP, en la forma que sea; con matrimonio, del modo que se desee, siempre existirán las convivencias de hecho. Y a este proyecto le faltan soluciones para las personas que no quieren AVP ni matrimonio -por las razones que sean-, pero que igual conviven de aquella manera. Entonces, ahí se produce una fractura, pues cuando esa relación se quiebra no hay soluciones legales.



Asimismo, me parece necesario que, a través de normas que suplan el silencio de las partes, se establezca que, habiendo estas convivido de hecho y no formalizado su relación, es factible resolver legalmente muchos problemas que merecen atención.



Así es que espero que todos los conceptos que acabo de plantear y que desarrollé extensamente en la primera discusión puedan materializarse durante el debate en particular.



Por ahora, voto que sí.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, en la sesión de 18 de diciembre último algunos Senadores tuvimos la oportunidad de expresar en esta Sala lo que pensábamos sobre el proyecto de ley en discusión.



Al calor del debate de esta tarde, quiero agregar algo a lo que ya señalamos en aquella oportunidad.



De lo que dijimos en la referida sesión, voy a reiterar un solo concepto: en Chile, hoy día estos asuntos -creo que lo reflejó en esta ocasión el Senador Escalona- tienen una dimensión que trasciende la política del día a día.



Procurando ser objetivo, debo manifestar que ciertos temas de la sociedad chilena los ha ido imponiendo la centroizquierda o el progresismo, pero actualmente son patrimonio transversal. El medioambiente, los derechos de los consumidores, la no discriminación, el divorcio, la legalización o despenalización del consumo de drogas, la interrupción del embarazo son materias que cortan transversalmente la política nacional.



Es cierto: mayoritariamente, en este Hemiciclo la mitad más uno está en un sector; sin embargo, la situación no era así hace 20 o 30 años.



Y lo mismo ocurría con cuestiones como la pena de muerte y otras.



Entonces, quiero decir en primer término que la materia en análisis es transversal. Y esto ya es un acierto como sociedad.



En segundo lugar, debo puntualizar que la aprobación del acuerdo de vida en pareja va a hacer de Chile un país más inclusivo, menos injusto, más tolerante, que nos acoja a todos en nuestros derechos, en lo que deseamos, en lo que soñamos, en lo que nos gusta, en la medida que no afectemos a terceros.



Entonces, está la cuestión del libre albedrío. ¿Y saben por qué? Porque Chile es una nación menos insegura, donde existe menos susto a la diferencia.



Eso es lo que se está haciendo. ¡Si aquí hay un concepto entre conservadores y progresistas! Y no lo inventamos nosotros: es histórico.



¿Quiénes son los conservadores? Aquellos que quieren mantener las cosas como están, dejarlas como son, pues anhelan que siempre sean así. Y hay en toda sociedad, incluida la nuestra, sectores que desean empujar el carro, y no solo por voluntad, por deseo o por buenas ideas (eso es factible), sino también porque palpan y ven una realidad que clama por un reconocimiento distinto.



Hoy día tenemos acá un cambio en la sociedad chilena. 



No recuerdo cuál de mis colegas mencionó los tantos cambios que ha habido en Chile.



Pena de muerte: también nos dividió.



El derecho a voto, ¿cómo fue al principio en nuestro país, históricamente? Votaba quien tenía recursos: voto censitario. ¿Y las mujeres? ¡No!



¿Cómo fue la instrucción primaria obligatoria? Un sector no la quería, y otro, sí. 



Todo ello reflejó una manera de ver la vida.



Y puedo seguir dando ejemplos.



Vamos al ámbito religioso: en Chile, si hay una religión que ha sido perseguida es la evangélica. Me atrevo a decir que incluso ha sido más perseguida que la judía o la musulmana. ¡Es cosa de ver la historia del pueblo evangélico!



En consecuencia, se trata de no discriminar.



Al respecto, quiero hacerme cargo de algo que dijo el Senador Orpis -escuché atentamente su intervención-, en el sentido de que no se trata de andar regulando realidades, de que hay que tener miradas más permanentes en el tiempo. Fue lo que capté.



Pero sucede que yo tengo otra óptica: no pretendo regular realidades, sino otorgar derechos iguales para todos.



Si alguien posee cierta concepción de familia, le asiste pleno derecho a llevarla a cabo. Lo que ocurre es que nadie tiene el monopolio del afecto o del amor, una visión única para desarrollarnos como seres humanos.



Por ello, el acuerdo de vida en pareja -y no me pierdo; sé que esto no es prioritario para la sociedad chilena en su conjunto: para ella, lo primordial es que la salud funcione, que haya empleo decente, que la educación sea de calidad, que exista seguridad en las casas y en los barrios- y otras cuestiones de esta naturaleza hacen que las sociedades trasciendan.



En consecuencia, cuando escucho a mis colegas de la vereda de enfrente decir que van a aprobar la idea de legislar y que presentarán indicaciones concluyo que hemos dado un tremendo paso como país y que hemos madurado desde el punto de vista social.



Yo me alegro de lo que estamos haciendo esta tarde. 



Como dije, no se trata de regular realidades, sino de otorgar derechos.



Hoy día estamos dando un paso gigantesco. Empero, para mí no es suficiente.



Acá, varios pensamos que el matrimonio igualitario también es un derecho. Y puede tener razón el Senador Hernán Larraín cuando habla de la incoherencia de algunos sectores. Sin embargo, lo medular es que hoy la mayoría va a decir que todos somos iguales en derechos y que ha de garantizarse que el Estado y la sociedad chilena no nos discriminarán ni por cómo nos vestimos, ni por el color de nuestra piel, ni por el barrio donde vivimos, ni por los afectos que tenemos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, hoy quiero felicitar a todos aquellos que han dado esta lucha y nos han hecho posible llegar hasta aquí: a la Corporación Humanas, al MOVILH, a la Fundación Iguales, a todas y a todos por no dejar de soñar que otro país es factible.



Han pasado 500 años desde la época en que Pedro de Valdivia enfrentaba una situación que actualmente viven miles de parejas en Chile. Hace 472 años, él y sus soldados fundaban la ciudad de Santiago. En esa ocasión Pedro de Valdivia no tenía al lado a su esposa, sino a su conviviente, doña Inés de Suárez.



Inés de Suárez estuvo con Pedro de Valdivia en momentos cruciales de su existencia, y no había dudas del amor que ambos se profesaban. El problema era que él estaba casado y no había forma de que se divorciara de su cónyuge, quien se hallaba en España.



Incluso, se siguió contra Pedro de Valdivia un juicio mediante el cual el virrey Pedro de la Gasca le ordenó imperativamente terminar su relación con Inés de Suárez; lo conminó a casarla con un vecino de su elección, y le recomendó seguir las directivas de la Iglesia respecto a su legítimo matrimonio.



Al final, luego de más de diez años de convivencia y forzado por las circunstancias y la presión de la época, Pedro de Valdivia obligó a Inés de Suárez, por su propia seguridad, a casarse con otro conquistador: Rodrigo de Quiroga.



A más de 500 años de acaecida tal situación, recién estamos discutiendo en este Parlamento un proyecto que regula legalmente la convivencia entre dos personas.



Me parece que, hasta ahora, el debate no ha ido nada bien. Desde el momento en que la palabra “homosexual” entró en el ruedo, todo se ha torcido. Porque hay un sector político que pretende condicionar su apoyo al proyecto sobre AVP a una declaración de inconstitucionalidad del matrimonio homosexual, y por otro lado están los eternos poderes fácticos, que inducen a que en Chile prefiramos hacernos los tontos antes que abordar y discutir las realidades de frente y sin eufemismos.



En ambos casos el argumento central del rechazo al AVP es que “la familia es el núcleo de la sociedad”, o sea, que una pareja se une solo para procrear.



Nuestra legislación sobre las relaciones de pareja se rige por una máxima: hay determinados roles sociales que nos corresponden y de ahí no podemos movernos.



En el fondo, lo que nuestra legislación está haciendo es decirles a personas que su función en la sociedad actual es unirse en pareja para tener hijos, y nada más.



Eso es lo que están defendiendo quienes hablan de “matrimonio”.



Por ello, a las parejas que conviven, dependiendo de su orientación sexual, les negamos la opción del matrimonio o las obligamos, de manera muy poco sutil, a firmar el contrato matrimonial porque “deben tener hijos”.



¿Y qué pasa cuando no pueden hacerlo?



Muchas veces se dice que en Chile no existen datos que permitan saber por qué las parejas optan por convivir y cuántas personas se encuentran en tal situación, y que, por ende, no habría bases para legislar al respecto, ya que no mediaría una “necesidad social” en tal sentido. 



El censo de 2012, para desgracia nuestra, se hizo tan mal que seguiremos sin tener datos fidedignos sobre cuántas parejas conviven.



Pero quiero ser muy enfática en esto.



Para desgracia de los promatrimonio, el asunto no es de datos.



Digamos las cosas como son, señor Presidente.



Cuando ser homosexual constituía la forma más rápida de morir en la hoguera; cuando todos los jóvenes eran casados a la fuerza con quienes sus padres decidían; cuando para tener alguna aspiración social y económica era obligatorio casarse, había parejas que convivían.



Aun cuando se derogase el artículo 102 del Código Civil y todas las parejas pudieran casarse, muchas elegirían convivir.



¡Esa es la realidad!



¿Y por qué sucede aquello? Porque la persona no vive en pareja para cumplir el rol que le han impuesto, sino para estar con alguien a quien ama. Y la pareja permanecerá junta mientras dure el amor, no mientras la obligue un papel o un supuesto “rol social”.



En la práctica, si hay un motivo por el cual la gente no se casa aun cuando pueda hacerlo es porque el matrimonio en sí tiene poco que ver con el amor. Las personas se casan porque la legislación actual presenta una serie de atractivos que tornan “rentable” o “conveniente” el matrimonio o porque tienen convicción al respecto. Algunas lo hacen para tener una residencia; para acceder a cierto estatus; para sumar puntos a los efectos de obtener un subsidio; para cumplir exigencias del colegio de los niños, o para contraer un vínculo formal.



Si esos atractivos o ventajas son indispensables para determinado proyecto o para satisfacer alguna necesidad, la gente se casará.



¿Cuál es el punto de conflicto para los convivientes? Que están en desamparo legal.



Para obligar a la gente a casarse a fin de que cumpla su rol social, se pretende que esas “ventajas” y dichos “atractivos” legales (derechos de herencia, patrimonio, salud, etcétera) solo sean exclusivos para quienes firman el contrato conyugal.



Con el propósito de desestimar la necesidad de un AVP, se alega que hay jurisprudencia y mecanismos legales para garantizar los derechos mínimos de una pareja que convive. Pero esa jurisprudencia y tales mecanismos legales están enturbiados por la imposición de que las parejas “cumplan con su rol” y porque estos mecanismos están dispersos en diferentes normas: Código Procesal Penal, Código Civil, Código Penal, ley de Violencia Intrafamiliar, ley de Tribunales de Familia, ley de revalorización de fondos de pensiones, ley de Accidentes del Trabajo.



Además, si de algo no podemos alardear es de una jurisprudencia clara. Por ejemplo, en sentencia de 6 de abril de 1994, la Corte Suprema señaló: “Existiendo una relación de convivencia permanente entre un hombre y una mujer, y adquirido un bien raíz en esa época, que les permitió vivir juntos y bajo el mismo techo, se produce entre ellos una comunidad de bienes”. Por el contrario, en sentencia de 23 de diciembre de 1996, la Corte de Apelaciones determinó que “el haber existido un concubinato de más de 20 años entre dos personas, es ineficaz para dar por sentado que los bienes que aparecen integrando el patrimonio de una, hayan pertenecido a una comunidad entre ambos”. En virtud de otra sentencia de la Corte Suprema, de 2012, una mujer cuyo conviviente murió fue compensada sobre la base de la equidad, pero el fallo, en sí, viola la Ley de Matrimonio Civil, que establece que la compensación económica corresponde solo si el matrimonio…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Dispone de un minuto para concluir, Su Señoría.

La señora RINCÓN.-… termina por divorcio o nulidad.



Mucha atención han puesto los detractores en la separación de las parejas de hecho, como una manera de reforzar lo “desechable” de estas uniones. Pero ¿qué pasa cuando uno de los convivientes muere? En Chile, si hay legitimario, solo una cuarta parte de los bienes se puede otorgar por testamento a la pareja. ¿Es justo que una persona homosexual negada por sus padres durante los 30 años que ha vivido con alguien del mismo sexo sepa, al morir, que todo lo que ha construido con su pareja irá a parar a quienes lo rechazaron? ¿De verdad a alguien le parece justa esa situación?



El acuerdo de vida en pareja no es perfecto. Pero dejemos de ser hipócritas: existe un vacío legal que ha perjudicado a millones de chilenos desde los tiempos de Pedro de Valdivia, y hoy damos un paso en el sentido correcto. Por eso, voto a favor.



Y aprobaré también el proyecto de ley sobre matrimonio igualitario cuando sea sometido a nuestra consideración.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, el país viene avanzando desde hace años en la superación de diversas formas de discriminación existentes en nuestra sociedad. Por razones de distinta índole, esta se ha caracterizado por mantener situaciones de postergación y diferenciación que afectan a muchas personas y resultan hoy inaceptables.



Como ejemplo se puede señalar la odiosa distinción entre hijos legítimos, naturales e ilegítimos, la cual persistió por décadas y solo fue eliminada hace unos años. Costó mucho terminar con ella. Se manifestaron reticencias y argumentos encendidos.



Vale la pena recordar algo de ese hito, por el tipo de fundamentación expuesta y que resulta extraordinariamente similar a mucho de lo que se escucha hoy.



Así, el entonces Diputado señor Bombal expresaba, en su intervención en la Cámara:



“No tengo duda alguna que al borrarse arbitrariamente toda diferencia en materia de filiación, estaremos debilitando para siempre la institución del matrimonio, naturalmente llamada, por antonomasia, a ser el cauce ético y legal más propio para constituir una familia.”.



Agregaba posteriormente: “Con este proyecto habremos incorporado al grupo familiar a terceras personas de un modo completamente diferente a aquel que hasta ahora conocía nuestro ordenamiento jurídico”.



El Senador señor Alessandri, en tanto, manifestaba:



“También es lógico deducir que la madre legítima, además de ver disminuidos los derechos que le corresponden en razón de ser una mujer casada, pierde respetabilidad y jerarquía social, pues, al ser todos los hijos iguales, la madre ilegítima se le equipara en cierta forma, adquiriendo la conviviente un nuevo status social y económico que mejora el anterior, que le permitirá disputar en condiciones semejantes los derechos de sus hijos ilegítimos con los de los hijos y madre legítimos”. “Los bienes comunes en el matrimonio -concluía- son la resultante del trabajo del padre y de la madre. ¿Cuál es la razón para que tengan que compartirlos con los hijos ilegítimos?”.



Se mencionó entonces que la igualdad constituía una amenaza para el matrimonio y la familia; que se incorporaban personas ajenas al hogar; que se estaban igualando situaciones diferentes. Todo ello, unido a valoraciones religiosas, éticas y morales y a acusaciones de la más distinta índole a los impulsores de la medida.



Hoy se ha eliminado esa odiosa diferenciación. Nuestra sociedad avanzó. Millones de niños, jóvenes y adultos han visto reconocidos sus derechos. Y no se han producido los apocalípticos efectos que se suponían.



Así también, lo que se encuentra hoy en discusión es otra muestra de una sociedad que avanza en el reconocimiento de la igualdad entre sus integrantes.



El Estado y sus instituciones, por mandato constitucional, deben establecer las garantías que aseguren a todos los habitantes su mayor realización material y espiritual posible, y otorgar las condiciones que lo permitan. Ello no se logra hoy en la situación de miles de parejas del mismo sexo y también heterosexuales que han decidido unir sus vidas en una forma distinta del matrimonio.



Los efectos de esta omisión jurídica son múltiples y conocidos, no siendo necesario ahondar en demasía.



Existen problemas evidentes, vinculados al parentesco y al régimen sucesorio. El caso más dramático es el de miles de personas homosexuales que, al no poder testar a sus parejas más del 25 por ciento de sus bienes, ven cómo la mayor parte de ellos quedará en poder de quienes en vida les rechazaron y denigraron.



Igualmente se registran dificultades relacionadas con el régimen patrimonial y la administración y destino de bienes adquiridos en comunidad.



También se plantean cuestiones de orden doméstico, de la vida cotidiana, pero tremendamente relevantes y sensibles, tales como la voluntad para la donación de órganos, el ingreso en calidad de familiar a hospitales y las decisiones que tienen que ver con la sepultación.



Es hora de enfrentar ello con decisión y de avanzar en la superación de la diferencia.



No hay razón alguna para que personas de igual o de distinto sexo que deciden tener una vida en común no puedan regular ante la ley su situación personal y el régimen de bienes.



Destaco la importancia de que la normativa en discusión incluya la definición de un estado civil, entendido este como “la posición que una persona ocupa en la sociedad en función de sus relaciones de familia, de la cual emanan obligaciones y derechos”. Ello se refiere a las relaciones filiales y de pareja que adopten o generen las personas.



Si el acuerdo de vida en pareja será un estatuto que regulará, como en el matrimonio, la vida afectiva, no hay razón alguna para que no produzca también efectos en materia de estado civil.



Establecer este estado civil contribuirá a darle solidez al vínculo que se crea, a través de la imposibilidad, por ejemplo, de suscribir otro acuerdo similar; redundará en efectos civiles importantes, como en el régimen sucesorio, e introducirá prohibiciones e inhabilidades relevantes, con consecuencias en los ámbitos civil, penal y administrativo.



Por tanto, no puedo sino manifestar mi satisfacción por este nuevo progreso en la larga lucha de nuestro país contra toda forma de discriminación, así como también en la formalización de miles de relaciones de pareja que han esperado por décadas el respaldo de la ley y del Congreso.



No es, con todo, una tarea agotada. Sabemos que quedan pasos por dar y avances que se deben seguir materializando en los próximos años.



Hago notar, además, que no debe perderse de vista que estamos ante un enorme desafío, esencialmente cultural antes que legal, el que nos impone la necesidad de seguir desterrando patrones o estereotipos que afecten la dignidad de grupos o de individuos.



Se equivoca el que cree que la realidad se cambia con leyes. Estas ayudan, pero son solo un ámbito.



Es fundamentalmente la persistencia de varias generaciones en estos objetivos la que ha generado y seguirá generando resultados, como lo hemos visto en los últimos años.



Cabe reconocer, en este sentido, el trabajo y empeño de organizaciones y ciudadanos que han dedicado su tiempo a la noble tarea de luchar contra la discriminación y desigualdad.



Aun con los problemas que persisten, el país es hoy, gracias a todos, una sociedad más inclusiva que hace solo unos lustros.



Estamos dando un paso importante, que favorecerá a miles de compatriotas, quienes podrán regular su situación, tanto en materia de bienes cuanto personal, al generarse un estado civil que les amparará y protegerá.



Por el bien de Chile, voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, prácticamente todos los que han intervenido en esta sesión ya lo hicieron también en la anterior. Me alegro de que esta vez podamos votar el proyecto.



Sin duda alguna, el acuerdo de vida en pareja presenta un valor muy grande, por reconocer formas de construir familia que van más allá del matrimonio. En efecto, asimismo ese vínculo puede ser originado por uniones no matrimoniales. Y, desde esa perspectiva, es una buena noticia la de que se avanza en esta dirección.



No puedo compartir el argumento del Senador señor Hernán Larraín en el sentido de que solo se resuelven los problemas de las relaciones entre personas del mismo sexo, porque, evidentemente, no todas las familias ni las parejas aspiran al matrimonio o desean contraerlo. Basta considerar los distintos tipos de relaciones sentimentales, emotivas, afectivas existentes en la sociedad: el pololeo, el noviazgo, el matrimonio, la convivencia.



Lo que estamos haciendo hoy día es establecer una regulación para un grupo muy significativo de personas que se encuentran absolutamente desprotegidas: los convivientes, tanto homosexuales como heterosexuales.



Y, en este sentido, resulta muy importante el valor que se da desde la perspectiva de la institucionalidad que se está creando. El proyecto es, de alguna manera, fundacional. Por eso es tan relevante asignar la dignidad que debe tener un contrato de la naturaleza del que nos ocupa.



De ahí que vamos a presentar algunas indicaciones, como la de establecer la modificación, aunque parezca algo meramente formal, respecto de convivientes y contratantes. 



A ello asimismo obedece que hayamos dicho que el acuerdo de vida en pareja debería significar un cambio de estado civil. Eso es tan evidente como el hecho de que quien haya resuelto celebrarlo no pueda contraer matrimonio. 



Y pensamos que no debe verificarse en una notaría. Por lo mismo, tiene que empezar a regir desde el día uno. Siempre se deberá materializar frente a un oficial del Registro Civil. 



En igual sentido, hemos manifestado que, dada la dignidad de contratantes o convivientes, necesariamente debe establecerse un sistema de cese unilateral que se haga cargo de dicho aspecto y no consista, lisa y llanamente, en una carta certificada o declaración en una notaría.



¿Qué quiero señalar con lo anterior? Que el acuerdo de vida en pareja no es un contrato comercial cualquiera: involucra afectos y sentimientos. No basta con hacerse cargo, entonces, de la cuestión patrimonial, sucesoria, en fin.



Mas también me parece pertinente consignar que, desde cierto punto de vista, el acuerdo de vida en pareja viene a significar una consagración de una injusticia parcial para personas del mismo sexo -y ahí hago el distingo- que sí deseen construir familia a través del matrimonio.



Al artículo 102 del Código Civil le doy una, dos, tres vueltas, ¡pero en el siglo XXI! Porque si me hubiera tocado vivir en el siglo XIX, cuando las mujeres no estudiaban ni trabajaban, o antes de 1952, en el siglo XX, cuando no votaban en elecciones parlamentarias, a lo mejor tendría una mirada distinta.



Llama la atención que en pleno siglo XXI haya quienes sostengan que el matrimonio es para personas de distinto sexo. ¿Por qué?



Además, se trata de un contrato que, en el aspecto pecuniario, entrega beneficios a quienes lo celebran. Se podría argumentar en el sentido de que si alguien paga impuestos, ¿por qué no tiene derecho a casarse con alguien del mismo o de distinto sexo?



¿Acaso afecta la moral pública el que una pareja de homosexuales contraiga el vínculo? ¿Ello incide en la vida de un tercero? Estimo que impedirles el matrimonio es una forma de violación de los derechos humanos en el mundo moderno, así como también de discriminación. ¿Por qué esto último? Porque la discriminación no es otra cosa que reconocer menos derechos humanos, en virtud de características externas, como la orientación sexual en el caso que nos ocupa.



Lo mismo rige respecto de la adopción.



¿Qué es lo importante en quien se queda con un hijo o lo cuida y cría? ¿El género, la orientación sexual, o el afecto, el cariño y los valores que se entregan? ¡En esto último radica el bien superior del niño! ¿Qué tiene que ver con ello la orientación sexual de sus padres?



En consecuencia, vamos a presentar una serie de indicaciones tendientes a fortalecer la institucionalidad del acuerdo de vida en pareja justamente conforme a lo que estamos mencionando, es decir, la dignidad de dos personas.



¿Qué pasa con el hijo criado en el hogar común cuando, en una relación de convivencia en la que media un acuerdo de vida en pareja, fallece uno de los integrantes que es su padre o madre? ¿El tribunal de familia se lo entregará a un tío a quien nunca le ha importado o a algún pariente alcohólico? ¿Eso es mejor a que la tuición le corresponda al conviviente que sobrevive, quien lo crió y le entregó cariño, amor, afecto?



¿Qué es más importante hoy día -es la pregunta que tenemos que hacernos- en nuestra sociedad?



La ética social es cambiante. ¡Pasó el tiempo de la censura! ¡Pasó el tiempo en que la violencia intrafamiliar era un asunto de la vida privada! ¡Pasó el tiempo en que se toleraban el acoso sexual o el laboral! ¡Pasó el tiempo en que las mujeres no tenían derecho a voto! ¡Pasó el tiempo en que se penalizaba la sodomía! ¡El de ahora es el tiempo de la libertad y la democracia!



Por eso, voy a votar a favor...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Dispone de un minuto para concluir, señor Senador.

El señor ROSSI.-… y a seguir impulsando, con mucha fuerza, como muchos otros colegas, el matrimonio igualitario, para que tengamos una democracia de verdad, en la que haya igualdad de oportunidades y de derechos.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, estimados colegas, en primer lugar deseo advertir que, por muchas leyes que existan, los resultados pueden ser muy distintos de los que se persiguen.



Por ejemplo, la inscripción automática iba a ser casi milagrosa: tendríamos a todo el mundo incorporado. En el caso de los que aún no tomaban la decisión de cumplir el trámite en los registros electorales, entonces, habíamos encontrado el mejor método. Resultado: menos vota la gente.



A mi juicio, aquí puede pasar exactamente lo mismo. El argumento que se esgrime en relación con el proyecto es que un poco más de dos millones de personas conviven. Pero ¿por qué lo hacen? Porque lo han resuelto así. Y ahora se quiere formalizar algo opuesto a la determinación a la cual los mismos interesados han llegado -el motivo que les asiste es natural: tienen libertad para hacerlo- y para lo cual existe, si se desea recurrir a ella, la institución del matrimonio.



En ese sentido, creo que se va mucho más allá de las razones señaladas en la propuesta tanto del Gobierno como de la misma Comisión. Me parece que se quiere cambiar un modelo de sociedad. ¡Seamos francos! Y todos tenemos que ser tolerantes en la materia, lo que acepto. 



Le hago presente al Senador señor Escalona, en cuanto a su alusión a quienes han defendido el matrimonio como institución, como es el caso de los evangélicos, que tal punto de vista forma parte de la libertad que tenemos en el país para poder dar a conocer nuestras opiniones. Por lo tanto, quiero valorar, aunque a lo mejor no estemos todos de acuerdo al respecto, la posibilidad de que ellos también ejerzan el derecho a expresarse.



Y eso no es intolerancia, Su Señoría. ¡Todos los chilenos...!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Diríjase a la Mesa, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Lo expongo por su intermedio, señor Presidente.



Decía que todos los chilenos podemos dar a conocer nuestras opiniones y participar en la discusión que se lleva a cabo en el Congreso.



Aunque se va a aprobar la idea de legislar, el Senador que habla -y lo dice con todo orgullo- va a votar en contra con un convencimiento absoluto, por estimar que no se va a favorecer a nuestra sociedad. No podemos tener matrimonios de primera, de segunda o de tercera categoría.



La institución de la familia, por lo menos en el país en que vivimos, es muy importante, y no solo considerando la misma estabilidad de ella, sino también la de quienes son el fruto del amor en su seno.



Para mí, el matrimonio es entre un hombre y una mujer. Atribuirle una característica distinta, como se está haciendo ahora, creo que es bajarle el nivel. Porque, miren, para la venta de un auto, ambos contratantes deben acudir al Registro Civil; es decir, se necesita la aprobación de los dos. Pero para terminar un acuerdo de vida en pareja bastaría con enviar una carta certificada.



¡Esa es la solemnidad que se está dando! 



¿Esa es la seriedad que se le quiere dar a una institución básica, paralela al matrimonio?



Creo que se está cometiendo un error profundo, cuyas consecuencias no las viviremos nosotros, sino las generaciones venideras y, posiblemente, los hijos que resulten de estos acuerdos de vida en pareja.



Yo me pregunto si un AVP no tiene límite. Solo lo tendría si uno de los convivientes se casara por su cuenta -ahí moriría ese acuerdo-, o le comunicara al otro que ha iniciado una nueva vida en pareja.



Con todo el respeto que tengo por ustedes, porque sé que se va a aprobar el proyecto, creo que a la larga la historia demostrará que no será positivo para el país, por muy buenas que sean las intenciones. Es cosa de leer el artículo 2°, que dice: “Tampoco podrá celebrar el acuerdo aquella persona que esté sujeta a vínculo matrimonial o a un acuerdo de vida en pareja vigente”. 


Una de las razones esgrimidas para acceder a la unión es que hay quienes han convivido durante mucho tiempo -20, 30 años-, después de haber contraído matrimonio y de haberse separado y que, como bien lo han planteado varios Senadores, no vieron nunca más su cónyuge y no pudieron, por tanto, disolver su vínculo mediante divorcio. Y resulta que ahora esas personas no tendrán derecho a usar este instrumento. Lo dice expresamente la norma.



Lo importante, en mi opinión, es pensar en qué sociedad queremos. Eso es lo que me preocupa.



El matrimonio es entre un hombre y una mujer, y su objetivo es dar estabilidad emocional, brindarles amor a los hijos, proporcionarles una vida lo más digna posible. 



Creo que ese es el modelo de sociedad que debemos preservar.



Por lo tanto, señor Presidente, con todo orgullo, voto en contra del proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero manifestar mi acuerdo con la idea de legislar en esta materia.



Chile, tal como lo conocemos, ha cambiado significativamente en los últimos años. Cada día más la ciudadanía entiende a la familia ya no solo desde una visión rígida, única, sino con un sentido más amplio, que abarca diversos tipos de vínculos afectivos que no se limitan únicamente al matrimonio. Además, las parejas se casan menos: o viven juntas, o postergan su decisión por una opción personal.



Por consiguiente, las uniones de hecho han aumentado notoriamente en nuestra sociedad y son una realidad. Fundamentalmente, se trata de parejas heterosexuales, pero también hay un número cada vez mayor de parejas del mismo sexo.



Frente a tal situación, hay dos opciones. Una de ellas es dejar las cosas como están, lo que significa que cada vez un número mayor de personas estará carente de protección o de regulación legal desde todo punto de vista. Siendo así, quedarían sin regulación o regirían las reglas generales -que no necesariamente responden a las aspiraciones de estas parejas- respecto de la situación patrimonial entre ambos contrayentes; los frutos de la vida en pareja o la convivencia; la división de roles, que deja a un miembro más que al otro como encargado de la provisión económica. Se deja sin regular también el aspecto sucesorio o hereditario. Se deja sin regular la protección que el sistema previsional o de salud asigna a las parejas de los cotizantes ante diversas circunstancias. Se deja sin regular las situaciones que involucran a terceros, tanto desde un punto de vista económico como desde la perspectiva familiar.



Me parece que dejar las cosas como están, señalando solamente que la única alternativa es el matrimonio, no contribuye a incentivar el contrato matrimonial. Lo único que hace, en definitiva, es establecer una desprotección y una inseguridad jurídica en las relaciones de pareja.



Por eso, creo que legislar en esta materia no solo es positivo, sino que resulta indispensable. Las parejas unidas por vínculos afectivos, sean de la orientación sexual que sean, deben contar con herramientas que brinden protección entre ellas y frente a terceros. 



Creo también que este contrato debe hacerse extensivo a todas las parejas, no solo a las del mismo sexo, como aquí se ha planteado. Pretender que se aplique únicamente a las parejas homosexuales sería profundizar la discriminación que hoy día están sufriendo estas. Ello sería más grave aún porque estaríamos usando la propia ley como un instrumento de segregación o de discriminación.



Por eso, apoyo la idea de legislar en esta materia, señor Presidente.


Sin duda, los mejoramientos que se han hecho con motivo del estudio de proyectos que se han presentado han ido enriqueciendo el texto que estamos debatiendo. Las iniciativas enviadas a la Comisión de Constitución eran claramente insuficientes. De ahí que se formularan indicaciones que permiten regular y fortalecer los derechos de los chilenos, hombres y mujeres del mismo o de distinto sexo que viven en común.



Es fundamental que el acuerdo de vida en pareja genere el estado civil de conviviente. ¿Puede alguien creer razonable que, luego de firmar un AVP, se considere soltera a la persona para todos los efectos legales? ¿Tiene sentido, lógica, que una persona llegue al hospital a ver a su pareja enferma y se la considere soltera para esos efectos, sin reconocerle vínculo alguno con quien suscribió el contrato de acuerdo de vida en pareja?



Por esa razón, después de un largo debate, se logró incorporar el estado civil dentro del texto del proyecto de ley, ya que resultaba impensable regular relaciones familiares sin el debido reconocimiento jurídico de los deberes y derechos que emanan de este contrato.



Es fundamental también que el contrato se firme ante un oficial del Registro Civil y se inscriba en un registro público. Si no, no habría forma de controlar la multiplicidad de acuerdos de vida en pareja que podría tener una misma persona, con el fraude que significaría frente a otras parejas o frente a terceros. 



A su vez, es importante entregar una solemnidad especial para estos contrayentes. Si se pretende regular un contrato que supera con creces los contenidos privados de índole patrimonial, creemos que el oficial del Registro Civil es el funcionario más idóneo ante quien celebrarlo.



Asimismo, resulta primordial que se cuente con acceso a la diversidad de regímenes patrimoniales. Es de toda lógica. Si uno de los principales efectos de este contrato es disponer de una forma clara de administrar el patrimonio, nada justifica restringir las alternativas. Lo obvio es dar acceso a todas las opciones disponibles.



Estimo, además, que las controversias que se generen a propósito de un acuerdo de vida en pareja deben ser vistas por los tribunales de familia, porque todo lo relativo a materias de estado civil y de familia debe ser conocido por dichos órganos jurisdiccionales, que tienen las especialidades, los profesionales y la infraestructura para abordar ese tipo de asuntos.



Señor Presidente, son varios los antecedentes por los cuales resulta fundamental legislar en este ámbito.



En seguida, quisiera rescatar la modificación que se logró introducir en materia sucesoria. Se elimina el plazo en que empezarían a regir los derechos de cada uno de los miembros de la pareja que firme un acuerdo de vida en común. En este sentido, me parece esencial que los efectos y los derechos empiecen a regir inmediatamente y no tengan un plazo que vaya más allá de lo que los mismos contrayentes estimen necesario.



Señor Presidente, este es, tal vez, uno de los temas que han generado más discusión en nuestra sociedad. Y pienso que el Senado ha llevado a cabo un debate, un diálogo sumamente importante para poder legislar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Le voy a dar un minuto adicional. 



¡No porque sea el Presidente en ejercicio debe tener algún tipo de privilegio…!

El señor COLOMA.- ¡Es víctima de su propia rigurosidad…!

El señor PIZARRO.- ¡El que a hierro mata, a hierro muere…!



Aplique el Reglamento, no más, señor Presidente. No hay problema.



Solo quería destacar, al final, que el debate que se ha llevado adelante en la Comisión, con la participación de distintos actores, organizaciones, la intelectualidad y el mundo académico, da cuenta de la realidad de la sociedad chilena actual, de los diferentes tipos de familia que la componen y que viven en nuestras ciudades, que buscan generar familias a través de una relación afectiva de pareja, de personas de distinto o del mismo sexo que merecen tener la protección jurídica necesaria para lograr una mejor calidad de vida.



Voto a favor, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este es un debate llamado a hacer historia. Tuvieron que pasar más de cien años para que se pudiera aprobar el divorcio en Chile. No se le quería dar curso. ¡Fueron cien largos años negando una realidad que existe: las parejas se separan! Y no había ningún mecanismo que regulara la situación, razón por la cual había que recurrir a la ilegalidad, a la creatividad y al alto costo de los abogados para poder encontrar una figura que reflejara dicha realidad: que la gente se separaba, porque se terminaba el amor o simplemente por conveniencia.



En definitiva, esta negación de la realidad me lleva a reflexionar. No hay peor ciego que el que no quiere ver. Existe una visión sacrosanta del matrimonio, el cual ha sido idealizado. Se lo ha visto como garantía de felicidad, de seguridad, de estabilidad, de continuidad. Pero no es así. El matrimonio no garantiza ninguna de esas condiciones. Lo que garantiza la unidad es el amor. Cuando las parejas sienten amor, se mantienen unidas; cuando este se acaba, termina el matrimonio, salvo que haya un interés de por medio. 



Por lo tanto, decir que el matrimonio, como referente, es la institución que posibilita la estabilidad, contrasta con la realidad. El 52 por ciento de los niños nacen fuera de este vínculo en Chile. La pregunta es si cabe señalar, tal como sostuvo un intendente de mi Región, que el inconveniente de la juventud actual es que los hijos nacen fuera del matrimonio, y que por ese hecho puntual se encuentran condenados a ser distintos de los demás, a ser niños problema.



La verdad es que tengo amigos con matrimonios muy bien formados, perfectos, cuyos hijos manifiestan graves inconvenientes. Y también conozco parejas que conviven con hijos envidiables: formales, respetuosos. 



Creo que esta ocasión es propicia para reflexionar sobre el fondo del asunto y ver qué es lo que se quiere. 



Cuando en Chile se anunció que habría educación primaria obligatoria, los partidos de Derecha de la época dijeron: “¡Se van a despoblar los campos!”. Se señaló que si los niños estudiaban obligatoriamente, no iba a haber quién trabajara la tierra. Y los conservadores de entonces -hablo de 1920- se opusieron a lo que planteaban Darío Salas, Mac-Iver, en cuanto a que debía haber educación primaria obligatoria, considerando que en Chile existía un millón 600 mil analfabetos.



Siento que hay resistencia a los cambios.



Como aquí se ha sostenido, el conservadurismo es miedo a los cambios. Pero yo les tengo una noticia: los cambios ya ocurrieron. ¡El 52 por ciento de los niños nace fuera del matrimonio! ¡Hay ley de divorcio y la gente se separa!



En definitiva, estamos constatando algo tardíamente y legislando sobre una realidad que está ahí: la gente convive y lo hace por años, y está en desventaja, en desamparo, porque no hay una legislación que la proteja. 



El año 94 murieron 21 mineros en Schwager debido a una explosión de grisú. Yo estuve en el velorio. Había mineros que llevaban 40 años separados de sus cónyuges. Sin embargo, estas llegaron y se fueron con los ataúdes, dejando en completo abandono a las convivientes y sus hijos.



Yo recuerdo titulares de la crónica roja que decían: “Lo pillaron junto a su conviviente”. Era un estigma ser conviviente. Cuando en los censos le preguntaban a un individuo si se hallaba en tal condición, todos lo negaban.



Yo siento que esta ley ayudará a borrar ese estigma y a valorar a las personas en su total dimensión. 



En tal sentido, señor Presidente, creo que damos un paso muy importante en materia de igualdad, de legislar sobre lo que la realidad nos pide y de reconocer que hay distintos tipos de familia: los tuyos, los míos y también los nuestros. Hay familias diversas. ¡Esa es la realidad! No hay una familia ideal, única. Son distintas, pero todas tienen los mismos derechos. Todos los hijos y todas las parejas deberían tenerlos.



Aquí se ha hecho un esfuerzo. Y quiero hacer un reconocimiento a todos quienes han participado, a los que han impulsado el debate sobre esta materia, incluso desde las bancas de enfrente; al Senador Espina, al Senador Rossi. Se ha hecho un esfuerzo que yo valoro, con el objeto de establecer un cambio profundo, que para algunos podrá tener un significado, y para otros, uno distinto.



Lamento que la UDI, en particular, tenga la visión que ha manifestado. Por supuesto, tienen derecho a tenerla, y se la respeto. Está aquí, para ser debatida. Ya veremos qué dice la Sala cuando conozca las indicaciones. Pero lo claro es que el acuerdo de vida en pareja se convertirá en ley; en una ley que le hará bien a Chile, a la familia. En mi opinión, nos va a volver más sinceros. Porque lo otro es hipocresía, es meter estos problemas debajo de la alfombra. Lo justo y necesario, en una sociedad que convive y se mira a los ojos, es reconocer lo que somos. Y lo que somos nos indica que hay diversas familias, que hay convivencia en pareja, y que, en definitiva, los chilenos adoptan la mejor manera de ser felices. Para algunos será el matrimonio, lo cual respeto. Y por eso la gente se casa y organiza su boda, aunque algunas de estas son más largas de lo que dura el matrimonio, porque a los dos meses los cónyuges ya están separados. Duran la nada misma. ¡Tenemos ejemplos cercanos…!



Por eso, señor Presidente, siento que este proyecto de ley sincera el alma nacional, nos hace ser mejores al reconocer nuestra realidad. Lo que tenemos que hacer los parlamentarios es legislar sobre la realidad, no sobre lo etéreo. Y la realidad nos indica que esto existe y que hoy lo estamos regulando para proteger los derechos de las personas. 



Yo celebro que el Senado vaya a aprobar esta iniciativa, que viene a saldar una deuda tremenda que teníamos con una parte importante de la sociedad, con los heterosexuales y también con quienes viven con parejas del mismo sexo y tienen los mismos derechos y dignidad, tal como aquí se ha dicho.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.


El señor COLOMA.- Señor Presidente, yo creo que este es un debate importante. No porque uno tenga una posición que probablemente no sea la de la mayoría no va a considerar importante la discusión.



Por ello, quiero partir revindicando lo que ha hecho la UDI en términos de facilitar que este debate se verificara, y no -como algunos pretendían- haber votado este proyecto hace dos semanas después de que habían hablado cinco parlamentarios. Ahora han intervenido treinta. No obstante, eso no fue problema para que algunos, desde las bancadas del frente, caricaturizaran, junto a los periodistas, nuestra forma de actuar en política. 



A mí me interesa que los temas se debatan, se discutan. Y me parece altamente grave que cuando uno trate de hacer eso se confunda a la opinión pública diciéndole que aquí hay un grupo de personas que están haciendo zancadillas respecto de determinada discusión. 



A mi juicio, la mejor forma de comprobar lo que estoy señalando es lo que ha ocurrido esta tarde: en vez de haber votado esta iniciativa con la participación de solo cinco Senadores -tengo la lista-, lo vamos a hacer habiendo intervenido treinta. Creo que esa es la manera de actuar transparentemente en Chile.



Dicho eso, señor Presidente, paso a abocarme al tema que nos ocupa.



¿Qué se pretende con esta legislación? Básicamente, regular institucionalmente situaciones de hecho vinculadas a la convivencia afectiva no matrimonial y que, en lo medular, se concentra -esto es mío- en cuatro elementos fundamentales: regular los problemas patrimoniales que surgen a su término; establecer anticipadamente aspectos personales vinculados a los afectos y patrimonio de una pareja; buscar normas que indirectamente ayuden a las prestaciones sociales mutuas dentro de una relación de dos personas que se tienen afecto, y, lo más importante, generar una nueva institución.



Entonces, desde mi perspectiva al menos, la reflexión que corresponde es cuándo se debe generar una institución. No basta simplemente ir constatando una realidad para luego dar origen a una institucionalidad. Porque, si no, quiere decir que el Derecho o la capacidad social de ordenar conductas -o por lo menos orientarlas- va a ir siempre detrás de lo que en una sociedad, en un momento determinado, pueda ocurrir. Y las sociedades, igual que los parlamentarios, se equivocan y mucho. Por eso la reflexión es importante.



Desde mi punto de vista, tienen que darse a lo menos dos condiciones esenciales: que haya una necesidad excluyente e indispensable de regulación; y, segundo, que los efectos que esta produzca no sean peores que los beneficios que pretende.



Así las cosas, cabe preguntar: ¿es indispensable esta iniciativa? Desde mi modesta visión, todo lo que se busca lograr a través del AVP es perfectamente posible conseguirlo mediante la actual legislación. 



Se habla de los efectos patrimoniales. Perdón, pero aquí mismo se ha legislado respecto de los términos de la convivencia. Y la jurisprudencia chilena asegura los derechos recíprocos de quienes conviven, siendo la necesidad de probar el esfuerzo común la esencia de lo que al final se dispone.



O sea, si ese es el problema, está resuelto.



Una segunda lógica tiene que ver con cómo enfrentar situaciones patrimoniales no producidas a la muerte de alguien, sino dentro de la convivencia. Hoy día hay numerosa legislación societaria, testamentaria que permite exactamente hacer todo lo que se pueda deducir respecto de esta institucionalidad. ¡Todo! 



Y, por último, en cuanto a normativas nuevas que se pueden establecer, evidentemente no hay problema alguno en modificar el Código Civil respecto de los bienes familiares, de las cuartas de mejoras o de libre disposición o de la declaración de herencia yacente; o enmendar el Código del Trabajo en lo relativo a la incorporación de la convivencia en las remuneraciones que correspondan al trabajador fallecido; o los actos y contratos en lo que respecta a viviendas adquiridas con ayuda del Estado. Nada de eso requiere crear una nueva institucionalidad.



Entonces, claramente esa no es la razón. La razón es otra: crear esta institución nueva, distinta, que para algunos podrá dar satisfacción a una igualdad o a una necesidad afectiva, pero que, sin duda -y aquí está el tema de fondo-, genera efectos sociales que, al menos desde mi perspectiva, son equivocados.



De partida, no se acaban los problemas descritos. Porque ninguna pareja que conviva va a estar obligada, eventualmente, a tener además un AVP. O sea, vamos a tener los matrimonios, los AVP y los convivientes. Eso no se va a dar. Nadie puede ser obligado a cambiar de estado. Por lo tanto, la institucionalidad no va por ahí.



Lo que se está buscando al final es generar un equivalente paralelo al matrimonio y ojalá darle el mayor equilibrio posible. Y, según mi parecer, eso obviamente afecta la familia matrimonial. 



El paralelismo, sobre todo en la heterosexualidad, debilita socialmente la estabilidad y permanencia de la institución. 



Y permita el señor Presidente que uno de repente pueda expresarse con más pasión. Es evidente que si hay un matrimonio y paralelamente existe algo muy parecido, pero que no tiene ninguno de los requisitos del primero y sí involucra mucho menos obligaciones, el incentivo social hace mucho más dificultoso seguir el camino no fácil del matrimonio. Lo dijo un Senador que me antecedió en el uso de la palabra: es un camino de esfuerzo, pero que, al final, tiene un sentido social muy positivo, particularmente respecto de los hijos. Aquí se da una señal distinta, en que pareciera que se opta más por facilitar los escenarios de convivencia y, por lo tanto, por debilitar la estabilidad matrimonial, que para mí es muy importante.



En seguida, creo que también debe oírse  a los referentes morales del país. El otro día me ocurrió algo que me sorprendió: hablé de Dios en el Parlamento y me dijeron que era una exageración hacerlo. Yo no lo considero una exageración. Y me parece que los referentes morales de la Iglesias católica y evangélica son importantes en los debates públicos. Y es curioso que coincidan exactamente en estos puntos esenciales. Para ellas, la defensa del matrimonio no aparece armónica con la institución que aquí se pretende instalar.



Por último, debo señalar que esto es un paso al matrimonio homosexual. Yo creo que, instalado el AVP, se hace casi lógico avanzar al estado siguiente. Si se parte de la premisa de que no hay razones de fondo para oponerse a la reglamentación pública de esta convivencia, ¿por qué alguien tendría que estar impedido de acceder al compromiso matrimonial? ¿Por qué negar entonces la adopción? 



Yo creo que este es un paso vinculante, como lo reconocen algunos de los inspiradores de esta legislación. Según Pablo Simonetti, a quien he leído, “La correcta conceptualización del AVP como un instituto de familia permitirá dar abrigo a millones de familias en el futuro, fijando de paso sus límites con el matrimonio, institución a la cual también debieran acceder las parejas del mismo sexo”.



Entonces, en mi opinión, aquí se encuentra el tema de fondo. Y como yo soy profundamente contrario al matrimonio homosexual, por razones que cada uno respetará -hay otros que pueden ser partidarios-, me parece que aprobar el AVP es indudablemente un paso equivocado, según el sentido de lo que yo al menos pienso.



Por eso, señor Presidente, voto en contra.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, el debate de esta tarde es una muestra muy clara de que Chile cambió. Estamos en un Estado laico, pero es la primera vez desde el origen mismo de la República que se permite a personas de igual o distinto sexo que comparten una vida en común el celebrar un acto solemne como el que aquí se ha planteado, acto solemne que originalmente no se consignaba en el proyecto que se presentó.



Muchas veces uno, con razón o sin ella, critica al Gobierno. Yo estoy en la Comisión de Obras Públicas, donde hemos visto el caso del puente sobre el río Cau Cau, en Valdivia, que se instaló con los brazos hidráulicos invertidos. 



Respecto de muchas materias, uno a veces plantea algunas críticas. Sin embargo, hoy día tenemos acá una decisión resuelta del Gobierno del Presidente Piñera de echarle para adelante, más allá de la resistencia de algunos sectores más conservadores de la Derecha. Y digo “algunos sectores”, porque, para ser riguroso, no es toda la Derecha, sino probablemente la misma que se va a oponer en el futuro a una nueva Constitución, a cambiar el binominal y seguir aferrada al modelo neoliberal creado en la Constitución del 80. 



Por lo tanto, este es un paso enorme, desde el punto de vista de la trascendencia y de los efectos que tiene.



Aquí, como muchos Senadores han planteado, ha habido una participación del Gobierno, un compromiso presidencial. Pero, claramente, estamos ante un proyecto enriquecido en el debate parlamentario, en la Comisión de Constitución, con los Senadores de distintas bancadas.



También se dio la posibilidad de escuchar a la sociedad civil. Si no, nos hubiésemos quedado sin duda en un acuerdo de vida en pareja que solo regulara aspectos patrimoniales. Lo que hoy tenemos -lo decía muy bien el Senador señor Zaldívar- se relaciona con los derechos sucesorios, previsionales, apoyo mutuo, en fin, un conjunto de elementos que constituyen la protección para personas que llevan una vida en común, donde hay afecto, cariño, bondad y todos los atributos que uno puede imaginar en una familia que, como se señaló acá, ha evolucionado con el correr de los años.



Entonces, este es un paso importante que nos debe hacer reflexionar, porque el debate se ha dado a ratos con una confusión de parte de nosotros mismos. Lo digo porque aquí ha habido colegas que han querido imponer una mirada legítima, una convicción, una fe religiosa, en circunstancias de que quienes estamos en esta Sala somos representantes de la sociedad. A nosotros no nos ha enviado acá un grupo religioso, por respetable que sea. 



Señor Presidente, creo que nosotros no podemos olvidar lo que fueron las guerras cristianas de los años 1524 y 1697, que eran conflictos de intolerancia. 



Un prestigioso filósofo liberal, Karl Popper -al que algunos en esta Sala probablemente han leído una y muchas veces, para justificar seguramente sus posiciones económicas, respetables desde luego-, nos señala que en una sociedad abierta no cabe la posibilidad de ser tolerantes con los intolerantes.



En mi opinión, eso cobra mucha vigencia en el actual debate. No podemos ser tolerantes con los intolerantes, porque estos últimos no han tenido respeto ni siquiera por quienes estamos acá. Y no me refiero precisamente al señor que se ubica en las afueras del Congreso con un megáfono.



Uno se pregunta igualmente: ¿Cómo es posible que esto ocurra y que al amparo de algunas creencias religiosas se pueda injuriar, calumniar y ofender a personas?



Considero que esta discusión, probablemente, la pudimos haber tenido mucho antes. Sobre todo hay que ser justos. Hubo cierta convicción del Gobierno. También Senadores de la actual Oposición presentaron muchos proyectos de ley de la Concertación. De igual modo, hubo muchos avances durante su Administración en varios ámbitos: movilización, superación de la pobreza. Pero, cuando a veces hemos hecho autocrítica, planteamos que hubo renuncias. Efectivamente fue así. Y nosotros debimos haber avanzado con mucha anterioridad en una materia como esta.



Hace tiempo ya -como decían algunos señores Senadores- que comprobamos que no se verifican matrimonios o que no se invita a nuevos, porque no se están celebrando. Lo que hay hoy en día, cada vez más, es mayor convivencia de personas de igual o de distinto sexo.



Por eso, creo que esta es una gran noticia en el inicio del año, que representa una muestra de tolerancia y una decidida expresión del Senado en orden a terminar con cualquier tipo de discriminación.



Como se ha señalado aquí, es un avance que, probablemente, después de futuros debates, en otro momento, en los próximos años -a lo mejor en un tiempo no muy lejano-, dará lugar a otro paso: extender el matrimonio a personas de igual sexo, con la posibilidad incluso de adoptar hijos.



Hoy día nos enfrentamos a una opción concreta.



Tenemos numerosos niños en Chile sin familia, sin apoyo, sin cariño, sin la figura de un padre o una madre. Y también hay muchísimas parejas del mismo sexo, de distintos niveles socioeconómicos, que estarían felices entregando amor a pequeños que lo necesitan. 



Entonces, pienso que el debate recién comienza.



A mi juicio, esta es una mala noticia para los intolerantes del país que pretenden, en nombre de cualquier creencia, imponer determinada visión.



Nadie tiene derecho a salir a ofender o amenazar en nombre de Cristo, de Alá o de Buda.



Actualmente tenemos un Senado que se hace cargo de un sentimiento profundo y una sociedad que ha cambiado y que ha dicho: “No más discriminación”.



Voto a favor, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, he pedido intervenir, porque en la próxima legislatura no estará la palabra del Partido Radical en esta Sala. 



Hay momentos importantes que son históricos.



Estimo que hemos avanzado en el país al romper algunas discriminaciones existentes. Hoy día estamos discutiendo un proyecto de ley trascendente, similar a los que hubo en materia educacional y en otros temas.



Es importante señalar que el 27 de diciembre pasado el Partido Radical cumplió 150 años.



Somos herederos de los Matta, de los Valentín Letelier, de los Pedro Aguirre Cerda, de los Pedro León Gallo, que lucharon contra el centralismo; porque existiera la separación de la Iglesia y el Estado; por cementerios laicos; por el voto de la mujer; por el divorcio; por libertades civiles; por defender al pueblo evangélico que en esos tiempos era discriminado: no se le permitía enterrar a sus muertos en los cementerios católicos.



De esa colectividad -el Partido Radical- soy heredero.



Por eso, hoy día, es tan significativo manifestar que nuestra posición es votar favorablemente un proyecto como el que está en debate, lo que implica en el país abrir puertas, abrir las mentes de todos los chilenos. Porque la discriminación en distintos ámbitos es mala.



Y aquí se confunde el sacramento del matrimonio con un contrato. Para la Iglesia Católica es determinada fórmula y para los que no profesamos esa fe es un contrato.



Y en esa lógica, cuando uno hace esa distinción, en Chile es posible que quienes creen en ese sacramento se casen por la vía religiosa e inscriban su matrimonio en el Registro Civil.



Por lo tanto, avanzar en estos proyectos y en estos procesos de cambio es relevante. Y bajo esa razón y desde la perspectiva histórica, uno podría considerar lo que ha pasado en el mundo respecto de tales temas.



En ese sentido, tengo en mi poder un documento que dice que el matrimonio, era un contrato entre particulares. Y lo fue antes de que la religión lo adoptara y transformara en un sacramento por razones políticas y económicas. Recién en el siglo IV, en Roma, el matrimonio entre parejas del mismo sexo fue prohibido por decreto del emperador, luego de la adopción del cristianismo como religión del Imperio.



O sea, hay una razón que ha generado la historia sobre las concepciones que cada parte llevó adelante.



Por eso, hoy día, en Chile, en un tiempo distinto, es importante, por lo menos para nosotros, como parte de esta sociedad y representantes del Partido Radical, votar favorablemente este proyecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos contra 6 y 2 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel y Larraín (don Carlos).


Se abstuvieron los señores Chahuán y Prokurica.


--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Ruego a quienes se encuentran en las tribunas guardar silencio y tomar asiento, porque la sesión tiene que seguir.



Agradecemos su comprensión.



Corresponde fijar plazo para indicaciones.



¿Qué fecha sugiere el Presidente de la Comisión de Constitución? ¿El 13 o el 20 de enero?

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, aun cuando no represento a toda la Comisión en esta decisión, porque no lo hemos conversado todavía, me gustaría entregar un criterio.



Nosotros tuvimos la discusión en general y particular en esa instancia de estudio, y durante el año pasado celebramos innumerables sesiones. Por lo tanto, en este caso -por supuesto se van a presentar indicaciones que serán discutidas en su totalidad-, no se justifica un plazo amplio. Entonces, no sé si habría acuerdo en un plazo de una semana o dos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ya fueron presentadas algunas, señor Senador.



Podría ser el lunes 13 o el lunes 20.

El señor WALKER (don Patricio).- Puede ser el lunes 20.



--Se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 20, a las 12.
El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de continuar con la sesión, ofreceré la palabra a la señora Ministra. Luego se pondrán en votación diversos proyectos de acuerdo.



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PÉREZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Señor Presidente, quiero agradecer en nombre del Gobierno del Presidente Sebastián Piñera. 



Hoy es un día histórico, porque con señales concretas y no solo con palabras, Chile avanza hacia ser un país inclusivo, un país que respeta, un país que acoge a los chilenos, independiente de su condición sexual.



Agradezco a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, porque, a pesar de las diferencias, logramos llegar hoy día acá con este proyecto y dar juntos este paso histórico.



Quiero agradecer a los Senadores y a las Senadoras que nos han dado un tremendo respaldo con la mayoría importante manifestada en el voto de aprobación a la iniciativa que crea el acuerdo de vida en pareja.



Quiero agradecer, pues ha sido el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera el que ha puesto estos temas sobre la mesa: sacamos adelante una Ley Antidiscriminación; hoy avanzamos en el acuerdo de vida en pareja y esperamos seguir haciéndolo con un proyecto que sanciona la incitación al odio, porque esas son las cosas que tanto mal le hacen a nuestro país;…



--(Manifestaciones en tribunas).


… que le hicieron mal en el pasado; que se lo siguen haciendo en el presente,…



--(Manifestaciones en tribunas).


… y que se lo seguirán haciendo en el futuro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señora Ministra…

La señora PÉREZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Algunos hablan de tolerancia.



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- Señora Ministra…

La señora PÉREZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- La tolerancia, señor Presidente,…



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito a los asistentes a las tribunas que están provocando disturbios que se sirvan abandonar la Sala.



¿Pueden salir, por favor?



--(Manifestaciones en tribunas).



Se les advirtió en todos los tonos que no debían realizar manifestaciones.



Por favor, retírense de la Sala. Si no, los voy a hacer desalojar.



​--(Manifestaciones en tribunas).


¡Por favor, salgan tranquilamente de la Sala!



--(Manifestaciones en tribunas).



¡Por favor!



Bien. Agradezco su comprensión.

La señora PÉREZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- ¿Sigo, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede continuar, señora Ministra. 

La señora PÉREZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Gracias.



Señor Presidente, algunos hablan de tolerancia, pero la verdad es que esta tiene una acepción negativa. La palabra adecuada es “respeto”. Esto es lo que algunos no entienden cuando ganan las mayorías y existe la posibilidad de que se expresen todas las diferencias.



Quiero agradecer en nombre de miles de mujeres y hombres que requieren del Estado una respuesta, la cual debe ser de protección, pero también de reconocimiento. Y esto contempla el acuerdo de vida en pareja.



Quiero agradecer, pues son miles las mujeres y los hombres que necesitan respeto y dignidad en sus relaciones de amor.



Tolerancia no es la palabra correcta. Insisto: la tolerancia es negativa en su concepción más natural. Respeto y dignidad son los vocablos y el actuar que nos deben guiar en el futuro.



Y quiero agradecer, porque señales como esta, que más que palabras son hechos concretos, permiten que nuestro país, que avanza hacia el progreso y el desarrollo, continúe haciéndolo, pero con todos. Ello, de manera que exista un Chile inclusivo; un Chile que acoge; un Chile que no discrimina; un Chile donde hay acuerdo de vida en pareja para su población entera; un Chile que -insisto- empiece a dar señales concretas de que se pasa de hablar de que no se debe discriminar, a actuar para que no se discrimine.



Muchas gracias, señores Senadores y Senadoras, y ojalá que sigamos abordando proyectos de ley orientados a que nuestro país acoja; a que nuestro país incluya; a que nuestro país no siga excluyendo a personas por sus distintas condiciones religiosas, sexuales o sociales.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Durante la sesión han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Informe



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (boletín N° 9.113-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Queda para tabla.

Mociones



De los Senadores señor Tuma, señora Rincón y señores García-Huidobro, Prokurica y Rossi, con la que se da inicio a un proyecto que modifica la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación (boletín N° 9.230-07) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda ponerlo en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



De los Senadores señor Gómez, señora Pérez San Martín y señores Pérez Varela, Tuma y Walker (don Patricio), con la que se inicia un proyecto que modifica el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en materia de reelección de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria (boletín N° 9.232-07) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

PAGO DE ASIGNACIÓN DE ZONAS EXTREMAS A PERSONAL DE CORPORACIÓN MUNICIPAL DE JARDINES INFANTILES. PROYECTO DE ACUERDO
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Bianchi, señora Allende y señores Cantero, Horvath, Letelier y Prokurica.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1625-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 79ª, en 11 de diciembre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de este proyecto de acuerdo es pedirle a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa de ley que permita el pago de la asignación de zonas extremas a los trabajadores de las corporaciones municipales que se desempeñan en jardines infantiles, mediante transferencia de fondos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, con el propósito de aminorar la desigual situación en que se encuentran respecto a los funcionarios de la JUNJI y equipararlos a los docentes y ayudantes de la educación de dichas corporaciones, quienes perciben la aludida asignación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Hay quórum.



Si le parece a la Sala, se aprobará. 

El señor PROKURICA.- Que se vote, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos a favor).


Votaron las señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).

CONSERVACIÓN DE ASIGNACIÓN POR MUERTE A PENSIONADAS DE SISTEMA ANTIGUO AFILIADAS A AFP PARA PERCIBIR BONO POR HIJO. PROYECTO DE ACUERDO
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro y Quintana.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1626-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 80ª, en 17 de diciembre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de este proyecto de acuerdo es solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República el envío a tramitación de un proyecto de ley que permita a las beneficiarias de pensiones de sobrevivencia del antiguo sistema de pensiones que al efecto de percibir el bono por hijo debieron afiliarse a una administradora de fondos de pensiones y por este motivo perdieron su condición de causantes de la asignación por muerte, conservar este derecho y así evitar que sus familias tengan que hacerse cargo de sus funerales en forma particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos a favor). 



Votaron las señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).
FIJACIÓN DE URGENCIA A PROYECTO SOBRE RESTABLECIMIENTO  DE EXCLUSIVIDAD UNIVERSITARIA PARA DIVERSAS CARRERAS DEL ÁREA DE SALUD. PROYECTO DE ACUERDO
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por el Senador señor Chahuán. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1627-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que haga presente la urgencia para el despacho del proyecto, en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional, para que su Comisión de Educación inicie la consideración en particular de la mencionada iniciativa. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza el proyecto de acuerdo por no haber quórum para adoptar resoluciones (8 votos a favor, uno en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Chahuán, García-Huidobro, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Sabag y Tuma.



Votó por la negativa el señor Pizarro.



Se abstuvo el señor Gómez.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficio que han llegado a la Mesa. 

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes: 



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Bienes Nacionales y al señor Intendente de Atacama, requiriéndoles antecedentes sobre SITUACIÓN JURÍDICA DE TERRENOS DE CALETA CHAÑARAL DE ACEITUNO Y DE CALETA LOS BURROS (comuna de Freirina); al señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, para que informe acerca de SITUACIÓN Y MEDIDAS DESARROLLADAS EN PROCESO JUDICIAL ENTRE FISCO DE CHILE Y SOCIEDAD AGRÍCOLA KONAVLE LIMITADA EN REGIÓN DE ATACAMA; a la señora Ministra de Obras Públicas y al señor Director del Servicio de Evaluación Ambiental, pidiéndoles información relativa a PROYECTO DE MEJORAMIENTO DE CAMINO AUSTRAL (RUTA 7) ENTRE COYHAIQUE Y PUERTO MONTT.



De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Salud, solicitándole ADELANTO DE FECHA DE OPERACIÓN PARA INSTALACIÓN DE PRÓTESIS TOTAL DE CADERA A DON CARLOS VALLEJOS MUÑOZ (Región del Maule Sur); al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole antecedentes respecto de CANTIDAD DE FAMILIAS ADJUDICATARIAS DE SUBSIDIO D.S. N° 49 DURANTE 2012 Y 2013 EN REGIÓN DEL MAULE, y al señor Subsecretario de Pesca, para que informe sobre INQUIETUDES DE FEDERACIÓN DE SINDICATOS DE PESCADORES ARTESANALES Y BUZOS MARISCADORES DEL MAULE SUR ANTE DIVERSAS MEDIDAS GUBERNAMENTALES.

)----------(



--Se levantó a las 19:47.









Manuel Ocaña Vergara, 









 Jefe de la Redacción 
A N E X O S
D O C U M E N T O S
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO CONSEJERO DEL BANCO CENTRAL DE CHILE AL SEÑOR PABLO ANTONIO GARCÍA SILVA 

(S 1630-05)
DE: 
SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE

PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
A:
SEÑOR JORGE PIZARRO SOTO

PRESIDENTE DEL H. SENADO
1.
De conformidad con lo preceptuado por el artículo 7° del Artículo Primero de 1ª Ley N° 18.840, de 10 de octubre de 1989, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chite, en relación con lo dispuesto por el. N° 5) del artículo 53 de La Constitución Política de La República, corresponde al Presidente de la República, previo acuerdo del H. Senado, la designación de los Consejeros del. Banco Central.

2.
El día 18 de diciembre del presente año, culminó su periodo legal don José Manuel Marfán Lewis, nombrado en virtud del Decreto Supremo 1142, del Ministerio de Hacienda, de 9 de diciembre de 2003, fecha a partir de la cual se produjo una vacante en el Consejo del. Banco Central.
3.
En mérito de lo anterior, vengo en solicitar el acuerdo de esta H. Corporación para designar Consejero del Banco Central de Chile a don PABLO ANTONIO GARCÍA SILVA, RUT 10.330.785-6, en la vacante que se produjo a contar del 18 de diciembre de 2013, por el periodo legal de 10 años.

4.
Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique,

Presidente de la República
2

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL FORTALECIMIENTO DE LA REGIONALIZACIÓN DEL PAÍS 

(7963-06)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Bianchi y Sabag.


Del mismo modo, asistieron las siguientes personas:


De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el Subsecretario, señor Miguel Flores, y los asesores, señores Osvaldo Henríquez, Álvaro Villanueva, Camilo Vial.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señorita Constanza Castillo y señor Juan Ignacio Gómez.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, la abogada del Programa Legislativo, señorita María Teresa Muñoz.

De la Dirección de Presupuestos, los analistas, señora Pamela Tapia y señor Diego Soto.


De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

De la Asociación Nacional de Consejeros Regionales de Chile (ANCORE): el Presidente, señor Juan Antonio Vejar, y los Consejeros Regionales de Aysén y Santiago, señores René Hermosilla y Manuel Hernández, respectivamente.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


Reforzar la coordinación entre los gobiernos regionales y la Administración; precisar las funciones del gobierno regional, distinguiendo las del consejo regional y las del intendente; agregar funciones al gobierno regional atendida la nueva modalidad de elección por sufragio universal de los consejeros regionales; regular el procedimiento de transferencia de competencias desde los ministerios y servicios públicos a los gobiernos regionales y establecer normas para dirimir las divergencias que se surjan con motivo de las transferencias.

- - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Para ser aprobados, el artículo 1° (que introduce modificaciones en la ley orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional), el número 4) del artículo 2° (que confiere una nueva atribución al Consejo Regional) y el artículo 4° (que modifica la ley orgánica constitucional de Municipalidades) del proyecto de ley, deben serlo  con quórum de ley orgánica constitucional. Las dos primeras, en virtud de lo dispuesto en los artículos 113, 114 y 115, y la tercera, con arreglo a lo prescrito en el artículo 118, todos de la Constitución Política de la República, en relación con lo establecido en el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

- - -


Cabe hacer presente que el proyecto de ley en estudio fue despachado en primer informe por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y, posteriormente, aprobado en general por la Sala del Senado en sesión de 29 de octubre de 2013.


En la misma oportunidad, se fijó como plazo para la presentación de indicaciones hasta el día 25 de noviembre del corriente.


Al vencimiento de dicho término no se formuló indicación alguna a la iniciativa, la que, dando curso a su tramitación, fue remitida a la Comisión de Hacienda para que se pronunciara respecto de aquellos asuntos que, en virtud de lo dispuesto en los artículos 17 y 27 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y del reglamento del Senado, respectivamente, son de su competencia.

- - -



Para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda realizó  enmiendas respecto de las siguientes disposiciones del texto aprobado en general por el Senado: números 2), 8), 9), 15), 22), 25), 36), 37), 39), 40), 41), 43) y 44) del artículo 1°; artículos 3°, 4°, 5° y 7°; y artículos tercero y quinto transitorios. 

 
Todas estas enmiendas fueron acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.


Del mismo modo, se realizó otra serie de adecuaciones formales, de cuyo detalle se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe, que fueron acordadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

- - -


Debe consignarse, por otra parte, que la Comisión tuvo en consideración que el artículo 6°, letra d), de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que el artículo 1° del proyecto de ley en estudio modifica, consagra entre los requisitos para ser designado intendente o gobernador el de no hallarse declarado en quiebra calificada como culpable o fraudulenta por sentencia ejecutoriada. Tal nomenclatura, sin embargo, no se ajusta a la nueva institucionalidad que para los procedimientos concursales contempla el proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (boletín N° 8.324-03), que recientemente ha sido despachado, en todos sus trámites, por el Congreso Nacional.


De acuerdo con lo expuesto, en consecuencia, el expresado requisito debe ser ajustado para poder seguir produciendo sus efectos en el futuro.


No constituyendo, empero, el contenido de la letra d) del artículo 6°, conforme a su mandato legal y reglamentario, un asunto de competencia de la Comisión de Hacienda, ésta no se pronunció sobre la misma.


Lo anterior, sin perjuicio de dejar expresa constancia que, en las subsiguientes etapas de la tramitación del proyecto de ley, debe efectuarse la pertinente enmienda.

- - -

Previo a la discusión de los asuntos de competencia de la Comisión, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores, expresó que el proyecto de ley, que en lo sustancial modifica la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, viene a regular una serie de aspectos que, tras la aprobación de la reforma constitucional que en octubre de 2009 estableció la elección directa de los Consejeros Regionales (Cores), habían quedado pendientes.

 Desarrolló, al efecto, la siguiente presentación:

Contexto Constitucional

Reforma Constitucional Octubre 2009

- Elección de Consejeros Regionales por sufragio universal y en votación directa.

- Intendente deja de ser Presidente del Consejo.

- Convenios de programación exigibles. Incorpora municipalidades.

- Perfecciona normas constitucionales sobre transferencia de competencias (temporalidad y heterogeneidad).

- Participación de Senadores y Diputados en Consejo Regional.

Lo que no modificó la reforma constitucional de 2009

- Estado unitario.

- Intendente coordina, supervigila y fiscaliza servicios públicos que operan en la región.

- Carácter dual del Gobierno Regional: conformado por Intendente y Consejo.

- Consejo Regional es órgano normativo, resolutivo y fiscalizador.

- Intendente es órgano ejecutivo del Gobierno Regional.

Nuevas Funciones y Atribuciones. Gobiernos Regionales

Competencias Estratégicas

- Diseñar, elaborar, aprobar e implementar políticas, planes y programas de desarrollo de la región, así como su proyecto de presupuesto. 

Esta competencia estaba radicada en Ministerio de Desarrollo Social.

- Efectuar los estudios, análisis y proposiciones referidas al desarrollo regional.

Esta competencia estaba radicada en Ministerio de Desarrollo Social.
Aumentan las atribuciones del Gobierno Regional

Ejercerá las demás atribuciones necesarias para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende. 

Ampliación considerable de las atribuciones de los Gobiernos Regionales.

Podrán hacer todo lo necesario para poder ejercer las funciones de que disponen.

Las Municipalidades no disponen de una atribución tan amplia.

Procedimiento de Transferencia de Competencias

- La Transferencia de Competencias es la vía que ha definido la Constitución para avanzar en la descentralización administrativa, cada transferencia implica cambios en la institucionalidad pública en su conjunto, es por ello que se propone un sistema tutelado y gradual.

- CPR Art. 114 “La ley orgánica constitucional respectiva determinará la forma y el modo en que el Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.”.

Ámbitos para transferir competencias

- Iniciativa del Consejo: resolverá solicitarle al ejecutivo regional, por 2/3 de sus miembros en ejercicio, la realización de estudios tendientes a analizar futuras peticiones de transferencia de funciones y atribuciones.

- La respuesta a la solicitud de transferencia deberá emitirse por el nivel central dentro de un plazo de 180 días.

- Presidente de la República resolverá siempre previo informe de Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda.
¿Cómo se transferirán competencias?

Modalidad 1: Convenio + Decreto Supremo

Esta modalidad de transferencia de competencias  será utilizada cuando un Intendente solicite al nivel central, previa aprobación del Consejo, un conjunto de funciones y/o atribuciones que dada su naturaleza para su ejercicio futuro no requiera recursos adicionales, es decir, facultades preferentemente de decisión. Después de la decisión presidencial se suscribirá un convenio entre los niveles central y regional.

- Ejemplo: El Gobierno Regional decide qué caminos rurales mantener y reparar.

Modalidad 2: Convenio + Ley de Presupuestos

El Gobierno Regional podrá solicitar la administración y ejecución de programas nacionales de claro impacto regional, previo acuerdo con el Ministerio y servicio público respectivo.

- Esta transferencia se hará efectiva, a través de la incorporación de los recursos tanto para su ejecución y agenciamiento en la Ley de Presupuestos. 

- La naturaleza de este tipo de competencias es esencialmente transitorias.

- Ejemplo: El gobierno regional asigna recursos financieros para la reparación y mantención de caminos rurales.

Modalidad N° 3: Vía Ley (Servicios Públicos Regionales)

Esta modalidad de transferencia se deberá utilizar cuando un gobierno regional solicite un conjunto de competencias, y que para su ejercicio eficiente en el nivel regional sea necesaria la creación de un servicio público regional de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

- Ejemplo: Se crea por ley el Servicio Público Regional de Vialidad Rural de la Región de Los Lagos.

Ventajas del nuevo mecanismo

- Se facilita la implementación al poder realizarse mediante un Decreto Supremo o dentro de la Ley de Presupuestos.

- Podrán crearse servicios públicos regionales: Hoy existen sólo el Parque Metropolitano de  Santiago o los 15 SERVIU’s.

- La revocación de competencias deberá ser fundada.

- Si un Gobierno Regional asume diversas nuevas competencias, podrá solicitar la creación de hasta 3 nuevas divisiones dentro de su estructura.

- No se requerirá esperar que los 15 Gobiernos Regionales estén en condiciones de asumir las nuevas tareas: podrán transferirse a uno o más Gobiernos Regionales. Esto, reconociendo que la realidad de las regiones es distinta a lo largo del país.

Nuevas competencias Consejos Regionales

- Requerir del ejecutivo regional información para desempeñar tareas fiscalizadoras, debiendo el intendente responder dentro de 20 días. 

- Disponer, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la contratación de una auditoría externa que evalúe ejecución presupuestaria o estado de situación financiera del gobierno regional. 

- Solicitar al intendente, previo acuerdo de 2/3 de sus miembros en ejercicio, que represente a los jefes superiores o directivos de los órganos de la Administración del Estado o empresas del Estado, su disconformidad cuando la región ha sido afectada y perjudicada negativamente por acciones u omisiones de aquéllos.

- Citar, previo acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, a autoridades regionales o provinciales para informar acerca del accionar de sus respectivas instituciones, debiendo éstas comparecer obligatoriamente.

- Recomendar al Intendente la implementación de acciones de interés regional.

- Aprobar, modificar o sustituir:

· La delimitación de territorios objeto de planificación regional,

· El plan regional de desarrollo turístico, 

· La declaración de territorios como zonas rezagadas en materia social y el plan de desarrollo respectivo.

· Aprobar Plan Regional de Ordenamiento Territorial (PROT).

- En materia presupuestaria, el proyecto de ley dispone que el Consejo: 

· Resolverá la distribución del FNDR, sobre la base de la proposición del intendente y conforme a ítemes o marcos presupuestarios. Se fortalece así la perspectiva regional de la inversión.

· Cada ítem o marco presupuestario deberá contar con la glosa respectiva, la que también deberá ser aprobada por el Consejo.

· Cada glosa explicará el uso de los recursos y sus condiciones. Así, se asimila la relación del Intendente/Consejo Regional a la existente entre Presidente de la República/Congreso Nacional. 

· La inversión de dichos recursos deberá ajustarse a los criterios de priorización que, para tal efecto, se incorporarán en el presupuesto regional siguiendo el mismo procedimiento de aprobación de éste. 

Presidencia del Consejo Regional, Relación Intendente/Consejo Regional

Contexto Constitucional Vigente

- CPR Art. 113 “El consejo regional, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, elegirá un presidente de entre sus miembros. El presidente del consejo durará cuatro años en su cargo y cesará en él en caso de incurrir en alguna de las causales señaladas en el inciso tercero, por remoción acordada por los dos tercios de los consejeros regionales en ejercicio o por renuncia aprobada por la mayoría de éstos. 

La ley orgánica constitucional determinará las funciones y atribuciones del presidente del consejo regional.”.

- En síntesis:

· No es posible elegir por votación popular al Presidente del CORE sin modificar previamente la Constitución.

· La Constitución no le confiere expresamente competencias ejecutivas. 

· La Constitución no le reconoce derecho a subrogancias, participar en ciertas determinaciones o integrar ciertos órganos, como sí lo hace con el Presidente del Senado o de la Cámara de Diputados.
Presidencia del Consejo Regional

- Le corresponderá a un consejero regional, elegido por mayoría absoluta. 

- Permanecerá en el cargo 4 años.

- Se incorpora la figura de la moción de remoción, que deberá ser aprobada por 2/3 de los consejeros en ejercicio. 

- Facultades: disponer citación a sesiones, abrirlas, suspenderlas y levantarlas, dirigir los debates, ejercer el derecho de voto dirimente en los casos en se produzca un empate en el resultado de las votaciones, y actuar en representación del consejo, en los actos de protocolo que correspondan. Similares a las que ley Nº 18.918 y Reglamentos de ambas ramas del Congreso le confieren a sus Presidentes. 

- Deberá disponer de gastos de representación y de los recursos necesarios. 

- Se incorpora en proceso de evaluación y discusión presupuestaria con el nivel central.

- Debe rendir cuenta anual de su gestión ante el Consejo.

- Las comunicaciones del Consejo o de un Consejero deberán ser remitidas al Ejecutivo Regional a través del Presidente.

- Incorpora al presidente del consejo dentro de las autoridades regionales que ya disponen de fuero (intendentes y gobernadores) en materias penales. 

- Presidente del CORE, además de suscribir las actas de las sesiones, las comunicaciones oficiales que se dirijan a nombre del Consejo y los otros documentos que requieran su firma; oficializará la comunicación acerca de la adopción de acuerdos del Consejo sobre diversos instrumentos, así como sus respectivas modificaciones: 

· Estrategia de Desarrollo Regional; 

· Plan Regional de Ordenamiento Territorial (PROT); 

· Plan Regulador Comunal; 

· Plan Regulador Intercomunal; 

· Convenios de Programación; 

· Convenios Territoriales; 

· Plan de Desarrollo Turístico; 

· Reglamentos Regionales, y 

· Anteproyecto Regional de Inversiones (ARI).

Relación del Intendente con el Consejo

- Asistirá a sesiones de Consejo cuando lo estime pertinente.

- Puede tomar parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto. 

- Durante la votación podrá, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero al fundamentar su voto. 

- La tabla de sesiones la determina el Presidente del Consejo; sin embargo, el ejecutivo regional dispondrá de un mecanismo de urgencias para que materias de su interés sean añadidas en aquella obligatoriamente. Con todo, el Consejo, por los 2/3 de sus miembros en ejercicio, podrá desechar la petición de urgencia, no incorporándose la materia en la tabla de la sesión siguiente.

Obligatoriedad convenios de programación y exigibilidad convenios mandato

Obligatoriedad convenios de programación

- Situación actual: hoy se suscriben entre uno o más ministerios y uno o más gobiernos regionales. 

- Problemas:

Existen dudas acerca de si municipalidades pueden suscribir estos convenios. Algunos ministerios los suscriben y después no cumplen sus obligaciones.

- Propuesta proyecto de ley:

Precisa expresamente que podrán incorporarse a los convenios de programación de inversión pública, como sujetos activos, las municipalidades. 

Incorpora normas destinadas a materializar la obligatoriedad de estos convenios.

Si el convenio es plurianual, cada una de las partes deberá contemplar en sus respectivos proyectos de presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente

No será exigible para un ministerio el cumplimiento de un convenio de programación plurianual en caso que el Congreso Nacional reduzca el gasto de inversión correspondiente en el proyecto de Ley de Presupuestos.

Regulación de convenios mandato

- Gobiernos Regionales hoy pueden suscribir con ministerios y servicios convenios mandato: encomiendan a otro órgano de la administración la realización de acciones como unidad técnica ejecutora, asumiendo el GORE el rol de supervisor del respectivo estudio, procedimiento de licitación, proyecto, construcción o conservación. 

- Proyecto incorpora expresamente dichas convenciones al texto de la ley Nº 19.175. Dispone su cumplimiento obligatorio para las partes, obligando a Seremías a velar de forma especial por el cumplimiento de estos convenios mandato, en lo relativo a sus respectivos ministerios o servicios relacionados.

- Obliga al Intendente a comunicar al Consejo y al ministro o director de Servicio situaciones de morosidad que se generen por incumplimiento de convenios mandato. 

- Se faculta al CORE a informar a la CGR el incumplimiento.


Entre otras materias, finalizó el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, contempla también el proyecto de ley las siguientes: 


- Sistema de Alta Dirección Pública para la provisión de los cargos de Jefe de División.


- Consagración de la figura del Administrador Regional como colaborador del Intendente.


- Disposiciones sobre probidad y transparencia. 
A continuación, se da cuenta del debate que tuvo lugar en el seno de la Comisión.

En relación con el artículo 114 de la Constitución Política de la República, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo referencia al proyecto de reforma constitucional que busca reemplazarlo por otro que instituya al Senado como órgano competente para dirimir las divergencias que surjan entre el Presidente de la República y un Consejo Regional, a raíz de la transferencia de funciones públicas (boletín N° 9.108-06, originado en moción parlamentaria actualmente en primer trámite constitucional). 

A su juicio, reflexionó, se requiere de algún tipo de mecanismo que inhiba que la decisión final de realizar una transferencia de competencias quede al solo arbitrio del Presidente de la República. Pareciera, indicó, que la actual redacción del citado artículo es suficiente para que sea la ley orgánica la que así lo establezca.

Consultó la opinión del Ejecutivo sobre el particular.

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo coincidió con que debe ser una ley orgánica constitucional la que debe abordar asuntos como las materias que pueden ser objeto de transferencias de competencias. Así, de hecho, se recoge en el proyecto de ley que la Comisión está conociendo.

Otra cosa, empero, es de qué manera se pretenda dar solución a las controversias que respecto de estas transferencias puedan surgir entre el Gobierno Central y el Gobierno Regional (Gore). En tal sentido, sostuvo que es difícil pensar en situaciones de desavenencias entre ambas institucionalidades, toda vez que la manera en que se debe construir un convenio de transferencia de competencias exige un largo trabajo de negociación y coordinación entre ellas. De esa forma, ejemplificó, si el Ministro de Obras Públicas logra un acuerdo con un Gore, lo lógico y razonable sería que al requerir la firma del Presidente de la República no sea desechado, pues se supone que en todas las etapas previas de negociación ya han sido chequeados cada uno de los puntos que lo conforman. 

Si, con todo, se verificasen igualmente controversias, la propuesta de que sea el Senado el órgano llamado a zanjarlas resulta, en su parecer, discutible. Más adecuado, en cambio, sería  que se exigiera del Primer Mandatario una explicación fundada de su negativa a un determinado convenio. 

Por lo demás, culminó, debiera tenerse en cuenta que al radicar esa potestad en el Senado se le estaría dotando de una  facultad que no está recogida hoy en la Carta Fundamental, lo que haría preciso analizar, previamente, la procedencia de una reforma constitucional que la establezca.

El Honorable Senador señor Novoa hizo ver, en primer lugar, que luego de que la Sala del Senado aprobara el presente proyecto de ley en general, no se presentaron indicaciones en el plazo que al efecto se abrió, lo que podría llevar a concluir que un reparo como el que se ha reseñado al artículo 114 de la Constitución, en realidad no es tal. 

En segundo término, estuvo conteste en que los términos en que dicho artículo está redactado autoriza a que las competencias que se transfieran, así como su forma y modo, deban ser determinadas en la ley orgánica constitucional. Distinto es el caso de que en este último cuerpo legal pueda fijarse la solución para eventuales conflictos de competencia que puedan suscitarse entre el Presidente de la República y un Gore. Un mecanismo de esta naturaleza, advirtió, sí requeriría una consagración constitucional previa.

Como fuere, añadió, en tanto la organización que Chile se ha dado siga siendo la de un Estado unitario, no resulta plausible hablar de conflictos entre poderes con ocasión de estas transferencias de competencias. Si éstas tienen su origen en convenios, a mayor abundamiento, es porque se ha producido un acuerdo entre las partes; luego, si este acuerdo no se produce, no es razonable que el Gore aparezca por sobre el Presidente de la República para exigirle que haga una transferencia. Del mismo modo, si el Gore no quiere que se le transfiera una competencia, tampoco puede el Primer Mandatario hacerlo, porque, de nuevo, no se ha verificado el concurso de voluntades.

En consonancia con lo expuesto, culminó, la discusión sobre el proyecto de reforma constitucional a que se ha aludido, debe seguir un carril distinto al del proyecto de ley que la Comisión en esta oportunidad está conociendo. 
El Honorable Senador señor Lagos señaló que, de acuerdo con lo que se ha venido señalando, el escenario de eventual controversia no es el de una disímil interpretación de un asunto que requiera la intervención de un dirimente, como podría ser el Senado. Es, tan solo, el de dos voluntades que tienen la facultad de alcanzar o no un acuerdo. En la negativa, entonces, no habría nada que resolver.

El Honorable Senador señor Zaldívar previno sobre el riesgo de que se prosiga en la tramitación del presente proyecto de ley, cuyo contenido puede ser contradictorio con el de una reforma constitucional que podría ser aprobada en un sentido inverso.

Del mismo modo, insistió en que con la regulación que el proyecto de ley propone, lo cierto es que en la práctica las transferencias de competencias van a depender fundamentalmente de la voluntad del Ejecutivo, cuya decisión, por más fundada que sea, no será reclamable.

Por otro lado, llamó la atención sobre que si bien en ocasiones el manejo que los Cores hacen de los recursos no es del todo eficiente, el hecho de radicar amplias potestades en el Intendente Regional, representante del Poder Ejecutivo en las regiones, es percibido en estas últimas como una manifestación más del centralismo con que se adoptan muchas decisiones a lo largo del país. 


El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo observó que, a su juicio, se ha sobrevalorado la posibilidad de existencia de controversias a raíz de las transferencias de competencias, en circunstancias que, como expresaran los Honorables Senadores señores Lagos y Novoa, en realidad no debieran verificarse conflictos.



Hizo hincapié, asimismo, en que el objeto principal del proyecto de ley en estudio son las transferencias de competencias al nivel regional. De lo que se trata, graficó, es de si en la Región de Magallanes el Gore puede tener o no la atribución de mantener los caminos rurales, es decir, de asuntos en los que no debiera haber grandes cuestionamientos de carácter institucional o ético.



Resaltó, por otra parte, que la aprobación de este proyecto de ley no es incompatible con la reforma planteada al artículo 114 de la Constitución, pues lo que esta última pretende es agregar un mecanismo particular de resolución de controversias que hoy no existe -el pronunciamiento del Senado-. Este nuevo mecanismo se sumaría a lo que el proyecto de ley contempla, a saber, el deber del Presidente de expresar vía decreto fundado su negativa a un convenio. 


El Honorable Senador señor Novoa indicó que, al tenor del articulado de la iniciativa en estudio, son tres las modalidades para la transferencia de competencias a los Gores: convenio y decreto supremo que no precisa de recursos adicionales, convenio que requiere financiamiento en la ley de presupuestos y convenio que exige ley para la creación de un servicio público regional. 


En la segunda modalidad, profundizó, podría darse que el Congreso Nacional, ejerciendo sus atribuciones, decida no otorgar financiamiento para un específico convenio. En tal caso, preguntó, ¿se pretende acaso que el Gore recurra ante el Senado para que le dé la razón y deje sin efecto lo resuelto cuando se despachó la ley de presupuestos?  Dicho de otro modo, ¿se quiere establecer una facultad para que el Senado prime por sobre el Presidente de la República y el propio Congreso Nacional? Formuló, en razón de lo expuesto, un llamado a analizar cuidadosamente una enmienda constitucional como la que se ha planteado. 


En relación con la primera de las modalidades de transferencias de competencias, el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo acotó que es de naturaleza solamente normativa, pues se financia con cargo a los presupuestos de los Gores que, normalmente, cuentan con fondos disponibles por la subejecución presupuestaria.



El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que dicha subejecución se explica, al menos en parte, en lo dificultoso que resulta para los Gores comenzar con la ejecución e inversión cada año. El problema estriba en que los presupuestos aprobados en los Gores vuelven a continuación a la Dirección de Presupuestos para ser visados, lo que ralentiza el proceso y redunda en que los recursos se encuentren disponibles más tarde de lo deseado. Ante esta realidad, sostuvo que lo más razonable sería la creación de cargos de Directores Regionales de Presupuestos que, en relación de dependencia con el Director Nacional, visaran los proyectos locales con mayor agilidad.  


El Honorable Senador señor Escalona puso de manifiesto que en el inicio de un proceso de convenio de transferencia de competencias, en las distintas materias sobre las que pueda versar, corresponde a la Dirección de Presupuestos formalizar la pertinente provisión de recursos, y sólo posteriormente tiene lugar la resolución del Gore. Siendo esto así, el tercer trámite en que el convenio acordado regresa a dicha Dirección para que sea visado, parece del todo innecesario, porque sólo retrasa la ejecución.


El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo coincidió con lo expresado por el Honorable Senador señor Escalona, añadiendo que lo que debiera existir es un estricto control ex post, ya sea de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (SUBDERE), del Ministerio de Hacienda o de la Contraloría General de la República (CGR). 


El Honorable Senador señor Escalona observó que, además, se suman los innumerables casos en los que el Gobierno Central ejecuta proyectos en regiones que, por ser decididos sin haber sopesado convenientemente en cuenta la realidad local, no tienen, a la larga, el impacto deseado. 


De acuerdo con lo expresado, concluyó, debiera explorarse la posibilidad de dejar sin efecto ese último trámite de visación por parte de la Dirección de Presupuestos.


El Honorable Senador señor Lagos hizo ver que, como fuere, de acuerdo con lo que acontece en algunas regiones del país ese último trámite en que la Dirección de Presupuestos efectúa una visación final, cumple a veces la función de inhibir la formulación de proyectos con ideas descabelladas. Esto, desde luego, en un contexto en el que los Cores se pronuncian por cada proyecto de manera aislada, y no conforme a un marco presupuestario que otorgue una visión integral de la realidad financiera.


El Honorable Senador señor Zaldívar insistió en que, justamente para hacerse cargo de situaciones como la descrita por el Honorable Senador señor Lagos, contar con Directores Regionales de Presupuestos sería de gran ayuda.

 
El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo señaló que sin perjuicio del análisis caso a caso de los proyectos de inversión que se presenten en consonancia con las respectivas glosas presupuestarias, pareciera ser que dicho trámite postrero en realidad no se requiere. Esto, en la medida que el control ex post sea suficientemente exigente.


El Honorable Senador señor Escalona dio a conocer, por otra parte, su preocupación acerca de que las regiones del país queden bicéfalas, por la existencia del Intendente Regional, de un lado, y del Presidente del Gobierno Regional, del otro. De ahí que parezca prudente que el mandato de este último, al menos en una etapa inicial, tuviera una duración inferior que permita apreciar su funcionamiento, en el entendido además que la tendencia es que, en el futuro, el mismo Intendente pueda ser elegido mediante votación popular. 


El riesgo que se correría, puntualizó, sería el que, desde un punto de vista político y en la práctica, el Intendente pudiera quedar supeditado al Presidente del Gore.


El Honorable Senador señor Zaldívar expresó, a su turno, sus dudas respecto de que la asistencia del Intendente a las sesiones del Consejo Regional sea voluntaria. Más lógico sería que fuera obligatoria.  


El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo hizo presente que incluso en la actualidad, siendo el Intendente el Presidente del Consejo, varios de ellos no asisten a algunas sesiones o en ocasiones sólo lo hacen por un momento. Esto encuentra explicación, muchas veces, en el hecho de que los asuntos que se discuten son de carácter técnico y exigen, más bien, la presencia de los respectivos Jefes de División.


Resaltó, asimismo, que con las modificaciones que el proyecto de ley está introduciendo el peso de la actividad del Consejo Regional recaerá fundamentalmente en su Presidente, quien, por ejemplo, tendrá las atribuciones para determinar la tabla de las sesiones. 


El Honorable Senador señor Escalona se refirió al alcance de la obligatoriedad de los convenios. Se establece en el proyecto que, si son plurianuales, las partes deberán contemplar la estimación de los recursos pertinentes, y que no serán exigibles si el Congreso no los aprueba en la ley de presupuestos. Más apropiado sería, a su juicio, que las partes debieran sujetarse al marco presupuestario entregado por la política fiscal que cada Gobierno, en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.128, está obligado a declarar al inicio de su mandato.



El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo explicó que luego de la suscripción de un convenio de transferencia de competencias, la Dirección de Presupuestos emite un certificado de disponibilidad presupuestaria. Posteriormente el Ministro de Hacienda firma un decreto que contiene los recursos que, más tarde, deben ser aprobados para el primer año en la ley de presupuestos del sector público. De ese modo se resguarda la sujeción al marco presupuestario.


El Honorable Senador señor Escalona apuntó que muchas veces las estimaciones presupuestarias son tan abultadas, que no pasan el cedazo de la ley de presupuestos, lo que lleva a que los convenios se transformen en letra muerta.


El Honorable Senador señor Zaldívar acotó que si se está hablando de convenios plurianuales, lo más lógico sería que las certificaciones de disponibilidad presupuestaria también lo fueran.


El Honorable Senador señor Novoa manifestó que no se debe perder de vista que es un Ministerio el que, en representación del Ejecutivo, concurre a la celebración de un convenio. Por consiguiente, tanto la política fiscal como la regla de balance estructural que el mismo Gobierno ha establecido, ya han sido consideradas al llevar a cabo las conversaciones previas al acuerdo.


Debe tenerse en cuenta, además, que si se busca asegurar la disponibilidad de los recursos plurianuales, en rigor se les puede estar dando el carácter de gastos permanentes aprobados por ley. 

 
Cabe preguntarse, culminó, cuál es la capacidad con que cuentan los Gores para comprometer recursos con motivo de los convenios y para ejercer control sobre los mismos.  


El Honorable Senador señor Zaldívar puso en conocimiento de la Comisión la inquietud de los representantes de los consejeros regionales respecto de los montos de sus remuneraciones. Consultó a los representantes del Ejecutivo si se ha pensado en innovar en la materia.



El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo indicó que el Ejecutivo no tiene considerado modificar el régimen actual de remuneraciones. Hizo ver, del mismo modo, su extrañeza por la inquietud a que se ha hecho referencia, por cuanto durante los dos años y medio de tramitación del proyecto de ley, nada se ha dicho sobre el particular. 


En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, se escuchó la presentación de los representantes de la Asociación Nacional de Consejeros Regionales (ANCORE), cuyo Presidente, señor  Juan Antonio Vejar dio a conocer la permanente disposición de su  organización para instar al perfeccionamiento de la institucionalidad de los gobiernos regionales, teniendo siempre como norte el fortalecimiento de la descentralización del país.


En ese espíritu, sostuvo, se hace necesario hacer presentes ciertos aspectos de la iniciativa propuesta por el Ejecutivo que deben ser revisados. Uno de ellos, y el más atingente a los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, es el que dice relación con los marcos presupuestarios. Estimó necesario, al efecto, citar textualmente la nueva letra e) que el proyecto de ley busca introducir en el artículo 24 de la ley N° 19.175, relativo a la atribuciones del Intendente: “e) Proponer al consejo regional la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que correspondan a la región, conforme a ítemes o marcos presupuestarios, así como las inversiones sectoriales de asignación regional, y de los recursos propios que el gobierno regional obtenga en aplicación de lo dispuesto por el artículo 19 N° 20 de la Constitución Política de la República. Esta propuesta del intendente al consejo regional deberá basarse en variables e indicadores objetivos de distribución intrarregional. Cada ítem o marco presupuestario deberá contar con la respectiva glosa.”.


Tal redacción, afirmó, constituye un retroceso para la descentralización. La letra e) vigente del artículo 24, argumentó, da cuenta de un deseable equilibrio en las facultades decisorias sobre inversión pública, toda vez que cabe al Intendente proponer los proyectos que cuentan con recomendación técnica del Sistema Nacional de Inversiones, para que sea el Core quien decida su aprobación, sustitución o rechazo. Si aprueba, corresponde al Intendente disponer su cumplimiento a través del pertinente  servicio administrativo, y al Core fiscalizar que ese cumplimiento se haga efectivo. 





El diseño actual, añadió, implica adoptar decisiones en base a proyectos definidos, por montos específicos y con destinatarios definidos. Con arreglo a la innovación que el proyecto de ley propugna, en cambio, todo el sistema deberá sujetarse a un marco presupuestario propuesto por el Intendente sobre el cual los consejeros regionales se deberán pronunciar, pero sin conocer cuáles son los proyectos específicos que con esos recursos se van a ejecutar. De esta forma, hizo hincapié, se cae en el contrasentido de que los representantes de las regiones, los consejeros, que desde el más reciente proceso eleccionario a nivel nacional son elegidos directamente por la ciudadanía, tendrán ahora menos facultades que cuando eran elegidos indirectamente. La asimetría entre el Intendente y los consejeros regionales, subrayó, se hace muy evidente.





Si, con todo, se impusiera igualmente la visión de sujetar la inversión de los recursos a los referidos marcos presupuestarios, la propuesta de ANCORE sería que se agregara una preceptiva del siguiente tenor:

“Los órganos y servicios de la administración pública nacional y desconcentrados de nivel nacional deberán solicitar al gobierno regional respectivo la aprobación de los marcos presupuestarios de inversión que consideren en sus planes, programas y proyectos que vayan a ejecutar en la región. Los municipios deberán enviar a los gobiernos regionales para su conocimiento sus planes de desarrollo, sus políticas de prestaciones de servicios, sus políticas y proyectos de inversión, su presupuesto y los de sus servicios traspasados.”.

Tal redacción, explicó, sería compatible con lo que a su turno dispone el artículo 5° de la ley de presupuestos, a saber: “Los órganos y servicios públicos deberán informar mensualmente al Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los quince días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.”.





Hizo referencia, seguidamente, a que durante años se han presentado dos grandes alternativas respecto de cómo proceder para que el proceso de descentralización política, administrativa y fiscal se haga realidad. Por la vía, por una parte, de que las funciones y atribuciones del Intendente en cuanto jefe máximo de la administración regional, se trasladen y queden radicadas en el Consejo Regional. Para que esto sea posible, la propuesta de ANCORE es que Presidente del Consejo Regional, ahora elegido por sus pares, asuma la función ejecutiva de la administración regional.

La otra opción, en tanto, ha sido la de propender a un sistema similar al que funciona en el gobierno central, donde es el Congreso Nacional el que determina el marco presupuestario al Ejecutivo. Si se desea trasladar este esquema a las regiones, hizo ver, lo que indiscutiblemente se requiere es que el Intendente sea elegido por sufragio universal, porque la administración regional debe estar legitimada por la ciudadanía regional.





Las inquietudes manifestadas, culminó, se suman a varias otras que oportunamente han sido puestas en conocimiento de los representantes de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. No todas ellas, se lamentó, fueron acogidas.

El Honorable Senador señor Kuschel señaló que de acuerdo con lo expuesto por los representantes de ANCORE, en la actualidad los proyectos de inversión son propuestos desde el nivel central,  con su respectivo detalle y financiamiento, para que los consejeros regionales decidan. Con la proposición del Ejecutivo, en cambio, sería  solamente el marco presupuestario general el que vendría determinado, para que sean los consejeros los que determinen qué proyectos se llevan a cabo dentro de esos márgenes.

En su entender, razonó, pareciera que es este último esquema el que más posibilidades de acción y decisión entrega a los consejeros regionales y el que, en definitiva, más efectivamente contribuye a la descentralización, porque no los sujeta a priori al detalle de los proyectos que se haya fijado desde el nivel central. 





El Presidente de ANCORE, señor Véjar, manifestó que el objetivo de su organización es que se mantenga el modelo actual, que permite a los consejeros materializar el conocimiento que tienen de la realidad regional. Con lo que el proyecto de ley plantea, por el contrario, lo que ocurrirá es que se limitará a aquellos a simplemente pronunciarse sobre marcos presupuestarios.





Agregó que el riesgo, precisamente, estriba en que se observa que el Intendente tiene la iniciativa exclusiva en materia de inversión recursos públicos, lo que claramente conduce a neutralizar la opinión del Core. 


A continuación, la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), señorita Macarena Lobos, asesora de los Senadores de oposición que integran la Comisión, dio a conocer sus observaciones en relación con las atribuciones del Consejo Regional en materia de presupuestos de inversión. No existe completa certeza, advirtió, acerca del rol que a las distintas autoridades corresponderá desempeñar al respecto, en atención al contenido de las siguientes disposiciones, que pasó a reseñar:


- La letra c) del artículo 16 vigente de la ley N° 19.175, faculta al Gore para decidir la destinación a proyectos específicos de los recursos de los programas de inversión sectorial de asignación regional, que contemple anualmente la ley de presupuestos. 


- El número 10) del artículo 1° del proyecto de ley agrega, en el artículo 22 de la precitada ley, un inciso segundo que prescribe que salvo disposición en contrario, cuando la ley requiera la opinión o acuerdo del Gore, el Intendente deberá someterlo a acuerdo previo del Core.


- El número 12) del mismo artículo 1° de la iniciativa en estudio reemplaza la letra e) del artículo 24, que contiene las atribuciones del Intendente en cuanto órgano ejecutivo del Gore, por otra que lo faculta para proponer al Core la distribución de los recursos del FNDR que correspondan a la región, conforme a ítemes o marcos presupuestarios, y de las inversiones sectoriales de asignación regional y de los recursos propios que obtenga por concepto de tributos de clara identificación regional. Dicha propuesta deberá basarse en variables e indicadores objetivos.


- El número 41) del artículo 1°, en fin, contempla en el artículo 78 que corresponderá al Intendente resolver la inversión de los recursos que se asignen a la región, la que deberá ajustarse a los criterios de priorización que se incorporarán en el presupuesto regional.


Por una parte, expuso, se dice que los proyectos de inversión deben ser decididos, uno a uno, por el Intendente en acuerdo con el Core; por otra, que en realidad el Intendente presentará una propuesta al Core ya no para resolver proyecto a proyecto, sino conforme a marcos presupuestarios; y por último, que será solamente el Intendente quien resolverá la inversión de los recursos que se asignen a la región.


Como se ve, concluyó, no existe un criterio inequívoco sobre la manera en que se determinarán las inversiones.


El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo aclaró que el criterio rector del proyecto de ley es el siguiente: los consejeros regionales dejan de aprobar los proyectos uno a uno, para sujetarse a partir de ahora a presupuestos propuestos por el Gore conforme a ítemes, marcos y glosas presupuestarias.  

Si para dar cumplimiento a este objetivo es necesario realizar algunas enmiendas al contenido de la iniciativa legal, indicó, el Ejecutivo se encuentra llano a proceder en consecuencia.


El Honorable Senador señor Escalona señaló que la nueva estructura propuesta por el Ejecutivo para resolver las inversiones regionales es muy trascendente. Sabido es, sostuvo, que se han dado algunos casos en los que la aprobación uno a uno de los proyectos para determinar cuáles serán los que se desarrollarán, ha sido fuente de corrupción. Fundamentalmente en aquellas regiones del país donde la inversión pública es significativa, profundizó, sería extraño que un empresario denunciara esas malas prácticas, por que hacerlo le significaría quedar, en los hechos, excluido de futuras licitaciones.   


Con todo, añadió, para que el criterio que el Ejecutivo está proponiendo pueda ser del todo efectivo, se requiere que la elección popular de los Intendentes llegue a ser una realidad. Sólo así podrá hacerse frente a la crítica de que por ser hoy por hoy dicha autoridad designada por el Presidente de la República, sus decisiones no son más que una prolongación de la voluntad del Gobierno Central.  


El Honorable Senador señor Kuschel manifestó que en la Región de los Lagos ordinariamente se escuchan quejas de algunas de las provincias porque la inversión se concentra en las otras o en específicas comunas, cuestión que es posibilitada por la decisión proyecto a proyecto de los Cores. De ahí que sea valorable, celebró, la propuesta del proyecto de ley en estudio para que sean indicadores y parámetros objetivos los que contribuyan a determinar las inversiones regionales.


El Honorable Senador señor Bianchi coincidió con la importancia de que los Cores no deban pronunciarse sobre cada uno de los proyectos que se presenten, sino de acuerdo a un marco general establecido. Apuntó, asimismo, otros aspectos que a su juicio debieran perfeccionarse en la iniciativa en estudio, a saber: reducir el plazo de la presidencia del Gore; que el quórum para acceder a dicho cargo sea superior al que se propone, de manera que los consejeros propendan al consenso; y que ese Presidente tenga la posibilidad de concurrir junto al Intendente a defender su presupuesto en la discusión de la ley de presupuestos, con opinión vinculante. 


Observó, por otra parte, que es probable que ante la opinión pública se quiera hacer ver que el proyecto de ley está restando atribuciones de los consejeros regionales. Eso, resaltó, no es así. Simplemente se está ajustando su rol a lo que, haciendo un símil, realiza el Congreso Nacional cuando se somete a marcos de presupuestos.


El Honorable Senador señor Sabag puso de manifiesto que la próxima asunción de los consejeros regionales en sus cargos, el 11 de marzo del año venidero, exige que el proyecto de ley sea despachado a la brevedad posible.


En cuanto al mérito del mismo, estuvo de acuerdo con las diversas intervenciones que han advertido sobre los riesgos de la votación proyecto a proyecto de las iniciativas de inversión regional. Muchas veces, agregó, tal modalidad constituye un incentivo para que opere un cuoteo en su aprobación.  


El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo hizo hincapié en que si bien se está modificando la forma en que se deben aprobar los recursos para la inversión regional, en caso alguno se están entregando facultades sin contrapeso al Intendente para el cumplimiento de ese fin.


La discusión presupuestaria de las regiones, se explayó, está conformada por dos etapas. 


La primera es la del Anteproyecto Regional de Inversión (ARI), donde participan el Intendente y, de manera muy activa, los consejeros regionales. Es esta justamente la instancia, que va a seguir existiendo, donde estos últimos pueden hacer valer sus prioridades. 


La segunda etapa, en tanto, es objeto de una innovación en esta oportunidad, pues se está proponiendo en el proyecto de ley que el Presidente del Core acompañe al Intendente a defender el presupuesto en el Ministerio de Hacienda en las reuniones previas a la presentación del proyecto de ley de presupuestos del sector público. Pero las posibilidades de incidencia, hizo ver, no se agotan ahí, pues posteriormente, una vez aprobado este último, cuando el Intendente da cuenta del marco, ítems y glosas presupuestarias al interior del Gore, tiene lugar una última oportunidad de negociación.


El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que existe consenso respecto de que el actual sistema de decisión de las inversiones regionales es ineficiente, porque posibilita la defensa de intereses individuales o la concentración de aquellas en ciertos lugares en desmedro de otros, y abre espacios indeseados para la corrupción. Por eso es que el que se viene proponiendo en el proyecto de ley es un mejor sistema, que se ve, empero, cuestionado por el hecho de que los Intendentes no son elegidos por la ciudadanía, sino designados por el Presidente de la República.  


Reiteró, por otro lado, que no debe perderse de vista el antes referido proyecto de reforma constitucional que reemplaza el artículo 114 de la Carta Fundamental, que si bien debe tramitarse por separado, se encuentra vinculado a la iniciativa que en esta oportunidad discute la Comisión de Hacienda. 


El Honorable Senador señor Lagos indicó que la exposición de los cambios que se están introduciendo debe ser clara, pues una visión parcial podría reparar solamente en que la definición que en la actualidad hacen los consejeros regionales de cada proyecto, pasará ahora a manos del Intendente regional.   


El Honorable Senador señor Bianchi expresó que quedarse solamente con que los consejeros ya no definirán por cada proyecto de inversión, significaría obviar una serie de otras facultades que el proyecto de ley les está otorgando. La más relevante, la celebración de convenios de transferencia de competencias, asociadas desde luego a recursos. 


El Honorable Senador señor Lagos manifestó que la importancia de la transferencia de competencias se puede ver relativizada si, finalmente, es una sola, y además nombrada por el Gobierno Central, la autoridad que resuelve sobre los proyectos.


El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo insistió en que es en la definición del Anteproyecto Regional de Inversión, que se compone de múltiples discusiones, donde los consejeros regionales seguirán teniendo la posibilidad de hacer escuchar sus planteamientos sobre las inversiones que se deban privilegiar. 



El Honorable Senador señor Sabag enfatizó que el sistema que se está estableciendo es similar al que está obligado a seguir el Congreso Nacional, que conoce y aprueba los marcos presupuestarios que luego se aplicarán en vivienda, agricultura, obras públicas, etc. 


Tal es, ahondó, la sana manera en que deben ser  manejados los presupuestos fiscales, pues así se evita, por un lado, un paralelismo entre las decisiones que adopte el Gobierno Central y el Gore, y, por otro, que se desarrollen una multiplicidad de inversiones pequeñas que impidan la ejecución de obras relevantes que cumplan el objetivo de servir al desarrollo de la respectiva región.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR


De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado: del artículo 1°: el número 2), las letras a) y b) del número 4), las letras a) y e) del número 5), el número 6), la letra e) del número 7), las letras a) y f) del número 8), el número 9), las letras c) y d) del número 12), las letras b) y f) del número 19), la letra b) del artículo 36 bis del número 20), el número 22), el número 25), el número 26), el número 29), el número 32), el número 36), el artículo 68 ter del número 37), la letra b) del número 38), el número 39), la letra a) del número 40), el número 41), las letras a) y c) del número 43), y el número 44); el artículo 3°; el artículo 4°; el artículo 5°; y el artículo 7°; y los artículos segundo, tercero, cuarto y quinto transitorios.   

Artículo 1°

Este artículo introduce, a través de 45 numerales, una serie de modificaciones a la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:

Número 2)

Reemplaza el inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:

“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y podrán desarrollar, directamente o con la colaboración de otros órganos de la administración del Estado, las competencias, funciones y atribuciones que esta ley les confiere. Dispondrán de autonomía para la administración de sus finanzas, en concordancia con lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado. Cualquier nueva función o atribución que se le asigne o transfiera a los gobiernos regionales deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.

El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, propuso precisar esta redacción, de manera que quede claro que la autonomía de los Gores se va a regir por lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado. 

El inciso propuesto fue aprobado, con las enmiendas de redacción de que se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. Así se acordó en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Número 4)

Modifica, a través de 5 literales, el artículo 16, que establece las funciones generales del Gobierno Regional. Las letras a) y b) son de competencia de la Comisión de Hacienda. 

Letra a)

Reemplaza la letra a) por la siguiente:

“a) Diseñar, elaborar, aprobar e implementar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, así como su proyecto de presupuesto, los que deberá ajustar a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación;”.

Letra b)

Intercala las siguientes letras b), c), d) y e) nuevas, pasando las actuales letras b) y siguientes, a ser letras f) y siguientes, respectivamente:

“b) Efectuar los estudios, análisis y proposiciones relativos al desarrollo regional;

c) Orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos;

d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, el que deberá ajustarse al presupuesto de la Nación;

e) Administrar fondos y programas de aplicación regional;”.


El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo expresó que todas estas facultades corresponden, en la actualidad, al Ministerio de Desarrollo Social. Ahora serán del Gore.

Las letras a) y b) del número 4) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Zaldívar.





En relación con la letra c) del artículo 16 de la ley N° 19.175 (que en virtud de la precedente aprobación pasa a ser letra g), y que contiene la facultad de decidir la destinación a proyectos específicos de los recursos de programas de inversión sectorial de asignación regional), el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo expresó que las dudas que pueda haber sobre su alcance, debieran quedar resueltas al momento de la explicación del número 41) del artículo 1° del proyecto de ley. Dicho número, como se detalla más adelante en el presente informe, reemplaza el artículo 78 de la antes citada ley.

Número 5)

Modifica, a través de 6 literales, el artículo 17, que contempla las funciones del Gobierno Regional en materia de ordenamiento territorial. Las letras a) y e) son de competencia de la Comisión.

Letra a)

Incorpora la siguiente letra a), nueva, pasando las actuales letras a) y siguientes, a ser letras b) y siguientes, respectivamente:

“a) Elaborar y aprobar, en concordancia con la estrategia regional de desarrollo y previa consulta a las municipalidades de la región, el plan regional de ordenamiento territorial, instrumento orientador que deberá consignar las características, potencialidades, vocaciones y recomendaciones para la planificación y las decisiones que impacten en los territorios urbanos y rurales, borde costero y sistema de cuencas hidrográficas. Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito por los Ministros de Defensa Nacional, Obras Públicas, Agricultura y Vivienda y Urbanismo, se regulará lo concerniente a los procedimientos para la elaboración y contenidos mínimos que deberá contemplar el plan;”.

Letra e)

Agrega la siguiente letra h), nueva:

“h) Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamientos más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y Medio Ambiente respectivas y las municipalidades de la región, de conformidad a las normas que rigen la materia; e”.


En relación con la letra a), el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo señaló que si bien el plan regional de ordenamiento territorial está regulado en la ley de medioambiente, la forma en que se tramita su aprobación no ha sido recogida, hasta ahora, en un cuerpo legal.


En lo que importa a la letra e), en tanto, indicó que siendo el de los residuos sólidos un asunto de competencia municipal, se pretende conferir mayores atribuciones a los Gores para que puedan influir en su localización.


El Honorable Senador señor Kuschel opinó que entre las Secretarías Regionales Ministeriales con las que el Gore debe coordinarse en materia de residuos, conforme al contenido de la letra e), debiera considerarse también a la de Agricultura. Muchas veces, fundamentó, son temáticas agrícolas las que requieren ser abordadas. 


El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que entre los planteamientos formulados por ANCORE, se encuentra uno para incluir en el artículo 17 un nuevo literal que autorice al Gore a construir, reponer, conservar y administrar en las áreas urbanas las obras de pavimentación de aceras y calzadas, con cargo a los fondos asignados por la ley de presupuestos. Para ello, y para contar con el respaldo técnico necesario, debiera el Gore poder celebrar convenios con municipalidades y otros organismos del Estado.


No parece necesario, sostuvo, que una atribución de este tipo se encuentre en manos del Gore, pues no es su rol la construcción de áreas urbanas. Sin perjuicio de ello, invitó al Ejecutivo a analizar las diversas sugerencias realizadas por la citada asociación para hacer propias aquellas que sean conducentes a los objetivos del proyecto de ley.


El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo afirmó que el Ejecutivo ha sostenido diversas conversaciones con ANCORE, y de hecho se han incorporado al proyecto varias de las observaciones planteadas por esa organización.


Como fuere, precisó, buena parte del contenido de la nueva letra a que ha hecho referencia el Honorable Senador Zaldívar, ya se encuentra recogido en la letra j) del artículo 16 de la ley N° 19.175 vigente, que justamente la letra f) del número 5) del artículo 1° del proyecto de ley traslada al artículo 17.


Acerca de la inquietud exteriorizada por el Honorable Senador señor Kuschel, expuso que la incorporación de las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y de Medioambiente se basa en una necesidad de coordinación. Otras secretarías, como la de Agricultura, participan de manera activa en el momento en que los proyectos tratan de obtener la recomendación ambiental favorable.

Puestas en votación las letras a) y e) del número 5), fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Zaldívar.

Número 6)

Sustituye el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo 18.- En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:

a) Formular políticas regionales de fomento de las actividades productivas, en particular el apoyo al emprendimiento, a la innovación, a la capacitación, al desarrollo de la ciencia y tecnología aplicada, al mejoramiento de la gestión y a la competitividad de la base productiva regional, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la materia;

b) Integrar y aplicar en su gestión las políticas nacionales considerando las prioridades estratégicas regionales;

c) Establecer las prioridades estratégicas regionales en materia de fomento de las actividades productivas y de mejoramiento de la innovación para la competitividad, generando las condiciones institucionales favorables al desarrollo empresarial, a la inversión productiva y a la capacidad emprendedora, velando por un desarrollo sustentable y concertando acciones con el sector privado en las áreas que corresponda;

d) Fomentar el turismo en los niveles regional y provincial, con arreglo a las políticas nacionales

e) Promover y diseñar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes, programas, proyectos y acciones en materia de fomento de las actividades productivas establecidas como prioridades regionales, como asimismo financiarlos;

f) Promover la implementación de oficinas comunales de fomento productivo e innovación para la competitividad, coordinando su acción a nivel regional, y

g) Promover la investigación científica y tecnológica, y fomentar el desarrollo de la educación superior y técnica en la región, en concordancia con la política regional de fomento de las actividades productivas.”.

Puesto en votación el artículo 18 del número 6), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Zaldívar.

Número 7)

Modifica, a través de 5 literales, el artículo 19, que contiene las atribuciones del Gobierno Regional en materia de desarrollo social y cultural. Sólo la letra e) es de competencia de la Comisión.

Letra e)

Agrega, a continuación de la letra f), las siguientes letras g), h) e i), nuevas:

“g) Financiar y difundir actividades y programas de carácter cultural. En el ejercicio de esta función le corresponderá promover el fortalecimiento de la identidad regional;

h) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos que fomenten la práctica del deporte, así como su financiamiento, y 

i) Mantener información actualizada sobre la situación socio económica regional, identificando las áreas y sectores de extrema pobreza y proponiendo programas destinados a superarla.”.

Puesta en votación la letra e) del número 7), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Zaldívar.

Con todo, la Comisión estuvo conteste en realizar una adecuación meramente formal en la letra h) de esta letra e), de la que se da cuenta en el capítulo de modificaciones. 

Número 8)

Introduce, a través de 6 literales, modificaciones al artículo 20, que contempla las atribuciones del Gobierno Regional para el cumplimiento de sus funciones. Las letras a) y f) son de competencia de la Comisión.

Letra a)

Intercala, en el literal c), a continuación de la palabra “ministerios”, y precedidas de una coma (,) la expresión “las municipalidades u otros gobiernos regionales”. 





Dicha letra c), cabe consignar, autoriza a convenir programas anuales o plurianuales de inversiones.

Letra f)

Agrega las siguientes letras j) y k), nuevas: 

“j)
Diseñar, elaborar, aprobar e implementar políticas, planes, programas dentro de su territorio, y 

k)
Ejercer las demás atribuciones necesarias para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende”.





La letra a) del número 8) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Zaldívar.

En relación con la letra f), en tanto, la Comisión tuvo presente que la ley N° 20.537 ya había introducido una serie de enmiendas en el artículo 20 de la ley N° 19.175, entre ellas, la incorporación de una letra j), nueva.





En virtud de esta prevención, la letra f) debe ser aprobada con una enmienda en el sentido de que agrega las letras k) y l) nuevas, y no j) y k), al señalado artículo 20.

En consecuencia, la misma unanimidad anteriormente señalada dio su aprobación a letra f) del número 8), pero con una enmienda acordada en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Número 9)

Introduce, a continuación del artículo 21, el siguiente Párrafo 2º nuevo:

“Párrafo 2°

De la Transferencia de Competencias

Artículo 21 Bis.- El Presidente de la República, previo informe de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda, podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los Ministerios y de los  servicios públicos a que se refiere el artículo 28 de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.

Para solicitar la transferencia de funciones al gobierno regional según el procedimiento del artículo 21 Quáter, el consejo regional siempre resolverá sobre la base de la propuesta del intendente.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el consejo, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá solicitar al ejecutivo del gobierno regional que realice estudios referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas por éste. El intendente deberá remitir al consejo dichos estudios una vez que estos hayan sido recepcionados y aprobados. 

En caso que una solicitud de transferencia de competencias sea rechazada, el Presidente de la República deberá dar una respuesta a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde que aquélla haya sido recibida.

Artículo 21 Ter.- Serán ámbitos de competencias en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas, desarrollo social y cultural del gobierno regional, para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, las siguientes:

a) Ordenamiento territorial, planificación urbana y asentamientos humanos;

b)  Medioambiente;

c) Obras de infraestructura y equipamiento regional;

d) Transporte;

e) Desarrollo rural y de localidades aisladas;

f) Fomento de las actividades productivas;

g) Turismo;

h) Programas sociales y culturales;

i) Educación y salud;

j) Deporte; 

k) Ciencia y tecnología, y

l) Conservación del patrimonio.

Artículo 21 Quáter.- La transferencia de competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo precedente, según el siguiente procedimiento:

a) El gobierno regional con su patrimonio podrá desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el artículo 21 ter, previo convenio con el ministerio y servicio público que ejerce la función administrativa, el cual será aprobado por decreto supremo.

b) La transferencia de competencias podrá implementarse también mediante programas. Para ello el gobierno regional podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo, el cual deberá ser aprobado por decreto supremo. Los recursos de ejecución y agenciamiento deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente a dicho ministerio o servicio en la ley de presupuestos.

c) La transferencia de competencias podrá implementarse, asimismo, mediante la creación de servicios públicos regionales, según lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

d) Para efectos de lo dispuesto en los literales a) y b) precedentes, un decreto supremo podrá aprobar la transferencia de una o más competencias. Los convenios que tengan por objeto la ejecución de las competencias transferidas serán aprobados por decreto expedido “por orden del Presidente de la República”, o por resolución del jefe de servicio correspondiente, según corresponda.

e) La transferencia de competencias podrá ser revocada fundadamente. Para dichos efectos, el decreto supremo señalado en los literales a) y b) precedentes, o la ley contemplada en el literal c), según corresponda; deberán identificar la forma en que se producirá la revocación anticipada de la transferencia de competencias, en los casos en que ésta se haya dispuesto temporalmente, o la simple revocación, en aquellos en que la función o atribución se haya transferido en forma definitiva, así como lo referido al personal y bienes involucrados.

El acto que disponga la revocación competencial será siempre fundado, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.

f) Un gobierno regional podrá solicitar la creación de hasta tres nuevas divisiones, para el ejercicio eficiente de las competencias transferidas en las letras a) y b) y la coordinación de los servicios creados en el literal c), todos del presente artículo.

Artículo 21 Quinquies.- Verificado lo dispuesto en el inciso final del artículo 21 bis, el gobierno regional, dentro de los treinta días siguientes de ser notificado, podrá solicitar al Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, la reconsideración total o parcial de dicho rechazo.

Dicho proceso se someterá a las siguientes disposiciones:

 a) Mediante decreto supremo, dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de la reconsideración, se dispondrá la conformación de una comisión integrada por un representante del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del ministerio y del director de servicio, en su caso, cuyas competencias hayan sido solicitadas; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.

Podrán integrar, además, esta comisión funcionarios de órganos de la administración del Estado y expertos en materias relacionadas con las competencias solicitadas.

b) La Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo actuará como secretaría ejecutiva, emitiendo los informes que le sean requeridos.

c) La comisión dispondrá de noventa días, contados desde la notificación al Gobierno Regional del decreto supremo indicado en el literal a), para evacuar un informe. Éste podrá proponer el rechazo de la solicitud o una adecuación de la solicitud original de transferencia presentada conforme a lo estatuido en el artículo 21 bis.

d) El Presidente de la República resolverá, siguiendo el mismo procedimiento dispuesto en el artículo anterior, tomando en consideración el informe dispuesto en el literal precedente. La solicitud de transferencia de competencias que sea nuevamente rechazada en esta instancia no podrá ser solicitada durante el mismo periodo presidencial.”.





En relación con el artículo 21 bis, el Honorable Senador señor Escalona propuso eliminar, en el inciso segundo, la expresión "siempre”, pues importaría que el Core deba aprobar en todo caso lo que el Intendente le proponga.

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo indicó que el alcance de la palabra en cuestión es que el Core deberá invariablemente pronunciarse sobre la propuesta del Intendente, pero desde luego podrá hacerlo a favor o en contra.

El Honorable Senador señor Zaldívar sostuvo que si el Core debe siempre resolver en base a la propuesta del Intendente, lo cierto es que estará primando el centralismo por sobre la descentralización en la transferencia de competencias. Se declaró en desacuerdo con el criterio imperante en este inciso segundo.

El Honorable Senador señor Kuschel, a su turno, reparó en que el plazo de 180 días que se otorga al Presidente de la República para fundamentar su rechazo a una solicitud de transferencia de competencias, en el inciso final del mismo artículo 21 bis, parece excesivo.  Normalmente, razonó, tales solicitudes se producen cuando se han suscitado problemas de gestión en los Gore, por lo que esperar tanto tiempo por una respuesta puede resultar contraproducente.

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo recordó que en el inicio del proceso de transferencia de competencias, se llevan a cabo análisis, estudios y conversaciones previas entre el Gore (Intendente y Core, subrayó), y el ministerio respectivo. De ahí que el hecho de que la propuesta sea iniciativa exclusiva del Intendente, simplemente viene a reforzar el rol ejecutivo que a éste cabe desempeñar.

Respecto del término de 180 días, en tanto, declaró que es el que ha parecido más razonable al Ejecutivo, habida cuenta que la respuesta del Presidente de la República, que dependerá de la mayor o menor complejidad del asunto de que se trate, incluye informes de los ministerios de Hacienda e Interior y Seguridad Pública. Lo anterior, por cierto, no obsta a que el plazo pueda ser revisado si así se estima.

El Honorable Senador señor Escalona expresó que, de acuerdo con la explicación entregada por el señor Subsecretario, debiera entonces agregarse que la decisión del Core sobre la solicitud de transferencia de competencias será sobre la base de la propuesta “presentada” por el Intendente, de manera que quede claro que habrá espacio para deliberar y opinar.

Ante una inquietud expresada por el Honorable Senador señor Zaldívar, el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo explicó que la varias veces referida reforma constitucional al artículo 114 de la Carta Fundamental pretende, en lo sustancial, establecer un mecanismo de solución de la controversia que pueda existir entre el Gobierno Central y el Gore con motivo de una transferencia de competencias. No habría, en consecuencia, conflicto con la atribución que el artículo 21 bis entrega al Intendente.

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo ver que siendo efectivo que el aspecto central es el identificado por el señor Subsecretario, los autores de la moción de reforma constitucional persiguen ir incluso más allá, regulando variados aspectos de las transferencias de competencias. 
En relación con el artículo 21 bis, la Comisión acordó realizar una serie de enmiendas, de las que se da cuenta en el capítulo pertinente del presente informe. Así lo resolvió, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Zaldívar. 

El artículo 21 ter, en tanto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar. Respecto de él, la Comisión estuvo conteste en realizar una adecuación meramente formal, de la que también se da cuenta en el capítulo de modificaciones. 

Respecto del artículo 21 quáter, el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo indicó que contiene el mecanismo con arreglo al cual se realiza la transferencia de competencias, que contempla la posibilidad de revocación. La letra f), destacó, establece una prerrogativa inédita para el caso que para una competencia relevante que se transfiera, no exista en la estructura burocrática del Gore la división apropiada.

El Honorable Senador señor Zaldívar previno que la facultad de revocación, prevista en la letra e) del artículo 21 quáter, parece ser muy amplia, pues sólo se exige que sea fundada, en circunstancias que el hecho que el Gobierno Central retire al Gore una competencia que ya está ejerciendo, constituye una circunstancia grave.

Tal facultad, ahondó, es sin duda necesaria. Sin embargo, puesta así de laxa en manos de un Gobierno que por ejemplo no crea en la descentralización o sea de un signo político distinto al del Intendente, cuando estos pasen a ser elegidos, el riesgo que se corre no es menor.

El Honorable Senador señor Escalona coincidió con que, debidamente normado, debe estar consagrada la existencia de un mecanismo excepcional de revocación. Si un convenio opera sobre materias de relevancia pública, graficó, y se replican en Chile experiencias como las recientemente acaecidas en países vecinos con levantamientos en las provincias, recurrir a ella sería lógico.

En el mismo sentido de la prevención hecha por el Honorable Senador señor Zaldívar, el Honorable Senador señor Lagos consultó quién determina si el fundamento es bueno o no. 

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo recordó que debe tenerse presente que la transferencia de competencias puede tener carácter temporal o definitivo. En el primer caso, el decreto pertinente deberá establecer cómo se le pondrá fin. En el segundo, una de las salvaguardias que existe es que el decreto supremo que transfiere la competencia debe indicar, además, cómo se produce la revocación.

Observó, del mismo modo, que el párrafo segundo de la letra e) da cuenta de un catálogo de causales graves que justifican que la revocación opere, a saber: deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos y duplicación o interferencia de funciones con otros órganos de la Administración del Estado.

Puesto en votación el artículo 21 quáter, con excepción de las letras e) y f), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar.

Con todo, la Comisión acordó la realización de adecuaciones meramente formales en el referido artículo (exceptuadas las letras e) y f)), de las que se da cuenta en el capítulo de modificaciones de este informe.

Respecto del artículo 21 quinquies, en tanto, el Honorable Senador señor Escalona reparó en que si se ha establecido un acabado procedimiento para el caso de rechazo de una transferencia de competencias, con mayor razón debe hacerse para el evento de revocación, pues esta última, subrayó, es una circunsrancia de mayor gravedad que aquélla.

Posteriormente, el asesor de la Subsecretaría  de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, dio cuenta del acuerdo logrado entre el Ejecutivo y los representantes de los señores senadores de oposición, para que en lo que concierne a las transferencias de competencias previstas en las letras b) y c) del artículo 21 quáter (programas cuyos recursos deben contemplarse en la ley de presupuestos y servicios públicos creados por ley), deban ser también revocadas por ley, conservándose los motivos que se pueden invocar con ese fin.

Para tal efecto, expuso, se propone simplificar el contenido de la letra e), que pasaría a ser inciso segundo del artículo. Del mismo modo, se propone que el contenido de la letra f) pase a ser inciso tercero del mismo artículo 21 quáter.

En consecuencia, las letras e) y f) del artículo 21 quáter fueron aprobadas, con modificaciones acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuchel, Novoa, Lagos y Zaldívar.

 El artículo 21 quinquies, finalmente, fue aprobado con enmiendas también acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar.

Número 12)

Modifica, a través de 7 literales, el artículo 24, que establece las obligaciones del Intendente en su calidad de órgano ejecutivo del Gobierno Regional. Las letras c) y d) son de competencia de la Comisión de Hacienda:

Letra c)

Reemplaza la letra d) por la siguiente:

“d) Someter al consejo regional el proyecto de presupuesto de la respectiva región considerando, para tal efecto, los recursos asignados a ésta por la Ley de Presupuestos de la Nación, sus recursos propios y los que provengan de los convenios de programación a que se refiere el artículo 81. El proyecto de presupuesto deberá ajustarse a las orientaciones y límites que establezca la política nacional de desarrollo y demás normas legales sobre administración financiera del Estado”.

Letra d)

Reemplaza la letra e) por la siguiente: 

“e) Proponer al consejo regional la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que correspondan a la región, conforme a ítemes o marcos presupuestarios, así como de las inversiones sectoriales de asignación regional, y de los recursos propios que el gobierno regional obtenga en aplicación de lo dispuesto por el artículo 19, N° 20°, de la Constitución Política de la República. Esta propuesta del intendente al consejo regional deberá basarse en variables e indicadores objetivos de distribución intrarregional. Cada ítem o marco presupuestario deberá contar con la respectiva glosa.”.

En atención a lo resuelto respecto del artículo 78 contenido en el número 41) del artículo 1° aprobado en general por el Senado, del que se da cuenta más adelante en el presente informe, las letras c) y d) del número 12) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Asimismo, la Comisión acordó la realización de adecuaciones meramente formales en las letras c) y d) del número 12, de las que se da cuenta en el capítulo de modificaciones de este informe.

- - -





Cabe consignar que, enseguida, la Comisión acordó realizar una enmienda en el número 15) del artículo 1° del proyecto de ley, que modifica el artículo 27 de la ley N° 19.175. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Kuchel, Novoa, Lagos y Zaldívar.

El motivo y alcance de esta modificación se desarrollan con ocasión de la discusión del artículo 5° del proyecto de ley, de la que se da cuenta más adelante en el presente informe. 

- - -

Número 19)

Modifica, a través de 7 literales, el artículo 36, que contempla las obligaciones del consejo regional. Las letras b) y f) son de competencia de la Comisión de Hacienda.

Letra b)

Intercala, en el literal e), a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra intendente, la expresión “conforme a ítemes o marcos presupuestarios,” seguida de una coma (,).

Dicha letra e), cabe señalar, contiene el deber de resolver la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR), de los recursos de los programas de inversión sectorial y de los recursos propios que el gobierno regional obtenga.

Letra f)

Introduce las siguientes letras m), n), ñ), o), p), q) y r), nuevas:

“m) Aprobar, modificar o sustituir la delimitación de territorios objeto de planificación regional;

n) Aprobar, modificar o sustituir el plan regional de desarrollo turístico;

ñ) Aprobar, modificar o sustituir la declaración de territorios como zonas rezagadas en materia social y el plan de desarrollo respectivo;

o) Aprobar el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71; 

p) Conocer el programa público de inversiones en la región según lo dispuesto en el inciso final del artículo 73;

q) Aprobar las transferencias de competencias conforme a lo dispuesto en el Párrafo 2º del Capítulo II, y

r) Informar a la Contraloría General de la República el incumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter.”.

En atención a lo resuelto respecto del artículo 78 contenido en el número 41) del artículo 1° aprobado en general por el Senado, del que se da cuenta más adelante en el presente informe, la letra b) del número 19) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

La letra f), en tanto, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar. 

Número 20)

Incorpora un artículo 36 bis, nuevo, cuya letra b), de competencia de la Comisión de Hacienda, faculta al consejo regional para disponer, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la contratación de una auditoría externa que evalúe la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera del gobierno regional. Esta facultad sólo podrá ejercerse una vez al año. 

La letra b) del artículo 36 bis del número 20)  fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar. 

Número 22)

Sustituye el artículo 39 por el siguiente:

“Artículo 39.- Los consejeros regionales tendrán derecho a una dieta mensual de diez unidades tributarias mensuales, la que se percibirá por la asistencia a la totalidad de las sesiones del consejo celebradas en el mes respectivo, disminuyéndose proporcionalmente según el número de inasistencias del consejero. Para los efectos anteriores, se considerarán tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias.

El consejo acordará el número de sesiones ordinarias a realizar en el mes, debiendo efectuarse a lo menos dos.

Asimismo, cada consejero regional tendrá derecho a percibir una dieta de dos unidades tributarias mensuales, con un máximo de seis en el mes, por la asistencia a cada sesión de comisión de las referidas en el artículo 37.

Sin perjuicio de lo señalado, cada consejero tendrá derecho anualmente a una dieta adicional, a pagarse en el mes de enero, correspondiente a cinco unidades tributarias mensuales, siempre que durante el año calendario anterior el consejero haya asistido formalmente, a lo menos, al setenta y cinco por ciento de las sesiones celebradas por el consejo en dicho período.

Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecidas en los incisos precedentes, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva.

Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.

Tendrán también derecho a pasajes y reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual. El reembolso de gastos no podrá superar, en ningún caso, el valor del viático que le corresponda al intendente en las mismas condiciones.

Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y de alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al monto del viático que corresponda al intendente respectivo por iguales conceptos.

Con todo, los cometidos al extranjero que acuerde el consejo regional durante el año, no podrán significar una disposición de recursos que supere el 30% del total contemplado en el presupuesto para el pago de viáticos a los consejeros regionales. Lo anterior, deberá ser certificado previamente por la jefatura a cargo de la administración y finanzas del gobierno regional y, en todo caso, el cometido será dispuesto formalmente por el intendente regional respectivo.

Los consejeros regionales podrán afiliarse al Sistema de Pensiones, de Vejez, de Invalidez y de Sobrevivencia de acuerdo a lo establecido en el Decreto Ley Nº 3.500, por el solo hecho de asumir tales funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán al régimen de los trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que para estos efectos se imponen a los empleadores, se radicarán en los respectivos gobiernos regionales. Las cotizaciones previsionales se calcularán sobre la base de las asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda percibir en virtud de los incisos primero y tercero del presente artículo.

Los consejeros regionales, por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la Ley Nº 16.744, gozando de los beneficios que correspondan a la naturaleza de su cargo. El costo de este beneficio será de cargo del gobierno regional.”.

Respecto de la dieta de los consejeros regionales, el Honorable Senador señor Zaldívar apuntó que en la actualidad se encuentra en tramitación, en el Senado, el proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo, fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades, crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (boletín N° 8.210-06). De acuerdo con su contenido, la dieta de los concejales municipales no va a distar mucho de la de los consejeros regionales.
El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo precisó que de modificarse la dieta de los concejales, ascendería a, aproximadamente, $640.000; la de los consejeros, por su parte, permanecería en alrededor de $670.000.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que no se puede obviar el hecho que los consejeros regionales, ahora elegidos mediante votación directa, tendrán voz respecto de presupuestos de una magnitud importante. Lo lógico, en consecuencia, sería que tuvieran acceso a una remuneración superior a la que perciben, entre otras razones, para que sirva de desincentivo a caer en prácticas inconvenientes.

En relación con el inciso quinto del artículo 39, por otra parte, el Honorable Senador señor Escalona propuso eliminar la frase final que alude a que el deceso de un hijo, cónyuge o padre de un consejero debió haberse verificado, para efectos de percepción de la dieta, dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva. Consagrar una prevención de ese tipo en la ley, señaló, puede ser inapropiado, primero por lo complejo de que una circunstancia ingrata como esa pueda ser objeto de aprovechamiento; y segundo, porque implica ignorar que en ciertas culturas, como la mapuche, los ritos fúnebres se extienden por varios días.

Del mismo modo, llamó la atención sobre la necesidad de una adecuada regulación acerca del derecho a pasajes y reembolso de gastos, establecidos en el inciso séptimo. Se han conocido, afirmó, casos de abusos que exigen la adopción de convenientes medidas. 

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo hizo presente que el contenido del presente artículo se inserta dentro del denominado Estatuto del Consejero Regional, cuyas disposiciones fueron propuestas por la misma ANCORE y posteriormente acogidas por el Ejecutivo. A mayor abundamiento, la frase de que se ha hecho cuestión está copiada del texto de la ley orgánica constitucional de municipalidades. 

En lo que concierne a gastos por pasajes y reembolsos por alimentación y alojamiento, por otro lado, expuso que lo que existe en la actualidad es un sistema de rendición que se ha visto en parte viciado por la práctica de la recolección de boletas para aumentar gastos. En el proyecto de ley, resaltó, se innova, pues se transita al sistema de viáticos que se aplica a los funcionarios públicos, que opera sobre la base de montos fijos que no se pueden exceder.

Puesto en votación el artículo 39 del número 22), fue aprobado con enmiendas, de las que se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe, acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Así lo aprobó la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Número 25)





En el artículo 43 (que establece que el consejo regional dispondrá de una secretaría para funciones de asesoría), reemplaza el inciso segundo por el siguiente:





“El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, el que se desempeñará como su ministro de fe.”.





Lo que la Comisión resolvió respecto de este numeral, guarda relación con lo aprobado con motivo de la discusión del artículo 3° del proyecto de ley, de la que se da cuenta más adelante en el presente informe.





Dicho artículo 3° regula la forma en que debe ser nombrado el cargo de secretario ejecutivo que, precisamente, el artículo 43 de la ley N° 19.175 establece. Su contenido general, si bien con enmiendas, debe entonces ser trasladado al número 25) del artículo 1°.





El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Villanueva, indicó que en la nueva redacción del citado artículo 43 debe precisarse que la selectividad del secretario ejecutivo es a través de un procedimiento concursable similar al que se utiliza para cargos del Sistema de Alta Dirección Pública (SADP). No llevará aparejado, por tanto, asignación de Alta Dirección Pública ni indemnización en caso de ser cesado.





De igual modo, agregó, debe precisarse que el financiamiento de este concurso será del cargo del respectivo Gore.





La Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos acotó que el objetivo primordial de las precisiones reseñadas por el representante del Ejecutivo, que han sido acordadas con la oposición, es que no se entienda, equivocadamente, que el cargo de secretario ejecutivo forma parte del SADP. Sólo se trata de establecer un sistema análogo de selección, como por lo demás ya se ha hecho en otras leyes.





El Honorable Senador señor Novoa manifestó que, de acuerdo con lo expuesto, el secretario ejecutivo será un funcionario público, regido por Estatuto Administrativo y no por Código del Trabajo, que tendrá asignado un grado en la planta de los servicios administrativos de los Gores.  




En consecuencia, el número 25) fue aprobado, con la nueva redacción de la que da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. Así lo acordaron, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.





Consecuencialmente, como también se expresará en su oportunidad, el artículo 3° del proyecto de ley se dio por eliminado.

Número 26)

Agrega el siguiente nuevo artículo 43 bis:

“Artículo 43 Bis.- Cada gobierno regional, en concordancia con la disponibilidad financiera, deberá dotar al consejo de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de consejeros existente en la región.

Para ello, durante la sesión de instalación a que se refiere el artículo 30 bis, el intendente someterá a la aprobación del consejo los medios a usar durante el período respectivo.”.

El Honorable Senador señor Zaldívar se mostró partidario de que sea el Presidente del Gore, y no el Intendente, quien haga la propuesta sobre los medios a utilizar. De hecho, graficó, ya se ha señalado con anterioridad que el Intendente puede incluso no asistir a las sesiones del Core, a lo que se suma el riesgo de que decida unilateralmente proponer medios precarios para el cumplimiento de las funciones.

El Honorable Senador señor Escalona añadió que el encuadre presupuestario que el inciso primero consagra cuando habla de la concordancia con la disponibilidad financiera, posibilita lo expresado por el Honorable Senador señor Zaldívar.

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo subrayó que se trata de una atribución que supone gasto fiscal, de modo que debe ser el órgano ejecutivo, el Intendente, quien lo plantee.
Agregó que es una nueva obligación inexistente hasta hora, por lo que sin duda constituye un avance que, por lo demás, inhibe la posibilidad de que los recursos auto asignados por parte del Core sean exagerados.  

Puesto en votación el artículo 43 bis del número 26), fue aprobado por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Novoa, y se abstuvo el Honorable Senador señor Zaldívar.

Número 29)

Este numeral deroga el Párrafo 4º del Capítulo III del Título Segundo (relativo al Consejo Económico y Social Provincial), y los artículos 48 a 60 que lo integran.

Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Número 32)

Agrega, en el artículo 63), el siguiente inciso segundo nuevo:

“Para la aplicación de recursos destinados a ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, en conformidad a los ámbitos descritos en los artículos 17, 18 y 19; los ministerios y servicios públicos tendrán en consideración las proposiciones que formulen al efecto los gobiernos regionales, pudiendo comprender éstas criterios de elegibilidad, localización u otros. Estas proposiciones deberán ser remitidas por los gobiernos regionales, a través de las secretarías regionales ministeriales, a más tardar el 31 de diciembre de cada año.”.

Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Con todo, la Comisión acordó realizar una adecuación meramente formal, de la que se da cuenta en el capítulo de modificaciones de este informe.

Número 36)

Sustituye el artículo 68 por el siguiente:

“Artículo 68.- El Intendente, para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno regional, contará con la siguiente estructura organizacional:

a) Una División de Planificación y Desarrollo Regional, encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, sobre la base de procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades definidas por el gobierno regional. Asimismo, le corresponderá apoyar al intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos de carácter regional, y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración, que lo requieran;

b) Una División de Presupuesto e Inversión Regional, encargada de elaborar el proyecto de presupuesto de inversiones del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando al intendente en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar o financiar según los lineamientos y prioridades de los instrumentos de planificación regional, y 

c) Una División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.”.





El Honorable Senador señor Escalona cuestionó el empleo del vocablo “armónico” en la primera oración de la letra a) del artículo 68, por parecer innecesario. En el desarrollo territorial, señaló, no siempre existe armonía, pues suelen convivir realidades territoriales absolutamente distintas.





El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo explicó que la voz “armónico” sólo persigue ser indicativa de que el Gore debe procurar el desarrollo de todo su territorio de manera equilibrada, sin privilegiar exclusivamente los centros urbanos en desmedro de las zonas más aisladas. Por lo demás, hizo ver, la misma Constitución Política de la República, en su artículo 115, la recoge como una de los caracteres que debe cumplir el desarrollo territorial.

En relación con este artículo 68, debe consignarse que la Comisión acordó incorporar, si bien con enmiendas, el contenido del artículo 4° del proyecto de ley.





Dicho artículo 4°, de cuya discusión se da cuenta más adelante en el presente informe, regula la forma en que deben ser nombrados los jefes de división de los servicios administrativos regionales, estructura organizacional que precisamente el artículo 68 se encarga de desarrollar. 





El señor Villanueva explicó que el fundamento de este acuerdo de la Comisión es que en un mismo artículo deben quedar consignadas las divisiones y el estatuto de los jefes de las mismas. Éstos, entonces, serán seleccionados con arreglo a un sistema solamente análogo al de Alta Dirección Pública.





La señorita Lobos resaltó que en relación con el contenido original del artículo 4° del proyecto de ley, la redacción que se agrega al artículo 68 del número 36) del artículo 1° se encarga de aclarar que el cargo de jefe de división constituirá, para todos los efectos legales, segundo nivel jerárquico.





En consecuencia, el número 36) fue aprobado, con modificaciones acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 





Consecuencialmente, como se expresará en su oportunidad, el artículo 4° del proyecto de ley se dio por eliminado.

Número 37)

Agrega, continuación del artículo 68, un artículo 68 bis nuevo, el epígrafe que indica y los artículos 68 ter y 68 quáter, también nuevos. De ellos, sólo el artículo 68 ter es de competencia de la Comisión de Hacienda.

“Artículo 68 Ter.- El gobierno regional contará con un administrador regional, el que será colaborador directo del intendente, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se refieren tanto el artículo 68 como la letra e) del artículo 21 ter. 

Asimismo, el administrador regional ejercerá las facultades que el intendente le delegue, siendo aplicable para estos efectos lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, siempre que estén vinculadas con la naturaleza de su cargo. Con todo, no podrá delegarse la facultad de nombrar y remover a los funcionarios de su dependencia, el deber de velar por la observancia del principio de probidad administrativa dentro del gobierno regional ni la atribución de aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia.

El cargo de administrador no constituirá un nivel jerárquico dentro de la planta del personal del servicio administrativo del gobierno regional.”.

Previo a la discusión de este último artículo, el Honorable Senador señor Zaldívar quiso dar a conocer su parecer sobre el artículo 68 bis, que autoriza al Intendente para delegar los jefes de división determinadas funciones, con excepción de las que allí se indican. Se mostró, en particular, en desacuerdo con que el administrador regional pueda actuar como delegado del Intendente en las sesiones del Core. Tal práctica, estimó, puede redundar en un debilitamiento de la relevancia de dicho cuerpo.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo reiteró que en la práctica es bastante usual que el Intendente asista a la constitución de las sesiones del Core, para luego retirarse y dejar en su representación a un jefe de división.

En la nueva estructura que a partir del proyecto de ley se propone, además, el peso del Intendente dentro del Core disminuye, toda vez que no contará con derecho a voto, por ejemplo.

El Honorable Senador señor Escalona observó que, entonces, debiera expresarse que dicha representación opere en caso de ausencia del Intendente, pues indudablemente existen casos en los que su no asistencia esté plenamente justificada, por ejemplo si ha sido citado por el Presidente de la República o por el Ministro del Interior y Seguridad Pública por cometido funcionario.

El Honorable Senador señor Novoa recordó que el Intendente no tiene obligación de concurrir a las sesiones del Core. Si se quisiera innovar sobre la materia, no es el artículo 68 bis el lugar apropiado.

Previno, del mismo modo, que la figura del cometido funcionario no aplica si el Intendente se encuentra dentro de su región en otras tareas distintas a la de asistir al Core, por ejemplo inaugurando obras de inversión.

En relación con el artículo 68 ter, en tanto, el Honorable Senador señor Lagos hizo ver que si se analiza que los consejeros deberán pronunciarse sobre la propuesta de distribución de recursos formulada por el Intendente con base en marcos presupuestarios, para que este último decida sobre la inversión en proyectos específicos y, además, teniendo la facultad de hacerse representar en las sesiones del Core, pareciera que se trata de un vínculo más bien lejano y difuso. De mínima exigencia, sostuvo, sería que el Intendente tuviera obligación de asistir a las sesiones del Core.

El Honorable Senador señor Escalona observó que, al tenor del inciso tercero, la figura del administrador regional no queda bien perfilada, pues no constituirá nivel jerárquico dentro de la planta del personal del servicio administrativo del Gore y no será nombrado con arreglo al procedimiento del SADP. No obstante todo ello, podrá igualmente representar al Intendente en el Core.

El Honorable Senador señor Novoa consultó si podría asimilarse la figura del administrador regional con la del administrador municipal. Este último, indicó, ejerce efectivamente la administración y está dotado de reales atribuciones para llevarla a cabo. 

En lo concerniente a que no constituirá nivel jerárquico, apuntó que podría precisarse que lo sea sólo “para los efectos de esta ley”, si es que así pretende que opere.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó su impresión de que, en los términos planteados, el administrador regional será quien, en realidad, desempeñará, sin ostentar el cargo y con las excepciones que se establecen, las tareas que corresponden al Intendente. Podrá incluso, graficó, hacer la formulación presupuestaria, en la medida que le sea delegada la facultad. La amplitud de la delegación es tal, subrayó, que pareciera que va a exceder en su quehacer a los administradores municipales. 

Su nombramiento, yendo más lejos, podría inclusive suponer una contradicción a la voluntad del Presidente de la República, si el Intendente nombra un administrador que no se sujeta al perfil que tuvo en vista el Primer Mandatario al designar a aquél.    

La Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos, puso de manifiesto que el artículo 68 quáter (también propuesto en el número 37) del artículo 1° del proyecto de ley), prescribe que el administrador regional será de exclusiva confianza del Intendente. Si esto es así, la referencia a que no constituirá nivel jerárquico carece de sentido. Si de plano se expresa que será de exclusiva confianza, explicó, entonces ya no se le está adscribiendo al SADP, pues si bien los funcionarios nombrados conforme a este último sistema lo son, es con arreglo al mecanismo especial de selección previsto en la ley N° 19.882. 


En cuanto a la delegación de facultades al administrador regional, por su parte, acotó que la amplitud con que han sido concebidas en el proyecto de ley podría hacer aconsejable establecer alguna limitación, por ejemplo, en materia de inversiones regionales. 

El Honorable Senador señor Zaldívar juzgó razonable que el administrador regional esté habilitado para llevar a cabo la gestión administrativa del Gore, esto es, velar por el correcto funcionamiento de sus servicios. Otra cosa muy distinta, advirtió, es que se le pueda delegar  un rango de facultades tal que lo transforme, en los hechos, en el Intendente.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo precisó, en primer lugar, que el inciso final del artículo 68 ter tiene por objeto distinguir la situación del administrador regional de la de los jefes de división.

Puntualizó, asimismo, que efectivamente se trata de una figura que ha sido tomada de la experiencia de los administradores municipales, si bien el papel de estos últimos se ve en varios aspectos restringidos por la existencia de los directores de áreas, cuyas funciones se encuentran fijadas por ley. Estas restricciones, en cambio, se verán disminuidas para el administrador regional, quien deberá convivir solamente con tres jefes de división. 

Hizo hincapié en que, tal cual reza el inciso primero del artículo 68 ter, lo distintivo del rol del administrador regional es ser colaborador directo del Intendente, enfocado, resaltó, en la administración del Gore. Esto pues, en la práctica, lo que ocurre es que el Intendente se concentra esencialmente en labores de orden público.

Destacó, además, que al proponer el establecimiento de esta figura se ha tenido en cuenta también la experiencia de los Intendentes a lo largo de los años y de los diferentes Gobiernos que el país ha tenido. Allí la presencia de administradores regionales ha sido mayoritaria, siendo identificados como el funcionario de confianza de la máxima autoridad regional y como el encargado de coordinar las labores de las divisiones del Gore y con el Core.  

Finalmente, indicó que si no se ha previsto la aplicación del SADP para su nombramiento, es porque se ha querido que sea de exclusiva confianza del Intendente.

El Honorable Senador señor Lagos hizo ver que el hecho que sea de exclusiva confianza no inhibe la posibilidad de recurrir al SADP, que entrega un procedimiento cuyo mérito estriba, justamente, en proveer un mejor mecanismo de selección.

El Honorable Senador señor Novoa estimó conveniente para el Gore que exista un administrador regional, toda vez que el Intendente cumple una función política que, al menos en varios casos, es bastante absorbente. Qué tan amplias deben ser las facultades que le puedan ser delegadas, sí es un asunto que puede ser revisado.

Del mismo modo, consignó que si se considera que los Intendentes, a veces incluso dentro de un mismo Gobierno y por distintas razones, cambian con cierta frecuencia, es razonable analizar la conveniencia de que los administradores regionales sean nombrados mediante SADP. Si a diferencia de lo que ocurra con los Intendentes, los administradores se mantuvieran por mayor tiempo en sus cargos, podrían contribuir a contar con una administración regional más estable.    

El Honorable Senador señor Escalona advirtió sobre el riesgo de que, con esta nueva regulación, se esté en realidad desmedrando la posición del Intendente. Si el administrador regional llega a gozar de un cúmulo de facultades, como sería ahora posible, la imagen política que se proyectaría es que es él quien manda y que el Intendente es más bien una figura decorativa.

Con posterioridad al debate precedentemente reseñado, el asesor del Subdirección de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Villanueva, dio a conocer que fruto de las conversaciones sostenidas con los asesores de los señores senadores de oposición, se ha acordado la supresión de los incisos segundo y tercero del artículo 68 ter aprobado en general por el Senado. Ante los cuestionamientos realizados al hecho de que el intendente pudiera delegar tantas facultades en el administrador regional, sostuvo, se ha preferido solamente expresar que se trata de un cargo de exclusiva confianza del intendente, y que no constituye nivel jerárquico. De esta forma, el contenido del artículo 68 quáter se incorpora como inciso segundo del artículo 68 ter.

Puesto en votación el artículo 68 ter del número 37), fue aprobado con diversas modificaciones, de las que se da cuenta en el capítulo pertinente del presente informe. Así lo acordó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Con la misma votación se dio por eliminado el artículo 68 quáter y se realizaron, consecuencialmente, enmiendas en el encabezado del número 37).

Número 38)

Introduce dos modificaciones al artículo 69, que detalla la composición del patrimonio del gobierno regional. La letra b) es de competencia de la Comisión.

Letra b)

Introduce una nueva letra i), pasando la actual letra i) a ser nuevo literal j): 

“i Los ingresos provenientes de patentes mineras, patentes acuícolas y de casinos en la proporción que la ley respectiva establezca, y”.

El  señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo afirmó que el presente literal constituye una adecuación, ya recogida en las leyes especiales pertinentes, que incorpora dentro del patrimonio del Gore los ingresos provenientes de las patentes a que hace mención. 

La letra b) del número 38) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Novoa. 

Con todo, la Comisión acordó la realización de una adecuación meramente formal, de la que se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe.

Número 39)

Modifica el artículo 71, relativo al anteproyecto regional de inversiones, de la siguiente forma:

La letra a) intercala en el inciso primero, a continuación de la palabra “regional” la primera vez que aparece, la expresión “, los planes de desarrollo comunales vigentes”, precedida de una coma (,).

La letra b) agrega, también en el inciso primero, a continuación del punto aparte que sigue a la palabra “correspondiente”, la siguiente oración: “Asimismo, durante el mes de mayo de cada año, los gobiernos regionales remitirán a las municipalidades de la región respectiva una propuesta inicial de anteproyecto regional de inversiones, con el fin que éstas puedan, dentro de los quince días posteriores a su recepción, formular observaciones.”

La letra c), en fin, intercala en el inciso tercero, entre la coma (,) que sigue a la palabra “señalado”, y la expresión “éste”, la oración “y previa aprobación por parte del consejo según lo dispuesto en la letra o) del artículo 36),”.

El número 39) fue aprobado, con enmiendas  formales acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Novoa. 

Número 40)

Modifica, mediante cuatro literales, el artículo 73, que establece los programas que deberá contener el presupuesto del gobierno regional. La letra a) es de competencia de la Comisión de Hacienda:

Letra a)

Agrega en la letra b) del inciso primero, relativa a un programa de inversión regional y que autoriza a los Gores a constituir un Fondo de Inversión Metropolitana, a continuación de “Metropolitana” y precedida de una coma (,), la siguiente oración: “, el cual podrá incluir recursos provenientes de las distintas fuentes consideradas en el presente literal”.

El Honorable Senador señor Escalona precisó que si bien en la actualidad existe sólo un área Metropolitana en el país –la de la Región Metropolitana-, en el futuro los Gore podrán crear otras. Por ejemplo, en el Gran Concepción o en el eje Coquimbo-La Serena.

La letra a) del número 40) fue aprobada, con  enmiendas formales acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Novoa. 

Número 41)

Reemplaza el artículo 78 por el siguiente: 

“Artículo 78.- Corresponderá al intendente resolver la inversión de los recursos que se asignen a la región, según lo dispuesto en los artículos 76 y 77 de esta Ley, de acuerdo al presupuesto aprobado por el consejo regional.

La inversión de dichos recursos deberá ajustarse a los criterios de priorización que, para tal efecto, se incorporarán en el presupuesto regional siguiendo el mismo procedimiento de aprobación de éste.

El intendente someterá a la aprobación del consejo regional la propuesta de presupuesto regional el primer día hábil de diciembre del año anterior a aquél en que deba regir.

Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y requerimientos de información necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y su congruencia con las normas presupuestarias nacionales.”.

El Honorable Senador señor Lagos preguntó si, en virtud del contenido del inciso segundo del artículo 78, debe entenderse que el Intendente debe volver al Core para poder determinar la inversión de los recursos, cuestión que, de acuerdo con el inciso primero, es de su competencia.


El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo explicó que lo que el inciso segundo hace es una remisión a la etapa de aprobación del presupuesto regional, en la que ya han sido establecidos determinados criterios de priorización. A éstos deberá, entonces, sujetarse el Intendente al resolver sobre la inversión de los recursos.





En una siguiente sesión celebrada por la Comisión, dio a conocer que conversaciones sostenidas entre representantes del Ejecutivo y de los señores senadores de oposición, han permitido dar con una redacción para este artículo 78 que permite resolver las dudas que respecto de la inversión de los recursos regionales se han planteado.

Al efecto, el ​​​​​​​​​​​​asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Osvaldo Henríquez, expuso que se está en presencia de los programas de inversión sectorial de asignación regional (ISAR), que, como su nombre lo dice, corresponden a presupuestos sectoriales aprobados por el Gore que nunca salen del presupuesto del respectivo sector. 

En este caso, la atribución del Intendente para resolver la inversión de los recursos es en función de los marcos presupuestarios aprobados por el Core, lo que remite en forma inmediata al artículo 36, letra e), de la ley N° 19.175, que establece la facultad de dicho consejo para resolver la distribución de los recursos del FNDR, de los ISAR y de los obtenidos por aplicación del artículo 19 N° 20 de la Constitución Política, justamente conforme a ítemes o marcos presupuestarios.





De este modo, prosiguió, queda claro que la atribución del Intendente para asignar recursos deberá ejercerse con arreglo a lo aprobado por el Core, y que dentro del proceso de la inversión pública regional, se encargó de enfatizar, no existe otra inversión que el Intendente pueda asignar con libre disposición.





La Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos, añadió que la duda había surgido, también, en relación a lo dispuesto en el artículo 16), letra c), de la ya citada ley, que faculta al Gore para decidir la destinación a proyectos específicos de los recursos de los ISAR que contemple anualmente la ley de presupuestos. 





El Honorable Senador señor Novoa expresó que, de acuerdo con lo explicado, debe entenderse que la atribución que el artículo 78 entrega al Intendente para resolver la inversión de los recursos, se refiere a los que hayan sido determinados previamente por el Core de acuerdo con el aludido artículo 36, letra e).





La señorita Lobos agregó que es esa precisamente la razón por la que la referencia que el nuevo artículo 78 aprobado en general por la Sala del Senado realiza a los artículos 76 y 77, debe ser sustituida por otra al artículo 36, letra e). Esta última disposición, subrayó, es más extensa que aquellas dos, pues abarca todas las formas de financiamiento posibles que pueden alimentar el presupuesto. 

El Honorable Senador señor Novoa consignó que con la nueva remisión que se propone, la referencia a los ISAR queda bastante amplia. Por consiguiente, si en el futuro la forma en que esos programas son determinados fuera objeto de modificaciones, cabría incluso la posibilidad de que el Intendente pudiera disponer enteramente de su asignación.
El señor Henríquez explicó que, en rigor, el procedimiento de los ISAR considera que el respectivo sector entregue al Core una cartera con un marco presupuestario definido, para que éste preste su aprobación. Ese marco, recalcó, no lo determina el Core, sino el sector. Así, cualquier decisión que con posterioridad adopte el Intendente debe en todo caso ceñirse a ese marco previamente fijado.

Si eventualmente más adelante se modificara este procedimiento, tendría que ser en el sentido que fuera el Core, y ya no el pertinente sector, el que definiera los marcos presupuestarios.

Puesto en votación el artículo 78) del número 41), fue aprobado con las modificaciones que se indicarán en el capítulo de modificaciones de este informe. Así lo acordó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Número 43)

Introduce, mediante 3 literales enmiendas en el artículo 81, relativo a los convenios de programación. Las letras a) y c) son de competencia de la Comisión:

Letra a)

Reemplaza, en el inciso primero, el guarismo “104” por “115” (es decir, adecua la referencia que debe hacerse al artículo 115 de la Carta Fundamental), y la frase “uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios” por la expresión “gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades”.

Letra c)

Intercala el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser nuevo inciso cuarto: 

“El cumplimiento de los convenios de programación será íntegramente obligatorio para todas las partes celebrantes. En caso de tener carácter plurianual, cada una de ellas deberá contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de todos los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.”.

La letra a) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Novoa. 





En relación con la letra c), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos, advirtió sobre la complejidad de que, por la vía del carácter plurianual del convenio, se estaría transformando en gasto permanente para efectos presupuestarios, pues se estará estableciendo la obligación de incluirlo en la ley de presupuestos del sector público. De acuerdo con la redacción propuesta, ahondó, el Congreso no podría limitar un gasto comprometido en un convenio plurianual.





El Honorable Senador señor Novoa añadió que parece un tanto excesivo que hasta los convenios puedan determinar la formulación de la ley de presupuestos. Sin duda deben ser considerados, pero es cuestionable que deban ser perentorios. 





La señorita Lobos planteó que respecto de los convenios de programación debiese, entonces, contemplarse una salvaguardia similar a la que para los convenios mandato considera el inciso segundo del artículo 81 ter, que el número 44) del artículo 1°, del que seguidamente se da cuenta, propone agregar en la ley N° 19.175. Allí se especifica que el nivel de cumplimiento exigible de los convenios estará supeditado al monto de los recursos que anualmente consulte la ley de presupuestos.

En la siguiente seión celebrada por la Comisión, el asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, expuso que tras conversaciones sostenidas con los representantes de los señores senadores de oposición, se ha convenido en supeditar el nivel de cumplimiento exigible a los montos previstos en la ley de presupuestos del sector público. Se replica, de este modo, respecto de los convenios de programación lo que el proyecto de ley ya había considerado para los convenios mandato.

Puesta en votación la letra c) del número 43), fue aprobada con las modificaciones que se indicarán en el capítulo pertinente. Así lo acordó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 





Con igual unanimidad, y con asilo en la misma disposición reglamentaria, la Comisión acordó agregar una letra d), nueva al número 43), que perfecciona la redacción de la oración final del inciso tercero, que pasa a ser cuarto, del artículo 81 de la ley N° 19.175.

Número 44)

Incorpora, a continuación del artículo 81, los siguientes artículos 81 bis y 81 ter, nuevos:

“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, de carácter plurianual; destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo.

Artículo 81 ter.- Los gobiernos regionales podrán, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley Nº 18.091, que Establece Normas Complementarias de Incidencia Presupuestaria y de Administración Financiera; suscribir convenios mandato con ministerios y servicios públicos y otros órganos de la administración del Estado, así como también con asociaciones de municipalidades.

Dichos convenios serán obligatorios para las partes contratantes. En caso de tener carácter plurianual, aquellas deberán contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción del convenio. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público consulte para el respectivo ítem de gasto.

Con todo, gobiernos regionales, ministerios, servicios públicos y asociaciones de municipalidades deberán dar prioridad, dentro de su cartera de proyectos, a la ejecución de iniciativas suscritas en virtud de lo dispuesto en el presente artículo, en consideración a la fecha de suscripción de los actos respectivos.”.

El artículo 81 bis fue aprobado con enmiendas aprobadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Así lo acordó la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Novoa. 

En relación con el artículo 81 ter, el Honorable Senador señor Escalona reparó en que el inciso segundo ordena que las partes contratantes “deberán contemplar” en la formulación de los presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente. En consonancia con lo que se discutió al analizar el número 43) precedente del artículo 1°, sostuvo, lo apropiado sería consagrar que la estimación de esos recursos se tendrá en consideración o se hará presente al momento de la formulación, y no que se establezca que imperativamente  los recursos deberán ser contemplados. 

Subsanar esta discordancia, añadió, es necesario para resguardar el rol que al Congreso Nacional cabe en la aprobación anual del presupuesto de la Nación. Del mismo modo, supone asegurar un debido recaudo para que en Chile no acontezca algo similar a lo que ha ocurrido en otros países, donde los compromisos de gastos asumidos por las regiones o provincias presionan de manera tal al presupuesto nacional, que ponen en riesgo las bases mismas de la responsabilidad y el equilibrio fiscal.  

   El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo discrepó de la aprensión manifestada, fundado en que el deber que se establece en el inciso segundo es para las partes que suscriben los convenios (Gores con ministerios, servicios públicos y otros órganos de la administración del Estado), y no está referido al proyecto de ley de presupuestos que conoce el Congreso.

Agregó que el éxito de los convenios mandato, que dicho sea de paso se regulan por vez primera en la ley, pasa porque sean obligatorios. Esta cualidad, empero, se pierde si con posterioridad a su aprobación son dejados sin efecto por una autoridad en el nivel central.

El Honorable Senador señor Novoa estimó razonable que si las partes suscriben un convenio mandato, se encuentren obligadas a contemplar los gastos previstos en la formulación de sus respectivos presupuestos. Otra cosa es que deba existir una salvaguardia, que en el caso del inciso segundo del artículo 81 ter se encuentra en su oración final, que sujete el nivel de cumplimiento exigible al monto de recursos que anualmente la ley de presupuestos consulte para el respectivo ítem. Al efecto, sugirió sustituir el vocablo “consulte” por “haya aprobado”. De este modo es posible cautelar, al mismo tiempo, las obligaciones y atribuciones de los suscriptores de los convenios, por una parte, y del Congreso Nacional, por otra.

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo explicó que el objetivo de la normativa en cuestión es, precisamente, el que precedentemente se ha señalado: los convenios, sean de programación o mandato, son obligatorios para el Gore, los municipios y los ministerios, con una sola excepción: que la ley de presupuestos aprobada por el Congreso no considere esos recursos. 

El Honorable Senador señor Lagos acotó que otra salvaguardia es la que contiene el inciso tercero del artículo 81 ter, que establece el deber de dar prioridad a determinadas iniciativas, es decir, de reasignar recursos.  

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo añadió que el inciso tercero servirá, además, para los casos en que los convenios de programación van quedando pospuestos entre las inversiones propias de los ministerios

La Comisión estuvo de acuerdo en aprobar el artículo 81 ter con la enmienda sugerida por el Honorable Senador señor Novoa, y en realizar otras enmiendas formales.

En consecuencia, el artículo 81 ter fue aprobado, con modificaciones acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Novoa. 

 Asimismo, la Comisión acordó introducir una adecuación meramente formal en el encabezado del número 44), de la que se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe.

Artículo 3°





Es del siguiente tenor literal:

“Artículo 3º.- El secretario ejecutivo a que hace referencia el artículo 43 de la Ley Nº 19.175, será seleccionado mediante concurso público.

Será nombrado por el intendente, con acuerdo del consejo regional, entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la Ley Nº 19.882. El consejo regional deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.

La administración de este proceso le corresponderá al Consejo de Alta Dirección Pública. Con todo, el financiamiento del mismo será de cargo del gobierno regional respectivo.

El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar la función señalada en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento con acuerdo del consejo regional.

En cada una de las plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, el cargo de secretario ejecutivo tendrá asignado un grado equivalente al de los jefes de división de aquéllos.”.




Ante una consulta de Honorable Senador señor Escalona, el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo explicó que, jurídicamente, debe hablarse de nombramiento del secretario ejecutivo, cargo completamente distinto al del administrador regional.





La Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos, hizo ver que si el secretario ejecutivo se rige por las normas del SADP, será de exclusiva confianza de la autoridad que lo nombra, es decir, el Intendente.





Reparó, asimismo, en que la redacción propuesta no aclara si el SADP regirá sólo para efectos del nombramiento o, por el contrario, será enteramente aplicable a la figura del secretario ejecutivo.





El Honorable Senador señor Novoa agregó que esta redacción no resulta del todo coincidente con la del artículo 43 de la ley N° 19.175, que el número 25) del artículo 1° del presente proyecto de ley modifica.





La Comisión tuvo en consideración que el contenido de este artículo 3° debe situarse, en realidad, en el número 25) del artículo 1° del proyecto de ley, que modifica justamente el artículo 43 de la ley N° 19.175. Así se hizo presente, cabe recordar, al momento de la aprobación con enmiendas de dicho numeral 25), que, como se dará cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe, fue objeto de una nueva redacción.





En consecuencia, el artículo 3° del proyecto de ley se dio por rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Artículo 4°





Textualmente, prescribe:

“Artículo 4º.- Los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante un concurso público.

Dichos funcionarios serán nombrados por el intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la Ley Nº 19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.

La administración de este proceso le corresponderá al Consejo de Alta Dirección Pública. Con todo, el financiamiento del mismo será de cargo del gobierno regional respectivo.

El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar la función señalada en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.”.





El Honorable Senador señor Novoa formuló un llamado a revisar la redacción de este artículo. Refirió, a modo de ejemplo, las palabras “Con todo” en la segunda oración del inciso tercero, que pueden llevar al equívoco de entender que el financiamiento del concurso corresponde a la Alta Dirección Pública y sólo en este caso se está haciendo una excepción, cuestión que, como se sabe, no es así.

La Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos, reiteró, respecto de este artículo, la aprensión sobre si debe entenderse que el SADP regirá sólo para efectos del nombramiento o, por el contrario, será enteramente aplicable a la figura de los jefes de división.

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo puntualizó que para los jefes de división se ha previsto que las reglas del SADP operen sólo al momento del nombramiento. 

El Honorable Senador señor Novoa indicó que, a su entender, el cargo de jefe de división debiera ser de Alta Dirección Pública para todo efecto.

La Comisión tuvo en consideración que el contenido de este artículo 4° debe situarse, en realidad, en el número 36) del artículo 1° del proyecto de ley, que reemplaza el artículo 68 de la ley N° 19.175. Así se hizo presente, cabe recordar, al momento de la aprobación de dicho numeral 36), que, como se dará cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe, fue objeto de enmiendas.





En consecuencia, el artículo 4° del proyecto de ley se dio por rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Artículo 5°

Prescribe que los funcionarios de los servicios administrativos de los gobiernos regionales no podrán ser designados en comisión de servicio, a las que se refiere el artículo 75 de la ley Nº 18.834; a ministerios, servicios públicos o municipalidades.

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo expuso que es de ordinaria ocurrencia que funcionarios soliciten esta designación en comisión de servicio, que genera una rotación de personal que en esta ocasión se quiere evitar.

La Comisión tuvo en consideración que el contenido de este artículo 5° debe situarse, en realidad, en el número 15) del artículo 1° del proyecto de ley, que modifica el artículo 27 de la ley N° 19.175 (que aborda precisamente materias funcionarias del personal de los servicios administrativos del Gore). 

En tal entendido, la Comisión aprobó dicho número 15) del artículo 1°, con enmiendas acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. De ellas se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe. 





Consecuencialmente, se dio por rechazado  el artículo 5° del proyecto de ley.

Ambos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Artículo 7°

Introduce, mediante dos numerales, modificaciones a la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

El número 1) agrega los siguientes artículos 8º bis y 8º ter nuevos: 

“Artículo 8º bis.- A iniciativa de los gobiernos regionales podrán celebrarse convenios formales anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales y municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.

La ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios. 

Dichos convenios de programación definirán las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que disponen realizar dentro de un plazo determinado. Deberán especificar el o los proyectos sobre los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes, las metas por cumplir, los procedimientos de evaluación y las normas de revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que permitan reasignar recursos entre proyectos. 

A los convenios de programación se podrán incorporar otras entidades públicas o privadas, nacionales o regionales, cuyo concurso o aporte se estime necesario para la mayor eficiencia en su ejecución.

El cumplimiento de los convenios de programación será obligatorio para todas las partes celebrantes. En caso de tener carácter plurianual, cada una de aquellas deberá contemplar en sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.

Los convenios a que se refiere este artículo deberán ser sancionados mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula establecida en el artículo 70 del decreto Ley Nº 1.263, de 1975. Los proyectos que se incluyan en dichos convenios deberán cumplir con lo establecido en el artículo 19 bis del decreto ley Nº 1.263, de 1975.

Artículo 8º ter.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades, de carácter plurianual; destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo.”.

El número 2), en tanto, reemplaza, en la parte inicial del literal i) del artículo 65, el verbo “Celebrar” por la oración “Suscribir los convenios de programación a que se refieren los artículos 8º bis y 8º ter y celebrar”.”.

En relación con el artículo 8° bis, el Honorable Senador señor Novoa observó que su redacción debe ser revisada. A modo de ejemplo, llamó la atención sobre que se está en presencia de convenios entre Gores y municipalidades. Estos últimos cuentan con ingresos propios, por lo que no es tan claro que deban, esos convenios, ser financiados con el presupuesto fiscal.

El inciso quinto, por otra parte, alude al deber de contemplar, en el caso de convenios de programación plurianuales, la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de su suscripción. Más que la estimación de los recursos, opinó, debieran ser los gastos los que se contemplen.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Villanueva reseñó que la reforma constitucional del año 2009 incorporó, respecto de los convenios de programación, dos asuntos: su  exigibilidad y la facultad de los municipios para suscribirlos. El objetivo del artículo 7° del proyecto de ley es que ambos queden debidamente consagrados en la ley orgánica constitucional de municipalidades.

Debe quedar establecido, además, que estos convenios serán obligatorios para las municipalidades y, ya que son autónomas administrativa y financieramente, que tendrán la obligación de contemplar en sus presupuestos los recursos que se han comprometido a aportar.

El número 1), con sus artículos 8° bis y 8° ter, fue aprobado, con modificaciones acordadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Con la misma unanimidad fue aprobado el número 2) del artículo 7°.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Segundo





Textualmente, dispone:

“Artículo Segundo.- Los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos de jefe de división, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.

Para estos efectos, quienes a dicha fecha se desempeñen como Jefes de División de Análisis y Control de Gestión, continuarán realizando sus labores funcionarias como Jefes de División de Presupuesto e Inversión Regional.”.





La Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos, advirtió que, conforme a esta redacción, podría entenderse que los jefes de división sí se encontrarían adscritos al SADP, pues se les respetaría la normativa aplicable hasta que cesen en el cargo. Si así fuese, podría estarse en presencia de una contradicción con el contenido del artículo 4° del proyecto de ley.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Villanueva, señaló que este artículo constituye una norma de resguardo para los actuales jefes de división de los Gore, quienes han sido designados por el respectivo Intendente sin que mediara un concurso análogo a los de la Alta Dirección Pública. Seguirán, conforme al inciso primero, desempeñando sus funciones sin ninguna modificación. 




Con arreglo al inciso segundo, en tanto, se refrenda que ante el cambio de denominación de una de las divisiones, quienes allí ejercen como jefes no verán variada su función. La finalidad, indicó, es que no existan dudas interpretativas.





Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Artículo Tercero

Establece que las personas que, a la fecha de publicación de la ley que el presente proyecto propone, se encuentren desempeñando la función de secretario ejecutivo del consejo regional, proseguirán desempeñándola en similares condiciones, debiendo llamarse a concurso cuando cese en ella por cualquier causa. 

El señor Villanueva afirmó que, respecto de los secretarios ejecutivos de los Cores, este artículo tiene idéntico objetivo que el del artículo segundo transitorio. 

Dichos personeros, explicó, se rigen en la actualidad por el Código del Trabajo. En mérito de la iniciativa de ley en estudio, en cambio, pasarán a ser funcionarios bajo régimen de carácter estatutario.

Propuso, al efecto, que se exprese en la redacción que continuarán desempeñando sus funciones en iguales, y no similares, condiciones, de manera que quede claro que no habrá cambios mientras no cesen en el cargo.

El artículo tercero transitorio fue aprobado, con una modificación acordada en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Artículo Cuarto





Es del siguiente tenor:

“Artículo Cuarto.- Concédese al Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, la facultad de dictar uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los cuales podrán modificar las plantas de personal de cada uno de los servicios administrativos de los gobiernos regionales en el siguiente sentido:

a) Crear el cargo de administrador regional, el cual se insertará dentro del acápite “Directivo – Cargo de Exclusiva Confianza”, asignándosele grado 3.

b) Establecer que para desempeñar los cargos de exclusiva confianza, se requerirá acreditar una experiencia profesional no inferior a 5 años.”.





Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. 

Artículo Quinto

Literalmente, prescribe lo siguiente:

“Artículo Quinto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el presente año, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 463.362 miles y se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.


La Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de CIEPLAN, señorita Macarena Lobos, advirtió que el último informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, de 12 de diciembre de 2013 y del que se da cuenta más adelante en el presente informe, no contiene una cifra actualizada del monto expresado en el artículo quinto transitorio.


Por otra parte, el Honorable Senador señor Novoa señaló que si bien es compatible la proyección del gasto total que en régimen irrogaría el proyecto de ley, con la existencia de un tope máximo de gasto como el que la disposición transitoria en estudio contiene, resta por saber si es ese realmente el propósito que se persigue.


El Honorable Senador señor Escalona consignó que, efectivamente, es muy alta la diferencia entre el total de gasto fiscal contemplado ($1.821.236 miles) y el límite que se fija como gasto para el primer año ($463.362 miles). La puesta en marcha de cualquier iniciativa de este tipo, razonó, suele involucrar importantes desembolsos. 


La señorita Lobos reparó en que el primer informe financiero emitido por la Dirección de Presupuestos, de 15 de septiembre de 2011, consideraba un mayor gasto fiscal por $1.614.049 miles. Actualizada esa cifra, asciende a los aludidos $1.821.236 miles del último informe. El tope expresado en el artículo, por otra parte, probablemente guarda relación con el máximo que se autoriza a gastar en las plantas.


Hizo ver, además, que mientras el artículo transitorio carga el mayor gasto fiscal exclusivamente al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el último informe financiero agrega la opción de obtener suplementos desde la partida presupuestaria correspondiente al Tesoro Público. 


Del mismo modo, llamó la atención sobre que el citado primer informe financiero contemplaba recursos para la incorporación al SADP de los tres cargos de jefe de división de los Gobiernos Regionales (con un mayor gasto de $677.446 miles, por asignación de Alta Dirección Pública). A lo largo de la discusión del proyecto de ley en el trámite seguido en la Comisión de Hacienda y en las enmiendas acordadas introducir con el Ejecutivo, por el contrario, ha quedado claro y enfáticamente se ha afirmado que dichos funcionarios no van a formar parte de ese sistema ni, en caso, alguno, percibirán esa asignación. Tal incongruencia, sostuvo, instala la duda sobre si se había previsto o no financiamiento para adscribirlos al SADP. 


El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo manifestó que no deben existir dudas de que los jefes de división no van a formar parte del SADP. 


Hizo referencia, sobre el particular, a que en las etapas de elaboración del proyecto de ley previas a su tramitación legislativa, efectivamente existieron al interior del Ejecutivo discusiones sobre si adscribirlos o no a dicho sistema. La cuestión, sin embargo, se zanjó cuando, de manera inequívoca, se optó porque no lo fueran. 


Que el primer informe financiero elaborado hace ya más de dos años contemple financiamiento para esos fines, entonces, debe obedecer a un error.


El Honorable Senador señor Novoa observó que si el mayor gasto fiscal del segundo informe financiero es, en realidad, la suma actualizada del primer informe, quiere decir que la asignación de Alta Dirección Pública se mantiene en la proyección de gastos. Se hace necesario, entonces, un nuevo informe financiero que rectifique y aclare esta confusión.


Puesto en votación el artículo quinto transitorio, fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.


Enseguida, a raíz del precedente debate, la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó dejar expresa constancia de lo siguiente:


Haber advertido la inconsistencia entre los informes financieros acompañados por la Dirección de Presupuestos, por una parte, y el contenido del proyecto de ley, por otra, respecto de la aplicación del Sistema de Alta Dirección Pública a los jefes de división de los Gobiernos Regionales. Mientras los primeros consideran la incorporación de dichos funcionarios al Sistema y el pago de una asignación, la iniciativa de ley no lo hace, y solamente prevé que sean nombrados mediante un procedimiento análogo que no implica, en caso alguno, su adscripción a aquél.  


En atención a las argumentaciones desarrolladas por el Ejecutivo, la Comisión prestó su aprobación a lo que el proyecto de ley, y no los informes financieros, dispone en relación con el nombramiento de los jefes de servicios en su articulado permanente. 


En ese entendido, sin embargo, corresponde al Ejecutivo ocuparse de la elaboración de un informe financiero que se avenga de manera precisa con la incidencia, para la administración financiera y presupuestaria del Estado, del proyecto de ley en su oportunidad despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y por la Sala del Senado, y en esta ocasión por la Comisión de Hacienda.


Si, por el contrario, en ejercicio de sus atribuciones opta finalmente el Ejecutivo porque los jefes de servicios formen parte de la Alta Dirección Pública, deberá, en las etapas subsiguientes de tramitación del proyecto de ley, formular las indicaciones, con sus respectivos informes financieros, que sean conducentes.


Finalmente, el Honorable Senador señor Kuschel dio a conocer su preocupación por el riesgo de que, a raíz de las enmiendas que en virtud del proyecto de ley se están introduciendo, tenga lugar un aumento en el endeudamiento de los Gores, en primer lugar, y de los municipios y servicios de salud, en segundo término.


Las tan anheladas descentralización y regionalización, razonó, deben verificarse dentro de un orden presupuestario armónico que no haga recaer toda la presión en el Gobierno Central.


El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo afirmó que no existe tal riesgo, toda vez que el proyecto de ley no prevé normas que signifiquen una descentralización fiscal. En efecto, graficó, el control presupuestario permanecerá en manos del Ministerio de Hacienda y los presupuestos regionales seguirán siendo aprobados por el Congreso Nacional.


Con todo, debe hacerse presente que la legislación vigente ya contempla un mecanismo que permite al Core la aprobación de proyectos que deben ser financiados en el futuro. Lamentablemente, se ha prestado en alguna ocasión para un mal uso político que ha significado la aprobación de proyectos muy por sobre el presupuesto regional que, desde luego, han repercutido en el nivel central.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 15 de septiembre de 2011, señala lo siguiente:

I Antecedentes.

El proyecto de ley tiene como objetivo principal profundizar la regionalización del país mediante una serie de acciones que permitan fortalecer la autonomía de las regiones, lo cual comprende un aumento de las funciones y atribuciones de los gobiernos regionales, lo que les permitirá asimismo fortalecer aún más su capacidad de gestión.

A partir de la publicación en el diario oficial, el 28 de octubre de 2009, de la reforma constitucional en materias de gobierno y administración regional (Ley N°20.390), se hace necesario adecuar el texto de la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional (LOC GAR) a las modificaciones aprobadas.

Entre las diversas modificaciones destacan aquellas que aumentan las funciones de los gobiernos regionales en el ámbito del ordenamiento territorial, fomento productivo, desarrollo social y cultural; y aquellas que aumentan sus atribuciones respecto a diseñar, elaborar, aprobar e implementar políticas, planes y programas dentro de su territorio.

Respecto de la estructura organizacional de los Gobiernos Regionales, el proyecto de ley propone modificar su estructura administrativa a objeto de solucionar un vacío existente desde la aprobación de la Ley N° 20.035, estableciéndose formalmente la existencia de 3 divisiones en los gobiernos regionales. Además se propone, entre otras modificaciones, que cada gobierno regional cuente con un administrador regional, el que será colaborador directo del intendente, de su exclusiva confianza, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones. Asimismo se propone la concursabilidad para las jefaturas de división y de la secretaría ejecutiva del consejo regional. Esta última se incorpora a las plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales.

El proyecto propone adecuar la normativa regional a las nuevas normas constitucionales sobre convenios de programación, incluyendo otros actores como Municipalidades y entidades públicas o privadas en la suscripción de convenios, además de crear la modalidad de convenio territorial e incorporar normas para materializar su obligatoriedad.

Se dispone finalmente que los ingresos provenientes de patentes mineras, patentes de acuicultura y de casinos formen parte del patrimonio del Gobierno Regional; y que el Presidente del Consejo Regional, elegido de entre los consejeros regionales, disponga de gastos de representaci6n y recursos necesarios para el ejercicio de sus competencias, en el presupuesto del Gobierno Regional.

II Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La aplicación del proyecto de ley genera mayores gastos por $1.614.049 miles, $1.389.799 miles constituyen gastos recurrentes y $224.250 miles son por una vez para la adquisición de equipamiento (computadores y mobiliario para 15 nuevos cargos correspondientes a administradores regionales) y para Ilevar a cabo el proceso de selección de cuatro cargos por región, sistema homólogo al de Alta Dirección Pública.

El detalle es el siguiente:

1. Creación del cargo de Administrador Regional, modifica la planta de cada uno de los gobiernos regionales, incorporando un directivo profesional grado 3. Esta modificación genera un mayor gasto fiscal por $ 611.141 miles, de los cuales $596.891 miles constituyen gastos recurrentes y $14.250 miles es gasto por una vez en equipamiento (computadores y mobiliario para 15 nuevos administradores regionales).









Miles de $

Gastos Recurrentes (1)




596.891

Personal






569.891

Operación






 27.000

Gastos Equipamiento (2)




 14.250

TOTAL (1+2)





611.141

2. Incorporación al Sistema de Alta Dirección Pública de los tres cargos de jefe de división de los Gobiernos Regionales. El mayor gasto asciende a $ 677.446 miles, producto de la aplicación en este caso de una asignación de Alta Dirección Pública.

3. Incorporación a la planta de cada uno de los gobiernos regionales del cargo de Secretario Ejecutivo del Consejo Regional. El mayor gasto asciende a $115.461 miles, correspondientes al diferencial de sueldos equivalente a $25.135 miles y gastos asociados $90.326 miles, como resultado del cambio en la calidad de contrato: planta versus Código del Trabajo.

4. Gastos de representación para el Presidente del Consejo Regional. Este gasto se financia con reasignación de los gastos en Representación que por el mismo concepto estaban destinados al Sr. Intendente, gastos asociados a su rol como Presidente del Consejo.

5. Gastos de administración para la selección de cargos incorporados al sistema homólogo de Alta Dirección Pública por un total de $210.000 miles. Se financia con cargo a los gastos en bienes y servicios de los Gobiernos Regionales.

El mayor gasto fiscal se financiará con cargo a los recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio del Interior y, en lo que no alcanzare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público 50-01-03-24-03-104.


Posteriormente, con fecha 29 de agosto de 2012, la Dirección de Presupuestos emitió el siguiente un Informe Financiero que acompañó a indicaciones presentadas durante la tramitación del proyecto de ley:
I.- Antecedentes

El Proyecto de Ley en referencia modifica la Ley N°19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, profundizando la regionalización del país. Las indicaciones incorporan, entre otras disposiciones, la posibilidad de que el Consejo Regional solicite el traspaso de competencias sin que se requiera proposición del órgano Ejecutivo, la facultad de los Consejeros Regionales, por el solo hecho de asumir tales funciones, de afiliarse al Sistema de Pensiones, de Vejez, de Invalidez y de Sobrevivencia de acuerdo a lo establecido en el Decreto Ley N°3.500 y la sujeción de los Consejeros Regionales al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la Ley N°16.744.

II.- Efecto de las Indicaciones en el Presupuesto del Gobierno Central

Las indicaciones formuladas, en particular la relacionada al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la Ley N°16.744, implican un mayor gasto fiscal anual en régimen de $48.050 miles. Dicho gasto, durante el primer año de vigencia de la Ley, se financiará con cargo a los presupuestos de funcionamiento de los Gobiernos Regionales y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. Para los años siguientes, se financiará con los recursos que se consulten anualmente en los respectivos presupuestos.

Este mayor gasto es adicional al establecido en el Informe Financiero N°112 del año 2011.



Con la misma fecha 29 de agosto de 2012, en tanto, la Dirección de Presupuestos emitió otro Informe Financiero, también acompañando a indicaciones formuladas por el Ejecutivo. Es del siguiente tenor:

I.- Antecedentes

El Proyecto de Ley en referencia modifica la Ley N°19.175 Orgánica Constitucional Sobre Gobierno y Administración Regional, profundizando la Regionalización del País. Las indicaciones incorporan la posibilidad de que el gobierno regional solicite al Presidente de la República la reconsideración del rechazo a la transferencia de competencias y establecen las disposiciones a que se someterá dicho proceso, entre otras materias.

II.- Efecto de las Indicaciones al Proyecto de Ley en el Presupuesto del Gobierno Central

Las indicaciones formuladas no implicarán un mayor gasto fiscal al establecido en el Informe Financiero N°112 del año 2011 y N°120 del presente año.


Finalmente, la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero de actualización de costos, de 12 de diciembre de 2013. Su contenido es el que sigue: 

I. Antecedentes

El Proyecto de Ley tiene como objetivo principal profundizar la regionalización del país, a través de aumentar las funciones y atribuciones de los gobiernos regionales, lo cual permitirá fortalecer la autonomía y capacidad de gestión.

Con la publicación en el diario oficial, el 28 de octubre de 2009 de la reforma constitucional en materias de gobierno y administración regional (Ley N° 20.390), se hace necesario adecuar el texto de la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional a las modificaciones aprobadas.

Entre las principales modificaciones, se encuentra lo referido a las funciones de los gobiernos regionales en materia de ordenamiento territorial, fomento productivo, desarrollo social y cultural. Por otra parte, están aquellas que incrementan sus atribuciones respecto a diseñar, elaborar, aprobar e implementar políticas, planes y programas dentro de su territorio.

En materia de estructura organizacional, se establece en cada gobierno regional, la figura del Administrador Regional y formaliza la existencia de las tres divisiones. Asimismo, propone concursabilidad para las jefaturas de división y de la secretaría ejecutiva del consejo regional.
II. Actualización de Costos

Como se ha señalado en los Informes Financieros Nos 112, 120 y 121, el proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal, el cual se encuentra registrado en moneda corriente. Para la actualización de dicho gasto, se consideran los factores respectivos¹ para cada año y aplicados sobre el componente de gasto que corresponda.

El resumen de la actualización se consigna en los siguientes cuadros:

a) Informe Financiero N° 112, de 2011

	Concepto de Gastos
	Miles de $ 2011
	Miles de $ 2013

	Gastos en Personal
	1.362.799
	1.502.486

	Gastos de Operación
	251.250
	265.775

	TOTAL
	1.614.049
	1.768.261


b) Informe Financiero N° 120, de 2012

	Concepto de Gastos
	Miles de $ 2012
	Miles de $ 2013

	Gastos en Personal
	48.050
	52.975

	Gastos de Operación
	0
	0

	TOTAL
	48.050
	52.975


¹ Porcentaje de Reajuste años 2012 y 2013: 5,0%; Corrector presupuestario año 2012: 2,8%, año 2013: 2,9%.
c) Informe Financiero N°121 de 2012

No tenía costos incrementales respecto de los anteriores.

III. Efecto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal

El proyecto de ley implica un mayor gasto fiscal de $1.821.236 miles anuales, conforme se indica en el siguiente cuadro:

	Concepto de Gasto
	Miles de $ 2013

	Gastos en Personal
	1.555.461

	Gastos de Operación
	265.775

	TOTAL
	1.821.236


El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de la presente ley, será financiado con cargo al presupuesto vigente de la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública y en lo que faltare, se podrá suplementar con recursos de la Partida 50 Tesoro Público.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país, sin perjuicio de lo expresado precedentemente en el presente informe de la Comisión de Hacienda, acerca de la divergencia advertida entre los informes financieros acompañados por la Dirección de Presupuestos, por una parte, y el contenido del proyecto de ley, por otra, respecto de la aplicación del Sistema de Alta Dirección Pública a los jefes de división de los Gobiernos Regionales.

- - -

MODIFICACIONES


En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado en general por la Sala del Senado:

Artículo 1°

Número 2)


Sustituir, en la segunda oración del inciso segundo que se propone, la frase “Dispondrán de autonomía para la administración de sus finanzas, en concordancia con”, por la siguiente: “La autonomía para la administración de sus finanzas se regirá por”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 7)

Letra e)


Reemplazar, en la letra h), la conjunción “y”, la segunda vez que aparece, por “e”. (Unanimidad 5x0. Adecuación formal).

Número 8)

Letra f)


Sustituir, en su encabezado y en los literales nuevos que incorpora, las letras “j)” y “k”), por “k)” y “l)”, respectivamente. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 9)

Artículo 21 Bis 

Inciso primero



Sustituir las palabras “Bis” y “Ley” por “bis” y “ley”, respectivamente, y sustituir el punto y coma (“;”) que sucede a “Estado”, por una coma (“,”).

Inciso segundo


Sustituir la palabra “Quáter” por “quáter”, suprimir la voz “siempre” y sustituir la expresión “del”, la segunda vez que aparece, por “presentada por el”.

Inciso tercero



- En la primera oración, reemplazar las palabras “ejecutivo del gobierno regional” por “intendente”, y las voces “por éste”, por “en el futuro por el gobierno regional”.


- Suprimir, en la segunda oración, la voz “estos”.

Inciso final


Intercalar, entre las palabras “plazo” y “de”, la expresión “máximo”, y sustituir la voz “ochenta” por “veinte”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 21 Ter


Sustituir la palabra “Ter” por “ter”. (Unanimidad 5x0. Adecuación formal).

Artículo 21 Quáter


Sustituir, en su encabezado, la palabra “Quáter” por “quáter”. 

Letra b)


Agregar, en la segunda oración, a continuación de la palabra “ello”, una coma (“,”).

Letra c)


Sustituir la palabra “Ley” por “ley”. (Unanimidad 5x0. Adecuaciones formales).
Letra e)


Sustituirla por el siguiente inciso segundo del artículo 21 quáter:


“La transferencia de competencias podrá ser revocada fundadamente, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Letra f)


Suprimir la letra “f)”, pasando a ser su contenido el nuevo inciso tercero del artículo 21 quáter, y eliminar las comillas y el punto finales (“”.”). (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 21 Quinquies

Inciso primero


Suprimir las comillas (““”) que anteceden a la palabra “Artículo” y sustituir la palabra “Quinquies” por “quinquies”. 

Inciso segundo

Letra a)


Reemplazar, en el párrafo primero, la expresión “del Ministerio del Interior y Seguridad Pública” por “de dicho ministerio”.

Letra d)


Sustituir la frase “siguiendo el mismo procedimiento dispuesto en el artículo anterior” por “con arreglo a lo dispuesto en el presente Párrafo”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Número 12)

Letra c)


En la letra d) que se propone, reemplazar “de la Nación” por “del Sector Público”, y agregar, a continuación de la palabra “Estado”, un punto (“.”) final.

Letra d)


En la primera oración de la letra e) que se propone, suprimir la coma (“,”) que sucede a la expresión “asignación regional”. (Unanimidad 5x0. Adecuación formal).
Número 15)


Sustituirlo por el siguiente:


“15) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, al artículo 27: 


“Los funcionarios de los servicios administrativos de los gobiernos regionales no podrán ser designados en comisión de servicio, a la que se refiere el artículo 75 de la ley Nº 18.834, a ministerios, servicios públicos o municipalidades.


El intendente deberá informar al consejo regional los resultados de todos los sumarios administrativos que se instruyan respecto de funcionarios del servicio administrativo del gobierno regional.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 22)

Artículo 39


- En el inciso cuarto, suprimir, entre “anterior” y “haya”, las voces “el consejero”, y sustituir las palabras “setenta y cinco por ciento” por “75%”.


- Suprimir, en el inciso quinto, la frase “, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva”.


- Eliminar, en la segunda oración del inciso noveno, la coma (“,”) que sucede a la palabra “anterior”.


- En el inciso décimo, reemplazar, en la primera oración, las palabras “Decreto Ley” por “decreto ley”; y sustituir, en la tercera oración, la expresión “efectos” por “fines”.


- Sustituir, en el inciso final, la palabra “Ley” por “ley”, y suprimir la puntuación final comillas punto (“”.”). (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 25)


Sustituirlo por el siguiente:

“25) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 43:

a) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos:

“El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, quien se desempeñará como su ministro de fe y será seleccionado mediante concurso público.

Será nombrado por el intendente, con acuerdo del consejo regional, entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El consejo regional deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.

El financiamiento de este proceso será de cargo del gobierno regional respectivo.
El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar la función señalada en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento con acuerdo del consejo regional.

En cada una de las plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, el cargo de secretario ejecutivo tendrá asignado un grado equivalente al de los jefes de división de aquéllos.”. 

b) Reemplázase en el inciso tercero, que pasó a ser inciso séptimo, la frase “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.”.(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Número 32)


Sustituir el punto y coma (“;”) que sucede al guarismo “19”, por una coma (“,”). (Unanimidad 5x0. Adecuación formal).

Número 36)

Artículo 68


- Sustituir, en el encabezado, la voz “Intendente” por “intendente”.


- Eliminar, en la segunda oración de la letra a), la coma (“,”) que sucede a la voz “administración”.


- Incorporar los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos:

“Los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante concurso público. Para todos los efectos legales, estos cargos constituirán segundo nivel jerárquico.

Dichos funcionarios serán nombrados por el intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.

El financiamiento del concurso será de cargo del gobierno regional respectivo.

El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar las jefaturas de las funciones  señaladas en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 37)


Sustituir, en el encabezado, la frase “los artículos 68 ter y 68 quáter nuevos”, por “el artículo 68 ter, nuevo”.

Artículo 68 Ter

Inciso primero


Sustituir la palabra “Ter” por “ter”, y la frase “la letra e) del artículo 21 ter”, por “el inciso final del artículo 21 quáter”.

Incisos segundo y tercero


Sustituirlos por un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“El cargo de administrador regional será de exclusiva confianza del intendente, sin perjuicio que rijan además, a su respecto, las causales de cesación de funciones aplicables al personal del servicio administrativo del gobierno regional.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 68 Quáter


Eliminarlo. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 38)

Sustituir, en la letra b), la letra “i” que antecede a las palabras “Los Ingresos”, por “i)”. (Unanimidad 5x0. Adecuación formal).

Número 39)



- Reemplazar la letra a) por la siguiente:


“a) Intercálase, en la primera oración del inciso primero, entre “región,” y “el intendente”, la siguiente frase: “así como los planes de desarrollo comunales vigentes,”.”.


- En la letra b), sustituir ““correspondiente.”, el cual pasa” por ““correspondiente”, que pasa a”, y el punto y coma (“;”) que sucede a “seguido (.)”, por una coma (“,”); y agregar el vocablo “final” a continuación de la palabra “oración”, y un punto final (“.”) a continuación de “observaciones.””.


- En la letra c), reemplazar la palabra “oración” por “siguiente frase:”, e intercalar, entre “36)” y la coma que le sigue (“,”), lo siguiente: “de la presente ley”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 40)


Reemplazar, en la letra a), la frase “y precedida de una coma (,), la siguiente oración: “, el cual”, por lo siguiente: “, la siguiente frase: “, el que”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 41)

Artículo 78


- En el inciso primero, reemplazar la voz “resolver” por “aplicar”, suprimir la frase “según lo dispuesto en los artículos 76 y 77 de esta Ley,”, e intercalar, entre las voces “consejo regional” y el punto final (“.”), lo siguiente: “de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36, letra e), de la presente ley”.



- En el inciso final, suprimir las comillas y el punto finales (“”.”). (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Número 43)

Letra c)


Agregar comillas (““”) iniciales en el nuevo inciso tercero que se propone, y agregar a continuación del punto aparte (“.”), que pasa a ser punto seguido (“.”), la siguiente oración final: “El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -


Incorporar la siguiente letra d), nueva:


“d) Sustitúyanse, en la oración final del inciso tercero, que pasó a ser inciso cuarto, las palabras “Decreto Ley N° 1.263, de 1975”, por las siguientes: “mencionado decreto ley”.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -

Número 44)


Reemplazar, en el encabezado, la voz “artículo”, la segunda vez que aparece, por “artículos”. (Unanimidad 5x0. Adecuación formal).

Artículo 81 bis


Suprimir, en la primera oración, el punto y coma (“;”) que sucede a la expresión “plurianual”, e intercalar, en la oración final, entre la expresión “respectivo” y el punto final (“.”), la siguiente frase”, y quedarán sujetos, en lo que correspondiere, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.).

Artículo 81 ter


- En el inciso primero, sustituir la frase “Ley N° 18.091, que Establece Normas Complementarias de Incidencia Presupuestaria y de Administración Financiera;”, por “ley N° 18.091, que establece normas complementarias de incidencia presupuestaria y de administración financiera,”.


- En el inciso segundo, suprimir la voz “contratantes” en la primera oración, y sustituir “consulte”, por “haya aprobado”, en la tercera oración. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículos 3°, 4° y 5°


Eliminarlos, pasando el artículo 6° a ser artículo 3°, sin enmiendas. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 7°


Pasó a ser artículo 4°, con las siguientes enmiendas:


Sustituir, en su encabezado, la palabra “Ley” por “ley”.

Número 1)

Artículo 8° bis


- En el inciso quinto, suprimir la primera oración y, en la segunda oración, reemplazar la expresión “cada una de aquellas deberá” por “las municipalidades deberán”.


- En el inciso sexto, sustituir, en la primera oración la palabra “Ley” por “ley”; y, en la segunda oración, intercalar, entre “19 bis del” y “decreto ley”, la voz “mencionado”, y suprimir lo siguiente: “N° 1.263, de 1975”.  

Artículo 8° ter


Sustituir, en la primera oración, el punto y coma (“;”) que sucede a la palabra “plurianual”, por una coma (“,”). (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 8°


Pasó a ser artículo 5°, sin enmiendas.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Tercero


Reemplazar la voz “similares” por “iguales” y la palabra “cese” por “cesen”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo Quinto


Eliminarlo. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, el texto del proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense, las siguientes modificaciones a la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:

1) Suprímese, en el artículo 7º, la expresión “miembro del consejo económico y social provincial” y la coma (,) que la antecede.

2) Reemplázase, el inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:

“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y podrán desarrollar, directamente o con la colaboración de otros órganos de la administración del Estado, las competencias, funciones y atribuciones que esta ley les confiere. La autonomía para la administración de sus finanzas se regirá por lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado. Cualquier nueva función o atribución que se le asigne o transfiera a los gobiernos regionales deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.
3) Incorpórase en el Capítulo II del Título Segundo, a continuación de la expresión “Funciones y Atribuciones del Gobierno Regional”, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 1º

De las Competencias”.

4) Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma: 

a) Reemplázase su letra a) por la siguiente:

“a) Diseñar, elaborar, aprobar e implementar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, así como su proyecto de presupuesto, los que deberá ajustar a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación;”.

b) Intercálanse las siguientes letras b), c), d) y e) nuevas, pasando las actuales letras b) y siguientes, a ser letras f) y siguientes, respectivamente:

“b) Efectuar los estudios, análisis y proposiciones relativos al desarrollo regional;

c) Orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos;

d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, el que deberá ajustarse al presupuesto de la Nación;

e) Administrar fondos y programas de aplicación regional;”.

c) Reemplázase, en la actual letra h), que pasa a ser letra l), la expresión “artículo 67” por la frase “Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo”; y, reemplázase el punto y coma (;) que sigue a la palabra “ley” por una coma (,) seguida de la conjunción “y”.

d) Reemplázanse, en la actual letra i), que pasa a ser letra m), la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “funciones” por un punto final (.).

e) Trasládase la actual letra j), como nueva letra i) del artículo 17.

5) Modifícase el artículo 17 de la siguiente forma:

a) Incorpórase la siguiente letra a), nueva, pasando las actuales letras a) y siguientes, a ser letras b) y siguientes, respectivamente:

“a) Elaborar y aprobar, en concordancia con la estrategia regional de desarrollo y previa consulta a las municipalidades de la región, el plan regional de ordenamiento territorial, instrumento orientador que deberá consignar las características, potencialidades, vocaciones y recomendaciones para la planificación y las decisiones que impacten en los territorios urbanos y rurales, borde costero y sistema de cuencas hidrográficas. Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito por los Ministros de Defensa Nacional, Obras Públicas, Agricultura y Vivienda y Urbanismo, se regulará lo concerniente a los procedimientos para la elaboración y contenidos mínimos que deberá contemplar el plan;”.

b) Sustitúyese en la actual letra d), que pasa a ser e), la oración “aplicando para ello las políticas nacionales en la materia,” por “aplicando en lo que sea pertinente las políticas nacionales en la materia,”.

c) Reemplázase en la actual letra e), que pasa a ser letra f), la expresión “procurando” por “en coordinación con”. Asimismo, sustitúyese la coma (,) que sigue a la palabra “social” por un punto y coma (;), y elimínase la conjunción “y”. 

d)  Reemplázase en la actual letra f), que pasa a ser letra g), el punto final (.) por un punto y coma (;). 

e)  Agrégase la siguiente letra h), nueva:

“h) Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamientos más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y Medio Ambiente respectivas y las municipalidades de la región, de conformidad a las normas que rigen la materia; e”.

f)  Incorpórase, como nueva letra i), la letra j) trasladada desde el artículo 16.

6) Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo 18.- En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:

a) Formular políticas regionales de fomento de las actividades productivas, en particular el apoyo al emprendimiento, a la innovación, a la capacitación, al desarrollo de la ciencia y tecnología aplicada, al mejoramiento de la gestión y a la competitividad de la base productiva regional, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la materia;

b) Integrar y aplicar en su gestión las políticas nacionales considerando las prioridades estratégicas regionales;

c) Establecer las prioridades estratégicas regionales en materia de fomento de las actividades productivas y de mejoramiento de la innovación para la competitividad, generando las condiciones institucionales favorables al desarrollo empresarial, a la inversión productiva y a la capacidad emprendedora, velando por un desarrollo sustentable y concertando acciones con el sector privado en las áreas que corresponda;

d) Fomentar el turismo en los niveles regional y provincial, con arreglo a las políticas nacionales

e) Promover y diseñar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes, programas, proyectos y acciones en materia de fomento de las actividades productivas establecidas como prioridades regionales, como asimismo financiarlos;

f) Promover la implementa-ción de oficinas comunales de fomento productivo e innovación para la competitividad, coordinando su acción a nivel regional, y

g) Promover la investiga-ción científica y tecnológica, y fomentar el desarrollo de la educación superior y técnica en la región, en concordancia con la política regional de fomento de las actividades productivas.”.

7) Modifícase el artículo 19 de la siguiente forma:

a) Agrégase, en su encabezado, a continuación de la palabra regional, y precedida de una coma (,), la expresión “, preferentemente”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente: 

“c) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos de impacto en grupos vulnerables o en riesgo social, así como su financiamiento;”.

c) Reemplázanse en la letra e), la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “región” por un punto y coma (;).

d) Reemplázase en la letra f), el punto final (.) por un punto y coma (;).

e) Agréganse, a continuación de la letra f), las siguientes letras g), h) e i), nuevas:

“g) Financiar y difundir actividades y programas de carácter cultural. En el ejercicio de esta función le corresponderá promover el fortalecimiento de la identidad regional;

h) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos que fomenten la práctica del deporte, así como su financiamiento, e 

i) Mantener información actualizada sobre la situación socio económica regional, identificando las áreas y sectores de extrema pobreza y proponiendo programas destinados a superarla.”.

8)
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 20:

a) Intercálase, en el literal c), a continuación de la palabra “ministerios”, y precedidas de una coma (,) la expresión “las municipalidades u otros gobiernos regionales”. 

b) Sustitúyese, en el literal d), la palabra “obras” por la expresión “iniciativas”.

c) Reemplázase en la letra f) la expresión “planes regionales de desarrollo urbano” por “planes regionales de ordenamiento territorial” y elimínase la expresión “los párrafos segundo y tercero de”. 

d) Reemplázase, en el literal h), la coma (,) y la conjunción “e” que siguen a la palabra “correspondiente” por un punto y coma (;).

e) Sustitúyese, en el literal i), el punto final (.) que sigue a la expresión “desarrollo regional”, por un punto y coma (;).

f) Agréganse las siguientes letras k) y l) nuevas: 

“k)
Diseñar, elaborar, aprobar e implementar políticas, planes, programas dentro de su territorio, y 

l)
Ejercer las demás atribuciones necesarias para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende”.

9) Introdúcese, a continuación del artículo 21, el siguiente Párrafo 2º nuevo:

“Párrafo 2°

De la Transferencia de Competencias

Artículo 21 bis.- El Presidente de la República, previo informe de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda, podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los Ministerios y de los  servicios públicos a que se refiere el artículo 28 de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.

Para solicitar la transferencia de funciones al gobierno regional según el procedimiento del artículo 21 quáter, el consejo regional resolverá sobre la base de la propuesta presentada por el intendente.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el consejo, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá solicitar al intendente que realice estudios referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas en el futuro por el gobierno regional. El intendente deberá remitir al consejo dichos estudios una vez que hayan sido recepcionados y aprobados. 

En caso que una solicitud de transferencia de competencias sea rechazada, el Presidente de la República deberá dar una respuesta a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro del plazo máximo de ciento veinte días contado desde que aquélla haya sido recibida.

Artículo 21 ter.- Serán ámbitos de competencias en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas, desarrollo social y cultural del gobierno regional, para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, las siguientes:

a) Ordenamiento territorial, planificación urbana y asentamientos humanos;

b)  Medioambiente;

c) Obras de infraestructura y equipamiento regional;

d) Transporte;

e) Desarrollo rural y de localidades aisladas;

f) Fomento de las actividades productivas;

g) Turismo;

h) Programas sociales y culturales;

i) Educación y salud;

j) Deporte; 

k) Ciencia y tecnología, y

l) Conservación del patrimonio.

Artículo 21 quáter.- La transferencia de competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo precedente, según el siguiente procedimiento:

a) El gobierno regional con su patrimonio podrá desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el artículo 21 ter, previo convenio con el ministerio y servicio público que ejerce la función administrativa, el cual será aprobado por decreto supremo.

b) La transferencia de competencias podrá implementarse también mediante programas. Para ello, el gobierno regional podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo, el cual deberá ser aprobado por decreto supremo. Los recursos de ejecución y agenciamiento deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente a dicho ministerio o servicio en la ley de presupuestos.

c) La transferencia de competencias podrá implementarse, asimismo, mediante la creación de servicios públicos regionales, según lo dispuesto en el artículo 30 de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

d) Para efectos de lo dispuesto en los literales a) y b) precedentes, un decreto supremo podrá aprobar la transferencia de una o más competencias. Los convenios que tengan por objeto la ejecución de las competencias transferidas serán aprobados por decreto expedido “por orden del Presidente de la República”, o por resolución del jefe de servicio correspondiente, según corresponda.

La transferencia de competencias podrá ser revocada fundadamente, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.
Un gobierno regional podrá solicitar la creación de hasta tres nuevas divisiones, para el ejercicio eficiente de las competencias transferidas en las letras a) y b) y la coordinación de los servicios creados en el literal c), todos del presente artículo.”.

Artículo 21 quinquies.- Verificado lo dispuesto en el inciso final del artículo 21 bis, el gobierno regional, dentro de los treinta días siguientes de ser notificado, podrá solicitar al Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, la reconsideración total o parcial de dicho rechazo.

Dicho proceso se someterá a las siguientes disposiciones:

 a) Mediante decreto supremo, dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de la reconsideración, se dispondrá la conformación de una comisión integrada por un representante de dicho ministerio, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del ministerio y del director de servicio, en su caso, cuyas competencias hayan sido solicitadas; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.

Podrán integrar, además, esta comisión funcionarios de órganos de la administración del Estado y expertos en materias relacionadas con las competencias solicitadas.

b) La Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo actuará como secretaría ejecutiva, emitiendo los informes que le sean requeridos.

c) La comisión dispondrá de noventa días, contados desde la notificación al Gobierno Regional del decreto supremo indicado en el literal a), para evacuar un informe. Éste podrá proponer el rechazo de la solicitud o una adecuación de la solicitud original de transferencia presentada conforme a lo estatuido en el artículo 21 bis.

d) El Presidente de la República resolverá, con arreglo a lo dispuesto en el presente Párrafo, tomando en consideración el informe dispuesto en el literal precedente. La solicitud de transferencia de competencias que sea nuevamente rechazada en esta instancia no podrá ser solicitada durante el mismo periodo presidencial.”.

10) Agrégase, en el artículo 22, el siguiente nuevo inciso segundo: 

“Salvo disposición expresa en contrario, cuando la ley requiera la opinión o acuerdo del gobierno regional, el intendente en su calidad de órgano ejecutivo de aquel, deberá someterlo previamente al acuerdo del consejo regional.”.

11)Elimínase, en el inciso primero del artículo 23, la oración “y presidirá el consejo regional”.

12) Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese la letra b) por la siguiente:

“b) Someter al consejo regional las políticas, estrategias y proyectos de planes regionales de desarrollo y sus modificaciones, así como proveer a su ejecución;”.

b) Derógase la letra c).

c)  Reemplázase la letra d) por la siguiente:

“d) Someter al consejo regional el proyecto de presupuesto de la respectiva región considerando, para tal efecto, los recursos asignados a ésta por la Ley de Presupuestos del Sector Público, sus recursos propios y los que provengan de los convenios de programación a que se refiere el artículo 81. El proyecto de presupuesto deberá ajustarse a las orientaciones y límites que establezca la política nacional de desarrollo y demás normas legales sobre administración financiera del Estado.”.

d) Reemplázase la letra e) por la siguiente: 

“e) Proponer al consejo regional la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que correspondan a la región, conforme a ítemes o marcos presupuestarios, así como de las inversiones sectoriales de asignación regional y de los recursos propios que el gobierno regional obtenga en aplicación de lo dispuesto por el artículo 19, N° 20°, de la Constitución Política de la República. Esta propuesta del intendente al consejo regional deberá basarse en variables e indicadores objetivos de distribución intrarregional. Cada ítem o marco presupuestario deberá contar con la respectiva glosa.”.

e) Agrégase, en la letra m), a continuación de la expresión “gobierno regional”, y precedida de un punto (.), la siguiente oración:

 “En el uso de estas facultades, el intendente deberá comunicar, tanto al consejo como al ministro o director de servicio correspondiente; los incumplimientos de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter“.

f)  Sustitúyese la letra p) por la siguiente:

“p) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes regionales de ordenamiento territorial;”.

g) Intercálanse las siguientes letras q), r), s), t), u), v), w) y x) nuevas, pasando las actuales letras q) y r), a ser nuevas letras y) e z), respectivamente:

“q) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y, en los territorios que no cuenten con aquéllos, los planes reguladores comunales y seccionales, conforme a las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones;

r) Solicitar al Presidente de la República la transferencia de una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según las normas establecidas en el Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de la presente ley;

s) Asistir a cualquier sesión del consejo regional cuando lo estimare conveniente, pudiendo tomar parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto. Durante la votación podrá, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Este, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata;

t) Proponer al presidente del consejo, antes del inicio de la sesión respectiva, la inclusión de una o más materias en aquélla. La comunicación se realizará en forma escrita al secretario ejecutivo. Sin perjuicio de ello, el intendente podrá hacer presente la urgencia para el despacho de una materia o iniciativa específica, mediante oficio que dirigirá al presidente del consejo. Dichos asuntos deberán ser incorporados en la tabla de la sesión inmediatamente siguiente. El presidente del consejo, con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá desechar la petición de urgencia. Con todo, si existiese un plazo legal o reglamentario que obligare a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá ejercer la facultad señalada;”.

u) Delimitar, previa aprobación del consejo regional, territorios objeto de planificación regional no comprendidos en la ley general de urbanismo y construcciones y coordinarse con los servicios públicos regionales en los espacios definidos.

v) Someter al consejo regional el plan regional de desarrollo turístico;

w) Declarar, previa aprobación del consejo regional, determinados territorios como zonas rezagadas en materia social, proponiendo al consejo, a la vez, el plan de desarrollo respectivo;

x) Proponer al consejo regional el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71;”.

13) Sustitúyese en el artículo 25, inciso primero, la expresión “y e)”, por una coma “(,)”, e intercalase entre la letra d) y la palabra “del” que le sigue, la expresión “t), u), v) y w), precedida de una coma (,)”.

14) Intercálase, en el artículo 26, a continuación de la palabra “consejo" la expresión “y a los alcaldes de la región” y reemplázase la expresión “la página web” por la frase “el sitio electrónico institucional”.

15) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, al artículo 27: 


“Los funcionarios de los servicios administrativos de los gobiernos regionales no podrán ser designados en comisión de servicio, a la que se refiere el artículo 75 de la ley Nº 18.834, a ministerios, servicios públicos o municipalidades.



El intendente deberá informar al consejo regional los resultados de todos los sumarios administrativos que se instruyan respecto de funcionarios del servicio administrativo del gobierno regional.”.

16) Introdúcense los siguientes artículos 30 bis, 30 ter y 30 quáter, nuevos:

“Artículo 30 bis.- En su sesión constitutiva, el consejo regional elegirá entre sus miembros, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, un presidente, que permanecerá en su cargo durante un período de cuatro años. Dicha sesión será presidida por el presidente del consejo, siempre que haya de continuar como consejero para el correspondiente período; a falta de éste, por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad. 

La designación del nuevo presidente será comunicada al Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y a las Cortes de Apelaciones con asiento en la región respectiva.

El presidente del consejo cesará en su cargo si incurriere en alguna de las causales descritas en el artículo 40 de la presente ley; por remoción fundada acordada por los dos tercios de los consejeros en ejercicio; o por renuncia aprobada por la mayoría de los consejeros en ejercicio.

La moción de remoción podrá ser presentada por no menos de cuatro ni más de ocho consejeros en ejercicio, no tendrá discusión y será votada en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente, la cual será presidida por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad. 

En caso de adoptarse el acuerdo de remoción, el que siempre deberá ser fundado, corresponderá, en la misma sesión ordinaria, elegir al nuevo presidente del consejo, el cual durará en el cargo hasta completar el período que restaba a quien suceda.

Si la moción de remoción fuere rechazada, no podrá renovarse por las mismas razones o causales sino después de tres meses, salvo que se fundare en el incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo siguiente.

La renuncia deberá ser depositada por el presidente en la secretaría a que se refiere el artículo 43, la que se pondrá en votación sin discusión en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente a la fecha de su presentación.

Artículo 30 ter.- Corresponderá al presidente del consejo regional:

a) Disponer la citación del consejo a sesiones, cuando proceda, y elaborar la  tabla de la sesión, dando cumplimiento a lo dispuesto en la letra t) del artículo 24;

b) Abrir, suspender y levantar las sesiones en conformidad al reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36;

c) Presidir las sesiones y dirigir los debates;

d) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo;

e) Ejercer el derecho de voto dirimente en los casos en se produzca un empate en el resultado de las votaciones; 

f) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública; 

g) Mantener la correspondencia del consejo con el intendente, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la Contraloría Regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente

h) Suscribir las actas de las sesiones, las comunicaciones oficiales que se dirijan a nombre del consejo o de algún consejero y los otros documentos que requieran su firma. Dentro de éstos oficializará la comunicación acerca de la adopción de acuerdos del consejo sobre los siguientes instrumentos del gobierno regional, así como sus respectivas modificaciones:

i) Plan de Desarrollo de la Región;

ii) Plan Regional de Ordenamiento Territorial;

iii) Planes Reguladores Comunales;

iv) Planes Reguladores Intercomunales;

v) Convenios de Programación;

vi) Convenios Territoriales;

vii) Plan Regional de Desarrollo Turístico;

viii) Reglamentos Regionales, y

ix) Anteproyecto Regional de Inversiones.

i) Suscribir, sólo para efectos de ratificar el acuerdo correspondiente del consejo regional, los actos administrativos que formalicen la aprobación de todos los instrumentos contemplados en el literal precedente, con excepción de los Convenios de Programación;

j) Dar cuenta, en el mes de diciembre de cada año, tanto al consejo como a los alcaldes de la región, de las normas aprobadas, resoluciones adoptadas y acciones de fiscalización ejecutadas por el consejo”.

k) Actuar en representación del consejo, en los actos de protocolo que correspondan;

l) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere el literal a) del artículo 36; y

m) Las demás que disponga el reglamento a que se refiere el literal a) del artículo 36.

Para el ejercicio de sus competencias el presidente del consejo dispondrá de gastos de representación y de los recursos necesarios en el presupuesto del gobierno regional.

Artículo 30 Quáter.- El presidente, a lo menos una vez al año, dará al cuenta al consejo de su gestión, la cual considerará antecedentes sobre sesiones ordinarias y extraordinarias realizadas, tipos de materias tratadas en ellas, acuerdos adoptados y todo otro hecho relevante que deba ser puesto en conocimiento del consejo.”.

17) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 32:

a) Incorpórase en el literal b), a continuación de la coma (,) que sucede a la palabra “gobernadores”, la expresión “las autoridades que ejerzan la función de gobierno en los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago de Juan Fernández,”.

b) Elimínase en el literal e), la expresión “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.

c) Suprímese en el inciso segundo la frase “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.

18) Reemplázase, en el artículo 33, la expresión “económicos y sociales provinciales y comunales” por “comunales de organizaciones de la sociedad civil”.

19) Modifícase el artículo 36 de la siguiente forma:

a) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra c):

i.
Agrégase el siguiente primer párrafo nuevo, pasando los actuales párrafos primero, segundo, tercero y cuarto a ser párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente:

“c) Aprobar el plan regional de ordenamiento territorial, el cual requerirá, para su aprobación, tener informes previos favorables de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, cuando corresponda; y de las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura, Vivienda y Urbanismo y Obras Públicas.”.

ii.
Elimínase en el actual párrafo primero, que pasa ser párrafo segundo, la expresión “los planes regionales de desarrollo urbano,”.

iii.
Sustitúyese en el actual párrafo cuarto, que pasa a ser párrafo quinto, la expresión “desarrollo urbano” por la frase “ordenamiento territorial”.

b)
Intercálase, en el literal e), a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra intendente, la expresión “conforme a ítemes o marcos presupuestarios,” seguida de una coma (,).

c)
Intercálase, en la parte final de la letra f), a continuación de la palabra “celebre”, y precedida de una coma (,), la expresión “sin perjuicio de la facultad de recomendar a aquél, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, la suscripción de convenios de programación específicos;”.

d)
Sustitúyese la letra g) por la siguiente: 

“g) Fiscalizar el desempeño del intendente en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, como también el de las unidades que de él dependan, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.

Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el literal m) del artículo 24, fiscalizará el desempeño de secretarios regionales ministeriales y directores regionales de servicios públicos en lo referido a la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional; así como de los que sean propios de la competencia del gobierno regional.”.

e) Introdúcense las siguientes nuevas letras h) e i), nuevas, pasando las actuales letras h), i) y j) a ser nuevas letras j), k) y l), respectivamente: 

“h) Citar, previo acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, a autoridades regionales o provinciales para informar acerca del accionar de sus respectivas instituciones, debiendo éstas comparecer obligatoriamente; 

i) Recomendar al intendente la implementación de acciones de interés regional;”.

f) Introdúcense las siguientes letras m), n), ñ), o), p), q) y r), nuevas:

“m) Aprobar, modificar o sustituir la delimitación de territorios objeto de planificación regional;

n) Aprobar, modificar o sustituir el plan regional de desarrollo turístico;

ñ) Aprobar, modificar o sustituir la declaración de territorios como zonas rezagadas en materia social y el plan de desarrollo respectivo;

o) Aprobar el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71; 

p) Conocer el programa público de inversiones en la región según lo dispuesto en el inciso final del artículo 73;

q) Aprobar las transferencias de competencias conforme a lo dispuesto en el Párrafo 2º del Capítulo II, y

r) Informar a la Contraloría General de la República el incumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter.

g) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

“Las atribuciones a que se refieren los literales c), m), n), ñ), o) y q) precedentes serán ejercidas por el consejo regional sobre la base de la respectiva proposición que efectúe el intendente.

En las materias que no tengan un plazo especial, el consejo regional deberá pronunciarse sobre las materias que sean sometidas a su consideración o decisión dentro de los treinta días siguientes a la presentación realizada por el intendente. 

Si el consejo regional no se pronunciare dentro de los plazos establecidos, regirá lo propuesto por el intendente.”.

20) Incorpórase el siguiente artículo 36 bis, nuevo:

“Artículo 36 bis.- Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero de la letra g) del artículo anterior, el consejo regional podrá:

a) Requerir del intendente la información necesaria al efecto, el que deberá responder en el plazo de 20 días.

b) Disponer, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la contratación de una auditoría externa que evalúe la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera del gobierno regional, facultad que sólo podrá ejercerse una vez al año. 

c) Solicitar al intendente, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, que represente a los jefes superiores o directivos de los órganos de la Administración del Estado o empresas en las que el Estado tenga participación, nacionales y regionales, su disconformidad cuando la región ha sido afectada y perjudicada negativamente por acciones u omisiones de aquéllos.

En el ejercicio de lo dispuesto en el inciso segundo del literal g) del artículo precedente, el consejo podrá:

i.- Requerir de las secretarías regionales ministeriales y de las direcciones regionales de los servicios públicos la información necesaria al efecto, debiendo darse respuesta a ello dentro del plazo de 20 días.

ii.- Solicitar antecedentes sobre la ejecución de iniciativas financiadas con recursos provenientes de lo dispuesto en el literal b) del inciso primero del artículo 73 o de lo estatuido en el artículo 80. En caso que el consejo constatare atrasos injustificados, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, comunicará dichos antecedentes a la Contraloría General de la República.”.

21) Introdúcese el siguiente artículo 38 bis nuevo: 

“Artículo 38 bis.- Los senadores y diputados que representen a las circunscripciones y distritos de la región podrán, cuando lo estimaren conveniente, asistir a las sesiones del consejo regional. Tomarán parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, sin derecho a voto. Durante las votaciones podrán, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Este, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata.”.

22) Sustitúyese el artículo 39 por el siguiente:

“Artículo 39.- Los consejeros regionales tendrán derecho a una dieta mensual de diez unidades tributarias mensuales, la que se percibirá por la asistencia a la totalidad de las sesiones del consejo celebradas en el mes respectivo, disminuyéndose proporcionalmente según el número de inasistencias del consejero. Para los efectos anteriores, se considerarán tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias.

El consejo acordará el número de sesiones ordinarias a realizar en el mes, debiendo efectuarse a lo menos dos.

Asimismo, cada consejero regional tendrá derecho a percibir una dieta de dos unidades tributarias mensuales, con un máximo de seis en el mes, por la asistencia a cada sesión de comisión de las referidas en el artículo 37.

Sin perjuicio de lo señalado, cada consejero tendrá derecho anualmente a una dieta adicional, a pagarse en el mes de enero, correspondiente a cinco unidades tributarias mensuales, siempre que durante el año calendario anterior haya asistido formalmente, a lo menos, al 75% de las sesiones celebradas por el consejo en dicho período.

Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecidas en los incisos precedentes, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres.

Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.

Tendrán también derecho a pasajes y reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual. El reembolso de gastos no podrá superar, en ningún caso, el valor del viático que le corresponda al intendente en las mismas condiciones.

Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y de alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al monto del viático que corresponda al intendente respectivo por iguales conceptos.

Con todo, los cometidos al extranjero que acuerde el consejo regional durante el año, no podrán significar una disposición de recursos que supere el 30% del total contemplado en el presupuesto para el pago de viáticos a los consejeros regionales. Lo anterior deberá ser certificado previamente por la jefatura a cargo de la administración y finanzas del gobierno regional y, en todo caso, el cometido será dispuesto formalmente por el intendente regional respectivo.

Los consejeros regionales podrán afiliarse al Sistema de Pensiones, de Vejez, de Invalidez y de Sobrevivencia de acuerdo a lo establecido en el decreto ley Nº 3.500, por el solo hecho de asumir tales funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán al régimen de los trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que para estos fines se imponen a los empleadores, se radicarán en los respectivos gobiernos regionales. Las cotizaciones previsionales se calcularán sobre la base de las asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda percibir en virtud de los incisos primero y tercero del presente artículo.

Los consejeros regionales, por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la ley Nº 16.744, gozando de los beneficios que correspondan a la naturaleza de su cargo. El costo de este beneficio será de cargo del gobierno regional.”.

23) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:

“Artículo 39 bis.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de consejero regional, deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales, con el objeto de asistir a las sesiones del consejo, así como también a las de las comisiones a que se refiere el artículo 37,hasta por 12 horas semanales, no acumulables. 

Del mismo modo, se deberán conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario ejecutivo del consejo.”.

24) Agrégase al artículo 41, el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“Quien cesare en el cargo de consejero regional por las causales señaladas en los literales c) y f) del artículo precedente, por contravención grave al principio de probidad administrativa o por haber incurrido en alguna de las situaciones descritas en la letra e) del artículo 32; no podrá desempeñar ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por el término de cinco años.”.

25) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 43:

a) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos:

“El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, quien se desempeñará como su ministro de fe y será seleccionado mediante concurso público.

Será nombrado por el intendente, con acuerdo del consejo regional, entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El consejo regional deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.

El financiamiento de este proceso será de cargo del gobierno regional respectivo.
El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar la función señalada en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento con acuerdo del consejo regional.

En cada una de las plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, el cargo de secretario ejecutivo tendrá asignado un grado equivalente al de los jefes de división de aquéllos.”. 

b) Reemplázase en el inciso tercero, que pasó a ser inciso séptimo, la frase “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.
26) Agrégase el siguiente nuevo artículo 43 Bis:

“Artículo 43 Bis.- Cada gobierno regional, en concordancia con la disponibilidad financiera, deberá dotar al consejo de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de consejeros existente en la región.

Para ello, durante la sesión de instalación a que se refiere el artículo 30 bis, el intendente someterá a la aprobación del consejo los medios a usar durante el período respectivo.”.”.

27) Suprímese, en el inciso primero del artículo 44, la expresión “y presidirá el consejo económico y social provincial”, con la coma (,) que la precede.

28) Derógase el artículo 47.

29) Derógase el Párrafo 4º del Capítulo III del Título Segundo, y los artículos 48 a 60, que lo integran.

30) Reemplázase la denominación del Capítulo IV de Título II por la siguiente: 

“De Otros órganos de la Administración del Estado en las Regiones y de la Estructura Administrativa del Gobierno Regional”.

31) Intercálase, entre la denominación del Capítulo IV y el artículo 61, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 1º De los Otros Órganos de la Administración del Estado en las Regiones”.

32) Agrégase, en el artículo 63), el siguiente inciso segundo nuevo:

“Para la aplicación de recursos destinados a ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, en conformidad a los ámbitos descritos en los artículos 17, 18 y 19, los ministerios y servicios públicos tendrán en consideración las proposiciones que formulen al efecto los gobiernos regionales, pudiendo comprender éstas criterios de elegibilidad, localización u otros. Estas proposiciones deberán ser remitidas por los gobiernos regionales, a través de las secretarías regionales ministeriales, a más tardar el 31 de diciembre de cada año.”.

33) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 64:

a) Sustitúyense sus letras a), b) y c), por las siguientes letras a), b) y  c), nuevas, respectivamente:

“a) Presentar al Ministerio respectivo las prioridades regionales, para efectos de la formulación de las políticas nacionales;

b) Velar porque las políticas, programas y proyectos regionales se enmarquen dentro de las políticas nacionales;

c) Supervisar la debida aplicación de las políticas nacionales en la región;”.

b) Reemplázase su letra f) por la siguiente: 

“f) Realizar tareas de coordinación, supervigilancia o fiscalización sobre todos los organismos de la Administración del Estado que integren su respectivo sector. En este ámbito deberá velar de forma especial por el cumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter;”.

34) Derógase el artículo 67.

35) Intercálase, entre el nuevo artículo 67 derogado y el artículo 68, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 2º De las Divisiones del Gobierno Regional”.

36) Sustitúyese el artículo 68 por el siguiente:

“Artículo 68.- El intendente, para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno regional, contará con la siguiente estructura organizacional:

a) Una División de Planificación y Desarrollo Regional, encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, sobre la base de procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades definidas por el gobierno regional. Asimismo, le corresponderá apoyar al intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos de carácter regional, y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración que lo requieran;

b) Una División de Presupuesto e Inversión Regional, encargada de elaborar el proyecto de presupuesto de inversiones del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando al intendente en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar o financiar según los lineamientos y prioridades de los instrumentos de planificación regional, y 

c) Una División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.

Los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante concurso público. Para todos los efectos legales, estos cargos constituirán segundo nivel jerárquico.

Dichos funcionarios serán nombrados por el intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.

El financiamiento del concurso será de cargo del gobierno regional respectivo.

El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar las jefaturas de las funciones  señaladas en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.”.

37) Agréganse, continuación del artículo 68, el siguiente artículo 68 bis nuevo, el epígrafe que indica y el artículo 68 ter, nuevo:

“Artículo 68 Bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el Intendente podrá delegar en alguno de los jefes de división la realización de otras funciones en el ámbito de acción del gobierno regional, con excepción de la facultad de nombrar o remover funcionarios, el deber de velar por la observancia del principio de probidad administrativa dentro del gobierno regional y la atribución de aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia.

Párrafo 3º

Del Administrador Regional

Artículo 68 ter.- El gobierno regional contará con un administrador regional, el que será colaborador directo del intendente, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se refieren tanto el artículo 68 como el inciso final del artículo 21 quáter. 

El cargo de administrador regional será de exclusiva confianza del intendente, sin perjuicio que rijan además, a su respecto, las causales de cesación de funciones aplicables al personal del servicio administrativo del gobierno regional.”.
38) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 69:

a) Sustitúyese, en el literal h) el guarismo “104”,  por “115”, y reemplázasela coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “República”, por un punto y coma (;).

b)  Introdúcese la nueva letra i), pasando la actual letra i) a ser nuevo literal j): 

“i) Los ingresos provenientes de patentes mineras, patentes acuícolas y de casinos en la proporción que la ley respectiva establezca, y”.

39) Modifícase el artículo 71 de la siguiente forma:

a) Intercálase, en la primera oración del inciso primero, entre “región,” y “el intendente”, la siguiente frase: “así como los planes de desarrollo comunales vigentes,”.
b) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto aparte que sigue a la palabra “correspondiente”, que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “Asimismo, durante el mes de mayo de cada año, los gobiernos regionales remitirán a las municipalidades de la región respectiva una propuesta inicial de anteproyecto regional de inversiones, con el fin que éstas puedan, dentro de los quince días posteriores a su recepción, formular observaciones.”.

c) Intercálase, en el inciso tercero, entre la coma (,) que sigue a la palabra “señalado”, y la expresión “éste”, la siguiente frase: “y previa aprobación por parte del consejo según lo dispuesto en la letra o) del artículo 36) de la presente ley,”.

40) Modifícase el artículo 73 de la siguiente forma:

a) Agrégase en la letra b) del inciso primero, a continuación de la palabra “Metropolitana”, la siguiente frase: “, el que podrá incluir recursos provenientes de las distintas fuentes consideradas en el presente literal”.

b) Elimínase en su inciso segundo la frase “sin perjuicio del ulterior ejercicio por el consejo regional de la atribución a que se refiere la letra e) del artículo 36”, y la coma (,) que la precede.

c) Reemplázase en su inciso tercero la oración “los consejos regionales designarán a uno de sus integrantes para que conjuntamente con el intendente los represente en ella.” por “el presidente del consejo y el intendente representarán al gobierno regional en dicha etapa.”.

d) Intercálase, en su inciso cuarto, entre la palabra “ministerios” y la coma (,) que le sigue, la frase “y servicios públicos”; y agrégase la siguiente oración final nueva: “Asimismo, deberán individualizar lo correspondiente a los convenios de programación o mandato contemplados en los artículos 81 y 81 ter, respectivamente.

41) Reemplázase el artículo 78 por el siguiente: 

“Artículo 78.- Corresponderá al intendente aplicar la inversión de los recursos que se asignen a la región, de acuerdo al presupuesto aprobado por el consejo regional de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36, letra e), de la presente ley.

La inversión de dichos recursos deberá ajustarse a los criterios de priorización que, para tal efecto, se incorporarán en el presupuesto regional siguiendo el mismo procedimiento de aprobación de éste.

El intendente someterá a la aprobación del consejo regional la propuesta de presupuesto regional el primer día hábil de diciembre del año anterior a aquél en que deba regir.

Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y requerimientos de información necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y su congruencia con las normas presupuestarias nacionales.”.


42) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 80, el guarismo “104” por “115”.

43) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 81:

a) Reemplázase, en el inciso primero, el guarismo “104” por “115” y la frase “uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios” por la expresión “gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, el signo de puntuación coma (,) que sigue a la palabra “nacionales” por la conjunción “o” y suprímese, en el inciso segundo la expresión “o locales”.

c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser nuevo inciso cuarto: 

“El cumplimiento de los convenios de programación será íntegramente obligatorio para todas las partes celebrantes. En caso de tener carácter plurianual, cada una de ellas deberá contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de todos los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto.”.

d) Sustitúyanse, en la oración final del inciso tercero, que pasó a ser inciso cuarto, las palabras “Decreto Ley N° 1.263, de 1975”, por las siguientes: “mencionado decreto ley”.

44) Incorpóranse, a continuación del artículo 81, los siguientes artículos 81 bis y 81 ter, nuevos:
“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, de carácter plurianual destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo, y quedarán sujetos, en lo que correspondiere, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.

Artículo 81 ter.- Los gobiernos regionales podrán, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley Nº 18.091, que establece normas complementarias de incidencia presupuestaria y de administración financiera, suscribir convenios mandato con ministerios y servicios públicos y otros órganos de la administración del Estado, así como también con asociaciones de municipalidades.

Dichos convenios serán obligatorios para las partes. En caso de tener carácter plurianual, aquellas deberán contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción del convenio. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto.

Con todo, gobiernos regionales, ministerios, servicios públicos y asociaciones de municipalidades deberán dar prioridad, dentro de su cartera de proyectos, a la ejecución de iniciativas suscritas en virtud de lo dispuesto en el presente artículo, en consideración a la fecha de suscripción de los actos respectivos.”.

45) Derógase el artículo 107.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° 458, de 1975, que Aprueba Nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones:

1) Suprímese el inciso cuarto del artículo 3º, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser cuarto y quinto, respectivamente. 

2) Modifícase su artículo 28 de la siguiente forma:

a) Reemplázase el guarismo “cuatro”, las dos veces que aparece, por la palabra “tres”.

b) Elimínase la palabra “regional,” y la coma (,) que le sigue.

3) Derógase el Párrafo 2° del Capítulo II del Título II.

4) Reemplázase, en el artículo 37, la expresión “Los Planes Reguladores Intercomunales serán aprobados por decreto supremo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dictado por orden del Presidente de la República, previa autorización del intendente respectivo”; por la oración “Los Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos, serán aprobados por el consejo regional y promulgados por resolución del intendente”. 

5) Reemplázase, en el literal a) del artículo 47, la expresión “Urbana – Regional o Urbana – Intercomunal”, por “urbana intercomunal”.

6) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 55, a la expresión “urbana-regional”, por “urbana intercomunal”. 

Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:

1) Sustitúyese, en el encabezado del Párrafo 2º del Título IV del Libro Cuarto, la expresión “y Gobernadores”, por la frase “, Gobernadores y Presidentes de Consejos Regionales”, precedida de una coma (,).

2)  Reemplázase en el artículo 423 la conjunción “o” por una coma (,) e intercálase entre la palabra “gobernador” y la coma “(,)” que le sigue la siguiente frase “o de un presidente de consejo regional”. 

Artículo 4º.-  Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:

1) Agréganse los siguientes artículos 8º bis y 8º ter nuevos: 

“Artículo 8º bis.- A iniciativa de los gobiernos regionales podrán celebrarse convenios formales anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales y municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.

La ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios. 

Dichos convenios de programación definirán las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que disponen realizar dentro de un plazo determinado. Deberán especificar el o los proyectos sobre los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes, las metas por cumplir, los procedimientos de evaluación y las normas de revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que permitan reasignar recursos entre proyectos. 

A los convenios de programación se podrán incorporar otras entidades públicas o privadas, nacionales o regionales, cuyo concurso o aporte se estime necesario para la mayor eficiencia en su ejecución.

En caso de tener carácter plurianual, las municipalidades deberán contemplar en sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.

Los convenios a que se refiere este artículo deberán ser sancionados mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975. Los proyectos que se incluyan en dichos convenios deberán cumplir con lo establecido en el artículo 19 bis del mencionado decreto ley.

Artículo 8º ter.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades, de carácter plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo.”.

2) Reemplázase, en la parte inicial del literal i) del artículo 65, el verbo “Celebrar” por la oración “Suscribir los convenios de programación a que se refieren los artículos 8º bis y 8º ter y celebrar”.”.

Artículo 5º.- Intercálase, en el inciso cuarto del artículo 18 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 850, de 1998, que Fija el Nuevo Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la Ley Nº 15.840, de 1964, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas y del Decreto con Fuerza de Ley, del mismo Ministerio Nº 206, de 1960, sobre Construcción y Conservación de Caminos; entre la palabra “Municipalidades” y la coma (,) que le sigue, la expresión “o Gobiernos Regionales.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero.- Mientras no se aprueben los planes regionales de ordenamiento territorial a que se refiere la presente ley, los planes regionales de desarrollo urbano que se encuentren vigentes serán instrumentos orientadores en materia de ordenamiento territorial.

Artículo Segundo.- Los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos de jefe de división, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.

Para estos efectos, quienes a dicha fecha se desempeñen como Jefes de División de Análisis y Control de Gestión, continuarán realizando sus labores funcionarias como Jefes de División de Presupuesto e Inversión Regional.

Artículo Tercero.- Las personas que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentran desempeñando la función de secretario ejecutivo del consejo regional, proseguirán desempeñándola en iguales condiciones, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ella por cualquier causa. 

Artículo Cuarto.- Concédese al Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, la facultad de dictar uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los cuales podrán modificar las plantas de personal de cada uno de los servicios administrativos de los gobiernos regionales en el siguiente sentido:

a) Crear el cargo de administrador regional, el cual se insertará dentro del acápite “Directivo – Cargo de Exclusiva Confianza”, asignándosele grado 3.

b) Establecer que para desempeñar los cargos de exclusiva confianza, se requerirá acreditar una experiencia profesional no inferior a 5 años.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 10, 17 y 18 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez (Hernán Larraín Fernández).


Sala de la Comisión, a 7 de enero de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,
Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO Y DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS Y ESTABLECE ADECUACIONES EN LA LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO DE JUSTICIA 
(8207-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, tienen el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, dirigido a esta Corporación, con urgencia calificada de “suma”, a contar del día 14 de agosto de 2013.


A las sesiones en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, por el Ministerio de Justicia, la Ministra, señora Patricia Pérez; el Coordinador de Derechos Humanos de dicha Secretaría de Estado, señor Milenko Bertrand, y los asesores, señora Camila Palacios y señor Felipe Rayo.


Por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, concurrieron su Directora, señora Lorena Fries, y las asesoras, señoras Elvira Oyanguren y Paula Salvo.





En una de dichas sesiones, participó, especialmente invitado, el Representante Regional para América del Sur de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, señor Amerigo Incalcaterra.





Por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda asistió el Jefe de Sector Institucional Laboral, señor Enrique Castillo.

Estuvo presente el señor Christian Finsterbusch, analista de la Biblioteca del Congreso Nacional.





Concurrieron, igualmente, la asesora del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis; el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash; el asesor de la Honorable Senadora señora Pérez, señor Renato Rodríguez, y el asesor del Comité Renovación Nacional, señor Hernán Castillo.




Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, participaron los asesores señora Carol Parada y señores Sergio Guzmán y Pedro Pizarro.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que los siguientes numerales del artículo 1° del proyecto tienen el carácter de normas orgánico constitucionales, en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República:


-- Número 1, letra f), que pasó a ser número 3, letra f);


-- Número 5, que pasó a ser número 8;


-- Número 7, que pasó a ser número 10;


-- Número 8, que pasó a ser número 11;


-- Número 9, que pasó a ser número 12, y


-- Número 10, que pasó a ser número 13.

En consecuencia, en conformidad a lo prescrito por el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, para su aprobación requieren del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hubo.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 19 a), 23 a), 24 a), 26 a), 26 b), 28 a) y 29 a). Además, indicaciones del Ejecutivo números 1, 2 c) y d), 3, 4 a) y b), 5, 6, 7 a) y b) y 8, de fecha 24.07.2013.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 3, 5, 8 bis, 18, 19, 26 c), 27, 30 y 31. Además, indicaciones del Ejecutivo números 2 a) y b) e indicación al artículo 2° transitorio, de fecha 24.07.2013.


4.- Indicaciones rechazadas: números 4 y 7.


5.- Indicaciones retiradas: números 6, 9, 10, 29 y 32.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 8, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26 y 28.

Cabe hacer presente que las indicaciones anteriormente mencionadas fueron recibidas durante los tres plazos que se fijaron para presentarlas, el primero, hasta el 18 de marzo de 2013; el segundo, hasta el día 1 de abril de 2013, y el tercero, hasta el 27 de agosto de 2013.


Igualmente, debe ponerse de manifiesto que las Comisiones unidas introdujeron algunos ajustes de tipo formal al articulado del proyecto, según se dará cuenta más adelante. Estos acuerdos contaron con el voto favorable de la unanimidad de sus miembros presentes y se adoptaron en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

- - -

EXPOSICIONES ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN





Al iniciar la discusión en particular de esta iniciativa, las Comisiones unidas estimaron pertinente escuchar a la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez.





La mencionada Secretaria de Estado señaló que se referiría a los aspectos de mayor relevancia del proyecto en estudio y al contenido de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, las que, informó, reflejan los puntos de interés que durante la discusión en general se estimó necesario incorporar.





Hizo notar, en primer lugar, que de acuerdo al diagnóstico de los expertos en materia de derechos humanos, no existe al interior del Poder Ejecutivo una institución que organice el aparato gubernamental de modo de asegurar el cumplimiento de las obligaciones de promoción, respeto y garantía de tales derechos.


Expresó que, igualmente, no se dispone de una entidad encargada de la elaboración y coordinación de una política nacional de derechos humanos ni del seguimiento de su implementación. Tampoco, agregó, se cuenta con un organismo que se encargue de la asistencia y coordinación técnica en la elaboración de planes y políticas sectoriales en esta área.


Añadió que, asimismo, falta una instancia encargada de conocer las necesidades y prioridades sectoriales e intersectoriales en la señalada materia, así como un organismo que se haga cargo de los programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios públicos.

Hizo presente que el Instituto Nacional de Derechos Humanos ha señalado que “valora la discusión sobre el proyecto de ley de Subsecretaría de Derechos Humanos y recomienda al Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo agilizar la discusión en orden a constituir una instancia gubernamental con capacidad y facultades suficientes con el fin de diseñar, coordinar e implementar políticas públicas de derechos humanos, y que guíe el contenido y organicidad de la acción del Gobierno en estas materias.” (Situación de los Derechos Humanos, Informe Anual 2012, página 335).

Connotó que, por otra parte, los órganos de control en materia de tratados internacionales, han aconsejado al Estado de Chile disponer de instancias gubernamentales con competencia para diseñar y coordinar políticas públicas en materia de derechos humanos.


Entre otros, citó al Comité de Derechos del Niño, el cual ha instado al Estado a contar “con un marco institucional estable y recursos financieros y humanos suficientes para encargarse de la coordinación eficaz y completa de la realización de los derechos (…) a nivel nacional”. (Comité de Derechos del Niño, CRC/C/CHL/CO/3, 23 de abril de 2007, párrafo 13).


Enseguida, destacó la experiencia comparada que ofrecen distintos países de la región, advirtiendo que, en general, éstos cuentan actualmente con instancias gubernamentales con mandato para el diseño e implementación de políticas públicas de promoción y protección de los derechos humanos.


Ejemplificó con los casos de Ecuador, Perú, Paraguay y Argentina, países que cuentan con Ministerios de Justicia y Derechos Humanos, que participan en la formulación y aplicación de políticas y programas de promoción y fortalecimiento de los referidos derechos. Añadió que en México estas competencias se radican en la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos, dependiente de la Secretaría de Gobernación.


Luego, rememorando el proceso de tramitación legislativa de esta iniciativa, recordó que durante la discusión en general realizada en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado se produjo un debate muy amplio y pluralista, que contó con la participación de más de 30 organismos, instituciones y centros académicos vinculados a materias de derechos humanos, tales como el Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH), la Fundación Dunant, CODEPU, la Comisión Chilena de Derechos Humanos, el Museo de la Memoria, Amnistía Internacional, la Fundación Humanas, el Observatorio Ciudadano, la Fundación Iguales y el MOVILH, además de los profesores señores Eduardo Vio Grossi, Jorge Contesse, Claudio Nash y Rafael Blanco.


En relación a la idea de incorporar la Subsecretaría de Derechos Humanos al Ministerio de Justicia, destacó que ella se fundamenta en el propósito de fortalecer en el país la visión del carácter jurídico y, por tanto, exigible, de tales derechos y no como una mera declaración programática de una política pública.

Agregó que otro argumento para que la nueva Subsecretaría dependa del Ministerio de Justicia deriva de la relación de este último con el Poder Judicial, a lo cual se suma su competencia en materia de reforma de los distintos sistemas de justicia que funcionan en nuestro medio. Relevó, además, la relación de esa Secretaría de Estado con ciertos servicios públicos como Gendarmería de Chile y del Servicio Nacional de Menores, cuya misión es atender a grupos de personas vulnerables, que histórica y sistemáticamente han sido discriminadas.

A continuación, destacó la importancia que tiene la institucionalidad que se crea, pues se trata de constituir un órgano promotor y coordinador de políticas públicas y legislación en materia de Derechos Humanos, que dependerá del Ministerio de Justicia, y también un Comité Interministerial de Derechos Humanos, como órgano asesor del Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de Derechos Humanos. Hizo notar que éste constituirá una instancia de información, orientación, coordinación y acuerdo para los Ministerios y Servicios que lo integran.


En cuanto a las principales funciones que desempeñará la Subsecretaría de Derechos Humanos, señaló que serán las siguientes:

1. Elaborar el Plan Nacional de Derechos Humanos, a partir de las prioridades sectoriales e intersectoriales propuestas por el Comité Interministerial.


2. Promover la elaboración de planes y políticas públicas en materia de derechos humanos en órganos de la administración del Estado, prestándoles la necesaria asistencia y coordinación técnica.


3. Realizar el estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas pertinentes para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos.


4. Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado.


En cuanto al Comité Interministerial de Derechos Humanos, explicó que estará integrado por siete Ministros, sin perjuicio de la posibilidad de invitar a otros Secretarios de Estado. Sus integrantes serán el Ministro de Justicia, quien lo presidirá; el Ministro Secretario General de la Presidencia; el Ministro del Interior y Seguridad Pública; el Ministro de Relaciones Exteriores; el Ministro de Desarrollo Social; el Ministro de Educación y el Ministro Director del Servicio Nacional de la Mujer.



Sostuvo que las funciones más relevantes de este Comité serán las siguientes:

1. Señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos.

2. Informar acerca de las necesidades sectoriales que, en materia de derechos humanos, deban ser integradas en las políticas públicas y sobre las adecuaciones normativas del derecho interno.


3. Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos.


4. Conocer los programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado, propuestos por el Ministerio.


Enseguida, pasó a explicar el contenido de las indicaciones que el Ejecutivo ha presentado a esta discusión en particular.


Señaló que ellas persiguen los siguientes objetivos:

1. Clarificar y fortalecer las atribuciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos, en términos de que ésta pueda ejercer un rol verdaderamente conductor de las políticas de Gobierno en la materia.

2. Precisar que es función de esta nueva Subsecretaría elaborar el Plan Nacional en base a las necesidades sectoriales e intersectoriales propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos.


3. Eliminar la función de la Subsecretaría de Derechos Humanos referida a recibir las denuncias presentadas contra el Estado ante los organismos internacionales del ramo y coordinar su defensa, estableciendo, en su lugar, la labor de prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores, en forma consistente con su rol promotor de los derechos humanos.

4. Incluir, entre los integrantes permanentes del Comité Interministerial que se crea al Ministro de Educación, en consonancia con el deber de promoción de los Derechos Humanos que le compete al Estado. Asimismo, se menciona expresamente al Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos, como invitado a las sesiones de dicho Comité.


5. Finalmente, se propone establecer como función del Comité Interministerial de Derechos Humanos la presentación al Presidente de la República del Plan Nacional de Derechos Humanos para los efectos de su aprobación, a objeto de dotarlo de un carácter vinculante para los distintos órganos de la Administración.





Las Comisiones unidas estimaron también pertinente escuchar en esta fase de la tramitación al señor Amerigo Incalcaterra, Representante Regional para América del Sur de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos.


El señor Incalcaterra manifestó que la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos en nuestro medio constituye un avance de gran importancia, por las razones de variada índole que pasó a explicar.


Expresó que tanto en nuestra Región, como fuera de ella, una de las principales dificultades existentes en esta materia consiste en incorporar dentro del ordenamiento jurídico interno de un país el cúmulo de recomendaciones y estándares internacionales que se dictan en el ámbito internacional.

Añadió que lo anterior, a su vez, debe traducirse en la elaboración de políticas públicas que consistan, principalmente, en la confección de un plan nacional en materia de derechos humanos.


Sostuvo que, en el caso chileno, otro tema fundamental es el deber del Estado de presentar informes periódicos a los distintos Comités de los órganos que integran Naciones Unidas, lo que representa un proceso circular y periódico que, naturalmente, requiere de una institución que proporcione guía y asesoría, que aglutine los esfuerzos de las distintas entidades que deben colaborar en este cometido y que coordine la información que en definitiva se envíe a dichos órganos.


Advirtió que el examen periódico universal, EPU, es la nueva manera de observar la situación en que se encuentran los derechos humanos en los distintos países, explicando que de dicho examen emanan recomendaciones, las que deben ser recogidas por un ente que las canalice hacia el ámbito nacional y que evite que se dispersen. En este aspecto, dijo, también es de especial importancia la creación de la Subsecretaría en estudio.

Destacó que la mayoría de las observaciones que se han formulado en este contexto se han recogido en el proyecto de ley en estudio. Observó, sin embargo, que faltaría profundizar los ámbitos de actuación que otros organismos desempeñan en materia de derechos humanos, como por ejemplo, la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores y el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Instó, en consecuencia, a definir los roles que cumplirán en esta importante materia las distintas instancias.


Aseveró que la nueva Subsecretaría también debería poder opinar al momento en que se resuelve legislar en materia de derechos humanos. Correspondería que, en esa situación, se pronunciara acerca de si el proyecto que se tramitará cumple o no con los estándares aplicables y con las obligaciones que el Estado de Chile ha ratificado en este ámbito.


Enseguida, valoró la indicación número 25, del Honorable Senador señor Horvath, que agrega la facultad del Comité Interministerial de “pronunciarse” sobre el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, haciendo notar que el texto aprobado en general por el Senado contemplaba sólo la facultad de “conocer” dicho informe.

Señaló, luego, que las indicaciones números 9, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, y 10, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, que intercalan un nuevo inciso segundo al artículo 8°, referido a las funciones de la Subsecretaría que se crea, le motivan algunas dudas.


Dicho inciso es del tenor que sigue:


"La promoción y protección referida comprende, entre otros, los actos destinados a evitar la comisión de transgresiones penales que constituyan violaciones a los derechos humanos, ya sea que las cometan agentes del Estado, particulares al servicio de este o particulares que, asociados o individualmente, actúen bajo pretextos políticos, ideológicos o raciales, e incluyen, naturalmente, a los actos de extremismo que se efectúen, especialmente, para amedrentar, inhibir o maltratar a una o más personas determinadas o un sector de la sociedad.".

Sostuvo que es necesario esclarecer distintos aspectos relacionados con los particulares que se mencionan en este precepto.

Finalmente, complementando su intervención, hizo entrega a las Comisiones unidas de los siguientes antecedentes:

CUADRO ILUSTRATIVO DE INSTITUCIONALIDAD

EN DERECHOS HUMANOS 

AMÉRICA LATINA

Julio 2013
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Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Secretaría de Derechos Humanos
· Subsecretaría de protección de derechos humanos

· Subsecretaría de promoción de derechos humanos

Datos de contacto:

25 de mayo 544

C1002ABL, Ciudad Autónoma de Buenos Aires

+5411 5167 6500


	Funciones
	Marco normativo

	
	Las funciones de la Secretaría de Derechos Humanos son:

1. Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en todo lo concerniente a la elaboración, ejecución y seguimiento de las políticas, planes y programas para la promoción y la protección de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales, comunitarios y los derechos de incidencia colectiva en general.

2. Coordinar las acciones vinculadas a la promoción y protección de los derechos humanos con otros Ministerios del Poder Ejecutivo Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Defensor del Pueblo y el Congreso de la Nación y con las organizaciones de la sociedad civil, en especial las organizaciones no gubernamentales de derechos humanos.

3. Planificar, coordinar y supervisar la ejecución de las actividades de formación y fortalecimiento institucional en materia de derechos humanos y derecho internacional humanitario, tanto en el ámbito estatal como en lo atinente a la sociedad civil.

4. Coordinar las acciones del Consejo Federal de Derechos Humanos e implementar las delegaciones de la Secretaría de Derechos Humanos en el interior.

5. Ejercer la representación del Estado Nacional, que incumbe al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, ante los organismos internacionales de derechos humanos.

6. Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en lo relativo a la adecuación normativa del derecho interno con el derecho internacional de los derechos humanos.

7. Entender en la observación activa, el seguimiento y la denuncia de casos y situaciones relativos a los derechos humanos, civiles, políticos, económicos, sociales, culturales, comunitarios y de incidencia colectiva, conjuntamente con los organismos nacionales, provinciales, municipales y organizaciones de la sociedad civil vinculadas a esta temática.

8. Entender, a través del Archivo Nacional de la Memoria, organismo desconcentrado en el ámbito de esta Secretaria de Derechos Humanos, en la recolección, actualización, preservación y digitalización de los archivos e informaciones vinculados a la vulneración de los derechos humanos por el terrorismo de Estado, manteniendo una relación permanente con los organismos gubernamentales y no gubernamentales, nacionales e internacionales vinculados a la temática y supervisar la aplicación efectiva del conjunto de normas reparatorias dictadas por el Estado argentino.

9. Ejercer la Presidencia de la Comisión nacional por el derecho a la identidad, creada por la ley Nº 25.457, prestándole el apoyo político, técnico y administrativo necesario para su funcionamiento.

10. Coordinar a los organismos descentralizados con competencia en materia de derechos humanos.

11. Entender en el establecimiento de observatorios y del voluntariado de derechos humanos.

12. Establecer alternativas para la resolución de conflictos de trascendencia social que tiendan a la superación de los mismos, propiciando el diálogo y entendimiento de las partes involucradas.

13. Realizar el seguimiento de todas las situaciones que impliquen un conflicto social de trascendencia para la sociedad, en los cuales intervenga el área, ya sea a pedido de parte o de oficio.

14. Entender en la organización de una base de datos con los antecedentes y evolución de cada caso en el que se haya tomado intervención, a fin de constituir una biblioteca de casos que permita la elaboración de nuevas estrategias y la revisión de las aplicadas, con el objeto de actualizar en forma permanente las mismas.

15. Coordinar los planes, programas y registros vinculados a la temática de derechos humanos existentes o a crearse en el ámbito de la Secretaría.

16. Entender en los temas relacionados con la protección contra la violencia familiar, supervisar el cumplimiento de las funciones que la ley Nº 24.417, de protección contra la violencia familiar y su decreto reglamentario Nº 235/96, asignadas al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, y supervisar la coordinación del Cuerpo Interdisciplinario en Violencia Familiar creado por el citado decreto.

17. Supervisar el accionar del Instituto Nacional contra la discriminación, la xenofobia y el racismo (INADI).

	Decreto 357/2002, que aprueba el organigrama de aplicación de la Administración Nacional centralizada hasta nivel de Subsecretaría.

Decreto 1993/2010, que crea el Ministerio de Seguridad y sustituye la denominación de Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos por la de Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. 
Decreto 1485/2011, que aprueba la estructura organizativa de primer nivel operativo del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.  
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Ministerio de Justicia - Viceministerio de Justicia y Derechos Fundamentales
· Dirección General de Justicia y Derechos Fundamentales
· Dirección General de Desarrollo Constitucional
Datos de contacto:

Edificio Ministerio de Justicia

Avenida 16 de Julio n°1769, Piso 3
La Paz
Tel. +591 2 2158900


	El Viceministerio de Justicia y Derechos Fundamentales tiene las siguientes funciones:

1. Promover el acceso a la justicia social, ejecutando acciones que coadyuven a la solución de conflictos.
2. Formular políticas, normas, planes y programas del sector justicia, para efectivizar el acceso, la lucha contra la impunidad y retardación de justicia.

3. Coordinar con el Órgano Judicial, Tribunal Constitucional Plurinacional, Ministerio Público, Policía Boliviana, Defensor del Pueblo, Procuraduría General del Estado, Tribunal Agroambiental, las Comisiones de Constitución, Policía Judicial del Órgano Legislativo y Ministerio Público, la implementación de políticas y programas para el acceso a la justicia.

4. Formular y ejecutar políticas y planes de defensa, protección y promoción de derechos fundamentales.

5. Coordinar con las entidades territoriales autónomas y las organizaciones del pueblo, la implementación de las políticas y planes de defensa, protección y promoción de derechos fundamentales.

6. Coadyuvar a la protección judicial y administrativa de los derechos fundamentales, cuando su violación provenga de servidores públicos actos de particulares que afecten de manera generalizada los intereses del pueblo.

7. Promover la aplicación de los instrumentos internacionales en el ámbito de derechos fundamentales.

8. Elaborar y promover la política nacional contra el crimen.

	Decreto supremo N° 29.894, de 7 de febrero de 2009, de estructura organizativa del Órgano Ejecutivo del Estado Plurinacional.


	BRASIL
[image: image4.png]Secretaria de
Direitos Humanos

GOVERNO FEDERA L

PAIS RICO E PAIS SEM POBREZA




Secretaria de Direitos Humanos

· Secretaria de Gestão da Política de Direitos Humanos

· Secretaria Nacional de Promoção e Defesa dos Direitos Humanos

· Secretaria Nacional de Promoção dos Direitos da Criança e do Adolescente

· Secretaria Nacional de Promoção dos Direitos da Pessoa com Deficiência

· Assessoria de Comunicação Social

· Assessoria Internacional

· Ouvidoria Nacional de Direitos Humanos

Datos de contacto:

Setor Comercial Sul – B, Quadra 9, Lote C
Edif. Parque Cidade Corporate,

Torre "A", 10º andar

CEP: 70308-200, Brasília, Distrito Federal
Tel. +55 61 2025 3106

	La Secretaría de Derechos Humanos de la Presidencia de la República tiene las siguientes funciones:

1. Brindar asesoría directa e inmediata a la Presidencia de la República en la formulación de políticas y directrices dedicadas a la promoción de los derechos de la ciudadanía, de los niños y adolescentes, de los adultos mayores y de las minorías, y a la defensa de los derechos de las personas con discapacidad, así como a la promoción de su integración a la vida comunitaria;

2. Coordinar la Política Nacional de Derechos Humanos, en conformidad con las directrices del Programa Nacional de Derechos Humanos – PNDH;
3. Articular iniciativas y apoyar proyectos destinados a promover y proteger los derechos humanos en el ámbito nacional, tanto por organismos gubernamentales –incluyendo los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial- como por organizaciones de la sociedad civil, y
4. Recibir reclamos y denuncias de la ciudadanía, de los niños, de los adolescentes, de las personas con discapacidad, de los adultos mayores y otros grupos sociales vulnerables (ouvidoria-geral).

5. Ejercer las atribuciones de Órgano Ejecutor Federal del Programa Federal de Asistencia a Víctimas y a Testigos Amenazados, instituidos por el artículo 12 de la Ley N° 9807, del 13 de julio de 1999;

6. Actuar, en la forma del reglamento específico, como Autoridad Central Federal a que se refiere el artículo 6 de la Convención Relativa a la Protección de los Niños y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, concluida en La Haya el 29 de mayo de 1993, aprobada por el Decreto Legislativo N° 1 del 14 de enero de 1999 y promulgada por el Decreto N° 3087 del 21 de junio de 1999, y

7. Actuar, en la forma del reglamento específico, como la Autoridad Central Federal a la que se refiere el artículo 6 de la Convención sobre los Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños, concluida en La Haya, el 25 de octubre de 1980, y promulgada por el Decreto N° 3413 del 14 de abril de 2000.

	Lei N° 10.683, de 28 de maio de 2003, que dispõe sobre a organização da Presidência da República e dos Ministérios, e dá outras providências.
Medida Provisoria N° 483, de 24 de março de 2010, convertida en Lei N° 12.314/2010.
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Vicepresidencia del Gobierno – Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario

· Área de Políticas y Coordinación Institucional
· Observatorio de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario

· Lucha contra la Impunidad

· Cultura

· Comunicaciones

· Formulación de Políticas

· Seguimiento Legislativo

· Seguimiento a Recomendaciones de la OACNUDH y Cooperación Internacional
· Área de Atención y Prevención

· Descentralización

· Comisión Intersectorial de Alertas Tempranas (CIAT)

· Protección

· Comunidades Indígenas en Riesgo de Extinción

· Secretaría Técnica Mesa Nacional de Prevención del Desplazamiento Forzado

· Casos

· Área Internacional

· Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos

· Sistema de Protección de Derechos Humanos de las Naciones Unidas

· Área Administrativa
Datos de contacto:

Calle 7 No. 6 – 54

Bogotá

Tel. +57 1 595 1850


	El Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario trabaja en la elaboración y coordinación de las políticas públicas entorno a los Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario (DIH).

El Programa tiene como objetivo proponer elementos de política en materia de derechos humanos y derecho internacional humanitario, así como en tópicos relacionados con la información, la cultura, las comunicaciones y el desarrollo legislativo sobre derechos humanos, misión médica y otros temas del derecho internacional humanitario.
Las funciones del Programa Presidencial son:

1. Asistir al Presidente de la República en la promoción y coordinación de las acciones dirigidas a garantizar la adecuada protección de los Derechos Humanos y de la aplicación del Derecho Internacional Humanitario.
2. Sugerir al Gobierno Nacional las medidas que pueden tomarse, para garantizar en el país el respeto y debida protección de los Derechos Humanos y la aplicación del Derecho Internacional Humanitario previo análisis y evaluación de la situación general en la materia.
3. Realizar estudios y análisis sobre la situación de Derechos Humanos y la aplicación del Derecho Internacional Humanitario.

4. Coordinar la elaboración del informe anual sobre Derechos Humanos.
5. Ejercer la Secretaría Técnica de la Autoridad Nacional de lucha contra las minas antipersonales y de la Comisión Intersectorial de Derechos Humanos.
6. Promover las acciones necesarias por parte de las autoridades para conjurar situaciones que puedan dar lugar a violaciones de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario.
7. Coordinar, promover, impulsar, participar y hacer seguimiento de las tareas que, en materia de Derechos Humanos y la aplicación del Derecho Internacional Humanitario, realizan y deben realizar los distintos despachos gubernamentales de acuerdo con la política formulada por el Gobierno, en la materia.
8. Coordinar su actividad con los organismos del Estado vinculados a la protección de los Derechos Humanos y la aplicación del Derecho Internacional Humanitario.
9. Solicitar informes, en cuanto no se trate de documentos reservados, de las denuncias que se formulen ante cualquier organismo público o privado sobre violaciones a los Derechos Humanos y tomar las medidas y realizar las gestiones, dentro de su competencia, para combatir la impunidad en este tipo de casos.
10. Recibir, dar traslado y hacer seguimiento a las quejas y reclamos presentados por los ciudadanos en relación con el cumplimiento, protección, garantía y efectividad de los Derechos Humanos fundamentales por parte de los diferentes organismos de la administración pública.
11. Establecer contactos, de manera coordinada con el Ministerio de Relaciones Exteriores, con los órganos de Derechos Humanos de las Naciones Unidas y de la OEA, con los demás organismos de derecho público internacional interesados en la situación de Colombia en esta materia, lo mismo que con las organizaciones no gubernamentales nacionales o extranjeras que se ocupen del tema.
12. Dar a conocer, promover el análisis y la búsqueda de aplicación de las recomendaciones que en materia de derechos humanos realizan los organismos públicos internacionales. Coordinar la elaboración de los informes a dichos organismos internacionales y velar para que en ellos se dé cuenta de la situación de derechos humanos que se vive en el país y de las acciones que el Gobierno y el Estado realizan para enfrentar tal situación.
13. Participar en las reuniones y tareas del Comité Intersectorial Permanente para la Coordinación y Seguimiento de la Política Nacional en Materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario y hacer seguimiento al Plan Nacional de Acción en la materia.
14. Promover la cooperación entre el Estado, el Gobierno, los entes territoriales y la sociedad civil para la promoción y el respeto de los Derechos Humanos y la aplicación del Derecho Internacional Humanitario.
15. Rendir al Presidente y Vicepresidente de la República informes sobre los asuntos a su cargo.
16. Las demás que le asigne el Presidente o el Vicepresidente de la República.


	Decreto N° 519 de 2003 (marzo 5), por el cual se suprimen, se transforman y se crean unas Consejerías y Programas Presidenciales.
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Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos – Subsecretaría de Derechos Humanos y Cultos
· Dirección de Relación con la Ciudadanía

· Dirección de Coordinación del Cumplimiento de Obligaciones en Derechos Humanos

· Dirección de Atención y Ejecución de Políticas Públicas en Materia de Cultos
Datos de contacto:

Av. Colón entre Diego de Almagro 
y Reina Victoria, Quito

Tel. +593 2 395 5840


	La Subsecretaría de Derechos Humanos y Cultos tiene como misión impulsar políticas transversales que garanticen la plena vigencia de los derechos humanos y la regulación para el libre ejercicio de cultos.

Sus objetivos son los siguientes:
1. Incrementar el acceso de la ciudadanía a servicios gratuitos de asesoría jurídica y psicosocial que potencien el conocimiento de sus derechos y de los mecanismos de exigibilidad.

2. Incrementar la coordinación interinstitucional para garantizar la plena vigencia de los derechos humanos, así como el cumplimiento de obligaciones internacionales.

3. Incrementar la vigencia de políticas públicas actualizadas en materia de cultos, apegadas al cumplimiento del marco regulatorio para el registro, funcionamiento y seguimiento de las diversas entidades religiosas en el Ecuador.
Para ello, tiene encomendadas las siguientes funciones:

1. Promover una cultura ciudadana de exigibilidad de derechos humanos;
2. Coordinar programas de capacitación en derechos humanos para funcionarios/as que prestan servicios de justicia y funcionarios/as públicos/as;
3. Generar compromisos interinstitucionales para garantizar los derechos de los/as ciudadanos/as en general y frente a la justicia en particular;
4. Coordinar la ejecución de campañas sobre defensa y promoción de los derechos humanos;
5. Coordinar la ejecución de sentencias, medidas cautelares, medidas provisionales, soluciones amistosas y recomendaciones que provengan del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y de observaciones y recomendaciones originadas en Convenios Internacionales de Derechos Humanos que el Ecuador haya ratificado y coordinar la difusión de estas actividades;

6. Promover la aplicación de las políticas públicas con enfoque de derechos humanos;

7. Coordinar mecanismos de respuesta ciudadana a casos individuales presentados para atención del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos;

8. Coordinar procesos de seguimiento de la calidad del servicio de defensa pública y desempeño de los/las defensores/as.
9. Monitorear, evaluar y controlar la ejecución de programas y proyectos encargados al área;
10. Coordinar con el CONSEP la elaboración, implantación y difusión de las campañas de prevención y erradicación del consumo de sustancia estupefacientes y psicotrópicas;
11. Elaborar coordinadamente el plan Operativo Anual consolidado de sus direcciones y unidades, considerando tanto el ámbito de actividades como presupuestal;
12. Coordinar internamente para la ejecución de planes y proyectos con las diferentes subsecretarías, coordinaciones, direcciones y unidades del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos;

13. Revisar e informar periódicamente sobre el avance del Plan Operativo Anual considerando los ámbitos de actividades y presupuestal;

14. Formular, ejecutar, dar seguimiento, evaluar y dirigir las políticas de regulación para el libre ejercicio de cultos y su relación con el Estado;

15. Las demás que le sean delegadas por la autoridad competente.


	Decreto Ejecutivo N°. 748, de 14 de noviembre de 2007, que crea el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.
Estatuto orgánico del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos de 27 de diciembre de 2007.
Acuerdo N° 250 del Ministro de Justicia, Derechos Humanos y Cultos de 10 de enero de 2011.


	GUATEMALA
[image: image7.jpg]Gobiero de Guatemala





Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos
· Presidencia

· Dirección Ejecutiva

· Subdirección Ejecutiva

· Departamento de Planificación, Monitoreo, Evaluación y Sistematización

· Departamento de Recursos Humanos

· Departamento de Asuntos Jurídicos

· Departamento de Seguimiento de casos Internacionales en materia de Derechos Humanos

· Departamento de Investigación e Informes

· Departamento para la Coordinación de Mecanismos de Protección a Defensores de derechos humanos

· Departamento de Educación y Cultura de Paz

· Departamento de Análisis y Mediación de conflictos con enfoque de derechos humanos

· Unidad de Administración Financiera

· Departamento de Información y Comunicación Social
· Departamento de Auditoría Interna

Datos de contacto:

2 Av. 10-50 Zona 9

Ciudad de Guatemala C.A. 01009

Tel. +502 232 69800


	La Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos (COPREDEH) es una entidad dependiente directamente de la Presidencia de la República, creada para coordinar e impulsar el respeto, la plena vigencia y el cumplimiento de las responsabilidades del Estado en materia de derechos humanos.
Sus funciones son:
1. Apoyar en la mediación de la conflictividad latente en el país, en particular la protección de los defensores de derechos humanos;

2. Generar estrategias de incidencia en la administración pública para que se institucionalice en las políticas del Estado el tema de derechos humanos. Incidir en las instituciones de Estado para mejorar el nivel con el que se maneja el tema de derechos humanos. Incidir en las instituciones del Ejecutivo para la incorporación del enfoque de derechos en sus políticas institucionales.

3. Fortalecer la educación en derechos humanos y cultura de paz, principalmente hacia los funcionarios públicos;

4. Mejorar a nivel internacional la perspectiva de cómo se implementan los derechos humanos en el país, haciendo análisis e informes documentados de la realidad del país;

5. Dar seguimiento y promover el cumplimiento de las recomendaciones hechas por los mecanismos convencionales y extra-convencionales de protección internacional a los derechos humanos;

6. Mejorar la atención a las víctimas del conflicto armado interno y de violaciones a derechos humanos que, ante la falta de justicia interna en Guatemala, acuden a instancias regionales e internacionales a ventilar sus casos, promoviendo el avance en el cumplimiento de los Acuerdos de Solución Amistosa, Acuerdos de Recomendaciones y Sentencias del Sistema Interamericano.

7. Tener un sistema de alerta temprana que permita identificar riesgos y amenazas para el ejercicio o goce de los derechos humanos de acuerdo con el contexto local, social, político o cultural; para lograr una respuesta rápida y efectiva para la prevención del riesgo o conflicto, disminuyendo la vulnerabilidad hacia las personas, bienes o instituciones y que permita la gobernabilidad democrática.

8. Impulsar la aprobación de normativa para la promoción y protección de los derechos humanos, entre la que destaca: Acuerdo Gubernativo que impulse la Política de Prevención y Protección para Defensores de Derechos Humanos y otros grupos vulnerables, Acuerdo Gubernativo que dé vida al Programa de Prevención y Protección para Defensores de Derechos Humanos y otros grupos vulnerables, Acuerdo Ministerial –Ministerio de Gobernación- del Reglamento del Programa de Prevención y Protección para Defensores de Derechos Humanos y otros grupos vulnerables, Acuerdo Ministerial –Ministerio de Gobernación- del Manual para la Prevención y Protección para Defensores de Derechos Humanos y otros grupos vulnerables.

9. Incidir para que el Estado cumpla con sus responsabilidades internas en materia de derechos humanos, en los temas de desaparición forzada. Aprobación de iniciativas de ley por el Congreso de la República, entre las que se encuentran la iniciativa 35-90 “Creación de la Comisión”, la iniciativa de ley para la creación del Mecanismo Nacional de Prevención contra la Tortura OPCAT y la armonización del Código Penal con la legislación internacional en materia de derechos humanos.
10. Ratificación de instrumentos internacionales en materia de derechos humanos de la Convención Internacional sobre Personas Desaparecidas, Ratificación del Estatuto de Roma –Corte Penal Internacional- , Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, Convención internacional para la protección de todas las personas contra la desaparición forzada, Protocolo Facultativo DESC, Armonización de la legislación conforme a la Convención Internacional sobre los Derechos de los trabajadores Migratorios y sus Familiares.


	Acuerdo Gubernativo N°. 486-91 y sus reformas contenidas en los Acuerdos Gubernativos N°s. 549-91, 222-94 y 192-95.
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Secretaría de Justicia y Derechos Humanos – Subsecretaría de Estado en el Despacho de Derechos Humanos
· Dirección de Políticas Públicas y Plan Nacional de Acción de Derechos Humanos

· Dirección de seguimiento y cumplimiento de compromisos internacionales derivados de Convenios y Tratados

· Dirección de Investigación e Informes

· Dirección de Seguimiento de Casos en el Ámbito Internacional de Derechos Humanos

· Dirección de Educación y Cultura de Paz
Datos de contacto:

Col. Lomas del Mayab, 

Ave. República de Costa Rica
Tegucigalpa
Tel. +504 2235 5123

	A la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos le corresponde lo concerniente a la promoción, coordinación, formulación, armonización, implementación y evaluación de las políticas en materia de justicia y derechos humanos incluyendo:

1. La promoción, coordinación, formulación, armonización, implementación y evaluación de las políticas del Poder Ejecutivo sobre acceso a la justicia;

2. La de promover la revisión, actualización y armonización del ordenamiento jurídico nacional;

3. La de promover la revisión, actualización y armonización del ordenamiento jurídico nacional a los estándares internacionales;

4. La de promover la seguridad jurídica y el conocimiento de la ley por parte de la ciudadanía;

5. La coordinación y enlace de las organizaciones de la sociedad civil vinculadas al quehacer de la justicia y los derechos humanos en su relación con el Gobierno;

6. La solución extrajudicial o alterna de conflictos en el ámbito de su competencia;
7. La promoción de la responsabilidad ciudadana para una cultura de paz;
8. La promoción de una política de desarrollo de instancia alterna de solución de conflicto en el ámbito de su competencia;
9. La coordinación y enlace con los órganos del Poder Judicial, Ministerio Público, Procuraduría General de la República, el Comisionado Nacional de los Derechos Humanos (CONADEH) y otros, en su relación con el Poder Ejecutivo en materia de Derechos Humanos;
10. Lo relativo a indultos de conformidad con la legislación sobre la materia;
11. Formular, coordinar, ejecutar y evaluar las políticas públicas en materia de justicia y derechos humanos en el marco de la Visión de País y Plan de Nación;
12. Asumir las directrices enunciadas en la Visión de País y Plan de Nación y los Objetivos de Desarrollo del Milenio en lo concerniente a las materias;
13. La formulación, coordinación, fomento, armonización y ejecución de la política pública en materia de Derechos Humanos y el Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos con la participación de las Organizaciones de la sociedad civil.
14. La de asesorar a los diferentes órganos del Poder Ejecutivo en la coordinación, diseño, e implementación de políticas públicas, programas y planes en la temática de justicia y derechos humanos;
15. La de promover el fortalecimiento de las capacidades de las instituciones de la Administración Pública Centralizada y Descentralizada para el cumplimiento de sus obligaciones en materia de derechos humanos en la esfera de su competencia;

16. La coordinación y enlace con las instituciones encargadas de las actividades encaminadas a promover y proteger los derechos y garantías de los niños y niñas, jóvenes, mujeres, adultos mayores, personas con discapacidad, personas privadas de libertad, etnias y trabajadores migratorios y de sus familiares;
17. Establecer estructuras, funciones y atribuciones que posibiliten la tutela de los derechos de los grupos colocados en posición de vulnerabilidad;
18. La redacción, presentación y sustentación de los Informes de los Tratados e Instrumentos de derechos humanos ratificados por el Estado de Honduras;
19. La de realizar estudios e investigaciones que sirvan de apoyo al resto de espacios gubernamentales y estatales para el fortalecimiento de las capacidades investigativas y de respuesta en materia de Justicia y Derechos Humanos;
20. La de realizar estudios e investigaciones que contribuyan a mejorar el conocimiento que se tiene de los derechos humanos por parte de los diferentes órganos del Poder Ejecutivo para la implementación de sus políticas públicas;
21. La de coadyuvar en el fortalecimiento de las capacidades institucionales en el desarrollo de las investigaciones que en materia de Derechos Humanos lleven a cabo los entes encargados;
22. La de representar al Poder Ejecutivo nacional e internacionalmente en grupos de trabajo, eventos, comisiones, cónclaves y reuniones ministeriales en materia de justicia y derechos humanos a los que sea invitado el Gobierno de la República;
23. La de contribuir a la prevención de violencia asociada a conflictos sociales, promoviendo procesos de diálogo, formación y educación en derechos humanos para una cultura de paz y el desarrollo de las capacidades de la administración pública en todos sus niveles para identificación y resolución temprana de conflictos;
24. La de prevenir e identificar riesgos y amenazas para el gozo de la justicia y el ejercicio pleno de los derechos humanos;
25. La promoción con otros Estados u organismos internacionales de la política pública en materia de justicia y derechos humanos;
26. Las demás que le señalen otras leyes.

	Decreto Ejecutivo N° PCM-027-2011.


	MÉXICO
[image: image9.jpg]SEGOB

SECRETARIA DE GOBERNACION

SN b




Secretaría de Gobernación – Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos
· Unidad de Asuntos Jurídicos

· Unidad para la Promoción y la Defensa de los Derechos Humanos

· Dirección General de Compilación y Consulta del Orden Jurídico
Datos de contacto:

Bucareli # 99, Col. Juárez
Delegación Cuauhtémoc CP. 06600
Tel. +55 50 93 30 00

	La Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos de la Subsecretaría tendrá las siguientes atribuciones:
1. Promover, coordinar, orientar y dar seguimiento a los trabajos y tareas de promoción y defensa de los derechos humanos que lleven a cabo las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal;
2. Auxiliar al Secretario en la coordinación de los esfuerzos que las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal emprendan para el adecuado cumplimiento de las recomendaciones emitidas por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos;
3. Constituir, llevar y mantener actualizado el registro de las recomendaciones que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos emita a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal;
4. En el ámbito de competencia de la Secretaría de Gobernación, actuar como instancia de apoyo en la promoción de los derechos humanos con los organismos locales competentes;
5. Fungir como vínculo entre la Secretaría de Gobernación y las organizaciones civiles dedicadas a la promoción y defensa de los derechos humanos, así como atender y, en su caso, remitir a las instancias competentes, de conformidad con las disposiciones legales aplicables, las peticiones que éstas le formulen;
6. Someter a consideración del superior jerárquico la forma en que serán atendidas las recomendaciones dictadas por organismos internacionales en materia de derechos humanos cuya competencia, procedimientos y resoluciones sean reconocidos por el Estado Mexicano;
7. En el ámbito de competencia de la Secretaría de Gobernación, coadyuvar con los órganos e instancias dedicadas a la promoción y defensa de los derechos humanos;
8. Dar trámite administrativo a las medidas que procuren el pleno respeto y cumplimiento, por parte de las autoridades de la Administración Pública Federal, de las disposiciones jurídicas que se refieren a las garantías individuales y a los derechos humanos, y coordinar la atención de las solicitudes de medidas precautorias o cautelares necesarias para prevenir la violación de derechos humanos, así como instrumentar dichas medidas, siempre que no sean de la competencia de alguna otra dependencia de la Administración Pública Federal;
9. Formar parte del Comité Jurídico Interno de la Secretaría;

10. Fungir como la Coordinación Ejecutiva Nacional a que se refiere la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, así como de instancias equivalentes en término de las leyes en materia de promoción y protección de derechos humanos;

11. Identificar y compilar en el ámbito de competencia de la Secretaría, los compromisos internacionales en materia de derechos humanos que asuma el Estado Mexicano, así como promover y coadyuvar con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal para dar cumplimiento a éstos;
12. Dictar, en el ámbito de competencia de la Secretaría y previo acuerdo con el Subsecretario, las medidas administrativas que sean necesarias para que las autoridades federales, en el ámbito de sus respectivas competencias, procuren el cumplimiento de los preceptos constitucionales, especialmente en lo que se refiere a derechos humanos y a las garantías para su protección;
13. Establecer, dar seguimiento, implementar y coordinar en el ámbito de competencia de la Secretaría de Gobernación, el cumplimiento a las obligaciones que le impongan las leyes en materia de promoción y protección de derechos humanos, en especial de las personas defensoras de derechos humanos y periodistas, y
14. Las demás que le confiera el Secretario dentro de la esfera de sus facultades, y otras disposiciones jurídicas aplicables.

	Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de julio de 2002:
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Comisión Nacional Permanente para Velar por el Cumplimiento y Seguimiento de los Compromisos Adquiridos por Panamá en el Ámbito Nacional e Internacional en materia de Derechos Humanos
· Presidencia

· Vicepresidencia

· Secretaría Técnica

Datos de contacto:

San Felipe. Calle 3. Palacio Bolívar

Ciudad de Panamá

Tel. +507 511 4100


	Las funciones de la Comisión son las siguientes:

1. Participar en el diseño y coordinación de las políticas y acciones gubernamentales, dirigidas a la protección y garantía de los derechos humanos, incluyendo la elaboración y ejecución de un Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos.

2. Realizar un inventario sobre las legislaciones y reglamentos vigentes en materia de derechos humanos y promover la elaboración de anteproyectos de leyes, para la adecuación del marco jurídico nacional a los tratados y convenios internacionales de los cuales Panamá sea parte.

3. Dar seguimiento a las solicitudes, recomendaciones y otros compromisos que surjan del Examen Periódico Universal o hayan sido formuladas por los Órganos de Supervisión de Tratados de Naciones Unidas y promover su incorporación en la planificación anual de cada una de las instituciones estatales, con mira a su efectiva implementación.

4. Coordinar las acciones de la administración pública, tendientes a dar cumplimiento a las sentencias, resoluciones y recomendaciones dictadas por organismos internacionales de derechos humanos, incluyendo los del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos.

5. Recomendar la adopción de las medidas que estime necesarias frente a situaciones que impliquen una amenaza de violación a los derechos fundamentales.

6. Coordinar la preparación del Informe del Examen Periódico Universal, que se remitirá periódicamente al Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, así como de los Informes de derechos humanos que la República de Panamá debe presentar ante los Órganos de Supervisión de Tratados de Naciones Unidas.

7. Promover, en colaboración con el Ministerio de Educación, la realización de campañas y programas de educación en derechos humanos y la elaboración de contenidos curriculares de derechos humanos para su incorporación en los programas escolares y universitarios.

8. Participar, mediante el procedimiento legal correspondiente con el Ministerio de Relaciones Exteriores, en las reuniones y conferencias internacionales de derechos humanos vinculadas a sus funciones, siempre que la institución sea convocada por la Secretaría Técnica como parte del personal técnico necesario para asistir a dichos compromisos, lo cual dependerá de los temas y sus especialidades.

9. Recopilar toda la información que genere el Estado, producto de los planes, acciones y tareas dirigidas a desarrollar y cumplir con los derechos humanos.

10. Preparar informes anuales sobre las distintas gestiones y actividades que desarrolle.

11. Elaborar y aprobar su reglamento interno.

12. Crear las subcomisiones de trabajo.


	Decreto Ejecutivo N° 7, de 17 de enero de 2012.
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Ministerio de Justicia y Trabajo – Viceministerio de Justicia y Derechos Humanos
· Gabinete

· Dirección General de Desarrollo Normativo

· Dirección General de Justicia

· Dirección General de Derechos Humanos

· Dirección General de Establecimientos Penitenciarios y Ejecución de Penas

· Dirección General de Atención al Adolescente Infractor

· Dirección General de Salud de Establecimientos Penitenciarios y Ejecución Penal

· Dirección General de Transparencia y Lucha contra la Corrupción

· Registro del Estado Civil

Datos de contacto:

Avda. Dr. José Gaspar Rodríguez de Francia esq. Estados Unidos,Asunción

Tel. +59521 493 209


	La Dirección General de Derechos Humanos tiene las siguientes atribuciones:
1. Efectuar el seguimiento y monitoreo de las obligaciones asumidas por el Estado paraguayo ante los organismos regionales e internacionales procurando la adecuación del accionar del Estado paraguayo a las exigencias del ordenamiento internacional de Derechos Humanos.

2. Coordinar la defensa del Estado paraguayo en las demandas interpuestas ante organismos internacionales por violación de derechos humanos.

3. Cooperar en la elaboración de los informes periódicos requeridos por los organismos regionales e internacionales de derechos humanos y realizar el monitoreo y seguimiento de las recomendaciones consecuentes
4. Formular, impulsar y coordinar las iniciativas provenientes de institucionales públicas y privadas tendientes a mejorar los mecanismos de promoción, protección y realización de los Derechos Humanos, con énfasis en aquellas destinadas al combate a la discriminación


	Decreto N° 1.730, de 27 de marzo 2009.
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Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Viceministerio de Derechos Humanos y Acceso a la Justicia
· Dirección General de Protección de Datos Personales

· Dirección General de Defensa Pública y Acceso a la Justicia

· Dirección General de Derechos Humanos

Datos de contacto:

Scipión Llona 350, Miraflores

Lima 18
Tel. +511 204 8020

	El Despacho Viceministerial de Derechos Humanos y Acceso a la Justicia tiene como funciones específicas las siguientes:
1. Formular, coordinar, ejecutar y supervisar la política en materia de derechos humanos y acceso a la justicia bajo su competencia, de conformidad con la respectiva política nacional.
2. Promover el acceso a la justicia a través de los servicios de defensa pública, asesoría legal gratuita y medios alternativos de solución de conflictos.
3. Supervisar a la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales.

4. Coordinar, orientar y supervisar las actividades que cumplen los órganos de línea del Ministerio y demás entidades bajo su responsabilidad.
5. Resolver en última instancia administrativa los recursos impugnativos interpuestos contra las resoluciones emitidas por los Órganos de Línea del Viceministerio, cuando corresponda.
6. Emitir resoluciones viceministeriales en los asuntos que le corresponden conforme a ley.
7. Aprobar el informe periódico o eventual requerido por los órganos de los sistemas de protección internacional de derechos humanos, debidamente aprobado por el órgano rector respectivo y mediante los canales correspondientes.
8. Aprobar los lineamientos para la difusión y promoción de los derechos humanos, incluido el derecho internacional humanitario, a nivel nacional.
9. Aprobar los estándares mínimos en materia de derechos humanos, así como los lineamientos y directivas para su cumplimiento.
10. Por encargo del Ministro, mantener relaciones con los gobiernos regionales, gobiernos locales y otras entidades públicas y privadas, nacionales e internacionales, vinculadas a la implementación de las políticas nacionales en materia de derechos humanos y acceso a la justicia.
11. Otras funciones que le asignen las leyes y reglamentos.


	Ley N° 29.809, de Organización y Funciones del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, de 8 de diciembre de 2011.
Decreto Supremo N° 011-2012-JUS, que aprueba el Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Justicia.
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Consejo Nacional de Derechos Humanos
· Presidencia

· Secretaría Ejecutiva

· Dirección de Promoción y Difusión

Datos de contacto:

Carlos Tenaud cuadra 3 s/n, Miraflores

Lima 18
Tel. +511 204 8020 anexo 1339
Consejo Nacional de Derechos Humanos

	El Consejo Nacional de Derechos Humanos (CNDH), es un mecanismo interinstitucional del Estado que coadyuva al cumplimiento de los deberes del Estado en el campo de los derechos humanos. Se encarga, asimismo, de promover, coordinar y asesorar al Estado para la tutela y vigencia plena de los derechos humanos.
Le corresponde proponer la política gubernamental en materia de promoción, defensa y garantía de los derechos humanos, en el marco del Plan Nacional de Derechos Humanos (PNDH).

El Presidente del CNDH es el Ministro de Justicia.
Sus principales funciones:

1. Representar al CNDH.
2. Conducir la política gubernamental en materia de promoción, defensa y garantía de los derechos humanos, en el marco del PNDH.
3. Dirigir, controlar y evaluar los planes y programas del CNDH.
4. Centralizar las acciones del Estado en materia de derechos humanos y coordinar con los organismos nacionales e internacionales en dicha materia.
5. Constituir comisiones especiales y equipos de trabajo.
6. Recomendar al Presidente de la República la política, medidas y acciones en materia de indulto, derecho de gracia y conmutación de la pena, conducentes a la despenalización y a los objetivos de la justicia.
7. Difundir ante la comunidad internacional los planes, proyectos y actividades realizadas, así como los objetivos alcanzados como resultado de la aplicación de las acciones del Estado en la defensa y garantía de los derechos humanos, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores.
8. Proponer normas en materia de derechos humanos.
9. Coordinar con el Poder Judicial, Ministerio Público, Defensoría del Pueblo y otras entidades del Estado, aspectos relacionados con los derechos humanos.
10. Celebrar convenios con instituciones públicas y privadas, nacionales e internacionales, para el cumplimiento de sus funciones.

Además, para el cumplimiento de sus objetivos el CNDH posee un órgano técnico administrativo, que es la Secretaría Ejecutiva, la que está a cargo de un Secretario Ejecutivo, designado por el Ministerio de Justicia.

Sus funciones son las siguientes:

1. Proponer al CNDH la política gubernamental en materia de promoción, defensa y garantía de los derechos humanos, con especial énfasis en el PNDH;
2. Diseñar y proponer al Presidente del CNHD la política, medidas y acciones en materia de despenalización, especialmente en lo relacionado al indulto, derecho de gracia y conmutación de penas;
3. Efectuar las coordinaciones que sean necesarias para impulsar el desarrollo del PNDH, en consulta con el Presidente del CNDH;
4. Proponer al CNDH los programas de capacitación y difusión en coordinación con todos los sectores, con especial énfasis en las poblaciones en situación de vulnerabilidad;
5. Coordinar, en consulta con el Presidente del CNDH, el seguimiento de las recomendaciones contenidas en informes o resoluciones adoptadas en procedimientos internacionales no jurisdiccionales de derechos humanos;
6. Proponer al CNDH proyectos de normas en materia de derechos humanos;
7. Promover, coordinar y realizar los estudios e investigaciones relativos a la defensa, promoción, protección y garantía de los derechos humanos;
8. Difundir estudios y publicaciones en materia de derechos humanos, en coordinación con la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Justicia;
9. Intervenir en las sesiones del CNDH, con voz pero sin voto, llevando las actas correspondientes; y,
10. Las demás que le asigne el Presidente del CNDH.


	Decreto Supremo 012-86-JUS que crea el CNDH.
Decreto Supremo N° 015-2011-JUS que reglamenta el CNDH.
Decreto Supremo N° 002-2011-JUS que modifica el reglamento del CNDH.
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Ministerio de Educación y Cultura – Dirección Nacional de Derechos Humanos
· Director

· Coordinadores

· Equipo Técnico

· Secretaría

Datos de contacto:

Reconquista 535 – piso 7

Montevideo

Tel. +598 2915 1501


	La Dirección Nacional de Derechos Humanos tiene encomendadas las siguientes funciones:
1. Promover la más amplia vigencia de los Derechos Humanos.
2. Desarrollar un Plan Nacional de Derechos Humanos.

3. Promover la sensibilización y el conocimiento de tales derechos, y la educación en Derechos Humanos, en todo el sistema educativo nacional, público y privado, formal e informal.

4. Elaborar normativas para compatibilizar la legislación nacional con la internacional.

5. Implementar un programa que promueva el reconocimiento y respeto de los derechos ante la Administración Pública y de los funcionarios.

6. Desarrollar acciones tendientes a la eliminación de toda clase de discriminación por razones étnicas, raciales, de género, religión, opción sexual, capacidades diferentes, edad o aspecto físico.

7. Proponer el establecimiento de marcos institucionales de participación ciudadana que conformen garantías contra las violaciones de los derechos de los habitantes y habiliten el seguimiento y evaluación del ejercicio de la función pública.

8. Proponer y coordinar temas de Derechos Humanos en la región.
	Ley N° 17.930, del Presupuesto Nacional para el período 2005-2009.



- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dio inicio a la discusión en particular del proyecto, ofreciendo la palabra a los integrantes de las mismas.


Como primera consideración, la Honorable Senadora señora Pérez puso de manifiesto la trascendencia de la iniciativa en análisis. Recordó que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía la examinó a fondo por espacio de casi un año, período en el cual se escuchó a personas con alta especialización en la materia, las que plantearon distintas inquietudes. Expresó que, luego de revisar las materias abordadas por las indicaciones presentadas, principalmente aquellas del Ejecutivo, podía constatarse que muchas de dichas inquietudes habían sido recogidas.


El Honorable Senador señor Letelier, en cambio, sostuvo que el Poder Ejecutivo no había asumido en sus indicaciones las principales críticas que se formularon al proyecto durante su discusión en general. Aclaró que disponer de una instancia de coordinación en materia de derechos humanos dentro del Estado es algo necesario, añadiendo que también se valora la creación de una política nacional, así como otros aspectos abordados por las referidas indicaciones. Sin embargo, destacó que el problema fundamental en la materia en análisis tiene que ver con el diseño del sistema que se establece.


Al respecto, señaló que extrañaba la consagración del Defensor del Pueblo u Ombudsman, lo cual, a su juicio, es de gran relevancia pues constituye el ente que defenderá a los ciudadanos contra las violaciones a los derechos humanos en que puede incurrir el Estado. Apoyó de manera expresa la idea de crear esta institución, o bien, la de fortalecer el Instituto Nacional de Derechos Humanos.


Advirtió que, asimismo, faltan definiciones acerca de la situación del Programa de Derechos Humanos radicado en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, como también de la calificación de los hechos que determinan que una persona sufra violación de sus derechos humanos.


Reiteró que durante la discusión en general hubo planteamientos que no se recogieron en las ya mencionadas indicaciones, pese a haberse dejado expresa constancia de ellos como voluntad expresa de avanzar en el establecimiento de una institución más real. Connotó que, según había entendido, tales inquietudes serían recogidas en este proyecto y no a propósito de la tramitación de otras iniciativas.


Sostuvo, finalmente, que lo anteriormente expuesto constituía las bases para construir un acuerdo en esta materia.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, compartió la inquietud del Honorable Senador señor Letelier respecto a la creación del Ombudsman. Expresó que, sin embargo, dicha materia no se aborda en este proyecto pues constituye una discusión diferente, que está abierta. Respecto a la radicación del Programa de Derechos Humanos que hoy está a cargo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, hizo presente que es un punto que formará parte del debate en particular que está por iniciarse.


Instó a analizar acuciosamente todos los aspectos abordados por las indicaciones que se han presentado, aun cuando algunas puedan ofrecer dudas de admisibilidad por incidir en materias que son propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. El propósito, dijo, es poder consensuar con el Ejecutivo la presentación de nuevas indicaciones sobre aquellos aspectos que susciten acuerdo en las Comisiones unidas y que requieran de iniciativa exclusiva del Primer Mandatario.


Los miembros presentes de las Comisiones unidas acogieron esta última proposición.


A continuación, se efectúa una relación de las normas que lo integran y que fueran aprobadas en general por el Senado, consignándose las indicaciones presentadas y los acuerdos adoptados a su respecto por las Comisiones unidas.

° ° °


En primer lugar, se presentó la indicación número 1, del Honorable Senador señor Horvath, que reemplaza en todo el articulado del proyecto la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.

El Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, la declaró inadmisible, por incidir en una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


La Honorable Senadora señora Alvear estuvo de acuerdo con la propuesta del Honorable Senador señor Horvath, haciendo presente que la nueva denominación del Ministerio de Justicia que se ha sugerido reflejaría de mejor manera el cometido que tendrá esta Secretaría de Estado una vez que se cree la Subsecretaría de Derechos Humanos. Coincidió, sin embargo, con la inadmisibilidad de la indicación en estudio, por cuanto ella aborda una materia que es de iniciativa exclusiva del Primer Mandatario. Por lo anterior, señaló que debía ser patrocinada por el Poder Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, compartió los planteamientos de la Honorable Senadora señora Alvear.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que, en principio, no compartía la idea de cambiar el nombre del Ministerio de Justicia en la forma propuesta. Sostuvo que dicha Secretaría de Estado no será la depositaria única de la responsabilidad en el tema de los derechos humanos, pues otros Ministerios y servicios también tienen injerencia en esta materia.


El Honorable Senador señor Espina tuvo un parecer distinto, estimando que si bien la incorporación de una Subsecretaría de Derechos Humanos al Ministerio de Justicia hará que éste se aboque también a lo concerniente a la protección de los derechos fundamentales de las personas, ello no obstará a que otros Ministerios e instituciones sigan teniendo un rol que cumplir en este importante ámbito.


La Honorable Senadora señora Pérez informó que una proposición similar se había debatido durante la discusión en general, dado que lo conceptual ofrece también un gran interés en este tipo de análisis. Sostuvo, asimismo, que el hecho de dotar al Ministerio de Justicia de una doble connotación, tanto en materia de justicia como de derechos humanos, significa asociar estos últimos al ejercicio de la justicia.


La Ministra de Justicia, señora Pérez, consideró que la indicación presentada resulta atendible, porque el proyecto prevé la existencia de dos Subsecretarías al interior del mencionado Ministerio, cuales son la de Justicia y la de Derechos Humanos. Puntualizó que esta última asumirá un rol de coordinación, que no será excluyente del que corresponde a otras instituciones, aspecto en el cual coincidió con el Honorable Senador señor Letelier.


Señaló que de haber acuerdo al interior de las Comisiones unidas, el Ejecutivo podría presentar la indicación correspondiente.


En definitiva, la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Alvear (por sí y por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide), y Pérez, y señores Letelier, Orpis, Espina, y Larraín, don Hernán, apoyó la idea de reemplazar tanto en la denominación del decreto ley N° 3.346, como en todo su articulado, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. Igualmente, se estimó necesario adaptar en la misma forma las menciones que este cuerpo legal contempla en relación al Ministro de Justicia, a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia.

El referido acuerdo fue recogido por la indicación número 1, que el Ejecutivo presentó mediante oficio N° 151-361, de fecha 24 de julio de 2013.

Cabe señalar que en el mismo oficio, el Ejecutivo presentó la indicación número 8, que incorpora al proyecto un nuevo precepto, signado como artículo 18, que manda efectuar los mismos cambios de denominación en otras leyes, reglamentos u otras normas vigentes.


Estas dos indicaciones del Ejecutivo quedaron aprobadas por la misma unanimidad precedentemente consignada.


Como se informó anteriormente, la indicación número 1 fue declarada inadmisible por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

° ° °

Artículo 1°
Número 1)
Letra a)


Este literal incide en la letra a) del artículo 2° del decreto ley N° 3.346, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia. La señalada norma establece que al Ministerio de Justicia le corresponde:






“a) Realizar el estudio crítico de las normas constitucionales y de la legislación civil, penal, comercial y de procedimiento, a fin de proponer al Presidente de la República las reformas que estime necesarias;”.

En la discusión en general se acogieron las siguientes enmiendas a esta letra a): se reemplazó la conjunción “y” que precede la frase “de procedimiento” por una coma (,) y se intercaló, después de la expresión “de procedimiento” la frase “y de derechos humanos,”.”.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Horvath, agrega como nuevo literal, el siguiente:


“…) Intercálase en la letra a), después de la expresión “comercial”, lo siguiente: “, administrativa,”.”.


El Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, la declaró inadmisible por corresponder a una materia que es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


El Honorable Senador señor Espina consultó si al haberse agregado la frase “y de derechos humanos” cuando se hace referencia al estudio crítico de las normas a que se refiere esta letra a), se estaría entendiendo que las normas constitucionales, civiles y penales que allí se mencionan no contienen reglas sobre tales derechos.



El Honorable Senador señor Letelier advirtió que la indicación del Honorable Senador señor Horvath debe considerarse inadmisible por estar fuera de las ideas matrices del proyecto en estudio. Anunció, sin embargo, que no se opondría a una proposición de esta naturaleza si el Poder Ejecutivo la propiciara.


En cuanto a la inquietud del Honorable Senador señor Espina, dijo compartirla.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que más bien debería explicitarse en este precepto que al Ministerio de Justicia le corresponde realizar el estudio crítico de las normas mencionadas en la letra a) “bajo la perspectiva de los derechos humanos”. De este modo, añadió, se entendería que dicho análisis crítico se hará desde la perspectiva de tales derechos.


Refiriéndose a la indicación del Honorable Senador señor Horvath, la Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Lorena Fries, afirmó que tiene sentido agregar las normas administrativas dentro del estudio crítico encomendado a este Ministerio, porque en el ámbito del Derecho Internacional de los Derechos Humanos todas aquellas medidas que no son legislativas, se denominan administrativas.


La Ministra de Justicia, señora Pérez, destacó que la disposición en comento alude a la voz “normas”, las que pueden ser de distinta jerarquía. Atendido lo anterior, estimó procedente agregar el término “administrativas”, porque en el contexto de las normas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos se habla de medidas administrativas.


Respecto a lo planteado por el Honorable Senador señor Espina, propuso incluir la expresión “a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos”.


El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que el tema de los derechos humanos trasciende a los Gobiernos, pues tales derechos son de carácter permanente. Sin embargo, agregó, la aproximación de los respectivos Gobiernos frente al tema es diferente, por lo cual la visión crítica que tengan sobre la materia puede ser muy diferente y adquirir rasgos de subjetividad.


La Honorable Senadora señora Pérez recomendó explicitar dentro del precepto en estudio que al Ministerio de Justicia le corresponderá velar en forma permanente por las normas que resguardan los derechos humanos. Sugirió establecer esta tarea en un literal separado, con la finalidad de darle la debida relevancia.


La Ministra de Justicia, señora Pérez, advirtió que, en el fondo, existiría coincidencia en cuanto a la modificación en estudio, ya que la función confiada al Ministerio de Justicia tiene que estar encaminada a analizar críticamente la legislación para que se adecue al marco de los derechos humanos. Con miras a facilitar la discusión, ofreció presentar una nueva redacción que explicite adecuadamente este nuevo cometido del señalado Ministerio.


La Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Fries, declaró que una de las obligaciones que tiene el Estado en materia de derechos humanos es la promoción de los mismos, lo que implica efectuar una constante revisión de las normas, cuyo contenido puede no estar acorde con las obligaciones que el país asume internacionalmente en este ámbito.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sugirió la siguiente redacción para la letra a) en estudio: “Realizar el estudio crítico de las normas constitucionales, civiles, penales, comerciales, administrativas y de procedimiento, para adecuarlas al Derecho Internacional de los Derechos Humanos.”.


El Honorable Senador señor Espina reiteró que la revisión de la legislación encomendada al Ministerio de Justicia por la norma en discusión no dice relación solamente con las reglas que puedan afectar los derechos humanos, pues dicha Secretaría de Estado deberá estudiar críticamente muchos otros preceptos. Lo correcto, dijo, es conferirle una facultad adicional para estos efectos en un inciso o letra aparte, sin limitar las atribuciones que ya tiene.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que en esa nueva función cabría agregar las disposiciones de índole ambiental que constituyen derechos humanos de tercera generación.


Hubo unanimidad en torno a estos criterios, así como también en cuanto a la inclusión de la normativa administrativa.


En una sesión posterior, la señora Ministra de Justicia sometió a conocimiento de las Comisiones unidas una nueva propuesta que recogió los criterios anteriormente mencionados en la siguiente forma:


-- En primer lugar, se mantiene en la letra a) del artículo 2° la tarea del Ministerio de Justicia de realizar el estudio crítico de la legislación que allí se menciona, agregándose la de naturaleza administrativa y eliminándose la mención a la de derechos humanos. Se puntualizó que el estudio crítico que se hará de la normativa a la luz de los derechos humanos figurará en la letra u) de este artículo 2°.


-- Enseguida, se incorpora en la letra u) del mismo artículo 2°, un párrafo segundo que contempla una función adicional para el Ministerio de Justicia, encomendándole realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime necesarias.


-- En el párrafo primero de esta letra u), se eliminó el vocablo “sectorialmente”, por prestarse a confusiones. Asimismo, se puso de manifiesto que la expresión genérica “normativa interna”, utilizada en este párrafo, incluye la legislación ambiental, con lo cual queda acogida la proposición anteriormente presentada en este sentido.


De esto último también se dará cuenta al analizar la letra u).


En cuanto a la letra a) del artículo 2°, mediante oficio de fecha 24 de julio de 2013, el Ejecutivo presentó la indicación número 2, letras a) y b), para agregar la normativa de orden administrativo en este literal y suprimir el literal b), respectivamente.


Dichas indicaciones quedaron aprobadas con modificaciones, para los efectos de reemplazar el señalado literal a) en la forma ya explicada. Este acuerdo se adoptó en forma unánime y contó con el voto favorable de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Alvear (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide) y Pérez y señores Larraín, don Hernán (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Orpis), Walker, don Patricio, y Espina.


Con igual votación se aprobó la letra c) de la señalada indicación del Ejecutivo.

Letra g)

El texto aprobado en general es el que sigue:


“g) Agrégase la siguiente letra u) nueva:


“u) Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio.”.”.

A este literal se presentó la indicación número 3, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, para sustituir el literal u) que se agrega, por el siguiente:





"u) Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio, sin perjuicio de las atribuciones que sectorialmente correspondan por ley a los demás Ministerios.".


Como se señalara al tratarse la letra a) del artículo 2°, la Ministra de Justicia, señora Pérez, presentó una nueva redacción que, manteniendo la atribución que ese literal a) confiere al Ministerio de Justicia, incorpora en la letra u) una función nueva y adicional, vinculada al estudio de la normativa interna a la luz de las reglas sobre derechos humanos.


Para estos efectos, sugirió agregar un párrafo segundo a la letra u) en estudio, con el siguiente texto:


“Le corresponderá, a su vez, realizar un estudio crítico de la normativa interna a la luz de los tratados internacionales de derechos humanos, y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime necesarias, y”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, insistió en que lo que se debía corregir es la letra a) del artículo 2°, estableciendo que el estudio crítico de la legislación que se describe en la letra antes mencionada debe hacerse a la luz de los derechos humanos

El Honorable Senador señor Espina expresó que en el artículo 2°, letra a), hay una mención a la labor genérica del Ministerio de Justicia de hacer un estudio crítico de la normativa vigente en determinadas áreas, la cual no se restringe a los derechos humanos. Recordó que dicho análisis crítico de las normas que allí se mencionan se encamina a proponer al Presidente de la República las reformas que se estimen oportunas, las que pueden no tener ninguna relación con los derechos humanos.

Reiteró que la mencionada letra a) contempla una función de carácter general que debe mantenerse y que, por lo anterior, es atendible incorporar una función particular en una nueva letra, consistente en estudiar críticamente la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 


La Ministra de Justicia, señora Pérez, sostuvo que al Ministerio de Justicia le corresponde hacer el estudio crítico de la legislación en términos amplios. Precisó que justamente para enfatizar la relevancia que tienen los derechos humanos, se está proponiendo contemplar una tarea específica en esta letra u).


La Honorable Senadora señora Pérez sugirió reemplazar la expresión “a la luz de los tratados internacionales de derechos humanos” utilizada por la redacción presentada por la señora Ministra, por “en conformidad a la legislación, los tratados internacionales y los acuerdos en materia de derechos humanos”, pues, de este modo, la normativa mencionada deberá adecuarse también a otros cuerpos legales, tales como la ley sobre no discriminación.

El Honorable Senador señor Letelier afirmó que el estudio crítico de las leyes siempre debe hacerse a la luz de los estándares internacionales que se exigen en materia de derechos humanos.


El Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, estimó adecuado no alterar ni restringir el alcance de la función establecida en la letra a) del artículo 2° y estuvo de acuerdo en aprobar la propuesta del Ejecutivo para agregar una nueva tarea en el párrafo segundo de la letra u) del artículo antes mencionado.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó entender la inquietud del Honorable Senador señor Letelier, expresando que, sin embargo, ella se salva con la redacción propuesta por el Ejecutivo como párrafo segundo de esta letra u). Sugirió sustituir en dicha redacción la expresión “un estudio” por “el estudio”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, propuso eliminar, en el párrafo primero de la letra u), la expresión “sectorialmente”, por tratarse de un adverbio que, en este caso, nada aporta.


El Honorable Senador Orpis afirmó que la enumeración de funciones que se hace en el artículo 2° no es jerárquica, de manera que al incorporarse una nueva tarea, lo recomendable es hacerlo en una letra aparte, tal como lo está planteando el Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que se sumaría a la opinión mayoritaria, sin perjuicio de recomendar que en el párrafo segundo de la letra u) propuesta por el Ejecutivo, no se hable exclusivamente de tratados internacionales de derechos humanos, pues existen otros instrumentos que también se vinculan con los derechos humanos. Es el caso, dijo, de los ya mencionados estándares.


El Honorable Senador señor Espina apoyó el uso de la expresión “tratados internacionales de derechos humanos”, explicando que ella es inclusiva de todas las reglas que exceden la legislación interna. Complementariamente, se opuso a la utilización del concepto “estándares”, por considerarlo una noción ambigua.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, advirtió que la expresión “Derecho Internacional de los Derechos Humanos” es la correcta pues es amplia e incluye todas las fuentes de esa rama del Derecho, esto es, los tratados, la costumbre, los principios, la jurisprudencia, las prácticas comúnmente aceptadas por los organismos internacionales y, también, los ya referidos estándares.


Este criterio concitó, en definitiva, mayor apoyo.


En votación las enmiendas propuestas por el Ejecutivo a la letra u), fueron aprobadas por 7 votos a favor y 1 en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Pérez y señores Espina, Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, Orpis y Walker, don Patricio (por sí y por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide). Votó en contra el Honorable Senador señor Letelier, quien fundamentó su votación en la circunstancia de que, según su parecer, el Ejecutivo no había cumplido el compromiso contraído en cuanto a abarcar los estándares a que él había aludido.

Estas proposiciones fueron recogidas por la indicación número 2, letra d), del Ejecutivo, presentada con fecha 24 de julio de 2013, la cual quedó aprobada por la votación ya consignada.


Complementariamente, la indicación número 3 se aprobó con modificaciones por 7 votos a favor y 1 abstención, eliminándose la expresión “sectorialmente”. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, Letelier, Orpis y Walker, don Patricio (por sí y por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide). Se abstuvo la Honorable Senadora señora Pérez.

Número 2)

El texto aprobado en general es el que sigue:


“2) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3º.- Conforman el sector Justicia, los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia.”.”.

A este numeral se presentó la indicación número 4, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimirlo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, discrepó de esta indicación, estimando que el Ejecutivo parece no querer una enumeración taxativa de cuáles son los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia, ya que éstos pueden variar en el tiempo.


La Ministra de Justicia, señora Pérez, expuso que lo más adecuado es contemplar en esta norma una redacción genérica, de manera que la ley orgánica de los respectivos servicios determine cómo se relacionarán éstos con el Presidente de la República.


Puesta en votación la indicación número 4, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Pérez y señores Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, Orpis y Walker, don Patricio (por sí y por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).

° ° °

Nuevo numeral





Enseguida, se presentó la indicación signada como número 5, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, que incorpora un número nuevo a este artículo 1°. Dicho nuevo numeral se refiere al artículo 5° del decreto ley N° 3.346, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.




El señalado artículo 5° es del siguiente tenor:





“Artículo 5°- Al Ministro de Justicia corresponden las siguientes atribuciones:




a) La jefatura superior del Ministerio y la dirección superior de las acciones que conciernen al Estado en materias de su competencia;




b) La adopción de las medidas conducentes a la planificación y coordinación del desarrollo del sector a su cargo, como parte del sistema nacional de planificación, y la distribución de los recursos asignados al sector;





c) La dictación de resoluciones, instrucciones y otras normas para el funcionamiento de las actividades del sector, y





d) Realizar la coordinación intersectorial.”.




La indicación número 5 incorpora como número nuevo el que se transcribe enseguida:





“…) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5°:





a) Reemplázase la expresión "y" en la parte final de la letra c);





b) Reemplázase el punto final que cierra el literal d) por un punto y coma (;), y





c) Agréganse los siguientes literales e) y f):





"e) Presidir el Comité Interministerial de Derechos Humanos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11.





f) Ejercer las demás funciones que le asigne el Ordenamiento Jurídico.".”.


El Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, informó que esta indicación no ofrece dificultades de admisibilidad por cuanto la propuesta central, contenida en la nueva letra e) que se agrega al artículo 5°, simplemente refleja una disposición ya aprobada en general, contenida en la letra a) del artículo 11.


La Ministra de Justicia, señora Pérez, estuvo de acuerdo con la indicación presentada, con la sola sugerencia de consignar con minúsculas la expresión “Ordenamiento Jurídico” en la letra f).


En consecuencia, la indicación número 5 fue aprobada con la modificación ya señalada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Pérez y señores Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, Orpis y Walker, don Patricio (por sí y por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).


El Ejecutivo recogió estos acuerdos en la indicación número 3, presentada en su oficio de fecha 24 de julio de 2013, la cual fue aprobada con la misma votación unánime ya consignada.

° ° °

Número 4

Su texto aprobado en general es el siguiente:


“4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7°:


a) Incorpórase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “Subsecretaría”, la frase: “de Justicia”.


b) Incorpórase, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Subsecretario”, la frase: “de Justicia”.


c) Sustitúyese, en el inciso segundo, la palabra “coordinación” por: “administración”.


d) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el decreto ley N° 1.028, de 1975”, por: “la legislación vigente”.


e) Agrégase en el inciso segundo, letra a), a continuación del verbo “Atender”, la oración precedida y finalizada de una coma (,): “en su calidad de superior jerárquico”.


f) Reemplázase en el inciso segundo, la letra b), por la siguiente: “b) Coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector.”.”.

A este numeral se presentaron las indicaciones números 6 y 7.


La número 6, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, reemplaza, en la letra d), la expresión “la legislación vigente” por “la ley”.




La número 7, del Honorable Senador señor Horvath, sustituye, en la letra f), la locución “del sector” por “dependientes del Ministerio”.





Puestas en discusión estas indicaciones, el Honorable Senador señor Espina discrepó de la signada como número 6, por cuanto, a su juicio, la expresión “legislación vigente” es más amplia y adecuada que la noción “la ley”.


La Honorable Senadora señora Pérez, autora de la misma, procedió a retirarla.


Enseguida, al revisar la indicación número 7, la Ministra de Justicia, señora Pérez, destacó que ella dice directa relación con el nuevo texto del artículo 3°, que dispone que el sector justicia está integrado por los servicios sometidos a supervigilancia o dependencia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia. Explicó que restringir la tarea contemplada por la letra b) del artículo 7° en análisis solamente a los organismos dependientes del citado Ministerio, excluirá de la misma a aquéllos que no lo son.


Puesta en votación la indicación número 7, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Pérez y señores Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, Orpis y Walker, don Patricio (por sí y por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).

Número 5




Este numeral se refiere al artículo 8° del ya mencionado decreto ley N° 3.346, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.

Su texto aprobado en general es el que sigue:


“5) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:


“Artículo 8º.- Son funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos prestar asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. El Subsecretario de Derechos Humanos es el colaborador inmediato del Ministro, y en caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario de Justicia, su subrogante legal.


A la Subsecretaría de Derechos Humanos le corresponde:


a) Proponer políticas públicas referidas a la promoción y protección de los Derechos Humanos.


b) Colaborar con el Comité Interministerial de Derechos Humanos en la elaboración de un Plan Nacional de Derechos Humanos.



c) Asistir al Ministro de Justicia en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


d) Promover la participación de los distintos órganos de la Administración del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo.


e) Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en Derechos Humanos, coordinar su defensa con otros organismos públicos, en los litigios o procedimientos derivados de los mismos y asumir la defensa técnica del Estado, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores.


f) Coordinar, en consulta con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos y resoluciones obligatorias originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos. Asimismo, de las recomendaciones derivadas de ésta.


g) Planificar y supervisar planes, programas y actividades de cooperación técnica internacional en materias de su competencia.

h) Colaborar con el Ministro en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas en materia de promoción y protección de los Derechos Humanos.


i) Proponer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público.


j) Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.”.”.

A este número 5 se presentaron las indicaciones números 8 a 19, las que se transcriben a continuación.





La número 8, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar en el inciso primero, a continuación del vocablo “colaboración”, la expresión “y seguimiento”.





La número 8 bis, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para introducir al inciso segundo las siguientes modificaciones:





a) Reemplazar la letra a) por la siguiente:




“a) Proponer y colaborar con el Ministro de Justicia en el diseño y desarrollo de políticas públicas, estudios, planes y programas referidos a la promoción y protección de los Derechos Humanos.”.




b) Sustituir la letra b) por la que sigue:




“b) Promover la elaboración de planes y políticas públicas en materia de derechos humanos en órganos de la administración del Estado, prestándoles asistencia y coordinación técnica.”.




c) Intercalar una nueva letra c), pasando la actual letra c) a ser letra d):




“c) Elaborar el Plan Nacional de Derechos Humanos, a partir de las prioridades sectoriales e intersectoriales propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos y presentarlo a este último organismo, a efectos de cumplir con lo dispuesto en la letra d) artículo 12. Asimismo, coordinará su ejecución y seguimiento con los demás Ministerios.”.




d) Eliminar la actual letra d), que ha pasado a ser e).




e) Reemplazar la letra e) por la siguiente:




“e) Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante tribunales y órganos internacionales de derechos humanos. De igual manera, coordinará, en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos, resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos.”.




f) Sustituir la letra f) por la siguiente:




“f) Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado.”.




g) Eliminar los literales g), h) e i), pasando la actual letra j) a ser letra g).

° ° °




Enseguida, la indicación número 11, del Honorable Senador señor Horvath, consulta un literal nuevo, del siguiente tenor:





“…) Implementar las políticas públicas referidas a la promoción y protección de los Derechos Humanos, pudiendo vincularse para tal efecto con órganos públicos y privados que tengan injerencia en dicho ámbito.”.





La número 12, del Honorable Senador señor Horvath, incorpora una nueva letra, del tenor que se señala:





“…) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo con organizaciones ciudadanas para promover y garantizar el respeto efectivo de los derechos humanos; atendiendo, y en su caso remitiendo a las instancias competentes de conformidad a la ley vigente, las peticiones que éstas le formulen.”.





La número 13, del Honorable Senador señor Horvath, agrega el siguiente literal:





“…) Coordinar con los órganos de la administración y con los demás Poderes del Estado las acciones vinculadas con la promoción y protección de los derechos humanos.”.





La número 14, del Honorable Senador señor Horvath, consulta como nuevo literal, el que se indica:





“…) Coordinar y supervisar el cumplimiento de las medidas de reparación establecidas por el Estado de Chile en favor de quienes han sido víctimas de violaciones a los derechos humanos.”.





La número 15, del Honorable Senador señor Horvath, contempla un literal nuevo, del siguiente tenor:





“…) Coordinar, supervisar y ejecutar iniciativas de difusión y preservación de la memoria histórica en materia de violación sistemática a los derechos humanos producida tanto en Chile como en el extranjero, especialmente en la recuperación y preservación del patrimonio material e inmaterial y obras de reparación simbólica a las personas o grupo de personas víctimas de tales atropellos.”.





La número 16, del Honorable Senador señor Horvath, incorpora una nueva letra, del tenor que se señala:





“…) Procurar y coordinar la asistencia jurídica y social a las víctimas y familiares de las víctimas de violaciones a los derechos humanos.”.





La número 17, del Honorable Senador señor Horvath, agrega el siguiente literal:





“…) Participar en la elaboración y coordinar la ejecución de programas de educación y formación en Derechos Humanos, en los diversos niveles de enseñanza formal e informal, así como en los programas de formación y perfeccionamiento de funcionarios públicos, incluidos los integrantes de las Fuerza Armadas y de Orden y Seguridad, de manera conjunta con el Ministerio de Educación y/o con las demás reparticiones que deben intervenir en dicha función.”.

° ° °




Las indicaciones números 9, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, y 10, del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, intercalan como inciso segundo, nuevo, el que sigue:





"La promoción y protección referida comprende, entre otros, los actos destinados a evitar la comisión de transgresiones penales que constituyan violaciones a los derechos humanos, ya sea que las cometan agentes del Estado, particulares al servicio de este o particulares que, asociados o individualmente, actúen bajo pretextos políticos, ideológicos o raciales, e incluyen, naturalmente, a los actos de extremismo que se efectúen, especialmente, para amedrentar, inhibir o maltratar a una o más personas determinadas o un sector de la sociedad.".

° ° °




La indicación número 18, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, consulta en el artículo 8° un inciso final del siguiente tenor:





"Las atribuciones en materia de Derechos Humanos que éste y otros cuerpos legales y reglamentarios entreguen a la Subsecretaría de Derechos Humanos no excluyen las competencias que deban asumir, también en lo relativo a estos Derechos y en sus respectivas áreas, los demás órganos que integren la Administración Pública.".





Finalmente, la indicación número 19, del Honorable Senador señor Horvath, incorpora en el artículo 8° el siguiente inciso final, nuevo:





“Las atribuciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos se entienden sin perjuicio de las facultades que en conformidad a la ley corresponden a otros órganos de la Administración en dicha materia, especialmente aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”.

° ° °

Puestas en estudio estas indicaciones, el Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, declaró inadmisibles las signadas con los números 8, 11, 12, 13, 14, 15, 16 y 17, por incidir en materias propias de la iniciativa exclusiva del Primer Mandatario.


Aun así, se consultó a la señora Ministra de Justicia la opinión del Ejecutivo respecto a estas indicaciones.


En relación a la indicación número 11, la Ministra señora Pérez manifestó que la función de la Subsecretaría es promover la elaboración de planes y políticas públicas referidas a la promoción y protección de los Derechos Humanos y no implementarlas.


Respecto a las indicaciones números 12 y 16, informó que se trata de atribuciones que le corresponden, por definición, al Ombudsman.


Luego, en cuanto a la indicación número 13, la consideró redundante ya que lo que allí se especifica se encuentra consagrado en la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.


Tocante a la indicación número 14, advirtió que ella contempla funciones que se entregan por ley al Programa de Derechos Humanos que depende del Ministerio del Interior.


En cuanto a la coordinación, supervisión y ejecución de iniciativas de difusión y preservación de la memoria histórica en materia de violación sistemática a los derechos humanos a que se alude en la indicación 15, explicó que dichas atribuciones le corresponden al Museo de la Memoria.


Finalmente, señaló que el contenido de la indicación número 17 está contemplado en el articulado ya aprobado.


Enseguida, se analizaron las restantes indicaciones presentadas a este precepto.


En primer término, se puso en estudio la indicación número 8 bis, del Primer Mandatario.


La señora Ministra de Justicia explicó que esta indicación recoge un conjunto de criterios que fueron debatidos y acordados durante la discusión en general del proyecto, lo que el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, corroboró.


Los miembros presentes de las Comisiones unidas acogieron en forma unánime los literales a), b), c), d), f) y g) propuestos.

Las letras a), b), c) y d) contaron con el voto favorable de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Espina, Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, Orpis y Walker, don Patricio (por sí y en representación del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).


Votaron favorablemente en relación a las letras f) y g), los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (por sí mismo y en representación del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).


Como se señalará más adelante, en relación al literal f), el Ejecutivo presentó posteriormente su indicación número 4, letra a), de fecha 24 de julio de 2013, que le agrega un párrafo segundo en virtud del cual la Subsecretaría propenderá a la celebración de acuerdos de cooperación con otros Poderes y órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos. Esta indicación fue aprobada unánimemente por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Espina, Gómez, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).


Luego, se examinó la función de la Subsecretaría de Derechos Humanos que se propone en la letra e), que consiste en prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante tribunales y órganos internacionales de derechos humanos y coordinar, en conjunto con el indicado Ministerio la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos, resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos.


El Honorable Senador señor Espina preguntó por el significado de la expresión “ejecución de medidas cautelares”.


La Ministra de Justicia, señora Pérez, explicó que dentro del Sistema Interamericano existe la facultad de sus órganos de decretar medidas cautelares para poder generar soluciones amistosas entre los Estados miembros.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, observó que esta letra entrega un rol más activo a la Subsecretaría que aquel contemplado en el texto aprobado en general. Instó a analizarlo con detención.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que la función de coordinación de las medidas cautelares y provisionales de la Subsecretaría con el Ministerio de Relaciones Exteriores no parece del todo pertinente, pues se trata de una materia que es propia del referido Ministerio. Sugirió acoger la primera oración de la letra e) propuesta y morigerar la segunda, de manera de no invadir atribuciones propias de la Cancillería.


La Ministra de Justicia, señora Pérez, advirtió que el texto propuesto no tiene por objeto privar de sus atribuciones a la Cancillería. Por tal razón, consideró que podría reemplazarse la forma verbal “coordinará” por “colaborará”.


En principio, los Honorables Senadores señores Espina y Walker, don Patricio, acogieron este criterio.


El Honorable Senador señor Orpis hizo notar que si se está creando una Subsecretaría de Derechos Humanos, será ella la llamada a relacionarse con el Ministerio de Relaciones Exteriores en ese tipo de funciones y a coordinar la ejecución de las medidas a que alude esta letra e). Por ello, prefirió confiarle una tarea de coordinación, tal como se plantea en la redacción en estudio.


La Honorable Senadora señora Pérez coincidió con el Honorable Senador señor Orpis y recordó que una de las razones que motivan la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos es la ausencia de un ente coordinador de todas aquellas demandas o causas que ha tenido el Estado de Chile en materia de Derechos Humanos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, consideró pertinente agregar, al final de la letra e) propuesta, la frase “sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado”.


La Ministra de Justicia, señora Pérez, estimó innecesario añadir lo señalado por el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, porque las facultades que otros órganos pueden tener en relación a estas materias están establecidas en las leyes orgánicas respectivas.


Retomando la inquietud ya expuesta, el Honorable Senador Espina señaló que el organismo que debe resolver sobre la ejecución de medidas cautelares y provisionales en este ámbito es la Cancillería, la que actuará contando con la colaboración de la nueva Subsecretaría.


La señora Ministra de Justicia señaló que aun cuando prefería la expresión “coordinará”, consideraba que la forma verbal “colaborará” no debilitaría mayormente la función que se está entregando a la Subsecretaría.


Finalizado el debate, se puso en votación la letra e) en los términos propuestos por la indicación del Ejecutivo, la que resultó aprobada por 5 votos a favor y 2 en contra.


Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Pérez y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (por sí y en representación del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide). En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Carlos.

Enseguida, puesta en votación la inclusión de la frase final “sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado”, fue aprobada por 6 votos a favor y una abstención.


Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, Orpis y Walker, don Patricio, por sí y en representación del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide). Se abstuvo la Honorable Senadora señora Pérez.

° ° °

El Honorable Senador señor Gómez revisó las indicaciones del Honorable Senador señor Horvath al precepto en discusión y expresó que aun cuando eran inadmisibles, contemplaban funciones que eran interesantes de considerar. Por tal razón, sugirió analizarlas.


La Ministra de Justicia, señora Pérez, recordó que cuando se discutió en general esta iniciativa en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía se escuchó a representantes de diversas instituciones, quienes manifestaron preocupación en cuanto a que la nueva Subsecretaría pudiera invadir sus respectivas órbitas de facultades.

Agregó que, consecuentemente, se estimó pertinente tener en cuenta ese criterio en esta fase de la tramitación.


A continuación, se examinaron las indicaciones números 9, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, y 10 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, que, como se consignara precedentemente, intercalan al precepto en estudio, como inciso segundo, nuevo, el que sigue:


"La promoción y protección referida comprende, entre otros, los actos destinados a evitar la comisión de transgresiones penales que constituyan violaciones a los derechos humanos, ya sea que las cometan agentes del Estado, particulares al servicio de este o particulares que, asociados o individualmente, actúen bajo pretextos políticos, ideológicos o raciales, e incluyen, naturalmente, a los actos de extremismo que se efectúen, especialmente, para amedrentar, inhibir o maltratar a una o más personas determinadas o un sector de la sociedad.".

La Ministra señora Pérez adujo que al analizarse la legislación vigente, se encuentra una atribución análoga conferida a la Agencia Nacional de Inteligencia. Señaló, asimismo, que también puede avanzarse en la dirección propuesta por esta regla por la vía de la capacitación a los funcionarios públicos en estas materias, aspecto que se recogió en la nueva letra f) de este mismo artículo 8°.


Teniendo en cuenta esta circunstancia, los autores de estas indicaciones, Honorables Senadores señora Pérez y señor Larraín, don Hernán, procedieron a retirarlas.


En último término, se estudiaron las indicaciones números 18, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, y 19, del Honorable Senador señor Horvath, que ya se han transcrito.



La Ministra señora Pérez estuvo de acuerdo con la indicación número 18, la que sugirió complementar, agregándole, al final, la expresión “especialmente aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consideró pertinente asegurarse de que la nueva Subsecretaría no le restará competencias a otros órganos del Estado y que tampoco afectará el espacio que se ha creado para el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Por lo anterior, sugirió aprobar estas indicaciones números 18 y 19 con enmiendas, de manera de fusionarlas, pues consideró que son complementarias.


Esta propuesta fue apoyada por los Honorables Senadores señores Orpis y Espina, quienes plantearon algunos ajustes adicionales en relación al texto que resultaría de esta fusión, tales como el reemplazo de la expresión “las competencias que deban asumir” por “las competencias que tengan”.


En consecuencia, las indicaciones números 18 y 19 fueron aprobadas con las modificaciones ya indicadas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Pérez y señores Gómez, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (por sí y en representación del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).

El texto que resultó de la fusión de estas dos indicaciones fue recogido por la indicación número 4, letra b), del Ejecutivo, de fecha 24.07.13, la cual quedó aprobada con igual votación.

Número 8




Este numeral se refiere al artículo 11 del ya mencionado decreto ley N° 3.346, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.

Su texto aprobado en general es el que sigue:


“8) Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos estará integrado por los siguientes Ministros:


a) El Ministro de Justicia, quien lo presidirá.


b) El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia.


c) El Ministro del Interior y Seguridad Pública.


d) El Ministro de Relaciones Exteriores.


e) El Ministro de Desarrollo Social.


f) Director del Servicio Nacional de la Mujer.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Justicia podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros Secretarios de Estado, funcionarios de la Administración del Estado o personas de reconocida competencia en el ámbito de los Derechos Humanos.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso primero.”.”.

A este numeral se presentaron las siguientes indicaciones:


La número 19 a), de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para intercalar el siguiente literal f) nuevo, pasando la actual letra f) a ser letra g):


“f) El Ministro de Educación.”.


La número 20, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, para sustituir el inciso primero del artículo 11 por el que se indica:

"Artículo 11.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos estará integrado por los siguientes Ministros:

a) El Ministro de Justicia, quien lo presidirá.


b) El Ministro de la Secretaria General de la Presidencia.

b) El Ministro del Interior y Seguridad Pública.

c) El Ministro de Relaciones Exteriores.

d) El Ministro de Educación.

e) El Ministro de Desarrollo Social.


g) El Director del Servicio Nacional de la Mujer.".
o o o




Luego, se presentaron las indicaciones números 21 y 22, ambas para incorporar un literal nuevo.





La número 21, del Honorable Senador señor Horvath, consulta el literal nuevo que se señala:





“…) El Ministro de Defensa.”.





La número 22, del Honorable Senador señor Horvath, incluye el siguiente literal:





“…) El Ministro de Educación.”.

o o o




Enseguida, la indicación número 23, del Honorable Senador señor Horvath, antepone al inciso segundo la siguiente oración inicial:





“Podrá concurrir a las sesiones del Comité Interministerial de Derechos Humanos, con derecho a voz, el Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos.”.





Finalmente, la indicación número 23 a), de Su Excelencia el señor Presidente de la República, intercala, en el inciso segundo, entre la expresión “funcionarios de la Administración del Estado,” y la conjunción disyuntiva “o”, que se reemplaza por una coma, la frase “el Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos u otras”.


Puestas en discusión estas indicaciones, la Ministra señora Pérez informó que la signada como número 19 a), que incluye en el Comité Interministerial que se crea al Ministro de Educación, viene a salvar una omisión en que se incurrió al elaborarse el proyecto.

Coincidió con ese parecer la Honorable Senadora señora Pérez.


Hubo acuerdo en torno a la conveniencia de esta propuesta entre los miembros presentes de las Comisiones unidas.


En relación a la posibilidad de incorporar también al Ministro de Defensa, la Ministra de Justicia, señora Pérez, expresó que la integración del Comité que se ha propuesto obedece al criterio de observar cuales son las competencias propias de quienes formarán parte de él. En este sentido, agregó, se incluyó a aquellos Ministerios que tienen una cercanía directa con la temática de los derechos humanos, sin perjuicio de que el Comité pueda invitar a otras personas o funcionarios. Puntualizó que el Ministro de Defensa puede ser invitado con derecho a voz a las sesiones que se estime pertinente.


Destacó, enseguida, la conveniencia de cuidar que el trabajo del Comité tenga un carácter ejecutivo, lo que podría entorpecerse al agregar a miembros que no tengan atribuciones vinculadas de manera directa con el tema de los derechos humanos.


La Honorable Senadora señora Pérez estimó que resulta emblemático incorporar al Ministerio de Defensa al Comité Interministerial.


El Honorable Senador señor Gómez coincidió con esta última apreciación y consideró de relevancia la incorporación del titular de Defensa. Hizo presente que no debe perderse de vista que, especialmente en períodos difíciles, la lógica de la protección de los derechos humanos consiste evitar la violación de los mismos desde el propio Estado.

Hubo también interés por parte de otros miembros de las Comisiones unidas por incluir al Ministro de Defensa en el señalado Comité, razón por la cual la señora Ministra de Justicia ofreció evaluar dicha propuesta al interior del Ejecutivo.


La indicación número 19 a) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Gómez, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).

Recogiendo la idea apoyada por las Comisiones unidas en orden a incorporar al Ministro de Defensa al Comité Interministerial de Derechos Humanos, el Ejecutivo presentó su indicación número 5), de fecha 24.07.13, la cual quedó aprobada con la misma votación.


Enseguida, las indicaciones números 20, 21, 22 y 23 fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de las Comisiones unidas, por incidir en materias propias de la iniciativa exclusiva del Primer Mandatario.


Luego, se examinó la indicación número 23 a), de Su Excelencia el señor Presidente de la República.


La señora Ministra de Justicia puntualizó que ella recoge y explicita la facultad del Comité de invitar a sus sesiones a otros Secretarios de Estado distintos de sus integrantes, a funcionarios de la Administración del Estado, al Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos y a personas de reconocida competencia en este ámbito.


El Honorable Senador señor Gómez hizo notar que los conocimientos del Director del Instituto Nacional acerca de los derechos humanos constituirán un aporte de real interés al trabajo de este Comité. Hizo presente que el mencionado Instituto es la entidad llamada a cautelar los derechos humanos cuando ellos son amenazados.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que no debe perderse de vista que el Comité Interministerial que se crea y el Instituto Nacional de Derechos Humanos son instituciones que tienen una naturaleza distinta y que, además, cumplen funciones diferentes.


Sostuvo que quienes integran el Comité, reflejan la voz del Gobierno. En cambio, el Instituto debe tener la autonomía y el espacio necesarios para desarrollar su tarea.


La Honorable Senadora señora Pérez manifestó que el mientras el Comité Interministerial que se crea es integrado por Ministros de Estado, el ya indicado Instituto es autónomo y cumple un rol diferente, que no debe mezclarse.


Finalmente, puesta en votación la indicación número 23 a), fue aprobada por 6 votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide). Se abstuvo el Honorable Senador señor Gómez.
Número 9

Este numeral incide en el artículo 12 del Decreto Ley N° 3.346. Su texto aprobado en general es el siguiente:


“9) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Derechos Humanos:

a) Conocer de las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio de Justicia en materia de Derechos Humanos que hayan de ser aplicables intersectorialmente.

b) Informar acerca de las necesidades sectoriales que, en materia de derechos humanos, deban ser integradas en las políticas públicas y adecuaciones normativas del derecho interno a ser propuestas por el Ministerio de Justicia en la materia.


c) Señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en las políticas públicas a ser diseñadas o propuestas en materia de Derechos Humanos por el Ministerio de Justicia, proponiendo el contenido del Plan Nacional de Derechos Humanos.

d) Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

e) Conocer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público, propuesto por el Ministerio de Justicia.


f) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.”.”.


A este numeral se presentaron las indicaciones números 24 a 27.


La número 24, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza la letra a) por la siguiente:

“a) Aprobar las políticas públicas referidas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. Además, deberá elaborar junto con la Subsecretaría de Derechos Humanos y aprobar un Plan Nacional de Derechos Humanos en que se contengan expresamente los referidos lineamientos y un conjunto de acciones concretas para llevarlos a cabo, el cual será de duración bianual, debiendo a su vez pronunciarse sobre su avance y, de ser necesario, propuestas para su mejor implementación.”.


La número 24 a), de Su Excelencia el señor Presidente de la República, sustituye, en la letra c), la expresión que comienza con “en las políticas públicas” y termina en el punto aparte, por la frase “en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos”.





La número 25, del Honorable Senador señor Horvath, sustituye la letra d) por otra, del siguiente tenor:





“d) Conocer y pronunciarse sobre el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3° número 1 de la ley N° 20.405.”.





La número 26, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, reemplaza la misma letra d) por la que sigue:





"d) Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, generar y comunicar propuestas al Presidente de la República que busquen dar solución a las observaciones planteadas por el referido instrumento en aquellas materias que pueden ser de competencia del Jefe de Estado.".





La número 26 a), de su Excelencia el señor Presidente de la República, intercala el siguiente literal d), nuevo, pasando el actual literal d) a ser e), y así sucesivamente:





“d) Presentar al Presidente de la República el Plan Nacional de Derechos Humanos para su aprobación.”.





La número 26 b), también del Primer Mandatario, agrega en el actual literal d), que ha pasado a ser e), tras el punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la expresión “sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3, número 1, de la ley N° 20.405.”.




La número 26 c), igualmente de Su Excelencia el señor Presidente de la República, reemplaza en el actual literal e), que pasa a ser f), la frase “el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público” por la expresión “los programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado”.

o o o




Finalmente, la indicación número 27, del Honorable Senador señor Horvath, consulta como inciso segundo del artículo 12, el siguiente:





“Las atribuciones del Comité Interministerial de Derechos Humanos se entienden sin perjuicio de las facultades que en conformidad a la ley corresponden a otros órganos de la Administración en dicha materia, especialmente aquellas establecidas en la ley N° 20.405 que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”.


Puestas en discusión las indicaciones presentadas, el Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, declaró inadmisible la signada como número 24, por incidir en materias reservadas a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Pese a la declaración de inadmisibilidad recién formulada, la Ministra de Justicia, señora Pérez, se refirió al contenido de aquella indicación.


Expresó que, según el diseño estructurado por el Ejecutivo, las políticas públicas referidas a la promoción y protección de los derechos humanos serán elaboradas por el Ministerio de Justicia a través de la Subsecretaría de Derechos Humanos, a partir de las necesidades sectoriales que proponga el Comité Interministerial, según lo dispuesto en la letra b) de este mismo artículo.

Explicó que dichas políticas públicas no requieren ser aprobadas por el referido Comité, por cuanto son implementadas por cada órgano de la Administración, sin perjuicio de lo cual -y con el objeto de que exista efectivamente un tratamiento institucional unificado en esta materia-, es necesario que sean conocidas por los miembros del Comité.

En cuanto a la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos, connotó que es una función que corresponde a la Subsecretaría de Derechos Humanos según lo establecido en las letras c) y d), la cual, luego de realizar un diagnóstico acerca del tratamiento que actualmente tiene la materia, procederá a establecer su contenido y duración.



Enseguida, revisada la indicación 24, letra a), del Presidente de la República, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Gómez, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).


Luego, las indicaciones números 25 y 26 fueron declaradas inadmisibles por la misma razón invocada a propósito de la indicación número 24.


Aun así, el Honorable Senador señor Gómez analizó el contenido de las mismas.


Advirtió que debe procurarse que el Comité tenga el mayor volumen de información posible en relación a la situación de los derechos humanos. Agregó que lo que se pide en ambas indicaciones es que el Comité conozca el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, agregando -la indicación número 26, las tareas de generar y comunicar propuestas al Presidente de la República que busquen dar solución a las observaciones planteadas por el señalado informe en aquellas materias que sean de competencia del Jefe de Estado.


En relación a la indicación número 25, la Ministra de Justicia, señora Pérez, señaló que una de las características más valoradas durante el estudio del proyecto en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado fue la existencia de una relación directa entre el Instituto Nacional de Derechos Humanos y el Presidente de la República. Indicó que, por lo tanto, plantear dicha relación en los términos en que lo hace la indicación, provocará que se desplace el nexo entre el Primer Mandatario y el Instituto antes mencionado.


Aseveró que le parece más adecuada la manera en que está redactada la letra e) del texto del proyecto de ley aprobado en general, la cual no genera ningún tipo de interpretación.

A continuación, las indicaciones números 26 a) y 26 b), de su Excelencia el señor Presidente de la República, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Espina, Gómez, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).


Enseguida, en cuanto a la indicación 26 c), de Su Excelencia el señor Presidente de la República, el Honorable Senador señor Gómez hizo notar que ella reemplaza la mención a los funcionarios del sector público por otra referente a los funcionarios de la Administración del Estado. Señaló que era preciso aclarar la diferencia que habría entre estas dos categorías.

El Honorable Senador señor Espina sostuvo que, de una manera general, todos aquellos que trabajan en el sector público forman parte de la Administración del Estado.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, instó a precisar cuáles serán los funcionarios a quienes se les aplicará una norma como la propuesta, porque, explicó, hay empleados públicos -como los municipales y otros- que también sería conveniente que contaran con la capacitación a que se refiere esta indicación.


A este respecto, el Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recomendó tener presente el artículo 1° de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, norma que enumera las instituciones que conforman la Administración del Estado. Agregó que, entre ellas, se cuentan las Municipalidades.

La Ministra de Justicia, señora Pérez, manifestó que la atribución del Comité se reduciría a la Administración del Estado y no abarcaría al Poder Judicial.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso, entonces, al Poder Ejecutivo reconsiderar esta idea y patrocinar una indicación que favorezca la capacitación de los funcionarios públicos en materia de derechos humanos, impulsando la celebración de acuerdos con otros órganos del Estado, destinados a propiciar el perfeccionamiento del respectivo personal en este importante tópico.


La Honorable Senadora señora Alvear estuvo de acuerdo con lo planteado por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, y sugirió que este criterio se extienda también al Ministerio Público y al Poder Judicial.

Hubo coincidencia de parte de los restantes miembros presentes de las Comisiones unidas en torno a este punto, el que se recogió a través de la indicación número 4, letra a), del Ejecutivo, de fecha 24.07.13, que confía a la Subsecretaría de Derechos Humanos, en la letra f) del artículo 8°, la tarea de propender a la celebración de acuerdos de cooperación con otros Poderes y órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.


Tanto esta última indicación como la signada como número 26 c), fueron aprobadas en forma unánime, esta última con modificaciones.


Ambas contaron con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Espina, Gómez, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).


Finalmente, se analizó la indicación número 27, del Honorable Senador señor Horvath, advirtiéndose que ella es coincidente con el criterio planteado por las indicaciones números 18 y 19, relativas a la Subsecretaría de Derechos Humanos, el cual fue acogido.


En consecuencia, hubo un criterio favorable en relación a esta indicación, que fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Espina, Gómez, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).


El Ejecutivo acogió este texto en su indicación número 6, de fecha 24.07.13, la cual quedó aprobada con la misma votación.

Número 10

Este número incide en el artículo 13 del Decreto Ley N° 3.346. Su tenor es el que sigue:


“10) Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:


“Artículo 13.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos celebrará sesiones cuando lo convoque su presidente. El quórum para sesionar será de 3 miembros y los acuerdos, que serán vinculantes, se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del ministro presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar al menos dos veces al año.”.”.

A este numeral se presentaron las siguientes indicaciones:


La número 28, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir, en el artículo 13 que se propone, la frase “El quórum para sesionar será de 3 miembros” por “El quórum para sesionar será la mitad de sus miembros con derecho a voto”.

La número 28 a), de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para reemplazar la expresión “3 miembros” por “la mayoría de sus miembros permanentes”.

La número 29, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, para eliminar, en el artículo 13 propuesto, la locución ", que serán vinculantes,".

En último término, la número 29 a), de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“Cuando el objeto de la sesión tenga relación directa con las funciones de un Ministerio que no es integrante del Comité, el Ministro correspondiente deberá ser invitado y su opinión quedará registrada en actas.”.


En relación al quórum necesario para que el Comité Interministerial de Derechos Humanos sesione, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó a la señora Ministra de Justicia a cuántos ascendería la mayoría de los miembros permanentes.


La Ministra de Justicia, señora Pérez, advirtió que con la integración propuesta por el Ejecutivo, serían siete los miembros del Comité, agregando que si se incorpora al Ministro de Defensa, aumentarían a ocho.


El Honorable Senador señor Espina formuló algunas consideraciones acerca de la forma como deben resolverse los empates.


La señora Ministra de Justicia hizo presente que ese aspecto está regulado en el texto aprobado en general, según el cual el voto dirimente corresponderá al Ministro Presidente o a quien lo reemplace.


Finalizado el análisis de estas indicaciones, la signada con el número 28 fue declarada inadmisible, por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva del Primer Mandatario.


Luego, la indicación número 29, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, fue retirada por su autora.

Enseguida, puestas en votación las indicaciones números 28 a) y 29 a), fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Espina, Gómez, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).

Número 11

Se refiere al artículo 14 del ya mencionado Decreto Ley N° 3.346. Su texto es el siguiente:


“11) Reemplázase el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Justicia, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento.

Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas, así como cumplir las demás funciones que el Comité determine.


Los acuerdos del Comité Interministerial de Derechos Humanos que deban materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Justicia.”.”.


A este numeral, se presentó la indicación número 30, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, para anteponer a la palabra “Actuará”, en el inciso segundo del artículo 14, la frase “Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 11, dada la importancia que su participación en la instancia significa,".

La Honorable Senadora señora Pérez aclaró que el sentido de la indicación es dar el debido realce a la participación del Subsecretario de Derechos Humanos en este Comité, en el cual actuará como Secretario Ejecutivo. Señaló que debe ponerse de manifiesto el hecho de que tal cargo será servido por una autoridad que cuenta con la debida jerarquía y el necesario nivel de conocimientos, lo cual fortalece el carácter ejecutivo que tendrá dicha función.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso eliminar en el inciso segundo a que se refiere la indicación, la frase “correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas, así como cumplir las demás funciones que el Comité determine”, pues consideró innecesario explicitar las funciones allí descritas.


El Honorable Senador señor Gómez estimó conveniente reemplazar la expresión “podrá sesionar”, en el inciso primero del artículo 14, por “sesionará”, criterio que fue acogido en forma unánime.


En definitiva, en relación con este artículo 14, unánimemente se acordó sustituir, en el inciso primero, la expresión “podrá sesionar” por “sesionará” y reemplazar el inciso segundo por el que sigue:


“Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.


La indicación número 30 se dio por aprobada con enmiendas. Sin perjuicio de lo anterior, el Ejecutivo presentó su indicación número 7, de fecha 24 de julio de 2013, cuyas letras a) y b) recogieron los mismos acuerdos. Ésta también fue aprobada.


Ambas indicaciones contaron con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Espina, Gómez, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).

° ° °


Enseguida, mediante el ya indicado oficio de fecha 24 de julio de 2013, el Ejecutivo presentó su indicación número 8, para colocar en plural la expresión “el Subsecretario”. Lo anterior, como consecuencia de que, con la creación de la nueva Subsecretaría de Derechos Humanos, el Ministerio de Justicia pasará a tener dos Subsecretarios.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Espina, Gómez, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).

° ° °

Artículo segundo

Este precepto incorpora nueve disposiciones transitorias al proyecto.


Las siguientes indicaciones se presentaron al artículo segundo transitorio contemplado por este precepto, cuyo texto aprobado en general es el que sigue:


“Artículo Segundo.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Derechos Humanos.

2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y fijar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal y de los encasillamientos que practique. Igualmente fijará su dotación máxima de personal.


3. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y lo dispuesto en el Título VI de la Ley Nº 19.882 según corresponda. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en la planta que fije.


4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; las asignaciones especiales que correspondan; y podrá, además, determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.

5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Justicia a la Subsecretaría de Derechos Humanos. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


6. Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica a la Subsecretaría de Derechos Humanos. La individualización del personal traspasado se realizará en decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Justicia, en el plazo de 180 días contado desde la fecha de publicación del o los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta.


7. Determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 6) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dicho cargo por cualquier razón.”.


Esta disposición fue objeto de las siguientes dos indicaciones:


La número 31, del Honorable Senador señor Horvath, que intercala, en el número 1, a continuación de la expresión “Derechos Humanos”, lo siguiente: “, que en caso alguno podrá ser superior a un año contado desde la fecha de la dictación del respectivo decreto con fuerza de ley”.

La número 32, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, que elimina, en el número 3, la frase "los requisitos específicos para el ingreso y promoción de los mismos", seguida de una coma (,).


En relación a la indicación número 31, el Honorable Senador señor Espina recomendó aclarar la fecha en que entrará en funcionamiento de la Subsecretaría de Derechos Humanos, pues tanto la redacción de la norma aprobada en general como la de la indicación en estudio le parecieron confusas.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que la delegación de facultades que contempla el artículo 2° transitorio otorga el plazo de un año al Primer Mandatario para que dicte el decreto con fuerza de ley que fijará la fecha de entrada en funcionamiento de la mencionada Subsecretaría. Agregó que, en consecuencia, dictado ese decreto con fuerza de ley, habrá un plazo o fecha precisa para dicha entrada en funcionamiento, la que sugirió establecer en seis meses contados desde la publicación del referido decreto con fuerza de ley.


Refiriéndose al conjunto de disposiciones transitorias que se proponen, manifestó que ellas siguen el esquema que se ha aplicado desde hace unos quince años al crearse servicios públicos, el cual comprende el mecanismo de la delegación de facultades al Ejecutivo para regular diversos aspectos mediante la dictación de decretos con fuerza de ley. Hizo presente que aun cuando no era del todo partidario de acudir a ese método, no haría objeciones en esta oportunidad.


El Honorable Senador señor Gómez puso de manifiesto que cuando se dicta este tipo de disposiciones es necesario cautelar adecuadamente los derechos de los trabajadores. Por esa causa, anunció que se opondría a la indicación siguiente.


La Ministra de Justicia, señora Pérez, expresó que las reglas transitorias en estudio no ofrecen el riesgo aludido por el Honorable Senador señor Gómez, sino que, por el contrario, resguardan la situación del personal y regulan de manera adecuada los procesos de encasillamiento. Por otra parte, concordó con la idea de acortar a seis meses el plazo señalado en la indicación número 31 y también con la de precisar que dicho lapso se contará desde la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley y no desde su dictación, por tratarse de una fecha más precisa y fácil de identificar.


Mediante oficio de fecha 24 de julio de 2013, el Ejecutivo presentó una indicación al artículo segundo transitorio, destinada a recoger estas enmiendas.


En consecuencia, la indicación número 31 fue aprobada con modificaciones por 7 votos a favor y 1 en contra. Se pronunciaron favorablemente los Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide). En contra lo hizo el Honorable Senador señor Gómez.


Con la misma votación, e igualmente con enmiendas, se aprobó la ya señalada indicación del Ejecutivo, de fecha 24 de julio de 2013.


En último término, la Honorable Senadora señora Pérez, procedió a retirar la indicación número 32, de su autoría.

- - -


Como se indicará en el siguiente capítulo de este informe, se introdujeron diversos ajustes de tipo meramente formal a las disposiciones transitorias del proyecto. Lo anterior se acordó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Espina, Gómez, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (en su nombre y en el del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide).

- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestras Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, tienen el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO PRIMERO
° ° °

Números 1 y 2, nuevos


Incorpóranse como tales, los siguientes, desplazándose, en consecuencia, la numeración de los siguientes numerales del artículo primero:


“1) Reemplázase, en su denominación, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.

2) Sustitúyese, en su artículo 1°, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.”. (Indicación número 1 del Ejecutivo, de fecha 24 de julio de 2013, unanimidad, 7 x 0).

° ° °

Número 1

Pasa a ser número 3, con las siguientes modificaciones:

Artículo 2°

Letra a)


Reemplazarla por la que sigue:


“a) Sustitúyese, en el encabezado del artículo 2°, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.”. (Indicación número 1, del Ejecutivo, de fecha 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).
Letra b)


Sustituirla por la siguiente:

“b) Reemplázase la letra a) por la que sigue:


“a) Realizar el estudio crítico de las normas constitucionales y de la legislación civil, penal, comercial, administrativa y de procedimiento, a fin de proponer al Presidente de la República las reformas que estime pertinentes;”.”. (Indicación número 2, letras a) y b), del Ejecutivo, de fecha 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).
° ° °

Letra g), nueva


Incorporar como tal, la siguiente, pasando las letras g) y h), a ser h) e i), respectivamente:





“g) Sustitúyese, en el literal s), la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.”. (Indicación número 1, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).
° ° °

Letra g)

Pasa a ser letra h), reemplazada por la siguiente:


“h) Agrégase la siguiente letra u), nueva:


“u) Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan por ley a los demás Ministerios.

Le corresponderá, a su vez, realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime necesarias, y”.”. (Indicación número 3, mayoría, 7 x 1 abstención, e indicación número 2, letra d), del Ejecutivo, de fecha 24.07.13, mayoría, 7 x 1).

Letra h)


Pasa a ser letra i), sin enmiendas.

Número 2




Pasa a ser número 4, sustituyéndose, en el artículo 3° del decreto ley N° 3.346, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. (Indicación número 1, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).
Número 3




Pasa a ser número 5, sustituyéndose, en los incisos segundo y tercero del artículo 4° del decreto ley N° 3.346, contenidos en su literal c), la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. (Indicación número 1, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).
° ° °

Número 6, nuevo

Incorpórase como tal, el que sigue:


“6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5°:


1) Reemplázase, en su encabezado, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. 

2) Sustitúyense, en la letra c), la conjunción “y”, antecedida de una coma (,), y en la letra d) el punto final (.), por un punto y coma (;).


3) Incorpóranse las siguientes letras e) y f), nuevas:


“e) Presidir el Comité Interministerial de Derechos Humanos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11, y


f) Ejercer las demás funciones que le asigne el ordenamiento jurídico.”.”. (Indicación número 5, unanimidad, 6 x 0. Además, indicación número 1, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0, e indicación número 3, también del Ejecutivo, de igual fecha, unanimidad, 6 x 0).
° ° °

Número 4

Pasa a ser número 7, con la siguiente enmienda:

Letra e)


Reemplazar, en la letra a) del inciso segundo del artículo 7° del decreto ley N° 3.346, la expresión “Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia” por “Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos”. (Indicación número 1, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).
Número 5

Pasa a ser número 8, introduciendo las siguientes modificaciones al artículo 8° del decreto ley N° 3.346:

Inciso segundo

Letras a) y b)


Sustituirlas por las siguientes:


“a) Proponer y colaborar con el Ministro de Justicia y Derechos Humanos en el diseño y desarrollo de políticas públicas, estudios, planes y programas referidos a la promoción y protección de los Derechos Humanos.


b) Promover la elaboración de planes y políticas públicas en materia de derechos humanos en los órganos de la Administración del Estado, prestándoles asistencia y coordinación técnica.”.

° ° °

Letra c), nueva


Incorporar como tal, la siguiente, pasando la letra c) a ser d):


“c) Elaborar el Plan Nacional de Derechos Humanos, a partir de las prioridades sectoriales e intersectoriales propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos y presentarlo a este último organismo, a efectos de cumplir con lo dispuesto en la letra d) artículo 12. Asimismo, coordinará su ejecución y seguimiento con los demás Ministerios.”.
° ° °

Letra c)


Pasa a ser letra d), reemplazándose la expresión “Ministro de Justicia” por “Ministro de Justicia y Derechos Humanos”.

Letra d)


Suprimirla.

Letra e)


Reemplazarla por la que sigue:


“e) Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante tribunales y órganos internacionales de derechos humanos. De igual manera, coordinará, en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos, resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado.”.

Letra f)


Sustituirla por la siguiente:


“f) Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado.


Asimismo, propenderá a la celebración de acuerdos de cooperación con los otros órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.”.

Letras g), h) e i)


Suprimirlas.

Letra j)


Pasa a ser letra g), agregándose el siguiente párrafo final, nuevo:


“Las atribuciones en materia de derechos humanos que éste y otros cuerpos legales y reglamentarios entreguen a la Subsecretaría de Derechos Humanos no excluyen las facultades que tengan, también en lo relativo a estos derechos y en sus respectivas áreas, los demás órganos que integran la Administración Pública ni aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”.

(Indicación número 8 bis, unanimidad, 7 x 0, con excepción de su letra e), que fue objeto de las siguientes dos votaciones: el texto propuesto por la indicación se aprobó por mayoría, 5 x 2, y la frase final que se le agregó, se acogió también por mayoría, 6 x 1 abstención. Además, indicaciones números 18 y 19, unanimidad, 6 x 0, e indicaciones números 1 y 4, letras a) y b), del Ejecutivo, de fecha 24.07.13, unanimidad, 7 x 0 y 6 x 0, respectivamente).

Número 6

Pasa a ser número 9, sustituyéndose, en el encabezado del artículo 9° del decreto ley N° 3.346, la expresión “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia” por “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos”. (Indicación número 1, del Ejecutivo, de fecha 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).

Número 7

Pasa a ser número 10, sin enmiendas.

Número 8

Pasa a ser número 11, introduciéndose las siguientes modificaciones al artículo 11 del decreto ley N° 3.346:

Letra a)


Sustitúyese la expresión “Ministro de Justicia” por “Ministro de Justicia y Derechos Humanos”. (Indicación número 1, del Ejecutivo, de fecha 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).

° ° °

Letras f) y g), nuevas


Incorporar como tales las que siguen, pasando la letra f) a ser letra h):


“f) El Ministro de Educación.

g) El Ministro de Defensa.” (Indicaciones número 19 a), unanimidad, 7 x 0, y número 5, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).
° ° °

Letra f)


Pasa a ser letra h), intercalándose, entre la letra h) y el sustantivo “Director”, el artículo definido “El”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 8 x 0).

Inciso segundo


Reemplazarlo por el que sigue:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros Secretarios de Estado, a funcionarios de la Administración del Estado, al Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos o a personas de reconocida competencia en el ámbito de los Derechos Humanos.”. (Indicación número 1, del Ejecutivo, de fecha 24.07.13, unanimidad, 7 x 0, e indicación número 23 a), mayoría, 6 x 1 abstención).

Número 9

Pasa a ser número 12, modificándose el artículo 12 del decreto ley N° 3.346 en la forma que sigue:

Inciso primero

Letras a) y b)


Sustitúyese la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. (Indicación número 1, del Ejecutivo, de fecha 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).
Letra c)


Reemplazarla por la siguiente:


“c) Señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos.”. (Indicación número 24 a), unanimidad, 7 x 0).
° ° °

Letra d), nueva


Intercalar como tal, la siguiente, pasando los literales d), e) y f), a ser e), f) y g), respectivamente:


“d) Presentar al Presidente de la República el Plan Nacional de Derechos Humanos para su aprobación.”. (Indicación número 26 a), unanimidad, 8 x 0).
° ° °

Letra d)


Pasa a ser letra e), agregándose, luego del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la frase “sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3°, número 1, de la ley N° 20.405.”. (Indicación número 26 b), unanimidad, 8 x 0).
Letra e)


Pasa a ser letra f), reemplazada por la que sigue:


“f) Conocer los programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado propuestos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”. (Indicación número 26 c), unanimidad, 8 x 0, e indicación número 1, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).
Letra f)


Pasa a ser letra g), sin modificaciones.

° ° °

Inciso segundo, nuevo


Contemplar, como tal, el que sigue:


“Las atribuciones del Comité Interministerial de Derechos Humanos se entienden sin perjuicio de las facultades que, en conformidad a la ley, corresponden a otros órganos de la Administración, especialmente aquellas establecidas en la ley N° 20.405 que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”. (Indicación número 27, unanimidad, 8 x 0, e indicación número 6, del Ejecutivo, de fecha 24.07.13, unanimidad, 8 x 0).

° ° °

Número 10

Pasa a ser número 13, con las siguientes enmiendas:


1) Reemplazar, en el inciso primero del artículo 13, la oración “El quórum para sesionar será de 3 miembros” por “El quórum para sesionar será de la mayoría de sus miembros presentes. (Indicación número 28 a), unanimidad, 8 x 0).

2) Incorporar, como inciso segundo, el que sigue:


“Cuando el objeto de la sesión tenga relación directa con las funciones de un Ministerio que no es integrante del Comité, el Ministro correspondiente deberá ser invitado y su opinión quedará registrada en actas.”. (Indicación número 29 a), unanimidad, 8 x 0).
Número 11

Pasa a ser número 14, sustituido por el que a continuación se consigna:


“14) Reemplázase el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos sesionará en las dependencias del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento.


Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité, el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


Los acuerdos del Comité que requieran materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.”. (Indicación número 30, unanimidad, 8 x 0, e indicaciones número 1, del Ejecutivo, de fecha 24.07.13, unanimidad, 7 x 0, y número 7, letras a) y b), igualmente del Ejecutivo, de la misma fecha, unanimidad, 8 x 0).

° ° °

Números 15, 16 y 17 nuevos

Incorporar, como tales, los que siguen:


“15) Reemplázase, en el artículo 15, la expresión “el Subsecretario” por “los Subsecretarios”. (Indicación número 8, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).

16) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 16, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. (Indicación número 1, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).

17) Incorpórase el siguiente artículo 18, nuevo:


“Artículo 18.- Las referencias que las leyes, reglamentos u otras normas vigentes hagan al Ministerio de Justicia, al Ministro de Justicia, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia se entenderán hechas al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos, respectivamente.”.”. (Indicación número 8, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).
° ° °

Número 12

Pasa a ser número 18, sin modificaciones.

ARTÍCULO SEGUNDO
Artículo Primero


Sustitúyese la expresión inicial “Artículo Primero.- Facúltese” por “Artículo primero transitorio. Facúltase”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 8 x 0).
Artículo Segundo


Introdúcense las siguientes enmiendas:


1) En su inciso primero, sustitúyense la frase inicial “Artículo Segundo.- Facúltese” por “Artículo segundo transitorio. Facúltase” y la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 8 x 0, e indicación número 1, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).

2) Reemplázase su número 1 por el que sigue:


“1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Derechos Humanos, que en caso alguno podrá ser superior a seis meses contados desde la fecha de la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.”. (Indicación número 31, mayoría, 7 x 1, e indicación del Ejecutivo de fecha 24.07.13, mayoría, 7 x 1).


3) Sustitúyese, en su numeral 6, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. (Indicación número 1, del Ejecutivo, al artículo segundo transitorio, de fecha 24.07.13, unanimidad 7 x 0).


4) Reemplázase, en su numeral 7, la expresión “dicho cargo” por “dichos cargos”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 8 x 0).
Artículo Tercero


Sustitúyense, en su inciso primero, las expresiones “Artículo Tercero.-” por “Artículo tercero transitorio.” y “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 8 x 0, e indicación número 1, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).

Artículo Cuarto


Sustitúyese la expresión inicial “Artículo Cuarto.-” por “Artículo cuarto transitorio.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 8 x 0).
Artículo Quinto


Sustitúyese la expresión inicial “Artículo Quinto.-” por “Artículo quinto transitorio.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 8 x 0).
Artículo Sexto


Sustitúyese la expresión inicial “Artículo Sexto.-” por “Artículo sexto transitorio.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 8 x 0).
Artículo Séptimo


Sustitúyense las expresiones “Artículo Séptimo.-” por “Artículo séptimo transitorio.”; “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”; “ministro” por “Ministro” y “dicha planta haya” por “dichas plantas hayan”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 7 x 0, e indicación número 1, del Ejecutivo, de 24.07.13, unanimidad, 7 x 0).
Artículo Octavo


Sustitúyese la expresión inicial “Artículo Octavo.-” por “Artículo octavo transitorio.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 8 x 0).
Artículo Noveno


Sustitúyese la expresión inicial “Artículo Noveno.-” por “Artículo noveno transitorio.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 8 x 0).
° ° °

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY

Como consecuencia de los acuerdos anteriores, el texto de la iniciativa quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 3.346, de 1980:


1) Reemplázase, en su denominación, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.

2) Sustitúyese, en su artículo 1°, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.
3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:


a) Sustitúyese, en su encabezado, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.

b) Reemplázase la letra a) por la que sigue:


“a) Realizar el estudio crítico de las normas constitucionales y de la legislación civil, penal, comercial, administrativa y de procedimiento, a fin de proponer al Presidente de la República las reformas que estime pertinentes;”.

c) Reemplázase en la letra c) la palabra “reo” por “condenado” y el término “menores” por: “niñas, niños y adolescentes”.

d) Reemplázase en la letra h) la frase “Junta de Servicios Judiciales”, por: “Corporación Administrativa del Poder Judicial”.

e) Reemplázase en la letra k) la palabra “defensa” por: “reinserción”.

f) Sustitúyese la letra o) por la siguiente: “intervenir en la fiscalización de las asociaciones y fundaciones de conformidad a lo establecido en el título XXXIII del Libro I del Código Civil, así como ejercer todas las atribuciones y demás funciones que la ley N° 20.500 sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública le atribuyen.”.

g) Sustitúyese, en el literal s), la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.
h) Agrégase la siguiente letra u) nueva:


“u) Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan por ley a los demás Ministerios.

Le corresponderá, a su vez, realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime necesarias, y”.”.
i) Agrégase la siguiente letra v) nueva:

“v) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.”.

4) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:

“Artículo 3º.- Conforman el sector Justicia, los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.

5) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:

a) Incorpórase en la letra b), a continuación de la expresión “Subsecretaría”, la frase: “de Justicia”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente: “c) La Subsecretaría de Derechos Humanos; y”. 

c) Agrégase los siguientes incisos segundo y tercero:

“Un reglamento expedido por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio deberán considerarse áreas funcionales, tales como las encargadas de realizar estudios en las materias de su competencia, de atender los aspectos relacionados con el Poder Judicial de su competencia, de reinserción social, de los aspectos relativos a su administración, planificación y presupuesto, de los asuntos jurídicos internacionales de su competencia, de asesoría jurídica y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5°:


1) Reemplázase, en su encabezado, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. 

2) Sustitúyense, en la letra c), la conjunción “y”, antecedida de una coma (,), y en la letra d) el punto final (.), por un punto y coma (;).


3) Incorpóranse las siguientes letras e) y f), nuevas:


“e) Presidir el Comité Interministerial de Derechos Humanos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11, y


f) Ejercer las demás funciones que le asigne el ordenamiento jurídico.”.
7) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7°:

a) Incorpórase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “Subsecretaría”, la frase: “de Justicia”.

b) Incorpórase, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Subsecretario”, la frase: “de Justicia”.

c) Sustitúyese, en el inciso segundo, la palabra “coordinación” por: “administración”. 

d) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el decreto ley N° 1.028, de 1975”, por: “la legislación vigente”.

e) Agrégase en el inciso segundo, letra a), a continuación del verbo “Atender”, la oración precedida y finalizada de una coma (,): “en su calidad de superior jerárquico”, y reemplázase la expresión “Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia” por “Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos”.
f) Reemplázase en el inciso segundo, la letra b), por la siguiente: “b) Coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector.”.

8) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8º.- Son funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos prestar asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. El Subsecretario de Derechos Humanos es el colaborador inmediato del Ministro, y en caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario de Justicia, su subrogante legal.

A la Subsecretaría de Derechos Humanos le corresponde:


a) Proponer y colaborar con el Ministro de Justicia y Derechos Humanos en el diseño y desarrollo de políticas públicas, estudios, planes y programas referidos a la promoción y protección de los Derechos Humanos.


b) Promover la elaboración de planes y políticas públicas en materia de derechos humanos en los órganos de la Administración del Estado, prestándoles asistencia y coordinación técnica.


c) Elaborar el Plan Nacional de Derechos Humanos, a partir de las prioridades sectoriales e intersectoriales propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos y presentarlo a este último organismo, a efectos de cumplir con lo dispuesto en la letra d) artículo 12. Asimismo, coordinará su ejecución y seguimiento con los demás Ministerios.

d) Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


e) Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante tribunales y órganos internacionales de derechos humanos. De igual manera, coordinará, en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos, resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado.


f) Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado.


Asimismo, propenderá a la celebración de acuerdos de cooperación con los otros órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.
g) Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.

Las atribuciones en materia de derechos humanos que éste y otros cuerpos legales y reglamentarios entreguen a la Subsecretaría de Derechos Humanos no excluyen las facultades que tengan, también en lo relativo a estos derechos y en sus respectivas áreas, los demás órganos que integran la Administración Pública ni aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”.
9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:

a) Reemplázase, en su encabezado, la frase “en el decreto ley N° 575, de 1974”, por “la legislación vigente” y la expresión “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia” por “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos”.
b) Reemplázase en la letra a) la palabra “reos” por “condenados”, la primera vez que es mencionada.


10) Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:


“Artículo 10.- Créase el Comité Interministerial de Derechos Humanos, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de Derechos Humanos, constituyendo una instancia de información, orientación, coordinación, y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran.”.


11) Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos estará integrado por los siguientes Ministros:


a) El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, quien lo presidirá.


b) El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia.


c) El Ministro del Interior y Seguridad Pública.


d) El Ministro de Relaciones Exteriores.


e) El Ministro de Desarrollo Social.


f) El Ministro de Educación.


g) El Ministro de Defensa.


h) El Director del Servicio Nacional de la Mujer.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros Secretarios de Estado, a funcionarios de la Administración del Estado, al Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos o a personas de reconocida competencia en el ámbito de los Derechos Humanos.

En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso primero.”.


12) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Derechos Humanos:


a) Conocer de las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en materia de Derechos Humanos que hayan de ser aplicables intersectorialmente.


b) Informar acerca de las necesidades sectoriales que, en materia de derechos humanos, deban ser integradas en las políticas públicas y adecuaciones normativas del derecho interno a ser propuestas por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en la materia.


c) Señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos.


d) Presentar al Presidente de la República el Plan Nacional de Derechos Humanos para su aprobación.


e) Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3°, número 1, de la ley N° 20.405.

f) Conocer los programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado propuestos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


g) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.


Las atribuciones del Comité Interministerial de Derechos Humanos se entienden sin perjuicio de las facultades que, en conformidad a la ley, corresponden a otros órganos de la Administración, especialmente aquellas establecidas en la ley N° 20.405 que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”.

13) Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:


“Artículo 13.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos celebrará sesiones cuando lo convoque su presidente. El quórum para sesionar será de la mayoría de sus miembros presentes y los acuerdos, que serán vinculantes, se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del ministro presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar al menos dos veces al año.


Cuando el objeto de la sesión tenga relación directa con las funciones de un Ministerio que no es integrante del Comité, el Ministro correspondiente deberá ser invitado y su opinión quedará registrada en actas.”.

14) Reemplázase el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos sesionará en las dependencias del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento.


Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité, el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


Los acuerdos del Comité que requieran materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.

15) Reemplázase, en el artículo 15, la expresión “el Subsecretario” por “los Subsecretarios”.


16) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 16, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


17) Incorpórase el siguiente artículo 18, nuevo:


“Artículo 18.- Las referencias que las leyes, reglamentos u otras normas vigentes hagan al Ministerio de Justicia, al Ministro de Justicia, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia se entenderán hechas al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos, respectivamente.”.


18) Deróganse los artículos transitorios 1° y 2°.


Artículo Segundo.- Introdúcense los siguientes artículos transitorios al decreto ley N° 3.346, de 1980:


“Artículo primero transitorio. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.346.


Artículo segundo transitorio. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Derechos Humanos, que en caso alguno podrá ser superior a seis meses contados desde la fecha de la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.

2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y fijar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal y de los encasillamientos que practique. Igualmente fijará su dotación máxima de personal.


3. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 según corresponda. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en la planta que fije.


4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; las asignaciones especiales que correspondan; y podrá, además, determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.


5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Justicia a la Subsecretaría de Derechos Humanos. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


6. Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica a la Subsecretaría de Derechos Humanos. La individualización del personal traspasado se realizará en decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en el plazo de 180 días contado desde la fecha de publicación del o los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta.


7. Determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 6) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dichos cargos por cualquier razón.


Artículo tercero transitorio. El encasillamiento del personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos en las nuevas plantas, se efectuará por decreto expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación del decreto supremo que determine el traspaso a que se refiere el artículo anterior o el que fije las plantas según corresponda. El referido encasillamiento surtirá efecto desde el día 1° del mes siguiente a la total tramitación del o los decretos que lo practiquen.


Para efectos del encasillamiento a que se refiere el inciso anterior, se aplicará lo dispuesto en el artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones respecto del personal titular en un cargo de planta y o del personal a contrata asimilado a la misma, ni modificación de los derechos previsionales.


c) Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá serle pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


d) Los cambios de grado que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. En consecuencia, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo como, asimismo, el tiempo de permanencia en el grado para la obtención de uno nuevo.


e) En las nuevas plantas de la Subsecretaría de Derechos Humanos se encasillarán primero los funcionarios que tengan la calidad de planta y luego los funcionarios a contrata, los cuales se entenderán encasillados, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, desde la fecha entrada en vigencia de la nueva planta.

Artículo cuarto transitorio. Los cargos de las nuevas plantas que no hayan sido provistos en el encasillamiento, una vez concluido éste, serán proveídos en conformidad a las reglas que regulen la carrera funcionaria establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo quinto transitorio. La primera provisión de los cargos de tercer nivel jerárquico que sean determinados de carrera, se hará por esta sola vez, como cargos de exclusiva confianza de la autoridad superior del servicio. Las provisiones sucesivas se deberán realizar conforme a las disposiciones que rigen a este nivel jerárquico, de acuerdo a lo establecido por el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo sexto transitorio. El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, conformará el primer presupuesto de las Subsecretaría de Derechos Humanos pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo séptimo transitorio. Facúltase al Presidente de la República para que, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos que, además, deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda y el Ministro respectivo, modifique o reestructure las plantas de personal de otras reparticiones públicas, ajustándolas a las modificaciones que dichas plantas hayan sufrido como consecuencia de la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos. El encasillamiento a que pudiera dar origen esta norma se ajustará a las mismas condiciones establecidas en el artículo cuarto transitorio.

Artículo octavo transitorio. El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo segundo transitorio de la presente ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $465.995 miles.

Artículo noveno transitorio. El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Justicia. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.".”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 19 de junio y 3 y 10 de julio de 2013, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señoras Soledad Alvear Valenzuela y Lili Pérez San Martín, y señores Alberto Espina Otero, José Antonio Gómez Urrutia, Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Juan Pablo Letelier Morel, Jaime Orpis Bouchon (Hernán Larraín Fernández), Mariano Ruiz-Esquide Jara (Soledad Alvear Valenzuela, Patricio Walker Prieto) y Patricio Walker Prieto (Presidente).


Sala de la Comisión, a 27 de agosto de 2013.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,
Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS Y ESTABLECE ADECUACIONES EN LA LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO DE JUSTICIA 
(8207-07)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A las sesiones en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio de Justicia, la Ministra, señora Patricia Pérez; el Subsecretario y Ministro (S), señor Juan Ignacio Piña; el Subsecretario (S), señor Sebastián Valenzuela; el Coordinador de Derechos Humanos de dicha Secretaría de Estado, señor Milenko Bertrand; el Jefe de Gabinete de la Ministra, señor Andrés Vega; la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina González, y los asesores, señora Camila Palacios y señores Luis Farías y Felipe Rayo.
De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda: la abogada, señorita Catalina Rizo.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señora Carol Parada, y señores Juan Tenorio y Pedro Pizarro.


Del Instituto Nacional de Derechos Humanos: el asesor jurídico, señor Juan Carlos Anabalón.




En una de dichas sesiones, participó, especialmente invitado, el Representante Regional Adjunto para América del Sur de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, señor Humberto Henderson, y la Consultora del Área Justicia y Seguridad de la misma oficina, señora Rebecca Steward.




De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.
- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas.
- - -
Cabe hacer presente que la Sala del Senado en sesión de 10 de diciembre de 2013, abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, recibiéndose indicaciones de Su Excelencia el Presidente de la República.
- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado se deja constancia de que la Comisión introdujo las siguientes modificaciones respecto del segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas:
En el numeral 9) del artículo Primero, que pasa a ser artículo único. Lo hizo en virtud de la indicación número 1 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013.
En la denominación y el encabezamiento del Artículo Segundo. Lo hizo en virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.
En el artículo segundo transitorio. Lo hizo en virtud de las indicaciones números 2 y 3 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013.
En el artículo tercero transitorio. Lo hizo en virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.
En el artículo quinto transitorio. Lo hizo en virtud de la indicación número 5 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013.
En el artículo séptimo transitorio. Lo hizo en virtud de la indicación número 6 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013.
En el artículo octavo transitorio. Lo hizo en virtud de la indicación número 7 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013.
En el artículo noveno transitorio. Lo hizo en virtud de la indicación número 8 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013.
- - -
De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo Primero, numerales 5), letra b); 8), respecto de los incisos primero y segundo, letras c), e) y f), del artículo 8° que se sustituye; 9), letra b); 10) y 14), y artículo Segundo, respecto de los artículos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, transitorios, que allí se introducen, en los términos en que fueron aprobados por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, como reglamentariamente corresponde.
- - -

I. DISCUSIÓN

II. La Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez, efectuó una presentación, en formato power point, del siguiente tenor:

La creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos obedece a la necesidad de contar con una entidad articuladora dentro del aparato del Estado que dé cumplimiento a las convenciones y tratados internacionales. Así, se solucionará el rezago que se observa en nuestro país respecto de otros estados latinoamericanos sobre la materia. 
Diagnóstico de los expertos:
- No existe en el Ejecutivo una institución en materia de derechos humanos que organice el aparato gubernamental de modo de asegurar el cumplimiento de las obligaciones de promoción, respeto y garantía.

- No existe una institución encargada de la elaboración y coordinación de una política nacional de derechos humanos y el seguimiento de su implementación.

- No existe un organismo a cargo de la asistencia y coordinación técnica en la elaboración de planes y políticas sectoriales de derechos humanos.

- No existe una instancia encargada de conocer las necesidades y prioridades sectoriales e intersectoriales en materia de derechos humanos.

- No existe un organismo a cargo de los programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios públicos. 

Recomendación del Instituto Nacional de Derecho Humanos, INDH:

- “El INDH valora la discusión sobre el proyecto de Ley de Subsecretaría de Derechos Humanos y recomienda al Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo agilizar la discusión en orden a constituir una instancia gubernamental con capacidad y facultades suficientes con el fin de diseñar, coordinar e implementar políticas públicas de derechos humanos, y que guíe el contenido y organicidad de la acción del gobierno en estas materias.”. (Situación de los Derechos Humanos en Chile. Informe Anual 2012. p. 335).

Recomendación de los órganos de control de tratados al Estado de Chile:
- Dotar al Estado de instancias gubernamentales con competencia para diseñar y coordinar políticas públicas en materia de derechos humanos.

- Entre otros, el Comité de Derechos del Niño, ha instado a Chile a que se “cuente con un marco institucional estable y recursos financieros y humanos suficientes para encargarse de la coordinación eficaz y completa de la realización de los derechos (…) a nivel nacional”. (Comité de Derechos del Niño. CRC/C/CHL/CO/3. 23 de abril de 2007. párrafo 13).

Opinión del Representante Regional para América del Sur de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, OACNUDN, Amérigo Incalcaterra:

- “la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos en nuestro medio constituye un avance de gran importancia”.

- Entre otras materias, destaca la importancia de la Subsecretaría, en el cumplimiento de la obligación del Estado de presentar informes periódicos a los organismos de control de tratados e incorporar sus recomendaciones, las “que deben ser recogidas por un ente que las canalice hacia el ámbito nacional y que evite que se dispersen”.

- Finalmente, “Destacó que la mayoría de las observaciones que se han formulado en este contexto se han recogido en el proyecto de ley en estudio.”. (Informe de las Comisiones Unidas, 27.8.2013) 
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Tramitación legislativa en el Senado
Discusión en general.

- Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: primer informe con fecha 17 de diciembre de 2012. Debate amplio y pluralista. Participación de más de 30 organismos, instituciones y centros académicos vinculados a materias de derechos humanos.

- Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: primer informe con fecha 18 de enero de 2013.

Discusión en particular.

Comisiones Unidas de Constitución y Derechos  Humanos: informe de 27 de agosto de 2013.

Nueva Institucionalidad de Derechos Humanos
Subsecretaría de Derechos Humanos.
- Órgano promotor y coordinador de políticas públicas y legislación en materia de Derechos Humanos. 

- Dependiente del Ministerio de Justicia.

Comité Interministerial de Derechos Humanos.
- Órgano asesor del Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de Derechos Humanos.

- Constituye una instancia de información, orientación, coordinación y acuerdo para los Ministerios y Servicios que lo integran.

Subsecretaría de Derechos Humanos. Funciones Principales.
- Elaborar el Plan Nacional de Derechos Humanos, a partir de las prioridades sectoriales e intersectoriales propuestas por el Comité Interministerial. 

- Promover la elaboración de planes y políticas públicas en materia de derechos humanos en órganos de la administración del Estado, prestándoles asistencia y coordinación técnica. 

- Realizar el estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos. 

- Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado.
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	País - Organismo
	Número de funcionarios del organismo
	Número total de funcionarios públicos en el país
	Población Total

	Colombia - Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario (1)
	60
	1.097.583
	47.121.089 hab.

	Uruguay - Unidad de Derechos Humanos (Ministerio de Educación)  (2)
	9
	268.443
	3.334.052 hab.

	Chile – Subsecretaría de Derechos Humanos (Ministerio de Justicia) (3)
 
	19
	218.420
	17.248.450 hab.


[1] Información obtenida del Programa Presidencial de DDHH – DIH, la Encuesta Continua de Hogares (2005), y proyecciones 2013  al censo 2005 

del Departamento  Administrativo Nacional de Estadística de la República de Colombia. 

[2] Información obtenida de la web de la Unidad de DDHH, estadísticas desarrolladas por la Oficina Nacional del Servicio Civil de la República Oriental 

del Uruguay (2012) y Censo de 2009, I.N.E. Uruguay. 

[3] Información obtenida de DIPRES, actualizada a marzo 2013 y Estadística I.N.E. 2011, Chile. 
La cifra no contempla los funcionarios con contrato de honorarios. 

III. El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que, en su opinión, los organismos de derechos humanos debieran ser independientes del Estado, y entendía que las funciones relativas las cumplía el Instituto Nacional de Derecho Humanos. Agregó compartir que se cree un Comité Interministerial de Derechos Humanos como órgano coordinador a nivel gubernamental.

Asimismo, manifestó preocupación debido a que se constatan varias duplicidades en las funciones de la Subsecretaría y del Instituto, como las referidas a proponer a órganos del Estado políticas o medidas que deban adoptar para favorecer la protección y promoción de los derechos humanos; proponer las reformas necesarias para que el derecho interno se adecue a los estándares internacionales relativos a los derechos humanos; prestarán asesoría y colaborarán con el Ministerio de Relaciones Exteriores en las presentaciones que deban realizarse ante los Sistemas Interamericano y Universal de Derechos Humanos, y celebrar convenios con organismos públicos para promover y capacitar en materia de derechos humanos. 

La Ministra de Justicia, señora Pérez, explicó que el proyecto de ley fue trabajado desde un comienzo con el Instituto Nacional de Derecho Humanos. Señaló que el paradigma al que obedece la creación de la Subsecretaría es que dentro del Estado falta una entidad que permita impulsar el cumplimiento de las mismas recomendaciones del Instituto o proponer la adecuación o derogación de normas conforme a los parámetros internacionales sobre la materia. Asimismo, puede recabar información de manera centralizada respecto de todos los organismos públicos, y uniformar y mejorar la capacitación de los funcionarios públicos sobre derechos humanos. 

Agregó que el inciso final del artículo 8° que se reemplaza en el numeral 8), dispone que ninguna de las funciones de la Subsecretaría puede implicar la exclusión de las atribuciones con que cuenta el Instituto.

IV. El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que si es el Estado el infractor de los derechos humanos conviene que las autoridades en la materia sean lo más independientes posible respecto del Gobierno de turno.

Asimismo, recalcó que le parece muy inconveniente que las dos instituciones cuenten con funciones idénticas, y probablemente sea mejor que ellas se mantengan sólo en el Instituto.
El Honorable Senador señor Lagos manifestó que, más allá de su intención de aprobar la iniciativa legal, tiene las mismas dudas expresadas precedentemente, y le parece claro que existirá una superposición de atribuciones, por lo que quizás hubiera sido más aconsejable otro tipo de estructura para abordar las tareas que pueden ser inherentes a un órgano propio de la Administración.

La Ministra de Justicia, señora Pérez, expresó que varias instituciones ligadas al campo de los derechos humanos, entre ellos el INDH, hicieron ver que al Estado le falta un brazo articulador que le permita cumplir con las normativas internacionales que Chile ha suscrito, y existe jurisprudencia de la Corte Interamericana en dicho sentido. 

La idea que subyace, acotó, es que, por ejemplo, si en el futuro se presenta un proyecto de ley que contiene una disposición que contraviene una norma de una Convención sobre la materia, la Subsecretaría la representará e impedirá que se convierta en ley.

El Honorable Senador señor Lagos consultó que ocurrirá con la Subsecretaría de Derechos Humanos si Chile es demandado ante la Corte Interamericana y el Instituto Nacional de Derecho Humanos avala la denuncia efectuada.

La Ministra de Justicia, señora Pérez, señaló que la Cancillería tiene una Dirección de Derechos Humanos que cumple la función de defender al Estado frente al Sistema Interamericano, por lo que la Subsecretaría no representará al Estado, cumpliendo un rol más interno.

Agregó que la representación de víctimas ante el Sistema Interamericano, ha visto significativos avances con la labor de órganos como AIDEF, Asociación Interamericana de Defensorías Públicas, que ofrece un grupo de defensores para dicho fin.

V. El Honorable Senador señor Zaldívar observó que debe estudiarse bien las distintas funciones que cumplen organismos vinculados a derechos humanos para que no se dupliquen las funciones y no interfieran en sus labores, como son el Programa de Derecho Humanos dependiente del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Instituto Nacional de Derecho Humanos, la Oficina de Derechos Humanos de la Corporación de Asistencia Judicial y la futura Subsecretaría de Derechos Humanos.

El Honorable Senador señor Novoa sostuvo que se puede entender la coexistencia de una Subsecretaría, como órgano del Gobierno para enfrentar dicha materia de Estado, con un Instituto que tenga características de mayor autonomía que pueda representar puntos de vista contradictorios con el Gobierno de turno. Indicó que más complicado es lo referido a las atribuciones de uno y otro, pudiendo generarse colisiones, por ejemplo, si existieran recomendaciones contradictorias al Estado, y en ese sentido sería conveniente eliminar disposiciones que puedan generar dichas colisiones y contradicciones.

La Ministra de Justicia, señora Pérez, planteó que, en conjunto con el Instituto, cambiaron redacciones que pudieran mover a interpretaciones ambiguas y, adicionalmente, el referido inciso final del artículo 8° busca dejar claro que no se excluyen las facultades de otros organismos en la materia.

VI. El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que el problema se verifica cuando dos o más organismos tienen una misma atribución y no se sabe quién tiene la última palabra en la materia, y consultó qué ocurrirá cuando la Subsecretaría y el Instituto difieran sobre un mismo punto.

La Ministra de Justicia, señora Pérez, indicó que no debe olvidarse que, actualmente, cada repartición del Estado puede ejecutar una política propia distinta sobre los derechos humanos, y dicha situación debiera mejorar al existir una Subsecretaría del ramo que podrá colaborar uniformando criterios y agilizando las respuestas necesarias.
El Honorable Senador señor Lagos expresó que el citado inciso final del artículo 8° lo que hace, precisamente, es reconocer que existirán funciones duplicadas y que existirán colisiones de atribuciones sin que se haga prevalecer una sobre otra.

El Honorable Senador señor Novoa acotó que, con el estado actual de la legislación, si el Instituto Nacional de Derecho Humanos recomienda al Estado introducir alguna modificación en la normativa vigente y el Ministerio respectivo o el Gobierno deciden no hacer dicha modificación, la enmienda no se hace y sólo queda la recomendación como tal, por lo que la situación descrita precedentemente no será nueva.

El Coordinador de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, señor Milenko Bertrand, señaló que puede ser ilustrativo que el Alto Comisionado para los Derecho Humanos de las Naciones Unidas exhortó a los países para que cuenten con una institucionalidad de Derechos Humanos que complete una estructura que, desde distintos puntos de vista, garantice los derechos humanos, como sería una entidad independiente que represente a la sociedad civil y a la academia y un ente público que se transforme en la contraparte, a nivel del Estado, de la entidad independiente.

El Honorable Senador señor Zaldívar expresó entender lo precedentemente planteado, en cuanto a la Subsecretaría como contraparte del Instituto, pero en el sentido de que el INDH pueda hacer presente al Estado, por ejemplo, que en la legislación interna se requieren ciertas modificaciones, y esa tarea la asuma un organismo de la Administración, esto es que exista un organismo del Estado que cumpla directrices en materia de derechos humanos, pero no que sea quien las diseñe, programe, coordine y ejecute.
La Ministra de Justicia, señora Pérez, acotó que el gran problema que ha expuesto la Corte Interamericana en los últimos años, viene dado porque las infracciones a los derechos humanos son propiciadas por agentes del Estado, por ejemplo, policías, magistraturas o servicios públicos, debido al desconocimiento y falta de capacitación de los servidores públicos en estas materias, y es eso a lo que apunta la creación de la Subsecretaría.
El Honorable Senador señor Zaldívar sostuvo que lo lógico es que las funciones que aparecen duplicadas por el proyecto de ley correspondan solamente al Instituto Nacional de Derecho Humanos, por lo que estimó que sería relevante escuchar a dicha entidad para entender las razones de que no represente un problema que las mismas atribuciones se asignen a la futura Subsecretaría y al Instituto.

La Ministra de Justicia, señora Pérez, destacó que también existirá el Comité Interministerial para hacer realidad las normativas que suscribe el Estado, por lo que existirá una institucionalidad completa que permitirá avanzar con mayor velocidad respecto de esta materia. 

En la siguiente sesión, la Comisión escuchó al representante del Instituto Nacional de Derechos Humanos, el asesor jurídico, señor Juan Carlos Anabalón, quien planteó que han participado en diversas instancias de tramitación de la iniciativa legal, y que, en general, el Instituto tiene una opinión favorable de la misma. 

Reiteró que valoran la creación de la Subsecretaría, siendo una instancia que se requería dentro de la institucionalidad del país. Sin perjuicio de ello, comentó que se pierde una oportunidad para que la Subsecretaría asuma lo referente a la política de reparación de las violaciones de derechos humanos, específicamente aquellas cometidas bajo la Dictadura, dado que actualmente no existe.

Asimismo, manifestó que se pudo aprovechar de crear una instancia permanente de calificación de víctimas de violaciones de derechos humanos. Indicó que hasta la fecha siempre se ha tratado de órganos con una duración acotada.

En cuanto las funciones de la Subsecretaría en relación al Instituto Nacional de Derechos Humanos, se constata que el informe anual que debe elaborar el INDH y ser presentado a las principales autoridades del país –artículo 3° de la ley N° 20.405-, no puede tener como puro correlato de parte de la Subsecretaría el escuchar y revisar dicho informe y las recomendaciones, sino analizarlo, proponer e implementar las medidas que allí se contienen.

De igual forma, consideró que también se deben perfeccionar las tareas de promoción que se asignan a la Subsecretaría, específicamente estimó débil la definición de las facultades que se entregan a la Subsecretaría para los programas de formación y fortalecimiento institucional en derechos humanos para el sector público.

Respecto del Plan Nacional de Derechos Humanos, sostuvo que se trata de una iniciativa interesante, pero observó que debiera dotarse al mismo de mayor contenido en cuanto a sus objetivos. Además, debiera disponerse que el Plan vaya recogiendo las recomendaciones que efectúe el INDH en materia de defensa y promoción de los derechos humanos.

Sobre el Comité Interministerial, también lo valoró como positivo, sin perjuicio de lo cual, sostuvo que debiera contar con más facultades, como la de aprobar las propuestas sobre políticas públicas que haga la Subsecretaría, y no sólo la de conocerlas.

En un aspecto formal relacionado, mencionó que debiera eliminarse la Comisión Coordinadora que se creó en el año 2006, dado que sus funciones serán asumidas por la Subsecretaría.

Sugirió que debiera dotarse a la Subsecretaría de los recursos adecuados para afrontar sus tareas, estimando que $760.000.000 consignados en el informe financiero son insuficientes.

Finalmente, manifestó que las diferencias entre la Subsecretaría y el Instituto están dadas básicamente por su origen y naturaleza jurídica diversa, en que el Instituto responde al cumplimiento de obligaciones internacionales asumidas por el Estado de Chile en orden a contar con un ente autónomo de los poderes del Estado. Agregó que, incluso, el Instituto se puede relacionar directamente con organismos internacionales vinculados a los derechos humanos.

Respecto de la asesoría que pueden prestar, por ejemplo, al Ministerio de Relaciones Exteriores, expresó que la opinión del Instituto no sería vinculante para dicho organismo y, en cambio, la opinión de la Subsecretaría si lo sería.

Añadió que la tarea de promoción que cumple el Instituto no se refiere sólo a los organismos públicos, sino que incluye a entes privados, como universidades, organizaciones sociales, sindicatos, etc.

Concluyó, afirmando que las funciones de ambos organismos no se superponen sino que se complementan.

VII. El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que resulta relevante que la Comisión reciba la minuta ofrecida por el representante del Instituto, a efectos de tomar una decisión sobre la materia.

El Honorable Senador señor Escalona consultó, en relación a la superposición de funciones de la Subsecretaría y el INDH, qué ocurrirá desde un punto de vista práctico -dado que desde el punto de vista teórico se da a entender que no existe tal superposición- en casos como, por ejemplo, de salas de urgencia de hospitales absolutamente desbordadas que no pueden dar un trato humano a los pacientes enfermos. Respecto de aquellos casos, en que podrían chocar la Subsecretaría de Derechos Humanos y otro ente público como el Servicio de Salud respectivo, preguntó si podrá tener una intervención efectiva la mencionada Subsecretaría.

El asesor jurídico del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señor Anabalón, indicó que, en términos teóricos, la Subsecretaría intervendrá en el diseño de políticas públicas que reconozcan y se hagan cargo de los compromisos que en materia de derechos humanos ha contraído Chile, y que de ese modo no se produzcan situaciones como la apenas descrita.

Agregó que por el diseño del organismo, no asumiría la defensa concreta de los afectados, sino que debieran ser otros entes, como actualmente lo hace en algunos casos la Corporación de Asistencia Judicial.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que la duplicidad de las funciones del Instituto y la Subsecretaría, constituye su preocupación central respecto de la iniciativa legal. Preguntó si, en el futuro es el Ministerio del Interior y Seguridad Pública el que comete violaciones a los derechos humanos, la Subsecretaría tendrá la capacidad de representar la situación al Ministerio y contará con la capacidad de cambiar lo que ocurre. 

Asimismo, consultó por experiencias sobre la materia en otros países y cómo se resuelve la referida duplicidad, en caso de que existan dos organismos como los descritos.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que, de las mismas respuestas que ha entregado el Ministerio de Justicia, se constata que existen funciones que se superponen y podrían entrar en contradicción, y consideró que no despeja la duda que existe la respuesta del representante del Instituto, en el sentido de que por tener una diversa naturaleza jurídica ambos organismos serían complementarios y no colisionarían en sus tareas. Por ello, consultó quién resolverá eventuales conflictos entre ambas instituciones.

La Ministra de Justicia, señora Pérez, expresó que debe distinguirse el diseño de una política pública de su ejecución, en el sentido que el rol de la Subsecretaría será establecer prioridades sectoriales, en conjunto con el Comité Interministerial. Explicó que las prioridades se tomarán del informe del Instituto -que tiene una función de colaborador crítico de la Administración- y las convenciones internacionales suscritas por el país, que se refieren, por ejemplo, a las condiciones de atención de los pacientes del sistema de salud.

Respecto de la defensa del caso concreto en que se afecten derechos humanos, señaló que se encuentra en elaboración un proyecto de ley que refuerza la asesoría jurídica que reciben las personas. Agregó que lo anterior no obstará a denuncias que pueda efectuar el propio Instituto Nacional de Derecho Humanos.

Sobre la duplicidad de funciones, expresó que coinciden con quienes dirigen el Instituto en que ambos organismos persiguen fines distintos. Los Poderes del Estado en tanto agentes públicos pueden comprometer la responsabilidad de Chile en relación a las convenciones suscritas, y en ese escenario el rol del Instituto es el de un organismo independiente que va a representar y reprochar a cualquiera de dichos Poderes su actuación violatoria de los derechos humanos. A su vez, la Subsecretaría es un órgano situado al interior del Poder Ejecutivo que ayudará a prevenir violaciones de los derechos humanos y a adecuar los estándares de la Administración en relación a dichos derechos. 

Puso como ejemplo uno tomado de Brasil, en que murió un paciente siquiátrico de una clínica privada por las lesiones causadas de parte de quienes lo tenían a su cargo, y la Corte Interamericana estableció que, a pesar de tratarse de un ente privado, el Estado era responsable por no ejercer la supervigilancia que le corresponde respecto de establecimientos como ese. Señaló que, en un caso como el anterior, es la Subsecretaría la encargada de decir a los órganos de la Administración que deben adecuar su actuación a estándares como el descrito.

Asimismo, indico que la Subsecretaría será la encargada de representar a algún Ministerio que la iniciativa legal que está impulsando no se ajusta a los referidos estándares en materia de derechos humanos y, por tanto, debe modificar dicho proyecto de ley.

Agregó que en funciones como la de proponer adecuaciones normativas al Estado, el Instituto evidentemente tiene un rol en dicha materia, pero falta al interior de la Administración un organismo que cumpla esa tarea. Reiteró que existe un vacío dentro de la institucionalidad del Estado para afrontar el trabajo necesario para concretizar lo que dicen los tratados suscritos por Chile en su aplicación práctica.

Aportó, como ejemplo del trabajo que se puede hacer, el que se realiza con Gendarmería respecto de la integración de la diversidad sexual o el uso racional de las celdas de aislamiento, que se refiere a aplicación concreta de normas contenidas en tratados aprobados por Chile.

El Honorable Senador señor Escalona planteó que a pesar de las explicaciones brindadas, le parece que la función de representar al Ejecutivo actuaciones contrarias a la normativa sobre derechos humanos le corresponde naturalmente al Instituto, por ser autónomo. Señaló, como ejemplo, que no se imagina a la Subsecretaría representando las falencias de la llamada “Ley Hinzpeter” (Boletín N° 7.975-25, que fortalece el resguardo del orden público), y sostuvo que la duplicidad de funciones probablemente puede debilitar el rol del Instituto en esa materia. Agregó que el Subsecretario no será autónomo y se generará, al menos, confusión.

El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que mientras más se profundiza en los argumentos, más dudas le surgen sobre la compatibilidad de las funciones y su doble institucionalidad. Manifestó no estar seguro de que el Subsecretario de Derechos Humanos pueda tener la fuerza para representar al Presidente de la República su actuar en contra de normas sobre derechos humanos.

La Ministra de Justicia, señora Pérez, acotó que se recogió la experiencia de otros países en la materia y han sido asesorados en el proceso tanto por el Instituto como por la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos.

En la siguiente sesión, la Comisión escuchó al Representante Regional Adjunto para América del Sur de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, señor Humberto Henderson, quien efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

Institucionalidad en derechos humanos, América Latina
Señaló que el primer cuadro busca mostrar lo que ocurre con la institucionalidad similar a la que se discute –Subsecretaría de Derechos Humanos- en los países de América Latina, y observó que en casi todos ellos, con la excepción de Brasil, existe un organismo similar al Instituto Nacional de Derecho Humanos chileno, que recibe denominaciones como Defensoría del Pueblo o Comisión Procuradora de Derechos Humanos, además de un organismo inserto en la estructura jerárquica del Ejecutivo.
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Destacó que en Uruguay, hace apenas 48 horas, se reformó la legislación, aprobándose un estatuto diferente para la entidad rectora del Ejecutivo, dándole un carácter presidencial y sacándola del Ministerio de Educación.

Principales funciones

- Apoyar y asesorar al Ejecutivo en asuntos de derechos humanos.
- Elaborar, ejecutar y dar seguimiento a políticas, programas y planes para la promoción y protección de derechos humanos (incluyendo Plan Nacional de Derechos Humanos).
- Coordinar a nivel interinstitucional (federal, nacional y local).
- Ejercer la representación del Estado ante organismos internacionales de derechos humanos.
- Promover la aplicación de instrumentos internacionales en el ámbito de los derechos humanos.
- Realizar estudios y análisis sobre situación de derechos humanos así como informes anuales.
- Difundir, promover el cumplimiento y dar seguimiento a recomendaciones, sentencias y resoluciones de organismos internacionales/regionales de derechos humanos.
- Promover una educación y cultura en derechos humanos. 
Algunos ejemplos de América del Sur

ARGENTINA: 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (Secretaría de Derechos Humanos)

Estructura:

- Subsecretaría de promoción de derechos humanos.
- Subsecretaría de protección de derechos humanos.
Algunas funciones:

- Asesoramiento al ministro y formulación de políticas públicas.
- Coordinación de acciones de promoción y protección de derechos humanos.
- Formación y fortalecimiento institucional en materia de derechos humanos.
- Ejercer representación del Estado ante organismos internacionales de derechos humanos.
- Asistir en la adecuación normativa del derecho interno con el derecho internacional de los derechos humanos.
- Realizar seguimiento de situaciones que impliquen un conflicto social de trascendencia para la sociedad.
COLOMBIA: 

Vicepresidencia del Gobierno (Programa Presidencial de derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario).
Estructura:

- Área de Políticas y Coordinación Institucional;  Área de Atención y Prevención; Área Internacional y Área Administrativa.
Algunas funciones:

- Asistir al Presidente en promoción y coordinación de acciones de derechos humanos.
- Sugerir al Gobierno medidas para garantizar derechos humanos.
- Realizar estudios y análisis.
- Coordinar actividad de derechos humanos de organismos estatales.
- Solicitar informes de denuncias ante organismos públicos o privados por violaciones de derechos humanos.
- Promover cumplimiento de recomendaciones internacionales.
PERÚ:

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (Viceministerio de Derechos Humanos y Acceso a la Justicia).
Estructura:

- Dirección General de Protección de Datos Personales; Dirección General de Defensa Pública y Acceso a la Justicia y Dirección General de Derechos Humanos.
Algunas funciones:

- Formulación de políticas públicas.
- Coordinación interinstitucional.
- Aprobar informes de órganos internacionales de derechos humanos.
- Aprobar estándares mínimos en materia de derechos humanos, lineamientos y directivas para su cumplimiento.
- Promoción y difusión de derechos humanos, incluido derecho internacional humanitario.
- Mantener relaciones con organismos internacionales de derechos humanos.
URUGUAY: 

Presidencia de la República (Secretaría de Derechos Humanos).
Estructura:

- Consejo Directivo, presidido por Secretario de la Presidencia de la República.
Algunas funciones:

- Órgano rector del enfoque de derechos humanos en políticas públicas: promoción, diseño, supervisión, coordinación, evaluación, seguimiento y difusión de políticas públicas con enfoque de derechos humanos.
- Presentación anual a Asamblea General de memoria de actuación de Secretaría.
El Honorable Senador señor Lagos expresó que en una de las primeras láminas se describe las unidades dependientes del Ejecutivo que abordan la materia, indicando si tienen rango presidencial, ministerial o de unidad dependiente de un ministerio, pero la duda que ha surgido en la Comisión es si, además del organismo dependiente del Ejecutivo, existe una entidad como el Instituto Nacional de Derechos Humanos chileno, y si así fuere, cómo se relacionan y compatibilizan ambos entes.

El Representante Regional Adjunto, señor Henderson, manifestó que en los otros países latinoamericanos existen instituciones como el INDH, en general más autónomas que el Instituto, verdaderos ombudsman o defensores del pueblo, con un rol de promoción y defensa de los derechos humanos similar, y a veces con mayor profundidad, que el del organismo chileno. Puso, como ejemplo, el de Perú, en que la Defensoría tiene sede en todas las provincias del país, igual cosa que ocurre en Argentina, por lo que el despliegue territorial resulta mucho más amplio.

Reiteró que, a excepción de Brasil, todos los países tienen similar balance de institucionalidad entre una entidad que recibe denuncias, efectúa monitoreo y se constituye en promotor de conciencia, y el órgano rector de las políticas del Ejecutivo en materia de derechos humanos. Agregó que, en estas entidades, si bien pueden existir aspectos en los que haya coincidencia, el tipo de intervención que efectúan es muy distinta. Señaló que en un caso que Naciones Unidas realice una recomendación a un país, y este último esté de acuerdo en su implementación, quien tiene la mayor responsabilidad en la coordinación y ejecución de dicha recomendación, es la institución equivalente a la Subsecretaría de Derechos Humanos.

El Honorable Senador señor Lagos indicó que resulta relevante saber que en la mayoría de los países existe una institucionalidad similar a la que se propone con un Instituto autónomo y un organismo del Ejecutivo. Señaló que la pregunta que subsiste es cómo se logra que no existan duplicidades de funciones que generen contradicciones o choques entre ambas entidades.

El Representante Regional Adjunto, señor Henderson, explicó que Chile, al igual que Uruguay, debatió por muchos años la creación de un ente como el INDH, y el punto central en torno a ellos es que se constituyen en el receptor de las denuncias de las personas en una enorme variedad de temas relativos a los derechos humanos, y que le recomienda al Poder del Estado que corresponda una serie de acciones consideradas convenientes en dicho ámbito.

Por otro lado, indicó, el rol de la Subsecretaría es intentar transversalizar y coordinar aquello que le plantee un organismo internacional o el propio Instituto Nacional de Derechos Humanos, planteamiento cuya concreción seguramente no depende de una sola repartición sino de varios ministerios.

VIII. El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que han podido conocer lo que pasa en América Latina, y quisiera saber lo que ocurre en Europa sobre la misma institucionalidad.

El Representante Regional Adjunto, señor Henderson, respondió que institucionalidades de similar naturaleza a la que aquí se discute, existe en la mayoría de los países nórdicos, en España, en Francia y, con distintos niveles de intensidad, en el Reino Unido. Agregó que no pueden entregarle un diagnóstico exacto de lo que ocurre en Europa, pero sí pueden afirmar que no se trata de una experiencia desconocida para dicho continente.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó por situaciones de conflicto que se hayan producido entre las entidades encargadas de la materia en América Latina y, del mismo modo, situaciones de colaboración que se hayan destacado.

El Representante Regional Adjunto, señor Henderson, sostuvo que los ámbitos de colaboración son múltiples, destacándose numerosas iniciativas de perfeccionamiento de los servidores públicos respecto del marco internacional de los derechos humanos, en que se han coordinado el Ministerio de Justicia con el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

Respecto de conflictos o dificultades, expresó que pueden ser muchas las situaciones que se generen, partiendo de observaciones que formule el Instituto que no sean compartidas por el Ejecutivo, quien es el que siempre toma la resolución final.

El Honorable Senador señor Kuschel inquirió por alguna otra situación de conflicto que se haya producido en un país de los que fueron mencionados precedentemente.

El Representante Regional Adjunto, señor Henderson, señaló que el conflicto más reciente se produjo en Perú, en que, como consecuencia de la elección del nuevo Defensor del Pueblo -que se pretendía hacer sin respetar el procedimiento establecido hasta ese minuto- se provocó un enfrentamiento entre el Ejecutivo y la Defensoría del Pueblo por la modificación que se pretendía efectuar al procedimiento de selección mencionado.

Asimismo, planteó que muchas veces puede suceder que el Defensor del Pueblo comience a tener un protagonismo político que sobrepase el puro ámbito de su cargo, lo que genera choques y roces con el Ejecutivo y el Legislativo.

El Subsecretario de Justicia, señor Juan Ignacio Piña, acotó que queda claro que existen dos ámbitos de discusión diferentes, uno, que se refiere a la institucionalidad -Subsecretaría de Derechos Humanos e Instituto Nacional de Derechos Humanos-, en que la experiencia comparada muestra que se trata de una coexistencia enriquecedora. Incluso, la posibilidad de conflictos entre el ente autónomo y el Ejecutivo son mejor abordados cuando existe un organismo incardinado dentro del Estado que se quiere hacer cargo de los problemas en materia de derechos humanos.

El segundo ámbito, refirió, se encuentra en un nivel distinto, y se trata de cómo velar para que se distingan adecuadamente las funciones que cumplen una y otra institución. Indicó que dicha distinción se da en un nivel de más detalle, por lo que deberán ser cuidadosos para no producir una duplicidad que complique las cosas. Manifestó que el rol centralizador y coordinador de la futura Subsecretaría y el rol fiscalizador del INDH, son los que tienen que guiar la distinción que se efectúe en el plano de las funciones.

Agregó que el documento enviado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos discurre en la línea de que la creación de la Subsecretaría representa un valioso esfuerzo por fortalecer la institucionalidad política y gubernamental de los derechos humanos.

En la siguiente sesión, el Subsecretario de Justicia (S), señor Sebastián Valenzuela, expresó que, respecto de las observaciones formuladas en sesiones anteriores, principalmente las referidas a la superposición de funciones con las del Instituto Nacional de Derecho Humanos, el proyecto de ley contiene disposiciones que establecen que ninguna de las normas propuestas pueden implicar una merma en las facultades legales que corresponden al Instituto.

El Honorable Senador señor Escalona señaló que en el informe financiero que acompaña el proyecto de ley se lee que “1. El proyecto de ley tiene como objetivo optimizar la gestión del Estado, al concentrar en un solo órgano la función de proponer y coordinar las políticas públicas en el ámbito de los derechos humanos.”, por lo que podría entenderse que el INDH pierde sus facultades respecto del ámbito público.

Indicó que el punto central para la institucionalidad referida a los derechos humanos es la autonomía de las entidades, que es el patrimonio que se debe resguardar en esta materia. Agregó que los derechos humanos pueden ser violados por gobiernos de derecha o de izquierda, y la autonomía se otorga para hacer frente a quienes guíen Estados infractores, cualquiera sea su signo político. Planteó que la Subsecretaría, de cierta forma, anula las competencias y quita autonomía al Instituto.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó que el informe financiero es un antecedente necesario para el despacho de la ley, pero no constituye norma jurídica al respecto.

Señaló que, aunque se fueran a concentrar en un solo órgano las atribuciones referidas a promover y coordinar políticas públicas, eso no necesariamente afectaría la autonomía del Instituto, dado que los Gobiernos tienen el derecho a establecer sus políticas sobre derechos humanos y coordinarlas con los órganos que integran la Administración del Estado. Si en esas acciones administrativo-gubernativas se violan derechos humanos, acotó, lo importante es que el Instituto tenga la autonomía suficiente para representar al Gobierno sus acciones.

Observó que otra cosa sería el cercenamiento de facultades del INDH, y si se le quitaran autonomía y facultades fiscalizadoras estaría de acuerdo con la objeción planteada precedentemente, pero hasta ahora pareciera ser que se trata de dos organismos dedicados a la protección de derechos humanos que funcionarán separadamente.

El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que quienes normalmente infringen las normativas sobre derechos humanos son los organismos del Estado, por lo que radicar las mismas facultades que ya tiene el Instituto Nacional de Derecho Humanos en una repartición de un Ministerio, no le parece una buena solución. En caso de que se hagan proposiciones contrapuestas sobre una misma materia por parte del Instituto y de la Subsecretaría, se preguntó quién predominará y decidirá, y la respuesta es que será el Ejecutivo, por lo que se verá disminuido el rol del INDH.
Respecto de las disposiciones transitorias, expresó que existen varias objeciones, relativas a la fijación del plazo de entrada en vigencia de la nueva institucionalidad, a la forma de establecer el encasillamiento, el resguardo de los derechos de los trabajadores traspasados o las reglas de nombramiento de los cargos de tercer nivel jerárquico, por ejemplo. 

Señaló que se requiere una respuesta del Ejecutivo a las observaciones planteadas, caso contrario resulta muy difícil votar a favor de la iniciativa legal. Agregó que el problema no se soluciona disponiendo que ambos organismos cuenten con las mismas facultades, porque se produce una duplicidad y pueden existir colisiones y contradicciones. Además, considero que las atribuciones contenidas en las letras a), d) y e) del artículo 8° que se propone, sería preferible que se radicaran sólo en el Instituto Nacional de Derecho Humanos.

El Subsecretario (S), señor Valenzuela, planteó que, siendo natural tener a la vista las posibles colisiones que se puedan producir respecto de las atribuciones, debe partirse teniendo presente el diagnóstico que sugiere que el Ejecutivo cree una institucionalidad para organizar toda la acción referida a derechos humanos dentro de la Administración Pública, dado que dicha institucionalidad articuladora única hoy no existe.

Asimismo, expresó que las facultades de la futura Subsecretaría fundamentalmente alcanzan el ámbito de la Administración Pública y las mismas disposiciones del proyecto de ley aclaran que no obstan a las facultades que en la materia tenga el Instituto Nacional de Derecho Humanos como organismo autónomo.

El Honorable Senador señor Zaldívar observó que la preocupación que existe se da al pensar en un Gobierno infractor de los derechos humanos en relación a la capacidad de la Subsecretaría para representar dichas acciones.
El Subsecretario (S), señor Valenzuela, manifestó que en un caso grave y extendido de infracción a los derechos humanos por parte del Gobierno, probablemente la Subsecretaría no tendrá la capacidad de hacer frente a la acción generalizada de la propia Administración.

Por otro lado, puso como ejemplo de la institucionalidad que se propone, lo que ocurre en otros países con la infancia y una figura como el Defensor del Niño, que es autónomo en su funcionamiento, y no obsta a la existencia de una institucionalidad unificada al interior de la Administración que también vele por los derechos de los niños.
Reiteró que en los artículos 8° y 12 que propone el proyecto, se dispone que las atribuciones en materia de derechos humanos que se entreguen a la Subsecretaria y al Comité Interministerial no excluyen las facultades establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derecho Humanos.

Respecto de las observaciones formuladas a las disposiciones transitorias, manifestó su disposición a revisar los aspectos concretos mencionados. 

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que no lo convencen los argumentos anteriormente expresados, y planteó que el Estado debiera velar por los derechos humanos, pero la creación de un organismo al interior de la Administración puede prestarse para que el Gobierno infractor lo utilice para justificar su accionar. Observó que el Ministerio de Justicia podría ser la contraparte del Estado para velar por el cumplimiento de las recomendaciones del Instituto, pero sin crear una entidad nueva y con funciones duplicadas respecto del INDH.

El Honorable Senador señor Novoa sostuvo que se puede entender, sin que constituya un problema, la existencia de un órgano autónomo que controla a los órganos del Estado en la materia, y que, a su vez, uno o varios organismos del Estado se encarguen de los derechos humanos al interior del mismo, lo que no impedirá que el ente autónomo efectúe denuncias en caso que una repartición estatal elabore o ejecute políticas que atenten contra esos derechos. Reiteró que, conceptualmente, son dos planos distintos referidos a los derechos humanos y la existencia de una Subsecretaría no quita autonomía al Instituto.

El Coordinador de Derechos Humanos del Ministerio, señor Bertrand, acotó que si un Estado vulnera sistemáticamente los derechos humanos, efectivamente la Subsecretaría no podrá hacer mucho frente a esas acciones, pero seguramente tampoco podrá limitar dicho accionar el Instituto, dado que tiene un rol de proponer políticas y representar acciones, mas no puede imponer sus criterios al Ejecutivo. El Instituto lo que podrá hace es recurrir y apelar a organismos internacionales para denunciar al Estado infractor.

Señaló que la gran mayoría de los Estados son más bien indiferentes a los derechos humanos como eje central de su gobierno, y hacia ese tipo de Estados apunta un ente articulador único que haga visible, y releve, la situación de los derechos humanos frente a las políticas públicas.

Observó que, en el caso de Chile, por ejemplo, el informe anual del Instituto Nacional de Derecho Humanos es enviado a cada Ministerio, pero ellos no se hacen cargo de sus recomendaciones, porque no forma parte de sus intereses primordiales, en cambio, con una Subsecretaría se podrían abordar con más efectividad dichas recomendaciones, u ocuparse de los compromisos pendientes del Estado en materia de legislación internacional sobre derechos humanos.

Desde otra perspectiva, indicó que la Subsecretaría será el órgano del Ejecutivo que se constituirá como el interlocutor que comprenderá y atenderá los requerimientos del Instituto.

El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que debiera distinguirse mejor un organismo del otro en cuanto a sus facultades, por ejemplo en su actuar y asesoría frente al Sistema Interamericano, para saber qué pasa en caso de contradicciones, y para que el Estado no obvie la postura del Instituto mostrando sólo la de la Subsecretaría de Derechos Humanos en el exterior.
El Coordinador de Derechos Humanos del Ministerio, señor Bertrand, observó que Chile se encuentra preparando el segundo informe periódico universal, que es el gran examen en materia de derechos humanos para los Estados, y el Ministerio está trabajando de forma muy coordinada con el Instituto. Agregó que en dicho examen, si el Instituto tuviera un planteamiento diferente al del Estado, luego de que Chile presente su informe se le concede un tiempo al INDH para que exprese su opinión respecto a dicho documento. Asimismo, acotó que los organismos internacionales tienen muy claro que el órgano autónomo en materia de derechos humanos es el Instituto y no otro ente.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que, para seguir con la tramitación del proyecto, sería correcto tener una respuesta sobre las observaciones efectuadas a las disposiciones transitorias.

El Honorable Senador señor Novoa expresó que el momento adecuado para hacer correcciones a las disposiciones transitorias es en la actual instancia y no en la Sala o en el segundo trámite constitucional. 

En la siguiente sesión, el Ministro (S), señor Juan Ignacio Piña, expresó que el Ejecutivo ha formulado una serie de indicaciones que resuelven dudas surgidas, especialmente, respecto de las disposiciones transitorias que propone el proyecto de ley.

Observó que las referidas indicaciones aclaran la época de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Derechos Humanos y desde cuándo surtirá efectos el encasillamiento que se practicará; eliminan la referencia al Título VI de la ley N° 19.882; suprimen los artículos quinto y séptimo transitorios; corrige una referencia del artículo octavo transitorio y precisa que el artículo noveno se refiere al primer año de vigencia de la ley.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que, una vez que las indicaciones se encuentren firmadas y presentadas formalmente, la Comisión se pronunciará sobre ellas.

- La Sala del Senado, en sesión de 10 de diciembre de 2013, abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta el día 16 de diciembre del mismo año.

---
A continuación, se estudiaron las disposiciones de competencia de la Comisión, que se reseñan de manera sumaria o se transcriben a continuación:
Artículo Primero

Introduce modificaciones, mediante 16 numerales, al decreto ley N° 3.346, de 1980, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.

Número 5)

Efectúa modificaciones en el artículo 4° del decreto ley N° 3.346, referido a la estructura orgánica funcional del Ministerio de Justicia.
Letra b)

Reemplaza la letra c) por la siguiente: 
“c) La Subsecretaría de Derechos Humanos; y”.
Puesta en votación la letra b) del número 5), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Número 8)

Reemplaza el artículo 8° del decreto ley N° 3.346, por el que se indica y cuenta con tres incisos.
Inciso primero

Dispone que son funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos prestar asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. El Subsecretario de Derechos Humanos es el colaborador inmediato del Ministro, y en caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario de Justicia, su subrogante legal.
Inciso segundo
Establece que a la Subsecretaría de Derechos Humanos le corresponden funciones que se desglosan en 7 literales.

Letra c)

Corresponde a la Subsecretaría elaborar el Plan Nacional de Derechos Humanos, a partir de las prioridades propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos, y presentarlo a este último organismo, a efectos de cumplir con lo dispuesto en la letra d) artículo 12. Asimismo, coordinará su ejecución y seguimiento con los demás Ministerios.
Letra e)

La Subsecretaría prestará asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante tribunales y órganos internacionales de derechos humanos. De igual manera, coordinará, en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos, resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado.
Letra f)

Es función de la Subsecretaría diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado. 
Asimismo, propenderá a la celebración de acuerdos de cooperación con los otros órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.
IX. El Honorable Senador señor Zaldívar dejó constancia de que se están duplicando funciones del Instituto Nacional de Derechos Humanos en la nueva Subsecretaría, lo que resultará negativo en materia de funcionamiento del sistema de derechos humanos del país.

El Honorable Senador señor Escalona compartió lo expresado precedentemente y señaló que se abstendría en la votación de estas disposiciones en razón de la referida superposición de funciones.

El Honorable Senador señor Novoa señaló que votará a favor de las disposiciones en discusión y que no se verifica la mencionada superposición de funciones porque la naturaleza de ambos entes es distinta, la Subsecretaría se inserta en el orden de la Administración del Estado y el Instituto no forma parte directa de dicha Administración y cuenta con un rol fiscalizador que le permite tener opiniones divergentes con los órganos del Estado, como la futura Subsecretaría, y puede recurrir a instancias internacionales en caso de verificarse conflictos con dichos órganos.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que se abstendría en la presente votación, debido a que existen funciones duplicadas con exactitud respecto del INDH, lo que se prestará para problemas cuando emitan juicios o propongan medidas contradictorias sobre una misma materia, y será difícil conciliar las tareas de ambas entidades.

En votación el inciso primero y las letras c), e) y f) del inciso segundo, votaron a favor los Honorables Senadores señores Kuschel y Novoa, y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar. De conformidad al artículo 178, inciso primero, del Reglamento del Senado, se procedió de inmediato a repetir la votación.

Repetida la votación, se verificó idéntico resultado. De conformidad al artículo 178, inciso segundo, del Reglamento del Senado, se consideraron los votos de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar, como favorables a la posición que obtuvo mayor número de votos y que era la de aprobar las referidas disposiciones.
Número 9)

Introduce modificaciones en el artículo 9° del decreto ley N° 3.346.

Letra b)

Reemplaza en la letra a) del referido artículo, la palabra “reos” por “condenados”, la primera vez que es mencionada.
En este numeral recayó la indicación número 1 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013, para eliminar la letra b).

En votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar. Se tuvo presente que la eliminación de la letra b) implica efectuar adecuaciones formales en el encabezamiento del numeral 9) y en su letra a).
Número 10)

Reemplaza el artículo 10 del decreto ley N° 3.346, por el siguiente:

“Artículo 10.- Créase el Comité Interministerial de Derechos Humanos, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de Derechos Humanos, constituyendo una instancia de información, orientación, coordinación, y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran.”.
Puesto en votación el número 10), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Número 14)

Reemplaza el artículo 14 del decreto ley N° 3.346, por el siguiente:

“Artículo 14.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos sesionará en las dependencias del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento.


Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité, el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


Los acuerdos del Comité que requieran materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.
Puesto en votación el número 14), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo Segundo
Introduce nueve artículos transitorios al decreto ley N° 3.346, de 1980.

La Comisión acordó que las disposiciones transitorias contenidas en el Artículo Segundo corresponde que sean aprobadas como artículos de la presente ley y no como parte del decreto ley N° 3.346, de 1980, por lo que se elimina la referencia al Artículo Segundo y su encabezamiento.
Dicho acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo segundo transitorio

Es del siguiente tenor:

“Artículo segundo transitorio. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Derechos Humanos, que en caso alguno podrá ser superior a seis meses contados desde la fecha de la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.


2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y fijar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal y de los encasillamientos que practique. Igualmente fijará su dotación máxima de personal.


3. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 según corresponda. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en la planta que fije.


4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; las asignaciones especiales que correspondan; y podrá, además, determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.


5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Justicia a la Subsecretaría de Derechos Humanos. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


6. Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica a la Subsecretaría de Derechos Humanos. La individualización del personal traspasado se realizará en decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en el plazo de 180 días contado desde la fecha de publicación del o los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta.


7. Determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 6) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dichos cargos por cualquier razón.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones:

La indicación número 2 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013, para reemplazar, en el numeral 1, la frase “la fecha de la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley” por la expresión “la total tramitación del decreto de encasillamiento del artículo tercero transitorio”.

La indicación número 3 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013, para eliminar, en el numeral 3, la expresión “y lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 según corresponda”.

En votación, las indicaciones números 2 y 3 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo tercero transitorio

Su texto es el siguiente:

“Artículo tercero transitorio. El encasillamiento del personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos en las nuevas plantas, se efectuará por decreto expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación del decreto supremo que determine el traspaso a que se refiere el artículo anterior o el que fije las plantas según corresponda. El referido encasillamiento surtirá efecto desde el día 1° del mes siguiente a la total tramitación del o los decretos que lo practiquen.


Para efectos del encasillamiento a que se refiere el inciso anterior, se aplicará lo dispuesto en el artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones respecto del personal titular en un cargo de planta y o del personal a contrata asimilado a la misma, ni modificación de los derechos previsionales.


c) Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá serle pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


d) Los cambios de grado que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. En consecuencia, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo como, asimismo, el tiempo de permanencia en el grado para la obtención de uno nuevo.


e) En las nuevas plantas de la Subsecretaría de Derechos Humanos se encasillarán primero los funcionarios que tengan la calidad de planta y luego los funcionarios a contrata, los cuales se entenderán encasillados, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, desde la fecha entrada en vigencia de la nueva planta.”.

En este artículo recayó la indicación número 4 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013, para suprimir, en su inciso primero, la oración final: “El referido encasillamiento surtirá efecto desde el día 1° del mes siguiente a la total tramitación del o los decretos que lo practiquen.”.

En votación, la indicación número 4 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Puesto en votación el artículo tercero transitorio, fue aprobado, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo cuarto transitorio

Dispone que los cargos de las nuevas plantas que no hayan sido provistos en el encasillamiento, una vez concluido éste, serán proveídos en conformidad a las reglas que regulen la carrera funcionaria establecidas en el Estatuto Administrativo.
Puesto en votación el artículo cuarto transitorio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo quinto transitorio

La primera provisión de los cargos de tercer nivel jerárquico que sean determinados de carrera, se hará por una sola vez, como cargos de exclusiva confianza de la autoridad superior del servicio. Las provisiones sucesivas se deberán realizar conforme a las disposiciones que rigen a este nivel jerárquico, de acuerdo a lo establecido por el artículo 8º del Estatuto Administrativo.

En este artículo recayó la indicación número 5 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013, para eliminarlo.

En votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo sexto transitorio

Establece que el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de las Subsecretaría de Derechos Humanos pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes. 
Puesto en votación el artículo sexto transitorio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo séptimo transitorio

Faculta al Presidente de la República para que, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos que, además, deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda y el Ministro respectivo, modifique o reestructure las plantas de personal de otras reparticiones públicas, ajustándolas a las modificaciones que dichas plantas hayan sufrido como consecuencia de la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos. El encasillamiento a que pudiera dar origen esta norma se ajustará a las mismas condiciones establecidas en el artículo cuarto transitorio.
En este artículo recayó la indicación número 6 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013, para suprimirlo.
En votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo octavo transitorio

Establece que el mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo segundo transitorio de la presente ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $465.995 miles. 
En este artículo recayó la indicación número 7 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013, para sustituir la expresión “la facultad del artículo segundo transitorio” por “las facultades de los artículos segundo y tercero transitorios”.

En votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo noveno transitorio

Dispone que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Justicia. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.
En este artículo recayó la indicación número 8 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013, para sustituir la expresión “el presente año” por “su primer año de vigencia”.

En votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
- - -

INFORME FINANCIERO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 14 de marzo de 2012,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El proyecto de ley tiene como objetivo optimizar la gestión del Estado, al concentrar en un solo órgano la función de proponer y coordinar las políticas públicas en el ámbito de los derechos humanos.

2. Para el logro de lo anterior, se crea la Subsecretaría de Derechos Humanos en el Ministerio de Justicia, que será la entidad encargada, a nivel de Gobierno, de liderar los esfuerzos del Ejecutivo en materia de derechos humanos, así como de prestar asesoría y colaboración directa al Ministro de Justicia en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los derechos humanos.

3. El proyecto de ley se estructura sobre la base de dos artículos, a saber:

a. Artículo Primero permanente, que introduce modificaciones al Decreto Ley N° 3.346, de 1980 (ley orgánica del Ministerio de Justicia) para crear la Subsecretaría de Derechos Humanos y las funciones que ésta tendrá, así como otras adecuaciones producto leyes y reformas que han afectado al Ministerio de Justicia.

En el mismo artículo se crea la figura del Comité Interministerial de Derechos Humanos, se establece qué ministerios lo integraran y las funciones específicas que tendrá. En lo sustantivo, su función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de derechos humanos, constituyendo una instancia de información, orientación, coordinación, y de acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran.

b. Artículo Segundo, que introduce 10 artículos transitorios al Decreto Ley N° 3.346, de 1980, los cuales apuntan a establecer: facultades para que el Presidente de la República, mediante decretos con fuerza de ley, fije el texto refundido del Decreto Ley N° 3.346, fije las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos, así como todas las materias de personal atingentes a la creación del nuevo servicio; la facultad de traspasar personal desde la Subsecretaria de Justicia a la Subsecretaría de Derechos Humanos y as respectivas normas de encasillamiento; la facultad para conformar el primer presupuesto de la Subsecretaría de Derechos Humanos; y la facultad para que se adecúen las plantas de otras reparticiones públicas, cuándo éstas se hayan modificado por la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos.

II. Efectos del Proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley tiene gastos por una vez y gastos recurrentes en régimen, conforme a los siguientes supuestos de cálculo:

	Gastos de Operación en régimen:

-
Gastos en Personal (19 cargos)

-
Bienes y Servicios de Consumo


	Miles $ 2012 
476.241

197.635

	Total
	673.876

	Gastos por una vez:
	

	-  Habilitaciones
	30.238

	-
Vehículos
	24.000

	-
Mobiliario y equipos
	 9.860

	-
Informática (computadores y licencias)
	22.950

	Total
	87.048

	Gasto Total
	760.924


III. Efecto Neto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal

El proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal con la siguiente gradualidad:

Miles de $ 2012

Año 1


Año 2



Régimen
Gasto Total

760.924

673.875


673.875”.


Posteriormente, fue presentado un informe financiero sustitutivo, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 25 de julio de 2013, que señala, de modo textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes
1. El proyecto de ley tiene como objetivo optimizar la gestión del Estado, al concentrar en un solo órgano la función de proponer y coordinar las políticas públicas en el ámbito de los derechos humanos.

2. Para el logro de lo anterior, se crea la Subsecretaría de Derechos Humanos en el Ministerio de Justicia, que será la entidad encargada, a nivel de Gobierno, de liderar los esfuerzos del Ejecutivo en materia de Derechos Humanos, así como de prestar asesoría y colaboración directa al Ministro de Justicia en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. En particular, podrá celebrar acuerdos de cooperación con otros poderes y órganos del Estado para la capacitación y la promoción de los derechos humanos.

Cabe señalar, que el Ministerio de Justicia pasa a denominarse Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, cambio que se hace extensivo a las actuales Secretarías Regionales Ministeriales.

3. El proyecto de ley se estructura sobre la base de dos artículos, a saber:

a. Artículo Primero permanente, que introduce modificaciones al Decreto Ley N° 3.346, de 1980 (ley orgánica del Ministerio de Justicia) para crear la Subsecretaría de Derechos Humanos y las funciones que ésta tendrá, así como otras adecuaciones producto de leyes y reformas que han afectado al Ministerio de Justicia.

En el mismo artículo, se crea la figura del Comité Interministerial de Derechos Humanos, que será presidido por el Ministro de Justicia y Derechos Humanos. Asimismo, se establece qué ministerios integrarán el señalado Comité y las funciones específicas que tendrá. En lo sustantivo, su función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de Derechos Humanos, constituyendo una instancia de información, orientación, coordinación, y de acuerdo, para los ministerios y servicios que lo integran.

El Subsecretario de Derechos Humanos actuará como Secretario Ejecutivo del Comité.

b. Artículo Segundo, que introduce 10 artículos transitorios al Decreto Ley N° 3.346, de 1980, los cuales apuntan a establecer: facultades para que el Presidente de la República, mediante decretos con fuerza de ley, fije el texto refundido del Decreto Ley N° 3.346, fije las plantas de personal de la Subsecretaria de Derechos Humanos, así como todas las materias de personal atingentes a la creación del nuevo servicio y para que fije como fecha de iniciación de las actividades de la Subsecretaria de Derechos Humanos una data que no exceda los seis meses siguientes a la publicación de la ley; la facultad de traspasar personal desde la Subsecretaria de Justicia a la Subsecretaria de Derechos Humanos y las respectivas normas de encasillamiento; la facultad para conformar el primer presupuesto de la Subsecretaria de Derechos Humanos; y la facultad para que se adecúen las plantas de otras reparticiones públicas, cuando éstas se hayan modificado por la creación de la Subsecretaria de Derechos Humanos.

II. Efectos del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley tiene gastos por una vez y gastos recurrentes en régimen, conforme a los siguientes supuestos de cálculo:









    Miles $ 2013

Gastos de Operación en régimen:

- Gastos en Personal (19 cargos)




500.053

- Bienes y Servicios de Consumo




201.785

TOTAL







701.838

Gastos por una vez:

- Habilitaciones






 30.873

- Vehículos







 24.504

- Mobiliario y equipos





 10.067

- Informática (computadores y licencias)



 23.432

TOTAL







 88.876

COSTO TOTAL






790.714

Así, el proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal con la siguiente gradualidad:






Miles de $ 2013




 Año 1


Año 2


Régimen
Gasto Total

790.714


701.838

701.838”.

Finalmente, fue presentado un informe financiero complementario, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 10 de diciembre de 2013, que señala, de modo textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

La indicación tiene por objeto hacer adecuaciones al proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos, principalmente a las disposiciones transitorias, en el sentido de mejorar la redacción del documento.

II. Efectos del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

La presente indicación no implica un mayor gasto fiscal respecto de lo establecido en el Informe Financiero N° 90 del año 2013.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES




En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene a honra proponeros que aprobéis el texto consignado en el segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, con las siguientes enmiendas:
Artículo Primero

Modificarlo como sigue:

Reemplazar su denominación por “Artículo único”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Número 9)
Modificarlo en el siguiente sentido:

- Sustituir su encabezamiento y las expresiones “a) Reemplázase, en su encabezado” por “Reemplázase, en el encabezado del artículo 9°”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
- Eliminar la letra b). (Indicación número 1 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013. Unanimidad 5x0)
Artículo Segundo

Sustituir su denominación y encabezamiento por el epígrafe “Disposiciones transitorias”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Artículo segundo transitorio

Numeral 1
Reemplazar la frase “la fecha de la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley” por la expresión “la total tramitación del decreto de encasillamiento del artículo tercero transitorio”. (Indicación número 2 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013. Unanimidad 5x0)
Numeral 3
Suprimir la expresión “y lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 según corresponda”. (Indicación número 3 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013. Unanimidad 5x0)
Artículo tercero transitorio

Eliminar el inciso primero y sustituir, en el inciso segundo, la expresión “inciso anterior” por “N° 6 del artículo anterior”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Artículo quinto transitorio

Suprimirlo. (Indicación número 5 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013. Unanimidad 5x0)
Artículo sexto transitorio

Pasa a ser artículo quinto transitorio, sin enmiendas.
Artículo séptimo transitorio

Suprimirlo. (Indicación número 6 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013. Unanimidad 5x0)
Artículo octavo transitorio

Pasa a ser artículo sexto transitorio, sustituyendo la expresión “la facultad del artículo segundo transitorio” por “las facultades de los artículos segundo y tercero transitorios”. (Indicación número 7 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013. Unanimidad 5x0)
Artículo noveno transitorio

Pasa a ser artículo séptimo transitorio, reemplazando la expresión “el presente año” por “su primer año de vigencia”. (Indicación número 8 de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 16 de diciembre de 2013. Unanimidad 5x0)
- - -

X. TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 3.346, de 1980:


1) Reemplázase, en su denominación, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.

2) Sustitúyese, en su artículo 1°, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.
3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:


a) Sustitúyese, en su encabezado, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.

b) Reemplázase la letra a) por la que sigue:


“a) Realizar el estudio crítico de las normas constitucionales y de la legislación civil, penal, comercial, administrativa y de procedimiento, a fin de proponer al Presidente de la República las reformas que estime pertinentes;”.

c) Reemplázase en la letra c) la palabra “reo” por “condenado” y el término “menores” por: “niñas, niños y adolescentes”.

d) Reemplázase en la letra h) la frase “Junta de Servicios Judiciales”, por: “Corporación Administrativa del Poder Judicial”.

e) Reemplázase en la letra k) la palabra “defensa” por: “reinserción”.

f) Sustitúyese la letra o) por la siguiente: “intervenir en la fiscalización de las asociaciones y fundaciones de conformidad a lo establecido en el título XXXIII del Libro I del Código Civil, así como ejercer todas las atribuciones y demás funciones que la ley N° 20.500 sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública le atribuyen.”.

g) Sustitúyese, en el literal s), la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.
h) Agrégase la siguiente letra u) nueva:


“u) Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan por ley a los demás Ministerios.

Le corresponderá, a su vez, realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime necesarias, y”.”.
i) Agrégase la siguiente letra v) nueva:

“v) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.”.

4) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:

“Artículo 3º.- Conforman el sector Justicia, los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.

5) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:

a) Incorpórase en la letra b), a continuación de la expresión “Subsecretaría”, la frase: “de Justicia”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente: “c) La Subsecretaría de Derechos Humanos; y”. 

c) Agrégase los siguientes incisos segundo y tercero:

“Un reglamento expedido por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio deberán considerarse áreas funcionales, tales como las encargadas de realizar estudios en las materias de su competencia, de atender los aspectos relacionados con el Poder Judicial de su competencia, de reinserción social, de los aspectos relativos a su administración, planificación y presupuesto, de los asuntos jurídicos internacionales de su competencia, de asesoría jurídica y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5°:


1) Reemplázase, en su encabezado, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. 

2) Sustitúyense, en la letra c), la conjunción “y”, antecedida de una coma (,), y en la letra d) el punto final (.), por un punto y coma (;).


3) Incorpóranse las siguientes letras e) y f), nuevas:


“e) Presidir el Comité Interministerial de Derechos Humanos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11, y


f) Ejercer las demás funciones que le asigne el ordenamiento jurídico.”.
7) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7°:

a) Incorpórase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “Subsecretaría”, la frase: “de Justicia”.

b) Incorpórase, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Subsecretario”, la frase: “de Justicia”.

c) Sustitúyese, en el inciso segundo, la palabra “coordinación” por: “administración”. 

d) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el decreto ley N° 1.028, de 1975”, por: “la legislación vigente”.

e) Agrégase en el inciso segundo, letra a), a continuación del verbo “Atender”, la oración precedida y finalizada de una coma (,): “en su calidad de superior jerárquico”, y reemplázase la expresión “Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia” por “Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos”.
f) Reemplázase en el inciso segundo, la letra b), por la siguiente: “b) Coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector.”.

8) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8º.- Son funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos prestar asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. El Subsecretario de Derechos Humanos es el colaborador inmediato del Ministro, y en caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario de Justicia, su subrogante legal.

A la Subsecretaría de Derechos Humanos le corresponde:


a) Proponer y colaborar con el Ministro de Justicia y Derechos Humanos en el diseño y desarrollo de políticas públicas, estudios, planes y programas referidos a la promoción y protección de los Derechos Humanos.


b) Promover la elaboración de planes y políticas públicas en materia de derechos humanos en los órganos de la Administración del Estado, prestándoles asistencia y coordinación técnica.


c) Elaborar el Plan Nacional de Derechos Humanos, a partir de las prioridades sectoriales e intersectoriales propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos y presentarlo a este último organismo, a efectos de cumplir con lo dispuesto en la letra d) artículo 12. Asimismo, coordinará su ejecución y seguimiento con los demás Ministerios.

d) Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


e) Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante tribunales y órganos internacionales de derechos humanos. De igual manera, coordinará, en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos, resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado.


f) Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado.


Asimismo, propenderá a la celebración de acuerdos de cooperación con los otros órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.

g) Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.


Las atribuciones en materia de derechos humanos que éste y otros cuerpos legales y reglamentarios entreguen a la Subsecretaría de Derechos Humanos no excluyen las facultades que tengan, también en lo relativo a estos derechos y en sus respectivas áreas, los demás órganos que integran la Administración Pública ni aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”.
9) Reemplázase, en el encabezado del artículo 9°, la frase “en el decreto ley N° 575, de 1974”, por “la legislación vigente” y la expresión “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia” por “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos”.

10) Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:


“Artículo 10.- Créase el Comité Interministerial de Derechos Humanos, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de Derechos Humanos, constituyendo una instancia de información, orientación, coordinación, y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran.”.


11) Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos estará integrado por los siguientes Ministros:


a) El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, quien lo presidirá.


b) El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia.


c) El Ministro del Interior y Seguridad Pública.


d) El Ministro de Relaciones Exteriores.


e) El Ministro de Desarrollo Social.


f) El Ministro de Educación.


g) El Ministro de Defensa.


h) El Director del Servicio Nacional de la Mujer.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros Secretarios de Estado, a funcionarios de la Administración del Estado, al Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos o a personas de reconocida competencia en el ámbito de los Derechos Humanos.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso primero.”.


12) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Derechos Humanos:


a) Conocer de las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en materia de Derechos Humanos que hayan de ser aplicables intersectorialmente.


b) Informar acerca de las necesidades sectoriales que, en materia de derechos humanos, deban ser integradas en las políticas públicas y adecuaciones normativas del derecho interno a ser propuestas por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en la materia.


c) Señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos.


d) Presentar al Presidente de la República el Plan Nacional de Derechos Humanos para su aprobación.


e) Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3°, número 1, de la ley N° 20.405.

f) Conocer los programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado propuestos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


g) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.


Las atribuciones del Comité Interministerial de Derechos Humanos se entienden sin perjuicio de las facultades que, en conformidad a la ley, corresponden a otros órganos de la Administración, especialmente aquellas establecidas en la ley N° 20.405 que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”.

13) Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:


“Artículo 13.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos celebrará sesiones cuando lo convoque su presidente. El quórum para sesionar será de la mayoría de sus miembros presentes y los acuerdos, que serán vinculantes, se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del ministro presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar al menos dos veces al año.


Cuando el objeto de la sesión tenga relación directa con las funciones de un Ministerio que no es integrante del Comité, el Ministro correspondiente deberá ser invitado y su opinión quedará registrada en actas.”.

14) Reemplázase el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos sesionará en las dependencias del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento.


Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité, el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


Los acuerdos del Comité que requieran materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.

15) Reemplázase, en el artículo 15, la expresión “el Subsecretario” por “los Subsecretarios”.


16) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 16, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


17) Incorpórase el siguiente artículo 18, nuevo:


“Artículo 18.- Las referencias que las leyes, reglamentos u otras normas vigentes hagan al Ministerio de Justicia, al Ministro de Justicia, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia se entenderán hechas al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos, respectivamente.”.


18) Deróganse los artículos transitorios 1° y 2°.


Disposiciones transitorias

Artículo primero transitorio. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.346.


Artículo segundo transitorio. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Derechos Humanos, que en caso alguno podrá ser superior a seis meses contados desde la total tramitación del decreto de encasillamiento del artículo tercero transitorio.

2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y fijar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal y de los encasillamientos que practique. Igualmente fijará su dotación máxima de personal.


3. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en la planta que fije.


4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; las asignaciones especiales que correspondan; y podrá, además, determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.


5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Justicia a la Subsecretaría de Derechos Humanos. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


6. Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica a la Subsecretaría de Derechos Humanos. La individualización del personal traspasado se realizará en decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en el plazo de 180 días contado desde la fecha de publicación del o los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta.


7. Determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 6) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dichos cargos por cualquier razón.


Artículo tercero transitorio. Para efectos del encasillamiento a que se refiere el N° 6 del artículo anterior, se aplicará lo dispuesto en el artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones respecto del personal titular en un cargo de planta y o del personal a contrata asimilado a la misma, ni modificación de los derechos previsionales.


c) Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá serle pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


d) Los cambios de grado que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. En consecuencia, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo como, asimismo, el tiempo de permanencia en el grado para la obtención de uno nuevo.


e) En las nuevas plantas de la Subsecretaría de Derechos Humanos se encasillarán primero los funcionarios que tengan la calidad de planta y luego los funcionarios a contrata, los cuales se entenderán encasillados, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, desde la fecha entrada en vigencia de la nueva planta.

Artículo cuarto transitorio. Los cargos de las nuevas plantas que no hayan sido provistos en el encasillamiento, una vez concluido éste, serán proveídos en conformidad a las reglas que regulen la carrera funcionaria establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo quinto transitorio. El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, conformará el primer presupuesto de las Subsecretaría de Derechos Humanos pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo sexto transitorio. El mayor gasto que se derive del ejercicio de las facultades de los artículos segundo y tercero transitorios de la presente ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $465.995 miles.

Artículo séptimo transitorio. El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Justicia. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.”.
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 10 de septiembre, 29 de octubre, 5 de noviembre, 3, 10 y 17 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 26 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE TIPIFICA COMO DELITO LOS ACTOS DE MALTRATO O CRUELDAD CON NIÑOS Y ADOLESCENTES FUERA DEL ÁMBITO DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 

(9179-07)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en conjunto con los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Quintana.




A las sesiones en que la Comisión trató esta iniciativa asistieron, por el Ministerio de Justicia, el señor Sebastián Valenzuela, en su calidad de Subsecretario de Justicia (S), y la asesora señora Bárbara Sanhueza.





Estuvieron presentes, además, los Profesores señores Juan Domingo Acosta, Hernán Fernández, Juan Pablo Mañalich y Claudio Troncoso.





Por la Biblioteca del Congreso Nacional, participó el abogado analista señor Juan Pablo Cavada.





Estuvieron presentes la asesora del Honorable Senador señor Walker (don Patricio), señora Paz Anastasiadis; el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash; el asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Leonardo Contreras, y los asesores del Comité de Senadores RN, señora Camila Madariaga y señor Benjamín Greene.





Por el Centro de Democracia y Comunidad, concurrió el asesor, señor Daniel Portilla, y por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores señores Juan Ignacio Ramírez, Tomás Celis y Agustín Briceño.

OBJETIVO DEL PROYECTO


El proyecto en estudio tiene como propósito ofrecer protección a nivel penal a menores y otras personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad, frente a actos de maltrato corporal o conductas crueles o vejatorias cometidos por personas que los tienen bajo su cuidado o responsabilidad y que no pertenecen al ámbito familiar.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que los artículos 2° y 3° permanentes y la disposición transitoria del proyecto despachado por vuestra Comisión se relacionan con las atribuciones de los tribunales de justicia, en los términos del artículo 77 de la Constitución Política. Por tal razón, tienen carácter orgánico constitucional y, en consecuencia, para su aprobación requieren del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, en los términos del inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.





Por tal motivo, su contenido ha sido puesto en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, en los términos de los artículos 77 del Texto Constitucional y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - - 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Derecho Interno

Están relacionados con el proyecto de ley en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1) Código Penal.


2) Ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.


3) Ley N° 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por al decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000.


4) Ley N° 19.968, que creó los tribunales de familia.

2.- Derecho Internacional

Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, de 1989, incorporada a nuestra normativa interna mediante decreto supremo N° 830, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 27 de septiembre de 1990.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- La Moción

La Moción con que se dio inicio a la tramitación del proyecto de ley en estudio, señala que, no obstante el consenso social respecto a la necesidad de protección de los niños y niñas frente a toda forma de maltrato físico o psicológico y a los recientes avances legislativos, particularmente en materia de delitos sexuales, para proteger cada vez más eficazmente a las víctimas, aún perduran situaciones en las cuales, por la actual ausencia de normas que los sancionen adecuadamente, quedan en la impunidad graves atentados contra la integridad física y psíquica de los niños y niñas, que en determinados contextos se encuentran además en una condición de alta vulnerabilidad, principalmente por la posición de poder que ejercen algunas personas en razón de la tareas que les corresponde cumplir.


Señala que es el caso de los niños maltratados al interior de sus propios hogares por las personas a cargo de su cuidado temporal, en ausencia de los padres u otros adultos protectores. Ello ocurre también en los jardines infantiles, por el personal educativo o de auxiliares en tales tareas, o por personas que trabajan en las instituciones que asumen el cuidado de niños por encargo judicial en recintos de los sistemas residenciales de protección.


Explica que hoy, la legislación penal exige que se causen lesiones físicas para poder sancionar las conductas de agresión hacia los niños y niñas, por lo cual los tratos crueles, inhumanos y degradantes que no causan tales lesiones quedan fuera del marco de intervención penal. No existe, en consecuencia, un efecto preventivo general de la ley ante esta desprotección jurídica de la infancia en los contextos señalados, de manera que tales vacíos legales entregan un mensaje tácito de tolerancia de dichas conductas, ante la desesperanza y frustración de las víctimas y sus familias.


Advierte que, sin embargo, este vacío legal se produjo en virtud de modificaciones legales que conllevaron a una tolerancia indeseada de esta problemática. Señala que hasta el año 1994, la ley N°16.618, conocida como Ley de Menores, establecía expresamente una sanción penal para aquellos guardadores o personas al cuidado de niños, niñas y adolescentes, que los maltrataren habitual o inmotivadamente. Este precepto disponía:


“Artículo 62.- Será castigado con prisión en cualquiera de sus grados o presidio menor en su grado mínimo, o con multa de diez a cien escudos:


4°.- El padre o madre, guardador o persona a cuyo cuidado esté el menor:

a) Que lo maltraten habitual o inmotivadamente;”.


Agrega que esta norma no se encontraba ajena a las críticas, principalmente porque exigía habitualidad o porque daba a entender que existían maltratos motivados que no configuraban el delito. Sin embargo, la modificación que sufrió en virtud de la ley N° 19.324, del año 1994, reportó una consecuencia nefasta en nuestra legislación, toda vez que tuvo por efecto eliminar la conducta tipificada por la Ley de Menores y condujo al problema que hoy se advierte en la práctica. Esta norma modificó el artículo 62 de la señalada ley en la siguiente forma:


“a) Suprímese el N° 4.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“El maltrato resultante de una acción u omisión que produzca menoscabo en la salud física o psíquica de los menores, no comprendido en leyes especiales sobre materias similares, será sancionado con todas o algunas de las siguientes medidas:


1) Asistencia del agresor a programas terapéuticos o de orientación familiar, bajo el control de la institución que el juez estime más idónea o conveniente, tales como el Servicio Nacional de la Mujer, el Servicio Nacional de Menores, el Centro de Diagnósticos del Ministerio de Educación o los Centros Comunitarios de Salud Mental Familiar, declarándolo así en la sentencia definitiva. La Institución designada deberá, periódicamente, remitir los informes de cumplimiento al tribunal en que esté radicada la causa;


2) Realización de trabajos determinados, a petición expresa del ofensor, en beneficio de la comunidad, para la Municipalidad o para las corporaciones municipales existentes en la comuna correspondiente a su domicilio, análogos a la actividad, profesión u oficio del condenado o relacionados con ellos, sin que estos trabajos alteren sus labores habituales, y


3) Multa, a beneficio municipal, equivalente al ingreso diario del condenado, de uno a diez días, la que se fijará prudencialmente por el juez.


En todos los casos en que los hechos denunciados ocasionen lesiones graves o menos graves, los antecedentes serán remitidos al tribunal del crimen respectivo.


Lo dispuesto en este artículo será también aplicable cuando las personas indicadas en el inciso primero abandonen al menor sin velar por su crianza y educación o lo corrompan.”.”.


En consecuencia, prosigue la Moción, bajo esta modificación legal ninguna de las sanciones prescritas por el actual artículo 62 de la Ley de Menores, que regula el maltrato infantil extra familiar, tienen rango penal. Es decir, todas ellas se tratan de sanciones de carácter civil como la multa, completamente insignificante frente a la gravedad de las conductas realizadas, y otras como la asistencia a programas de terapia familiar, incomprensibles si los agresores o agresoras de los niños no pertenecen ni han pertenecido al medio familiar de la víctima.


Esta realidad contrasta en forma evidente con los casos de violencia intrafamiliar, contexto en el cual el artículo 14 de la ley N° 20.066 sanciona expresamente el maltrato habitual como un tipo penal, comprendiendo éste la violencia física o psíquica de los hijos o personas menores de edad que se encuentren bajo el cuidado o dependencia del grupo familiar, que afecte la integridad física o psíquica de las víctimas. Esta disposición permite sancionar penalmente dicho maltrato, sin necesidad de que la violencia cause lesiones físicas, lo que ha sido un importante avance en esta materia, valorándose así la integridad psíquica de las personas como un bien jurídico merecedor de tutela penal.


El artículo 14 de la señalada ley se refiere al delito de maltrato habitual y dispone que el ejercicio habitual de violencia física o psíquica respecto de alguna de las personas referidas en el artículo 5° de esta ley se sancionará con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste. La norma agrega que para apreciar la habitualidad, se atenderá al número de actos ejecutados, así como a la proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma o diferente víctima. Para estos efectos, no se considerarán los hechos anteriores respecto de los cuales haya recaído sentencia penal absolutoria o condenatoria.


Enseguida, agrega que el Ministerio Público sólo podrá dar inicio a la investigación por el delito tipificado en el inciso primero, si el respectivo Juzgado de Familia le ha remitido los antecedentes, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 de la ley N° 19.968.


Siguiendo el contenido de lo expuesto, se advierte que es necesario proteger a los niños y niñas no sólo del maltrato al interior de la familia y respecto de atentados realizados por quienes la ley considera integrantes de la familia (artículo 5° de la ley N° 20.066, que establece la violencia intrafamiliar), sino que también otorgar dicha protección a nivel penal respecto de conductas crueles y degradantes realizadas por personas sin vínculos familiares con las víctimas.


Esta omisión legislativa en materia de tratos crueles ejercidos en contra de menores de edad se encuentra en deuda respecto de los compromisos internacionales asumidos en virtud de la Convención Internacional de los Derechos del Niño, ratificada por Chile en el año 1990, que obliga al Estado a proteger en todos los ámbitos a niños, niñas y adolescentes, en particular frente al maltrato. En efecto, su artículo 3° dispone que los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos, y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley. Con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas.


Adicionalmente, el artículo 19 establece, en su numeral 1, que los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante  legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo.





La Moción agrega que esta obligación del Estado de Chile es reforzada por el contenido de la Observación General N° 13 del Comité de Derechos del Niño de las Naciones Unidas, de 18 de abril de 2011, que se refiere al Derecho del Niño (a) a no ser objeto de ninguna forma de violencia.





Por último, señala que el vacío normativo que se pretende corregir a través de esta iniciativa legal se manifiesta de modo explícito y categórico ante la comprobación de la sanción penal en Chile del maltrato de animales con rango de delito, en el artículo 291 bis del Código Penal, cuya pena incluso fue aumentada por la ley N° 20.380, del año 2009, sobre maltrato animal. La mencionada norma del Código Penal no exige que se causen lesiones a los animales, sino que sanciona el maltrato o crueldad sin más exigencias o requisitos de tipicidad penal.





Ello evidencia una grave y alarmante desigualdad de nuestra legislación penal, que sanciona el maltrato animal y mantiene en zona de atipicidad penal el maltrato hacia los niños y niñas cuando éste ocurre fuera del contexto intrafamiliar y no se causan como resultado lesiones físicas.





Sostiene que no puede ser posible que la situación expuesta se mantenga, por lo cual es urgente otorgar tutela penal a los niños y niñas, que hoy ante los vacíos y desequilibrios legales carecen de la debida y eficiente protección jurídica, pues se debe esperar que se les causen lesiones o se ponga en riesgo sus vidas, para solo entonces poder solicitar la intervención del sistema de justicia penal.





Por los motivos expuestos, se presenta el siguiente proyecto de ley:





“Artículo 1°. Reemplázase el título del párrafo 2 del Título VII del Libro II del Código Penal por el siguiente:

“Abandono y tratos crueles contra niños y personas desvalidas”





Artículo 2°. Agrégase el siguiente artículo 352 bis, nuevo, al Código Penal:





“El que sin estar comprendido en el artículo 14 de la ley 20.066 cometiere actos de maltrato o crueldad hacia niños, niñas o adolescentes, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio.”.





Artículo 3°. Suprímese el inciso segundo del artículo 62 de la ley N° 16.618.”.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dio inicio a la discusión en general del proyecto anunciando que, dada la naturaleza del asunto en estudio y el hecho de haber tenido origen en una Moción parlamentaria, resultaba de interés conocer el parecer del Ejecutivo en relación a la misma y, luego, recabar la opinión de distintos académicos.


Igualmente, atendiendo a la estructura de la iniciativa, sugirió recabar de la Sala la autorización para discutirla en general y en particular, a la vez, en trámite de primer informe. Dicha autorización fue concedida en sesión del día 4 de diciembre de 2013.


Iniciado el estudio del proyecto, el señor Presidente, en su calidad de autor del mismo, explicó que hasta el año 1994 existía en nuestro país un tipo penal especial que sancionaba el maltrato en la Ley de Menores. Informó que, sin embargo, ese año se optó por transformar aquel ilícito en una infracción civil y atribuirle sanciones de esa naturaleza, como es la asistencia obligatoria a terapias, la realización de trabajos en beneficio de la comunidad o el pago de multas. Señaló que esas penas, en la práctica, no cumplen sus objetivos, lo que, en la realidad, ha dejado en muchos casos a menores de edad a merced de tratamientos violentos o vejatorios que no son asimilables a las figuras comunes de lesiones que establece el Código Penal.


Hizo presente que, desde entonces, se han incorporado a nuestro ordenamiento penal figuras nuevas que sancionan el maltrato habitual a los menores, circunscribiéndolo, sin embargo, al contexto familiar, lo que hace aún más notoria la falta de una figura penal que reprima el tratamiento violento o vejatorio que muchos niños y niñas reciben de parte de personas que se encuentran a su cuidado, sin tener con ellos una relación de tipo familiar. Agregó que, ante este vacío, llamaba la atención que incluso en este período se hubiera tipificado y sancionado el maltrato animal.

Explicó que la iniciativa en estudio pretende justamente solucionar esta carencia, de manera de castigar penalmente aquellas conductas de maltrato o crueldad en contra de menores, en que incurran personas no ligadas a ellos por lazos familiares.


Consultó, enseguida, el parecer del Ejecutivo en torno a esta propuesta.


El Subsecretario (S) de Justicia, señor Sebastián Valenzuela, coincidió con el señor Presidente de la Comisión en cuanto a que en nuestro ordenamiento jurídico penal hay un verdadero vacío legal respecto a la materia en estudio, que es necesario atender.


Añadió que el Estado chileno se encuentra en proceso de dar cumplimiento a la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, la cual exige introducir al ordenamiento interno normas que persigan justamente el objetivo expuesto. Expresó que, con este propósito, la Comisión de Familia de la Cámara de Diputados está discutiendo un Mensaje Presidencial que contiene el proyecto de ley sobre protección de derechos de los niños, niñas y adolescentes (Boletín Nº 9.089-18), que engloba estas inquietudes, pero que, sin embargo, no contempla normas penales precisas como las que presenta la iniciativa en análisis.


Apoyó, en consecuencia, la tramitación de la misma, la cual, dijo, representa un importante avance.


A continuación, hizo uso de la palabra el Profesor señor Juan Pablo Mañalich, quien agradeció la convocatoria a participar en la discusión de este proyecto e inició su presentación manifestando que, efectivamente, en el ámbito que motiva el proyecto existe un vacío legal que es conveniente atender.


Opinó, sin embargo, que la estructura de la definición típica de las conductas que se pretende penalizar en el texto planteado requiere algunos perfeccionamientos. Observó, asimismo, que la idea de hacer una suerte de símil con el delito de maltrato animal no resulta acertada, pues obviamente los bienes jurídicos en juego son de naturaleza absolutamente distinta. Añadió que esta óptica también genera una descripción de conductas demasiado vaga, pues al centrarse en la idea de “maltrato o crueldad”, podría terminar abarcando cualquier cosa.


Indicó que, por otra parte, hay un problema general en nuestro ordenamiento penal en relación con la penalización de las lesiones, porque el castigo de las mismas queda siempre sujeto a la concreción de un menoscabo fisiológico clínicamente comprobable, lo que deja fuera la mayor parte de los maltratos de obra sin consecuencias ulteriores. Expresó que esta situación dista del panorama que muestra el derecho comparado, donde se observa una clara distinción al respecto. Indicó, a modo ejemplo, que el Código Penal alemán tiene un parágrafo especial destinado a la sanción del maltrato de personas vulnerables que se encuentran en custodia
.


Sostuvo que la idea de maltrato que resulte de este debate debería quedar circunscrita a aquel que se provoca en el contexto de una cierta relación de custodia, a causa de la situación de vulnerabilidad que afecta a un menor que no puede valerse por sí mismo.


Añadió que el maltrato que se tiene que penalizar por esta vía es uno que por su naturaleza quede fuera de la tipificación de las lesiones, pudiéndose también añadir algún nivel de protección al bienestar psicológico del menor sometido a tratos crueles, pero sin que ello llegue al extremo de penalizar el bullying.


En la sesión siguiente, la Comisión escuchó al abogado especialista señor Hernán Fernández.

El mencionado profesional manifestó que la Moción en discusión responde a una necesidad social que afecta en nuestro medio a niños, niñas y personas particularmente vulnerables, que no obtienen del Estado la protección adecuada cuando son objeto de maltratos graves o vejámenes que no dejan huella física.


Explicó que la tecnología de vigilancia utilizada por padres preocupados por el trato que reciben sus hijos de parte de las personas que quedan a su cuidado ha permitido registrar situaciones inusualmente crueles y degradantes. Relató que esos mismos padres han puesto en conocimiento del Ministerio Público aquellas situaciones mediante las correspondientes denuncias; sin embargo, los perpetradores ni siquiera han sido formalizados pues en el ordenamiento jurídico interno no se dispone de un tipo penal que castigue las lesiones que no producen consecuencias clínicas.


Puso de relieve que hasta 1994 existía un tipo penal especial en la Ley de Menores que sancionaba el maltrato contra menores de edad cuando era habitual o inmotivado, pero ese año se decidió dividir el tratamiento del asunto, dejando la parte que correspondía a los menores que sufrían este tipo de atentados en el seno de sus familias a la Ley de Violencia Intrafamiliar, en tanto que el tratamiento de esos mismos ilícitos cuando eran perpetrados por personas externas al núcleo familiar quedó en una norma residual que impuso sanciones civiles al autor, como terapia sicológica obligatoria, trabajos en beneficio de la comunidad y multas.


Señaló que la terapia que se prescribe para estos casos no tiene ningún sentido, porque se aplica a personas que no tienen vínculo familiar con el menor agredido. A su vez, las multas o trabajos que se establecen como alternativa optativa para el Tribunal de Familia abarcan mucho menos de lo que proporcionalmente procedería para este tipo de agresiones.


Indicó que estudios neurológicos recientes han demostrado que los infantes que han recibido sacudidas violentas no tienen signos de lesión apreciables, no obstante que en el largo plazo sufren el denominado shaking baby, síndrome que genera secuelas neurológicas graves. Expresó que si se sigue la tesis original del delito de lesiones, sería necesario esperar hasta que esas secuelas se manifiesten, lo que implica que la acción para perseguir al perpetrador ya estará prescrita.


Expresó que, en la actualidad, el Código Penal contempla una figura que sanciona situaciones similares a las que tipifica este proyecto, pero cuyo sujeto protegido son los animales, lo que parece un despropósito si se consideran los bienes jurídicos que están en juego.


A continuación, el Profesor señor Juan Pablo Mañalich sugirió introducir los siguientes ajustes técnicos al texto del proyecto:


-- La tipificación del ilícito debe quedar circunscrita al maltrato inferido a una persona determinada, no correspondiendo hacer una mención a los menores en general;


-- El delito debe incluir también a todos aquellos que estén en una especial situación de debilidad o dependencia, como es el caso de las personas enfermas o postradas o de los ancianos que no pueden valerse por sí mismos, y


-- El nuevo ilícito debe circunscribirse a las situaciones en que hay una relación especial de cuidado, guarda o responsabilidad del victimario para con la víctima.

Expresó que si se enmiendan esas tres deficiencias técnicas en la descripción típica, el punto que debería analizarse es el marco penal sugerido. Sobre el particular, el catedrático bosquejó las siguientes dos observaciones:

-- La penalización que se propone para la figura tiene en vista la sanción que establece el artículo 191 bis del Código Penal, relativo al maltrato animal. Esta asimilación es incorrecta, pues no tiene en consideración que ese artículo abarca conductas que llegan hasta la muerte del animal y, obviamente, el homicidio de un niño o de una persona dependiente o postrada tiene una connotación que escapa con mucho al nuevo tipo penal que se sugiere.

-- Además, la sanción que se establece es más alta que la que corresponde a las lesiones menos graves y a la que indica el artículo 14 de la Ley de Violencia Intrafamiliar para el delito de maltrato habitual. Esta situación genera preferencias que están fuera de lugar, porque no pueden tener un tratamiento más leve los maltratos inferidos a menores en el contexto familiar.

Añadió que también es necesario establecer una regla que zanje el posible concurso entre esta nueva figura y las lesiones menos graves o leves.


Enseguida, hizo uso de la palabra el Profesor señor Claudio Troncoso.

El mencionado profesional agradeció la invitación de la Comisión para discutir este asunto e inició su exposición compartiendo la apreciación sobre la necesidad de legislar en la materia en análisis, pues en el ordenamiento jurídico nacional existe un vacío evidente que coloca a nuestro país en posición de incumplimiento de convenios internacionales sobre protección a la infancia.


Expresó que, con todo, cabía formular algunas observaciones al texto en estudio. En primer término, instó a tener especial cuidado con el respeto al principio de tipicidad, pues una descripción amplia de la conducta que se sanciona podría considerar el maltrato psicológico ordinario o bullying, que si bien es una práctica que debe erradicarse, no cabe hacerlo por la vía del sistema procesal penal.


Compartió, luego, las observaciones sobre la proporcionalidad de la pena, anteriormente expuestas por el Profesor señor Mañalich, y consideró también adecuado que esta nueva figura se circunscriba a personas que están bajo el cuidado de otras en razón de su corta edad o de una incapacidad física, enfermedad o debilidad.


A continuación, hizo uso de la palabra el Profesor señor Juan Domingo Acosta, quien valoró la oportunidad de discutir sobre este tema e indicó que la primera pregunta que el legislador debe absolver es si es razonable contar con un delito de esta clase. Ello, dijo, implica una definición profunda respecto de qué grado de injerencia en la corporalidad de otros se considera intolerable y, por tanto, hace aplicable una consecuencia penal.


Expresó que lo que permite fijar el baremo en este aspecto es la situación de vulnerabilidad efectiva de la víctima, la cual justifica completamente una sanción penal en caso de que quien está a su cargo le inflija un maltrato.

En cuanto a la ubicación del nuevo tipo penal, consideró más apropiado incluirla dentro del Título VIII del Libro Segundo del Código Punitivo, sobre delitos contra las personas, y no en el Título VII, sobre delitos contra el orden de las familias, la moralidad pública y la integridad sexual, pues la nota distintiva en este caso es justamente establecer una sanción en caso de maltrato a personas vulnerables efectuado desde fuera del entorno familiar.


Observó también que la tipicidad que se plantea, asimilada al delito de maltrato animal, resulta demasiado vaga, al punto que deja en pié de igualdad el maltrato físico grave y el bullying.


Adicionalmente, sostuvo que las expresiones niños, niñas y adolescentes tienen diversos significados según el texto jurídico que se emplee (sea la Convención sobre los Derechos del Niño, el Código Civil o la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal), por lo que sería más apropiado utilizar un término que cuente con una definición legal precisa, como es “menor de edad”.


Opinó que es necesario buscar un equilibrio penológico con el maltrato habitual que establece el artículo 14 de la Ley de Violencia Intrafamiliar. Sobre el particular, hizo notar que ese tipo penal ya está establecido como figura subsidiaria a las lesiones comunes del Código Penal, por lo que es técnicamente discutible que se incorpore una nueva figura que, a su vez, sea subsidiaria del citado artículo 14. Recordó que el ya citado artículo 14 contiene una figura penal que sanciona penalmente el maltrato con dos características particulares, a saber, que se dé en el contexto familiar y que tenga carácter habitual, explicando que ninguna de ellas parece ser relevante para la nueva figura que el proyecto propone.


Expresó que también es procedente observar de qué forma este nuevo tipo penal opera en relación con el delito de lesiones menos graves o con la falta de lesiones leves, pues es dable entender que si el resultado del maltrato a personas vulnerables que ahora se tipifica genera consecuencias de mayor gravedad, éstas simplemente deberían quedar absorbidas por los tipos generales de lesiones graves o mutilaciones.


El Honorable Senador señor Espina indicó que la idea que inspira esta Moción está completamente justificada. No obstante, señaló que cabe preguntarse si el texto propuesto permite solucionar adecuadamente el problema que lo motiva.


Indicó que el sistema penal debe tener alguna herramienta que permita castigar los actos de violencia que no dejan secuelas clínicas como las que exigen los distintos tipos de lesiones contenidos en el Código Penal, pero que sea lo suficientemente precisa para evitar que cualquier situación puntual y más bien leve termine en un juzgado del crimen. Sobre el particular, recordó que en el caso de la violencia intrafamiliar hay un juez de familia que previamente pondera la gravedad de la situación y que sólo deriva al sistema procesal penal los casos que lo ameritan.


Instó a atender a estos puntos en el debate en curso.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, que también compartió la idea de legislar en esta materia, indicando que, sin embargo, es importante hacer ciertas distinciones para no aplicar el mismo estándar cuando se trata de un trato severo y un maltrato abusivo. Expresó que ha habido problemas en los procesos penales cuando se trata de acreditar aquellos maltratos o abusos sancionados criminalmente que no dejan huella, pues en esos casos se han empleado informes periciales psicológicos sobre la veracidad de las versiones de las víctimas que han sido muy discutidos en revisiones posteriores de las condenas que los utilizaron como fundamento.


El Subsecretario (S) de Justicia, señor Valenzuela, reiteró que el Ejecutivo considera necesario avanzar en la materia en estudio. Compartió las objeciones antes manifestadas respecto a la asimilación entre esta nueva figura y el delito de maltrato animal y también las relativas a la gradación penológica en comparación con el delito de maltrato habitual de la Ley de Violencia Intrafamiliar, pues en ningún caso, dijo, ese estatuto puede quedar con una pena menor.


Indicó que si se decide añadir a la nueva figura un elemento de habitualidad, es necesario dejar subsistente la actual disposición del inciso segundo del artículo 62 de la Ley de Menores, pues de lo contrario se despenalizaría complemente el maltrato ocasional.


Por su parte, el Profesor señor Acosta observó que en este debate no está en juego el elemento de la habitualidad, sino un grado mayor de intensidad que el necesario para configurar el delito de la Ley de Violencia Intrafamiliar. Expresó que el elemento de habitualidad que exige ese estatuto genera problemas prácticos de prueba.


Puntualizó que es pertinente considerar alguna nota característica para el nuevo maltrato que se propone, con un adjetivo o un adverbio modal, como sería, por ejemplo, “proceder de forma brutal o inhumana”, porque de lo contrario podrían terminar en los tribunales del crimen los regaños que los padres hacen a sus hijos cuando se comportan mal. Al respecto, subrayó la importancia de no dejar en un pié de igualdad penal los maltratos de obra y aquellos de índole únicamente psicológica.


El Profesor señor Mañalich señaló que como opciones para solucionar los problemas de descripción típica, caben dos caminos alternativos:

a) Homologar la nueva figura al delito de maltrato habitual del artículo 14 de la Ley de Violencia Intrafamiliar, aplicándolo también a contextos no familiares pero en los que se dé una relación similar entre víctima y victimario, o sea, que el primero esté respecto del segundo en una posición de guardia, custodia o responsabilidad, o


b) Renunciar a la idea de la habitualidad e incorporar un delito completamente nuevo que sancione el maltrato corporal sufrido por quien esté en situación de vulnerabilidad o dependencia, perpetrado por la persona a cargo de esa víctima, añadiendo una sanción similar cuando en el contexto de esa misma relación se infieran tratos crueles o degradantes de una forma similar a la que describe el artículo 173 del Código Penal Español
, y sacando de la descripción típica el maltrato meramente psicológico.

En atención a las diferencias observadas en torno al contenido preciso de la nueva disposición que este proyecto debería contemplar, la Comisión solicitó a los Profesores señores Acosta, Fernández, Mañalich y Troncoso proponer, en conjunto, una redacción alternativa de su texto, que cumpla los propósitos expresados por sus autores en su fundamentación.


En la sesión siguiente, atendiendo a la petición de la Comisión, el abogado señor Fernández presentó la siguiente proposición sustitutiva:


“1. Reemplázase el artículo 1º por el siguiente:


“Incorpórase un nuevo párrafo 3 bis al Título VIII del Libro II del Código Penal:

“Maltrato de menores y personas desvalidas”

2. Para sustituir el artículo 2º por el siguiente:


“Agrégase un nuevo artículo 403 ter al Código Penal:


“El que teniendo a su cargo o bajo su cuidado o responsabilidad a una persona menor de edad o en situación de vulnerabilidad por discapacidad, enfermedad o vejez, le infligiere maltrato corporal grave o la sometiere a un trato cruel y vejatorio, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo.


Si del maltrato resultaren para el ofendido lesiones corporales de aquellas previstas por el artículo 399, la pena será de reclusión menor en su grado mínimo a medio.”.


3. Agrégase un nuevo artículo 4º:


“Incorpórase al numeral 5º del artículo 494 del Código Penal, luego de la expresión “sobre Violencia Intrafamiliar” y antes del punto, (.), la siguiente nueva frase: “ni las que se ocasionan con motivo del delito previsto en el artículo 403 ter de este Código.”.”.

Expresó que lo anteriormente transcrito es fruto del intercambio de opiniones efectuado entre los académicos antes mencionados, agregando que el Profesor señor Mañalich estuvo a cargo de la tipificación penal de la nueva figura, proposición que concitó el acuerdo de los demás especialistas.


Indicó que el texto en cuestión considera una figura agravada contenida en el inciso segundo del artículo 403 ter que se propone.


Explicó que la pena asignada a la nueva figura guarda una correcta relación de proporcionalidad con la sanción que se prevé para el delito de maltrato habitual en el contexto familiar, consignado en el artículo 14 de la Ley de Violencia Intrafamiliar.


Manifestó que, por su parte, el Profesor señor Acosta sugirió trasladar el nuevo título al Título VIII del Código Punitivo, que trata de los delitos contra las personas, incorporando en aquel un párrafo especial para la nueva figura delictiva. Además, propuso introducir una norma que excluya esta acción de la posible calificación de lesiones leves, que el numeral 5º del artículo 494 contempla como falta, igualando el tratamiento, en este sentido, con las lesiones producidas en el contexto de la violencia intrafamiliar.


La proposición presentada dio lugar a un intercambio de pareceres. Entre otras observaciones, se indicó que para evitar el errado criterio jurisprudencial que se funda en la supuesta insignificancia clínica del resultado de las lesiones a efectos de aplicar la falta del numeral 5º del artículo 494, se propone utilizar la misma fórmula introducida en esta materia en la ley Nº 20.066. Se expresó también que la Corte Suprema, en los pocos casos en que este tipo de sanciones ha llegado a su conocimiento por la vía del recurso de nulidad, ha enmendado el criterio antes señalado.


El profesor señor Acosta explicó que en los casos en que el delito que se propone se cometa por las personas que señala el artículo 5º de la Ley de Violencia Intrafamiliar y haya habitualidad en la conducta ilícita del hechor, se configurará el tipo establecido en el artículo 14 de la señalada ley y no el que se establece en este proyecto, en virtud del principio de especialidad. Puntualizó que aun cuando ambas figuras delictivas tienen una penalidad similar, en el caso de la violencia intrafamiliar hay peculiaridades procesales, medidas cautelares y sanciones accesorias especiales que no se aplican en otros casos y que están plenamente justificadas por el contexto familiar en el que ese injusto tiene lugar.


Recordó, luego, que el Código Penal estructura el delito de lesiones en la siguiente forma:


En primer lugar, tipifica las mutilaciones o cercenamientos, distinguiendo para efectos penológicos, las siguientes hipótesis:

-- Castración, respecto de la cual se prevé la pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio.

-- Mutilación de un miembro importante que deje a la víctima imposibilitada de valerse por sí misma, respecto de la cual se establece la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio.

-- Mutilación de un miembro menos importante, caso en el cual corresponde la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.

Hizo presente que, a continuación, el Código Penal contempla las hipótesis de lesiones graves, que se configuran cuando el sujeto pasivo ha realizado respecto de otro la acción de herir, golpear o maltratar, como consecuencia directa de lo cual se han producido los siguientes resultados:

-- Si el ofendido queda demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme, se prevé la pena de presidio mayor en su grado mínimo.

-- Si a causa de las lesiones, la víctima sufre enfermedad o incapacidad laboral por más de treinta días, se establece la pena de presidio menor en su grado medio.

Expresó que también se aplican las penas ya señaladas cuando se producen las consecuencias que antes se reseñaron, si la causa del perjuicio es la administración de sustancias o bebidas nocivas o hay abuso de la credulidad o flaqueza del espíritu de la víctima.


Añadió que las lesiones que no quedan comprendidas en la categoría de mutilaciones o de lesiones graves se reputarán menos graves o leves, dependiendo de si en el proceso judicial se acredita que la calidad de las personas que intervinieron o las circunstancias del hecho hacen más plausible una u otra alternativa. Explicó que esta distinción es importante, porque en el caso de las lesiones menos graves la pena es de presidio menor en su grado mínimo o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, en tanto que en el segundo, la sanción aplicable sólo es una multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, ya que sólo tiene el carácter de falta.


Precisó, finalmente, que si el lesionado tiene un vínculo familiar con el ofensor como el que describe el artículo 5º de la Ley de Violencia Intrafamiliar, el juez deberá aumentar la pena en un grado y en ningún caso podrá calificar de leves las lesiones que se produzcan.


El Profesor señor Mañalich manifestó que acá se zanja la discusión anteriormente planteada en cuanto a la posición del tipo penal que se propone en relación con el que contempla el artículo 14 de la Ley de Violencia Intrafamiliar. En primer término, tal como lo señalara el Profesor señor Acosta, connotó que la regla del artículo 14 primará, por la situación de protección familiar especial que circunda toda la ley Nº 20.066. añadió que no debe entenderse, en ningún caso, que el nuevo tipo que acá se propone sea una subespecie del delito contemplado en el citado artículo 14.


Observó que en esta nueva figura la habitualidad no es un elemento típico, resaltando que, sin embargo, la diferencia principal estriba en que las formas de comportamiento punible no corresponden a la idea de maltrato físico o psíquico, aunque puedan eventualmente superponerse. Connotó que la idea es sancionar el comportamiento que implique un maltrato corporal grave o el sometimiento a tratos vejatorios graves, en un contexto en el que el sujeto activo tiene a su cargo o bajo su cuidado o responsabilidad, a una persona menor de edad o en situación de vulnerabilidad por discapacidad, enfermedad o vejez, y atenta justamente contra ella en la forma como lo describe el tipo.


Indicó que si se comparan los dos mencionados estatutos bajo la fórmula anteriormente señalada, se observa una especie de compensación proporcional de la habitualidad, por una parte, frente a la gravedad del maltrato involucrado, por la otra. Y por ello, concluyó, las formas básicas de ambas figuras tienen la misma penalidad.


Añadió que el nuevo tipo que se propone también contempla una forma calificada, que opera cuando el maltrato produce las lesiones menos graves del artículo 399 del Código Penal. Explicó que en este caso se eleva el tope de la pena en un grado.


Expuso que si el resultado de las lesiones suponen mayor entidad que el de las menos graves, entrarán a jugar los tipos comunes que al respecto indican los artículos 395 y siguientes del Código Penal, operando las reglas generales sobre concursos de delitos, que en virtud de lo dispuesto en el artículo 75 del Código Punitivo, supondría aplicar la pena máxima del delito más grave.


Finalmente, expresó que la propuesta que modifica el número 5º del artículo 494 del Código Penal podría ser objeto de una enmienda, reemplazándose la frase “que se ocasionan con motivo del” por “cometidas en conexión con el”, pues la primera supone una connotación subjetiva que debe establecerse en el proceso, en cambio la segunda es más objetiva.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, señaló que la propuesta elaborada para el nuevo artículo 403 ter presenta una forma más ordenada de redacción que la del proyecto original. Expresó que se determina con precisión cuál es el ámbito de aplicación de este nuevo ilícito, el cual corresponde a los sujetos activos que tengan a su cargo, cuidado o responsabilidad, a menores de edad, discapacitados o personas de edad avanzada, lo que lo convierte en un delito especial impropio.


Señaló que, tal como lo observara el Profesor señor Mañalich, la idea de la gravedad de un solo acto de maltrato compensa la habitualidad que requiere la disposición paralela contemplada en el artículo 14 de la Ley de Violencia Intrafamiliar.

Connotó, asimismo, que es necesario aclarar el alcance del término “trato cruel o vejatorio”, de manera de precisar cómo se diferencia del maltrato psicológico de la ley Nº 20.066 y qué sentido tiene emplear esta figura en vez de la noción de “maltrato psíquico”, que utilizaba el texto original de la Moción.


El Profesor señor Mañalich explicó que el cambio del texto observado por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, se debe a que se consideró que el puro maltrato psicológico queda fuera de la nueva figura incorporada por este proyecto y que su punibilidad se entrega a la Ley de Violencia Intrafamiliar cuando concurren los demás elementos que ésta requiere para que se configure el ilícito que contempla su artículo 14.


Indicó que la modificación implica también que el persecutor en estos ilícitos no tiene la carga de probar ante el tribunal el daño psicológico que la conducta del imputado ha acarreado a su víctima, pero a la vez permite que hipótesis comitivas particularmente graves y atentatorias contra la dignidad más básica del afectado, que se den dentro de una dinámica de relación de dependencia pero que no impliquen contacto corporal, también queden consignadas.


El Honorable Senador señor Espina observó que es efectivo que la Ley de Violencia Intrafamiliar establece una gama más amplia de comportamientos a efectos de tipificar el delito de maltrato habitual. Pero, añadió, incorpora también una regla especial de filtro procesal, pues la persecución penal de este ilícito sólo procede una vez que el juez de familia, quien es el primer encargado de conocer los hechos, considera que la magnitud de la situación amerita un tratamiento penal que excede su competencia.

Indicó que, en cambio, en este caso no hay tal filtro, y las denuncias serán tramitadas directamente por el Ministerio Público, lo que podría tener implicancias serias cuando estos hechos se den dentro del contexto familiar, pues en ese caso rencillas familiares menores podrían terminar en los tribunales del crimen. Para evitar lo anterior, sugirió estudiar la posibilidad de eliminar por completo las conductas que señala esta iniciativa cuando se den en un contexto familiar, pues en tal caso será procedente únicamente la Ley de Violencia Intrafamiliar. También, añadió, podría precisarse en mejor medida qué significa grave maltrato corporal para efectos de este proyecto.


El Profesor señor Mañalich indicó que el propósito de este proyecto es independizar el problema del maltrato de personas dependientes del contexto de las relaciones familiares. Observó que este tipo de maltrato puede darse entre personas vinculadas familiarmente según lo dispone el artículo 5º de la Ley de Violencia Intrafamiliar, pero en tal caso se aplicarán las reglas de aquella ley si hay habitualidad, pues de lo contrario procederán las reglas que ahora se contemplan en esta nueva iniciativa.


El Honorable Senador señor Espina puntualizó que en el caso señalado por el Profesor señor Mañalich se detecta una posibilidad de solapamiento de estatutos procesales penales distintos, que puede generar graves problemas prácticos. Éstos, añadió, podrían abordarse por la vía de excluir de la figura del artículo 403 ter el delito de maltrato habitual del artículo 14 de la ley Nº 20.066.


Por su parte, el Profesor señor Acosta expresó que es perfectamente posible distinguir la figura que este proyecto incorpora de la conducta tipificada en el artículo 14 de la Ley de Violencia Intrafamiliar, pues aunque ambas pueden involucrar a los mismos sujetos activos y pasivos calificados, la indicada Ley de Violencia Intrafamiliar implica un maltrato con un umbral mucho más bajo, pues a diferencia de lo que plantea este proyecto, no se especifica ninguna calificación de gravedad y se requiere habitualidad. Añadió que el estatuto legal antes señalado define en términos objetivos el universo de sujetos activos y pasivos involucrados, pues basta que se dé la relación de parentesco, sin que sea necesario que en la práctica esté envuelta una relación de cuidado o guarda de una persona vulnerable.


sostuvo que, en cambio, el proyecto introduce una figura que requiere un maltrato corporal grave o un trato cruel o vejatorio, lo que naturalmente va mucho más allá de la idea de maltrato sicológico de la Ley de Violencia Intrafamiliar. Por ello, concluyó, se trata de una situación mucho más evidente que no hace necesaria la intermediación del juez de familia.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con esta explicación y solicitó dejar constancia de la misma, especificándose que el maltrato corporal o el trato vejatorio que se penaliza en la iniciativa en estudio es de una entidad superlativamente distinta a la que hoy sanciona el artículo 14 de la ley Nº 20.066 en relación al maltrato habitual físico o psicológico.


El Profesor señor Mañalich opinó que las aprensiones del Honorable Senador señor Espina eran del todo razonables, agregando que quedan respondidas en la discusión ya consignada. Puntualizó que del texto en análisis fluye claramente que el adjetivo calificativo “grave” permitirá distinguir el maltrato corporal de este proyecto con el maltrato sin calificativo de la Ley de Violencia Intrafamiliar.


Puntualizó que el sistema que genera la introducción de la nueva figura penal, permitirá que el operador jurídico pueda aplicar el estatuto correspondiente empleando las reglas generales, lo que, en la especie, significa que se aplicarán las normas de la violencia intrafamiliar o las de esta iniciativa dependiendo de que se configuren o no los requisitos que establece cada una de ellas.

Consideró inconveniente establecer en esta ley que en caso que el maltrato grave o el trato cruel o vejatorio se dé entre parientes se aplicará, en forma excluyente, la Ley de Violencia Intrafamiliar, pues, en la práctica, ello implicaría que un trato con esas características efectuado entre parientes de forma no habitual no quedará sancionado, lo que no es aceptable. Sostuvo que la realidad nacional demuestra, desafortunadamente, que el ámbito de mayor riesgo para una persona vulnerable es el seno de su propia familia.


El abogado señor Fernández coincidió con lo señalado por el Profesor señor Mañalich y explicó que incorporar dos estatutos paralelos -como se ha sugerido-, permite establecer una regla de igual protección para los menores y las personas desvalidas en todo tipo de ámbito, tanto familiar como no familiar. Expresó que proceder de otra forma podría poner a nuestro país en situación de incumplimiento de tratados internacionales que imponen obligaciones al Estado en cuanto a la protección de los menores y las personas desvalidas.


Por su parte, el Subsecretario de Justicia (S), señor Valenzuela, hizo notar que la incorporación del nuevo tipo penal en un párrafo especial que se inserta en el Título VIII del Libro Segundo del Código Penal, coloca al nuevo delito entre los que atentan contra las personas. Expresó que ello puede ser relevante a la luz de lo que dispone el artículo 490 del mismo cuerpo legal, que establece una cláusula general admitiendo la comisión culposa de los ilícitos contenidos en el párrafo citado.


El Profesor señor Acosta opinó que la formulación del nuevo ilícito implica la concurrencia de elementos que no son compatibles con la comisión culposa.

Hubo consenso entre los miembros presentes de la Comisión en cuanto a que, en los términos en que está concebido el nuevo ilícito, no cabría la ejecución culposa del mismo.

Llegado este punto del debate, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, expresó que las ideas ya estaban lo suficientemente claras y que, con los ajustes antes explicados, se había logrado estructurar un ilícito que solucionará en buena forma las carencias que la iniciativa en estudio busca atender. Por ello, manifestó que era oportuno poner en votación la idea de legislar.


Antes de recabar el correspondiente pronunciamiento de parte de la Comisión, advirtió que era necesario complementar las ideas matrices ya acordadas en cuanto al nuevo ilícito, con las siguientes disposiciones:


En primer término, señaló que debía enmendarse el numeral 5º del artículo 494 del Código Penal, con el objetivo de excluir de la falta que allí se regula las lesiones que se inflijan en conexión con el delito que se ha previsto en el artículo 403 ter de este mismo Código.

A continuación, en cuanto a la figura de carácter civil contemplada en el inciso segundo del artículo 62 de la ley N° 16.618, de Menores, sugirió eliminarla. Propuso, para estos efectos, sustituir el texto del referido precepto, de manera de mantener solamente aquella parte del mismo que seguirá vigente, con lo cual quedará también eliminada la regla que atribuía competencia a los tribunales del crimen para conocer de estas infracciones cuando ellas ocasionaran lesiones graves o menos graves.

Luego, como consecuencia de la enmienda introducida al citado artículo 62 de la ley N° 16.618, sugirió agregar una norma destinada a derogar el número 11 del artículo 8º de la ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia, regla que otorga competencia a aquellos tribunales para conocer del ilícito vigente, que tiene carácter civil y no penal, como quedará establecido en esta iniciativa.


En consonancia con lo anterior, propuso también aprobar una norma transitoria que establezca que los hechos constitutivos de la infracción señalada por el inciso segundo del artículo 62 de la ley Nº 16.618, cometidos con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, que no hayan sido objeto de un proceso judicial previo concluido por sentencia ejecutoriada, serán conocidos por el tribunal con competencia en materia de familia que corresponda, pudiendo aplicarse al infractor las medidas contempladas por la citada disposición. Explicó que esta disposición también debe establecer que los procesos actualmente pendientes por la infracción antes señalada seguirán siendo conocidos por los referidos tribunales de familia y que procederá igualmente, a su respecto, la aplicación de las medidas previstas en aquel precepto.


Sugirió pronunciarse sobre estos puntos al realizarse la votación en particular del proyecto.


A continuación, declaró cerrada la discusión en general de la iniciativa y puso en votación la idea de legislar.


- El proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Enseguida, sobre la base del análisis anteriormente realizado, el señor Presidente puso en votación en particular el articulado del proyecto.

En primer lugar, sometió a votación la siguiente proposición sustitutiva de los artículos 1º y 2º de la Moción:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:


a) Incorpórase un nuevo párrafo 3 bis al Título VIII del Libro II del Código Penal, del siguiente tenor:

“3 bis. Maltrato de menores y personas desvalidas

Artículo 403 ter.- El que teniendo a su cargo o bajo su cuidado o responsabilidad a una persona menor de edad o en situación de vulnerabilidad por discapacidad, enfermedad o vejez, le infligiere maltrato corporal grave o la sometiere a un trato cruel y vejatorio, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo.


Si del maltrato resultaren para el ofendido lesiones corporales de aquellas previstas por el artículo 399, la pena será de reclusión menor en su grado mínimo a medio.”.


b) Incorpórase al numeral 5º del artículo 494, luego de la frase final “sobre Violencia Intrafamiliar”, la expresión “ni las cometidas en conexión con el delito previsto en el artículo 403 ter de este Código”, precedida de una coma (,).

- Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Seguidamente, puso en votación la siguiente proposición sustitutiva del artículo 3º de la Moción:


“Artículo 2º.- Reemplázase el artículo 62 de la ley Nº 16.618, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el artículo 6º del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Justicia, del año 2000, por el siguiente:


“Artículo 62.- Será castigado con prisión en cualquiera de sus grados o presidio menor en su grado mínimo, o con multa de seis a diez unidades tributarias mensuales:


1.º El que ocupare a menores de dieciocho años en trabajos u oficios que los obliguen a permanecer en cantinas o casas de prostitución o de juego;


2.º El empresario, propietario o agente de espectáculos públicos en que menores de edad hagan exhibiciones de agilidad, fuerza u otras semejantes con propósito de lucro, y


3.º El que ocupare a menores de edad en trabajos nocturnos, entendiéndose por tales aquellos que se ejecutan entre las diez de la noche y las siete de la mañana.


Lo dispuesto en este artículo será también aplicable cuando las personas indicadas en el inciso primero abandonen al menor sin velar por su crianza y educación o lo corrompan.”.”.


- La proposición anterior fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Luego, puso en votación la incorporación del siguiente artículo 3º, nuevo, que es consecuencia de la enmienda introducida al artículo 62 de la ley N° 16.618:


“Artículo 3º.- Derógase el número 11 del artículo 8º de la ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia.”.


- La proposición anterior fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Finalmente, por las razones explicadas precedentemente, sometió a votación la incorporación del siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo transitorio.- Los hechos constitutivos de la infracción señalada por el inciso segundo del artículo 62 de la ley Nº 16.618, cometidos con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, que no hayan sido objeto de un proceso judicial previo concluido por sentencia ejecutoriada, serán conocidos por el tribunal con competencia en materia de familia que corresponda, pudiendo aplicarse al infractor las medidas contempladas por la citada disposición. Los procesos actualmente pendientes por la infracción antes señalada seguirán siendo conocidos por los referidos tribunales de familia y procederá igualmente, a su respecto, la aplicación de las medidas previstas en el citado precepto.”.

- Esta propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados anteriormente, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar, tanto en general como en particular, el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:


a) Incorpórase un nuevo párrafo 3 bis al Título VIII del Libro II del Código Penal, del siguiente tenor:

“3 bis. Maltrato de menores y personas desvalidas

Artículo 403 ter.- El que teniendo a su cargo o bajo su cuidado o responsabilidad a una persona menor de edad o en situación de vulnerabilidad por discapacidad, enfermedad o vejez, le infligiere maltrato corporal grave o la sometiere a un trato cruel y vejatorio, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo.


Si del maltrato resultaren para el ofendido lesiones corporales de aquellas previstas por el artículo 399, la pena será de reclusión menor en su grado mínimo a medio.”.


b) Incorpórase al numeral 5º del artículo 494, luego de la frase final “sobre Violencia Intrafamiliar”, la expresión “ni las cometidas en conexión con el delito previsto en el artículo 403 ter de este Código”, precedida de una coma (,).

Artículo 2º.- Reemplázase el artículo 62 de la ley Nº 16.618, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el artículo 6º del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Justicia, del año 2000, por el siguiente:


“Artículo 62.- Será castigado con prisión en cualquiera de sus grados o presidio menor en su grado mínimo, o con multa de seis a diez unidades tributarias mensuales:


1.º El que ocupare a menores de dieciocho años en trabajos u oficios que los obliguen a permanecer en cantinas o casas de prostitución o de juego;


2.º El empresario, propietario o agente de espectáculos públicos en que menores de edad hagan exhibiciones de agilidad, fuerza u otras semejantes con propósito de lucro, y


3.º El que ocupare a menores de edad en trabajos nocturnos, entendiéndose por tales aquellos que se ejecutan entre las diez de la noche y las siete de la mañana.


Lo dispuesto en este artículo será también aplicable cuando las personas indicadas en el inciso primero abandonen al menor sin velar por su crianza y educación o lo corrompan.”.

Artículo 3º.- Derógase el número 11 del artículo 8º de la ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia.


Artículo transitorio.- Los hechos constitutivos de la infracción señalada por el inciso segundo del artículo 62 de la ley Nº 16.618, cometidos con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, que no hayan sido objeto de un proceso judicial previo concluido por sentencia ejecutoriada, serán conocidos por el tribunal con competencia en materia de familia que corresponda, pudiendo aplicarse al infractor las medidas contempladas por la citada disposición. Los procesos actualmente pendientes por la infracción antes señalada seguirán siendo conocidos por los referidos tribunales de familia y procederá igualmente, a su respecto, la aplicación de las medidas previstas en el citado precepto.”. (La totalidad del texto fue aprobada por unanimidad, 3 x 0).
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 4, 9 y 16 de diciembre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Hosain Sabag Castillo) y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña (Carlos Ignacio Kuschel Silva) y Patricio Walker Prieto (Presidente).


Sala de la Comisión, 30 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,
Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE CONDICIONES ESPECIALES TRANSITORIAS PARA LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 18 DE LA LEY N° 19.479 Y FACULTA PARA OTORGAR EL BONO COMPENSATORIO QUE INDICA (9113-05)
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Sabag.
Concurrieron, asimismo, los siguientes invitados:
Del Ministerio de Hacienda, el Subsecretario, señor Julio Dittborn, y el coordinador legislativo, seño Francisco Moreno.
De la Asociación Nacional de Aduanas, el Presidente, señor Marcelo Reyes; el Director Nacional, señor Daniel Vergara; el Secretario General, señor Mauricio Soudre; y el dirigente regional, señor Robert Anabalón. 
Del Servicio Nacional de Aduanas, el Jefe de Gestión Territorial, señor Andrés Wielandt.
De la Dirección de Presupuestos, la abogada, señora Catalina Rizo.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Carol Parada.
De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.
Del Instituto Libertad y Desarrollo, la asesora, señorita Natalia González.
- - -
Se deja constancia que, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, la iniciativa fue discutida solamente en general.
- - -
OBJETIVO DEL PROYECTO
Favorecer las condiciones de retiro del personal del Servicio Nacional de Aduanas, estableciendo transitoriamente condiciones especiales para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 -que regula la declaración de vacancia de los cargos del personal-, otorgando  bonificaciones a los funcionarios que presentaron su renuncia voluntaria en las condiciones que se fijan, y concediendo un bono compensatorio al personal que se indica.
- - -
ANTECEDENTES
Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:
I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS
- Ley Nº 19.479, introduce modificaciones a la Ordenanza de Aduanas y a la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas, dicta normas sobre gestión y personal de dicho Servicio y sustituye su planta de personal.
- Ley N° 19.882, regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.
- Ley N° 19.916, modifica la ley N° 19.479, que dicta normas sobre gestión y personal del Servicio Nacional de Aduanas.
- Decreto ley N° 3.551, de 1981, fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje que dio origen a la iniciativa expresa, en primer lugar, que ésta surge como concreción de las instancias de diálogo permanentes y continuos que ha desarrollado el Gobierno con representantes de diferentes ámbitos de trabajadores que laboran en los sectores del quehacer público, quienes, entre otros temas, han manifestado su preocupación por las condiciones de egreso de los funcionarios que habiendo cumplido una larga trayectoria de entrega, se preparan para pensionarse. 
En efecto, añade, el presente proyecto de ley posibilita el retiro de un grupo de funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas, bajo las condiciones que se señalan, a través de una adecuación transitoria del artículo 18 de la ley N° 19.479, disposición que concede al Director de dicho servicio la facultad de declarar vacantes los cargos servidos por funcionarios de carrera desde que hayan cumplido 65 años de edad, bajo determinadas circunstancias que allí se fijan. En ella se exige, entre otras condiciones, que el funcionario de que se trate tenga una tasa de reemplazo que alcance al 70% de las remuneraciones imponibles que al efecto se señalan. De esta manera, una vez aplicada la norma, el funcionario debe recibir la bonificación por retiro voluntario que se contempla, incrementada. El mismo artículo, además, establece que dentro de las disponibilidades presupuestarias de cada año, el mencionado Director debe incrementar el monto de la bonificación. 
Sobre el particular, cabe tener presente que la bonificación por retiro voluntario a que alude el artículo 18 de la ley N° 19.479, está contenida en el Título II de la ley N° 19.882, que otorga un beneficio equivalente a un mes de remuneración por cada dos años de servicio, con tope de nueve o diez meses, al momento de la renuncia voluntaria, que debe ocurrir al cumplir 60 o 65 años, según se trate de una  mujer o un hombre. El artículo noveno de esta última ley, en concreto, dispone que la bonificación se disminuirá en un mes por cada semestre en que el funcionario, habiendo cumplido el requisito de edad, no se haya acogido a retiro voluntario.
En síntesis, de conformidad con lo expuesto, los funcionarios a los que se les declare la vacancia de sus cargos en el Servicio Nacional de Aduanas según la ley N° 19.479, podrán percibir la bonificación por retiro que la ley N° 19.882 concede por la causal de renuncia voluntaria, elevada a once meses, salvo que la hayan perdido en su totalidad por permanecer en sus cargos los semestres suficientes posteriores al cumplimiento de las edades señaladas.
Ahora bien, consigna de inmediato el Mensaje, el Director Nacional de Aduanas no ha aplicado la facultad que le concede el artículo 18 de la ley N° 19.479. En consecuencia, sólo se han producido desvinculaciones voluntarias en el Servicio, por lo que los funcionarios que se retiraron no obtuvieron el incremento autorizado para las situaciones de excepción.
Una segunda opción que contempla el artículo 18 la ley N° 19.479, por otra parte, permite al Director Nacional, en los casos de renuncia voluntaria y dentro de las disponibilidades presupuestarias de cada año, incrementar los montos superiores de la bonificación por retiro voluntario, es decir, los nueve o diez meses según sean hombres o mujeres, que contiene el Título II ley N° 19.882, relativo a la bonificación por retiro, hasta un límite máximo de once meses de la remuneración imponible. 
El proyecto de ley, destaca además el Mensaje, aborda la situación del error administrativo en que se ha incurrido en la aplicación del cálculo de la  asignación de antigüedad (bienios) del artículo 25 de la ley N° 19.269, que en esta ocasión se subsana.
A continuación, se explaya el Mensaje sobre los objetivos de la iniciativa en estudio, a saber, favorecer las condiciones de retiro del personal del Servicio Nacional de Aduanas, por la vía del establecimiento de condiciones transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479, que regula la declaración de vacancia de los cargos del personal de dicho organismo y que, bajo determinados supuestos, habilita para el incremento de las bonificaciones por retiro. Se concede, además,  una compensación al personal que prestó servicios en los periodos que al efecto se indican, y que reúne los demás requisitos que se señalan.
Conforme a dichos objetivos, se explicita enseguida el contenido específico de la iniciativa:
1. Adecuación transitoria de las condiciones de aplicación del artículo 18 la ley N° 19.479, con miras a que el Director Nacional de Aduanas pueda ejercer la facultad de declarar la vacancia, de manera excepcional, a funcionarios o funcionarias que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen perdido totalmente la bonificación por retiro a que habrían tenido derecho si hubiesen renunciado voluntariamente por aplicación de lo dispuesto en el artículo noveno de la ley N° 19.882. Tendrá efectos, en consecuencia, sobre el personal respecto del cual no resultaba posible la aplicación de la facultad de declaración de vacancia y el otorgamiento del equivalente a once meses de dicha bonificación.
La declaración de vacancia a que se refiere el artículo 18 de la ley N° 19.479, entonces, con las normas especiales contenidas en el proyecto de ley, estará limitada a funcionarios con retiros efectivos hasta el 31 de diciembre de 2013 y el 30 de junio de 2014. Para ejercer la facultad respecto de funcionarias que tengan menos de 65 años, en tanto, se requerirá de su consentimiento previo. 
Adicionalmente, se contempla beneficiar a otros grupos de funcionarios. En primer término, a aquellos que no cumplen con las condiciones para que el Director Nacional de Aduanas pueda declararles vacantes sus cargos según los requerimientos de la ley N° 19.479, o a los que cumpliéndolos, no se les declarare la vacancia cuando a la fecha  de publicación de la presente iniciativa hubieran perdido hasta seis meses de la bonificación por retiro voluntario de la ley N° 19.882, de conformidad a lo dispuesto en el artículo noveno de este último cuerpo legal. En segundo término, al personal a contrata, bajo las mismas condiciones antes expresadas. 
Finalmente, si los funcionarios de planta o a contrata antes señalados presentan la renuncia voluntaria a sus cargos dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de la  ley que el presente proyecto propone, se plantea incrementar a once meses su bonificación por retiro voluntario. 
2. Bonificación a los funcionarios que presentaron su renuncia voluntaria a sus cargos de planta a contar del 18 de junio de 2012, pero a quienes no se les  aplicó lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N°19.479, aun cuando cumplían con los requisitos que allí se establecen. Este bono no será imponible ni tributable, y será equivalente a la diferencia entre los meses de la bonificación por retiro voluntario que percibieron los referidos funcionarios conforme las normas de Título II de la ley N° 19.882, y los once meses que podrían haberles correspondido si el Director Nacional de Aduanas hubiese ejercido, respecto de los cargos que servían, la facultad que declaración de vacancia que regula el citado artículo 18.
Del mismo modo, se prevé otorgar un bono no imponible ni tributable a los funcionarios que renunciaron voluntariamente a sus cargos a contar del 18 de junio de 2012, respecto de los cuales el Director Nacional no aplicó la facultad que le otorga el inciso quinto del artículo 18, es decir, no incrementó hasta once remuneraciones imponibles el límite superior de su bonificación por retiro. Este bono será equivalente a la diferencia entre los nueve o diez meses, según sean hombres o mujeres, de la bonificación por retiro voluntario que el personal en comento percibió conforme las normas de Título II de la ley N° 19.882, y los once meses que hubieren podido percibir de aplicarse el citado inciso quinto.
3. Otorgamiento de un bono compensatorio que permita superar las dificultades verificadas en la aplicación del cálculo de la asignación de antigüedad (bienios) del artículo 25 de la ley N° 19.269 respecto del personal del Servicio Nacional de Aduanas. Este bono será pagado por una sola vez a a quienes reúnan las condiciones que se indican. Se reseña, sobre el particular, que en el mes de junio de 2012 se suscribió un protocolo de acuerdo entre la Subsecretaría de Hacienda, el Servicio Nacional de Aduanas y la Asociación Nacional de Funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas (ANFACH), en el que, entre otras materias, se contempló abordar ciertas situaciones relativas al pago de la asignación de antigüedad de determinados funcionarios, que habían sido evidenciadas el año 2005 por la Contraloría General de la República.
- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL
El Presidente de la Asociación Nacional de Aduanas (ANFACH) señor Marcelo Reyes hizo referencia a un protocolo de acuerdo suscrito entre los representantes de su organización, el Servicio Nacional de Aduanas (SNA) y el Ministerio de Hacienda con fecha 12 de septiembre de 2013, que constituye el antecedente más directo del proyecto de ley que en esta oportunidad, y tras haber sido despachado por la Cámara de Diputados, conoce la Comisión de Hacienda del Senado. 
Entre otras materias, en dicho instrumento se consignó el compromiso, por parte de la Subsecretaría de Hacienda, por orientar sus esfuerzos para mejorar las condiciones de retiro voluntario  acordadas, respecto del SNA, con la Asociación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF). Dichos esfuerzos, dio a conocer, se encuentran muy cerca de materializarse, pues en los primeros días del año 2014 los representantes de los funcionarios han logrado un acuerdo con la Dirección de Presupuestos en torno a la presentación de una serie de indicaciones que, justamente, abordarían la señalada materia y otros asuntos de interés. 
En consonancia con lo expuesto, solicitó a los integrantes de la Comisión una pronta aprobación de la idea de legislar de la iniciativa en estudio, con el objeto de que, en la discusión particular de la misma, puedan ser consideradas, y aprobadas, las indicaciones de su iniciativa exclusiva que el Ejecutivo debe formular.
El Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn, expuso que, en lo esencial, el proyecto de ley recoge dos materias. En primer lugar, remedia el hecho de que cuando se aprobó el incentivo al retiro para el SNA, muchos funcionarios no pudieron acceder a él, o lo hicieron en condiciones menos ventajosas, básicamente por una tardanza en la confección del reglamento de la ley. 
En segundo término, se hace cargo de que entre los años 2005 y 2010, el SNA cometió algunos errores en el cálculo de los bienios, que ciertamente incidieron en posteriores cálculos de las asignaciones de antigüedad. Mediante el pago de un bono a los funcionarios afectados, explicó, esa equivocación es finalmente subsanada.    




Confirmó, por otra parte, que efectivamente se han convenido ciertas indicaciones para ser presentadas en las subsiguientes etapas de la tramitación del proyecto de ley.




El Honorable Senador señor Zaldívar reparó en que tanto algunos artículos del proyecto de ley como el informe financiero -del que se da cuenta más adelante en el presente informe- aluden al año 2013 para el establecimiento de las condiciones que se deben satisfacer para acceder a los beneficios que se contemplan. Todos ellos, consignó, deben ser objeto de las modificaciones y actualizaciones que sean pertinentes.
Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar. 
- - -
INFORME FINANCIERO
El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 19 de junio de 2013, señala lo siguiente:
“I. Antecedentes.
El proyecto de ley tiene por objeto establecer transitoriamente condiciones especiales para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479, establecer bonificaciones a los funcionarios que presentaron su renuncia voluntaria en las condiciones que se fijan y conceder un bono compensatorio al personal del Servicio Nacional de Aduanas que se indica.
- Adecuación transitoria del artículo 18 de la ley N° 19.479.
Se adecúan transitoriamente las condiciones de aplicación de la norma del artículo 18 de la ley N° 19.479, de manera que el Director Nacional de Aduanas pueda aplicar la declaración de vacancia de manera excepcional a funcionarios que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen perdido totalmente la bonificación por retiro según lo dispuesto en el artículo 9° de la ley N° 19.882. En el ejercicio de dicha facultad, el Director podrá otorgar el equivalente a 11 meses de la remuneración imponible considerada para dicha bonificación.
La declaración de vacancia conforme a las normas especiales a que se refiere el párrafo anterior se aplicará durante los años 2013 y 2014.
Adicionalmente, se contempla beneficiar a un segundo grupo de funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que, a la fecha de publicación de la ley, hubieran perdido por aplicación del artículo 9° de la ley N° 19.882, hasta seis meses de los montos superiores de 9 o 10 meses de dicha bonificación. Lo anterior, si presentan la renuncia voluntaria a sus cargos de planta o contrata dentro de los 90 días siguientes a la fecha de publicación de la ley.
- Bonificaciones a los funcionarios que presentaron su renuncia voluntaria en las condiciones que se indican.
Por otra parte, se contempla un bono para aquellos ex funcionarios que, cumpliendo con los requisitos que establecen los incisos 1° y 2° del artículo 18 de la ley N° 19.479, hayan renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 18 de junio de 2012 y hasta el día previo a la publicación de la ley. El bono es equivalente a la diferencia entre los meses de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a la ley N° 19.882 y los 11 meses de remuneraciones imponibles consideradas para dicha bonificación que hubieren podido percibir si el Director Nacional de Aduanas hubiese ejercido la facultad de declaración de vacancia.
Del mismo modo, se otorgará un bono a los funcionarios que renunciaron voluntariamente a sus cargos a contar del 18 de junio de 2012 y hasta el día previo a la publicación de esta ley, respecto de los cuales el Director Nacional de Aduanas no aplicó la facultad que le otorga el inciso 5° del artículo 18. Este bono será equivalente a la diferencia entre los nueve o diez meses, según sean hombres o mujeres, de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a la ley N° 19.882 y los 11 meses que hubieren podido percibir de aplicarse el citado inciso 5°.
- Bono Compensatorio.
Se concede un bono compensatorio, por una sola vez, a los funcionarios de la planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubiesen percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del decreto ley N° 3551 de 1981 incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269 durante todo o parte del período comprendido entre el 1° de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se encontraban en servicio al 8 de enero de 2010.
El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiera correspondido percibir a cada funcionario conforme a la norma recién citada y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en un 15,6% y reajustado de acuerdo a la variación del IPC según se establece.
II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.
El presente proyecto de ley, implica un mayor gasto fiscal según se indica a continuación:
	
	
	2013
	2014
	Total

	Adecuación transitoria del artículo 18 de la ley N° 19.479
	Beneficiarios
	69
	21
	90

	
	Mayor Gasto Fiscal 
(Mill.de $ 2013)
	672
	311
	983

	Bonificaciones a los ex funcionarios que indica
	Bebeficiarios
	3
	0
	3

	
	Mayor Gasto Fiscal 
(Mill.de $ 2013)
	25
	0
	25

	Bono compensatorio
	Beneficiarios
	91
	0
	91

	
	Mayor Gasto Fiscal 
(Mill.de $ 2013)
	116
	0
	116

	
	
	
	
	

	Mayor Gasto Total
	Mayor Gasto Fiscal 
(Mill.de $ 2013)
	813
	311
	1.124


El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, durante el primer año de su aplicación, se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
En consecuencia, sin perjuicio de la necesaria actualización de que debe ser objeto el informe financiero, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país. 
- - -
TEXTO DEL PROYECTO
En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- En ejercicio de la facultad que le concede el artículo 18 de la ley N° 19.479, el Director Nacional de Aduanas podrá, de manera excepcional, respecto de los funcionarios o funcionarias que al 31 de julio de 2010 hubiesen perdido totalmente la bonificación por retiro, según lo dispuesto en el artículo noveno de la ley N°19.882, otorgar el equivalente a once meses de la remuneración imponible considerada para dicha bonificación, en los términos de la ley citada precedentemente.
Para los efectos del inciso cuarto del artículo 18 de la ley N° 19.479, la bonificación que se considerará será la de once meses referida en el inciso anterior.
La declaración de vacancia a que se refiere el artículo 18 de la ley N° 19.479, conforme a las normas especiales contenidas en el presente artículo, se aplicará durante los años 2013 y 2014, distribuyéndose en forma equitativa el número de funcionarios a los que se aplique esta disposición, entre ambos años. El personal cuyo cargo sea declarado vacante durante el año 2013 deberá retirarse antes del 31 de diciembre del mismo año, y a quienes se aplique la referida facultad durante el año 2014, su retiro deberá verificarse antes del 30 de junio de 2014. Con todo, el número de cargos a que se aplique la presente disposición, durante el año 2014, no podrá exceder los dispuestos para el 2013. Para ejercer esta facultad respecto de funcionarias que tengan más de 60 años de edad y menos de 65 años, se requerirá el consentimiento previo de éstas. 
Artículo 2°.- El Director Nacional de Aduanas incrementará a once meses la bonificación por retiro voluntario de los funcionarios o funcionarias del Servicio Nacional de Aduanas que, a la fecha de publicación de esta ley, hubieran perdido, por aplicación del artículo noveno de la ley N° 19.882, hasta seis meses de los montos superiores de nueve o diez meses de dicha bonificación a que tuvieron derecho, según se trate de hombres o mujeres, respectivamente, si presentan la renuncia voluntaria a sus cargos de planta o a contrata dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, no obstante lo establecido en el inciso quinto del artículo 18 de la ley N° 19.479. 
Artículo 3°.- A los funcionarios y funcionarias que, cumpliendo con los requisitos que establecen los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley N° 19.479, hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 18 de junio de 2012 hasta el día previo a la publicación de la presente ley, se les otorgará un bono no imponible ni tributable. Este bono será equivalente a la diferencia entre los meses de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a las normas del Título II de la ley N° 19.882 y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir si el Director Nacional de Aduanas hubiese ejercido la facultad de declaración de vacancia respecto de los cargos que servían conforme al inciso sexto del artículo 18 antes citado.
Del mismo modo, se otorgará un bono no imponible ni tributable a los funcionarios que hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 18 de junio de 2012  hasta el día previo a la publicación de la presente ley, respecto de los cuales el Director Nacional de Aduanas no aplicó la facultad que le otorga el inciso quinto del artículo 18 ya señalado. Este bono será equivalente a la diferencia entre los montos superiores de nueve o diez meses, según se trate de hombres o mujeres, de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a las normas del Título II de la ley N°19.882 y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir de aplicarse el citado inciso quinto.
En ambos casos, los ex funcionarios deberán requerirlo ante su ex empleador dentro de los treinta días siguientes a la publicación de la presente ley y, de corresponder, su pago se efectuará dentro de los sesenta días siguientes.
Artículo 4°.- Renuévase hasta el día 30 de junio de 2014 la vigencia del artículo cuarto transitorio de la ley N° 19.916.
Artículo 5°.- Las disponibilidades presupuestarias que exige el artículo 18 de la ley N°19.479 para su aplicación, respecto de los beneficios que se conceden en los artículos anteriores de la presente ley, provendrán de los subtítulos 21 y 22 del Presupuesto del Servicio Nacional de Aduanas de los años correspondientes.
Artículo 6°.- Otórgase un bono compensatorio, por una sola vez, a los funcionarios de planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del artículo 7° del decreto ley N°3.551, de 1981, incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269, durante todo o parte del período comprendido entre el 1 de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se hayan encontrado en servicio al 8 de enero de 2010. 
El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiere correspondido percibir a cada funcionario conforme a la letra e) citada en el inciso anterior y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en el 15,6%. El total del bono resultante, con arreglo a  lo expresado, se reajustará en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre el mes de septiembre de 2005 y el mes anterior a la fecha de dictación de la resolución que conceda el bono compensatorio. 
El Director Nacional de Aduanas dictará la resolución que concede el bono a los funcionarios que tuvieren derecho a él, conforme al inciso primero de este artículo, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, el que será pagado dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de dicha resolución.
El bono compensatorio no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será tributable ni imponible. Asimismo, no servirá de base de cálculo o recálculo para ninguna otra remuneración o beneficio económico a que tengan derecho los funcionarios o que hayan percibido durante el periodo que considera el bono.
Artículo 7°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas.”.
- - -
Acordado en sesión celebrada el día 7 de enero  de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Ricardo Lagos Weber.
Sala de la Comisión, a 7 de enero de 2014.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre
Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR TUMA, SEÑORA RINCÓN Y SEÑORES GARCÍA-HUIDOBRO, PROKURICA Y ROSSI, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 20.600, QUE CREA LOS TRIBUNALES AMBIENTALES, EN MATERIA DE SUBROGACIÓN
(9230-07)
Fundamentos:

1. El 28 de junio de 2012 se publicó en el Diario Oficial la Ley N° 20.600, que creó los Tribunales Ambientales, “órganos jurisdiccionales especiales, sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias medioambientales de su competencia y ocuparse de los demás asuntos que la ley somete a su conocimiento” (artículo 1°).

2. El artículo 5° de dicho cuerpo legal establece el número de Tribunales y su jurisdicción:

“Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta, y con competencia territorial en las Regiones de Anca y Parinacota, de Tarapacá, de Antofagasta, de Atacama y de Coquimbo; Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago, y con competencia territorial en las regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O'Higgins y del Maule; y Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia, y con competencia territorial en las regiones del Biobío, de La Araucanía, de los Ríos, de Los Lagos, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena.”
3. El artículo primero transitorio de la Ley N° 20.600 estableció que el Segundo Tribunal asumieron sus cargos, prestando juramento ante el Presidente de la Excma. Corte Suprema Ambiental debía entrar en funcionamiento en el plazo de seis meses, contado desde la publicación de la misma. El 28 de diciembre de 2012, los Ministros Titulares y Suplentes. Por Acta N° 1, dictada ese día, el Tribunal dispuso que a más tardar dentro de 60 días, entraría en pleno funcionamiento, y se entendería plenamente vigente lo dispuesto en el artículo décimo transitorio de la Ley N° 20.417. De esta forma, el 28 de febrero de 2013 el Segundo Tribunal Ambiental inició la plenitud del ejercicio de sus facultades, tanto administrativas como jurisdiccionales.

4. Por su parte, el artículo segundo transitorio de la Ley N° 20.600 estableció que la instalación del Primer y del Tercer Tribunal Ambiental se efectuaría en el plazo de doce meses, desde la publicación de la ley. En virtud de lo anterior esos tribunales debieron haberse instalado el 28 de junio de 2013. Sin embargo ello no ha sido posible, debido al atraso producido en el complejo proceso de nombramiento de sus Ministros, en el que interviene el Consejo de Alta Dirección Pública, la Excma. Corte Suprema, el Presidente de la República y el H. Senado (artículo 2° de la Ley). Los Ministros titulares y suplentes del Tercer Tribunal Ambiental recién prestaron juramento ante el Presidente de la Excma. Corte Suprema el 7 de octubre pasado, mientras que el nombramiento de los integrantes del Primer Tribunal Ambiental, todavía no se efectúa, debido a que aún no concluye el tercer Concurso público convocado por el Consejo de Alta Dirección Pública.

5. El artículo 10 de la Ley N° 20.600 establece las siguientes reglas de subrogación de los Ministros de los Tribunales Ambientales:

“Si por cualquier impedimento un Tribunal careciere de ministros titulares o suplentes para formar quórum, se procederá a la subrogación de éstos por ministros suplentes de otros Tribunales Ambientales, debiendo aplicarse al efecto las siguientes reglas:

1.- En el Primer Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.

2.- En el Segundo Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Primer Tribunal Ambiental.

3.- En el Tercer Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.

La subrogación deberá efectuarse por ministros suplentes que provengan de la misma área profesional que el ministro subrogado.

Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad de sus miembros titulares y suplentes, será subrogado por otro Tribunal Ambiental, de conformidad a las siguientes reglas:

1.- El Primer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.

2.- El Segundo Tribunal Ambiental por el Primer Tribunal Ambiental.

3.- El Tercer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental”.

6. La referida regla de subrogación difiere de la establecida por el legislador para otros tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial, y que tienen una composición similar a los ambientales, como el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y el Tribunal de Propiedad Industrial. En efecto, en el penúltimo inciso del artículo 11 del D.F.L. N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del D.L. 211 establece, respecto del primero, que: “Si por cualquier impedimento, el Tribunal careciere de integrantes titulares o suplentes para formar quórum, se procederá a su subrogación por Ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales”. Una regla de subrogación similar contiene, para el Tribunal de Propiedad Industrial, el D.F.L. N° 3, de 2006, del Ministerio de Economía, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Propiedad Industrial. Establece el inciso tercero del artículo 17 bis F de dicho cuerpo legal que: “Si por cualquier impedimento, el Tribunal no tuviera quórum para funcionar en al menos una sala, se procederá a la subrogación por Ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales”.

7. Con el fin de uniformar las reglas de subrogación en tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial y que tienen una composición similar, conviene sustituir el artículo 10 de la ley N° 20.600 por uno nuevo, que establezca un sistema similar al contemplado para el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y el de Propiedad Industrial, esto es, subrogación por un Ministro de Corte de Apelaciones, de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales. En este caso tendrían que efectuar la subrogación ministros de los tribunales de alzada de Antofagasta, Santiago y Valdivia, según el Tribunal Ambiental de que se trate.

8. La modificación propuesta precavería, además, el problema que podría producirse si el Segundo Tribunal Ambiental, por cualquier impedimento, careciere de Ministros titulares o suplentes para formar quórum. En ese evento, dispone el referido artículo 10, que la subrogación se efectuará por Ministros suplentes del Primer Tribunal Ambiental, lo que actualmente y en los próximos meses no podría llevarse a cabo, debido a que, como se señaló, dicho tribunal aún no se ha instalado, atendido que el proceso de nombramiento de sus Ministros se ha retrasado notablemente. Además, esta propuesta vendría a solucionar el inconveniente práctico de que la subrogación se efectúe por Ministros de Tribunales bastante distantes geográficamente, y evitaría adicionalmente alterar su normal funcionamiento jurisdiccional, atendido el pequeño número de Ministros, de cada uno, tanto titulares como suplentes.

9. Además, cabe tener presente que esta propuesta tiene antecedentes en la Historia de la Ley N° 20.600: En efecto, el Mensaje del proyecto que dio origen a dicho cuerpo legal contemplaba la creación de un solo Tribunal Ambiental, integrado por cinco miembros. El inciso séptimo de su artículo 9° contenía una norma de subrogación casi idéntica a la establecida, para el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. La disposición era la siguiente: “Si por cualquier impedimento, el Tribunal careciere de ministros titulares o suplentes para formar quórum, se procederá a su subrogación por ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales”.

10. Durante la discusión en general del proyecto, en primer trámite constitucional, en el H. Senado, S.E. el Presidente de la República formuló diversas indicaciones a la iniciativa, entre ellas, una que creaba tres tribunales ambientales, en vez del único propuesto originalmente en el Mensaje. La indicación N° 25 B-1 sustituía el inciso séptimo del artículo 9° del proyecto por otro, manteniendo, en todo caso, la subrogación por Ministros de Cortes de Apelaciones. La disposición propuesta en la indicación era la siguiente:

“Si por cualquier impedimento un Tribunal Ambiental careciere de ministros titulares o suplentes para formar quórum, se procederá a su subrogación por Ministros de Corte de Apelaciones de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales. Con todo, deberá aplicarse la siguiente regla:

a) En el caso del Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta, la subrogación se efectuará por Ministros de la Corte de Apelaciones de Antofagasta.

b) En el caso del Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago, la subrogación se efectuará por Ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago.

c) En el caso del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia, la subrogación se efectuará por Ministros de la Corte de Apelaciones de Valdivia.”
11. Al discutirse la referida disposición en las Comisiones unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente del H. Senado, según consta en la página 382 de la Historia de la Ley N° 20.600, sus integrantes señalaron que “al revisar las indicaciones propuestas por el Ejecutivo, concluyeron que ellas perfeccionaban el texto aprobado en general, especialmente en lo que dice relación con la subrogación de un Tribunal que carezca total o parcialmente de Ministros." Sin embargo, se propuso sustituir el texto aprobado en general por uno nuevo, que excluía de la subrogación a los Ministros de Cortes de Apelaciones, llamando a subrogar a ministros suplentes de otros tribunales ambientales, que fue lo que en definitiva se aprobó.

Por tanto, atendidos los fundamentos precedentes, y confirmando la integración mixta de Ministros letrados y no letrados de estos Tribunales Ambientales, venimos en proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único: Reemplazase el artículo 10° de la Ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:

Artículo 10.- Subrogación. Si por cualquier impedimento un Tribunal careciere de ministros titulares y suplentes para formar quórum, se procederá a la subrogación de éstos de acuerdo a las siguientes reglas:

1.- En el Primer Tribunal Ambiental la subrogación de los ministros letrados se efectuará por ministros de la Corte de Apelaciones de Antofagasta y la subrogación del ministro licenciado en Ciencias se efectuará por el respectivo ministro suplente del Segundo Tribunal Ambiental o, en su defecto, por el del Tercer Tribunal Ambiental. En el Segundo Tribunal Ambiental la subrogación de los ministros letrados se efectuará por ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago y la subrogación del ministro licenciado en Ciencias se efectuará por el respectivo ministro suplente del Primer Tribunal Ambiental o, en su defecto, por el del Tercer Tribunal Ambiental.

3.- En el Tercer Tribunal Ambiental la subrogación de los ministros letrados se efectuará por ministros de la Corte de Apelaciones de Valdivia y la subrogación del ministro licenciado en Ciencias se efectuará por el respectivo ministro suplente del Primer Tribunal Ambiental, o en su defecto, por el del Segundo Tribunal Ambiental.

Si la subrogación de los ministros licenciados en Ciencias no puede efectuarse, impidiendo al Tribunal sesionar con el quórum establecido en el artículo 6°, será reemplazado por el ministro suplente letrado del propio Tribunal o, de no ser posible, subrogado por ministros de las Cortes de Apelaciones respectivas de conformidad con las reglas anteriores.

El Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva determinará qué ministro efectuará la subrogación.

Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad de sus miembros titulares y suplentes, será subrogado por otro Tribunal Ambiental, de conformidad a las siguientes reglas:

1.-El Primer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.

2.-El Segundo Tribunal Ambiental por el Primer Tribunal Ambiental.

3.-El Tercer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental”.
(Fdo.): Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR GÓMEZ,  SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES PÉREZ VARELA, TUMA Y WALKER (DON PATRICIO), CON LA QUE SE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 66 A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, EN MATERIA DE REELECCIÓN DE LOS INTEGRANTES DEL COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA 
(9232-07)

El Comité de Auditoría Parlamentaria constituye un servicio común del Congreso Nacional, integrado por tres miembros elegidos por los 3/5 de los senadores y diputados en ejercicio, y dotado de competencias y atribuciones propias, las que ejerce conforme a su Reglamento y a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Las competencias legales y sustantivas que le corresponden a este organismo son:

1) Auditar el uso de los fondos públicos que las Cámaras destinen a financiar el ejercicio de la función parlamentaria.

2) Revisar las auditorías que de sus gastos institucionales efectúen el Senado, la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso Nacional, en forma previa al examen que les corresponde realizar a las Comisiones Revisoras de Cuentas.

La creación del Comité de Auditoría Parlamentaria surgió por iniciativa del propio Congreso Nacional, a fin de imprimir mayor transparencia a la actividad parlamentaria, perfeccionar los procesos de rendición de cuentas de los gastos de senadores y diputados, y realizar auditorías periódicas al uso y destino de las asignaciones parlamentarias.

Siendo así, la acción fiscalizadora del Comité y la emisión de sus informes de auditoría, constituyen actividades relevantes en el proceso de validación del uso de los recursos destinados al ejercicio de la función parlamentaria; relevantes, tanto desde el punto de vista de los procedimientos institucionales internos, como desde la percepción pública sobre los controles que el Parlamento se ha autoimpuesto.

Desde el momento de su instalación (marzo de 2011), el Comité de Auditoría ha respondido a su finalidad de ser un organismo estrictamente técnico. El accionar de sus miembros se inspira en criterios técnicos, que se materializa a través de instrumentos técnicos y que finalmente arriba a conclusiones técnicas. La práctica ha puesto de manifiesto una gestión profesional e imparcial de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria.

Sin embargo, su labor no se ha agotado en la mera fiscalización del cumplimiento de la norma regulatoria en materia de asignaciones parlamentarias. El Comité también ha asumido un rol de acompañamiento técnico en la consolidación de este nuevo proceso de mayor transparencia institucional. Al efecto, los miembros del Comité han agregado valor a su gestión, por la vía de constituir a este organismo además en una instancia de asesoría técnica transversal en materia de auditoría al interior del Congreso Nacional, cuando así ha sido requerido; pero siempre con pleno respeto de las competencias de los demás órganos internos del Parlamento y sobre todo de acatamiento de sus propias funciones y límites.

En este contexto, los firmantes consideramos que el Comité de Auditoría se ha constituido en un importante organismo del Congreso Nacional, estableciendo nuevos procedimientos técnicos, promoviendo sanas prácticas de auditoría, orientando permanentemente el correcto uso de los recursos destinados al ejercicio de la función parlamentaria, y apoyando técnicamente a los parlamentarios y a las máximas autoridades del Congreso Nacional cuando ha sido convocado para ello.

Resulta evidente que en el desarrollo de este proceso se ha venido acumulando una importante experiencia técnica en materia de auditoría y procedimientos al interior del Congreso Nacional. A la vez, se ha instalado un permanente diálogo técnico entre los miembros del Comité y las diferentes autoridades del Parlamento, y finalmente, se han venido construyendo y desarrollando valiosos objetivos en materia de transparencia. En definitiva, se ha producido una sana y sólida instalación de la nueva institucionalidad en materia de auditoría parlamentaria, que es necesario preservar y continuar.

Sin embargo, estimamos que la continuidad de este proceso por la senda que hasta ahora ha recorrido, requiere una precisa modificación en la normativa vigente -tendiente a su perfeccionamiento y a asegurar que no se afecte lo avanzado- y que consiste en suprimir, en el respectivo artículo de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el texto que impide la renovación o reelección de los miembros del Comité de Auditoría Parlamentaria; modificación que se concretaría por la simple fórmula de suprimir el vocablo “no” de la expresión “no podrán ser reelegidos”.

Cabe destacar, por lo demás, que esta precisa modificación mantendría inalterables las restantes atribuciones que el Congreso Nacional tiene en el proceso de nombramiento y evaluación de los miembros del Comité de Auditoría, en especial, la atribución relativa a su remoción en cualquier momento por acuerdo de las Cámaras, frente a incapacidad o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones de tales miembros.

En suma, la modificación que se propone, sólo pretende eliminar del texto legal la forzosa necesidad del cese de funciones de los miembros del Comité por el mero cumplimiento del plazo (“no podrán ser reelegidos”), posibilitando a cambio que el Congreso Nacional pueda efectuar -al término del período del Comité- un examen evaluativo del desempeño de dichos profesionales, proponiendo a las Salas de ambas Cámaras, o la renovación de su nombramiento o el cese de sus funciones, conforme arroje el resultado de dicha evaluación.

De esta forma, los senadores que suscriben consideramos que esta simple modificación perfecciona el sistema vigente y en nada altera, como se señaló, las actuales atribuciones que el Congreso Nacional tiene sobre el Comité de Auditoría Parlamentaria.

En consideración a lo expuesto, los parlamentarios que suscriben proponen al Senado el siguiente

PROYECTO DE LEY

“ARTÍCULO ÚNICO.- En el inciso tercero del artículo 66 A de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, suprímase el vocablo “no” que encabeza la expresión “no podrán ser reelegidos”.
(Fdo.):  José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
NIVEL JERÁRQUICO








� El proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de la Ejecución Presupuestaria del Ejercicio 2012, de 1 de julio de 2013, crea la Secretaría de Derechos Humanos dependiente de la Presidencia de la República (artículos 64 a 66): � HYPERLINK "http://www.mef.gub.uy/documentos/20130701rendicion_cuentas_2012_articulado.pdf" �http://www.mef.gub.uy/documentos/20130701rendicion_cuentas_2012_articulado.pdf�


� “§ 225. Maltrato de sujetos en custodia:


(1) Quien atormente o maltrate brutalmente a una persona menor de 18 años o desamparada por decrepitud o enfermedad que:


	1.	esté subordinada a su deber de protección y guarda,


	2.	pertenezca a su hogar,


	3.	haya sido encomendada por el obligado de la asistencia social o su autoridad,


	4.	esté subordinada a él dentro del marco de una relación de servicio o trabajo, o quien por negligencia malévola de sus deberes de atenderla, la perjudique en su salud, será castigado con pena privativa de la libertad de seis meses hasta diez años.


(2) La tentativa es punible.


(3) Deberá imponerse una pena privativa de la libertad no inferior a un año cuando el autor por el hecho ponga a la persona protegida en peligro:


	1.	de muerte o de un grave perjuicio para la salud, o


	2.	de un considerable perjuicio del desarrollo físico o psíquico.


(4) En casos menos graves del inciso 1 debe imponerse pena privativa de la libertad de tres meses hasta cinco años; en casos menos graves del inciso 3 la pena privativa de la libertad debe ser de seis meses hasta cinco años.”. (Traducción no oficial).


�CÓDIGO PENAL ESPAÑOL


TÍTULO VII


DE LAS TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL


“Artículo 173


1. El que infligiere a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su integridad moral, será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años.





Con la misma pena serán castigados los que, en el ámbito de cualquier relación laboral o funcionaria y prevaliéndose de su relación de superioridad, realicen contra otro de forma reiterada actos hostiles o humillantes que, sin llegar a constituir trato degradante, supongan grave acoso contra la víctima.





Se impondrá también la misma pena al que de forma reiterada lleve a cabo actos hostiles o humillantes que, sin llegar a constituir trato degradante, tengan por objeto impedir el legítimo disfrute de la vivienda.





2. El que habitualmente ejerza violencia física o psíquica sobre quien sea o haya sido su cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por naturaleza, adopción o afinidad, propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o conviviente, o sobre persona amparada en cualquier otra relación por la que se encuentre integrada en el núcleo de su convivencia familiar, así como sobre las personas que por su especial vulnerabilidad se encuentran sometidas a custodia o guarda en centros públicos o privados, será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años, privación del derecho a la tenencia y porte de armas de dos a cinco años y, en su caso, cuando el Juez o Tribunal lo estime adecuado al interés del menor o incapaz, inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento por tiempo de uno a cinco años, sin perjuicio de las penas que pudieran corresponder a los delitos o faltas en que se hubieran concretado los actos de violencia física o psíquica.





Se impondrán las penas en su mitad superior cuando alguno o algunos de los actos de violencia se perpetren en presencia de menores, o utilizando armas, o tengan lugar en el domicilio común o en el domicilio de la víctima, o se realicen quebrantando una pena de las contempladas en el artículo 48 de este Código o una medida cautelar o de seguridad o prohibición de la misma naturaleza.





3. Para apreciar la habitualidad a que se refiere el apartado anterior, se atenderá al número de actos de violencia que resulten acreditados, así como a la proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma o diferentes víctimas de las comprendidas en este artículo, y de que los actos violentos hayan sido o no objeto de enjuiciamiento en procesos anteriores.”.
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